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La indebida aplicación de caducidad de la prisión preventiva según la ley penal 
ecuatoriana. 
 
La presente investigación tiene como finalidad brindar una propuesta de reforma en el artículo 
541 del Código Orgánico Integral Penal, con el fin de impedir la caducidad de la prisión 
preventiva, provocada por la persona procesada y sancionar las trabas procesales “irrazonables” 
en administración de justicia. Además se habla sobre el tratamiento jurisprudencial de la prisión 
preventiva y cuáles son los motivos para que se produzca esta indebida caducidad, dictada por 
un Juez de Garantías Penales y sobre todo verificar la debida aplicación de los derechos, 
principios y garantías constitucionales dentro del marco legal y el adecuado procedimiento en la 
seguridad jurídica dando así una posible solución a este problema jurídico que afecta al debido 
proceso. Con esta investigación se pretende dar un aporte a la sociedad tomando en cuenta el 
tipo de administración de justicia en nuestro país frente a otros países que también buscan 
solventar y salvaguardar la seguridad jurídica. Se tratará sobre el plazo razonable que debe tener 
la prisión preventiva y el respaldo de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos. 
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This research is aimed to build a draft amendment to article 169 of the Criminal Procedure Code 
in order to keep the pre-trial sentence from expiring for an offense perpetrated by the defendant, 
and penalize “unreasonable” procedural obstructions in justice administration. It also includes a 
jurisprudential treatment of pre-trail detention and the reasons for which this undue expiration to 
be issued by a criminal guarantee judge; and, in particular, to verify due enforcement of 
constitutional rigts, principles, and guarantees within the legal framework and the adequate 
procedure for a possible solution to this issue that affects the due process. This research is aimed 
to contribute to society considering our country´s type of justice administration as compared to 
other countries that are also seeking to solve and protect legal security. It is about a reasonable 
term for-trail detention as supported by the Inter-American Convention on Human Rights. 
KEYWORDS: 
LAW, EXPIRATION, PRE-TRIAL DETENTION, LEGAL SAFETY 
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Con la nueva Constitución de la República, publicado en el R.O. Nº 449 de 20 de octubre del 
2008, han surgido, nuevos valores en codificaciones por ejemplo el Art. 1 indica que “El 
Ecuador es un estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, 
unitario, intercultural, plurinacional y laica”, este nuevo concepto es mucho más amplio que el 
anterior por que abarca no solamente el ámbito social sino también derechos en esta nueva 
constitución y tratados internacionales, tomando en cuenta el respeto humanista y sobre todo se 
mantenga la dignidad de las persona del pueblo ecuatoriano. (Constitución de la República del 
Ecuador, Legislación Codificada, 2009)  
Esto ha dado lugar a varios mecanismos de una democracia justa, participativa, con derechos 
fundamentales consagrados en varios principios constitucionales y así poder tener un control 
político, jurídico adecuado dentro del sistema jurídico del Ecuador. 
Además está inmersa la cooperación general, la seguridad social, política, jurídica del pueblo 
para proteger todos los derechos frente a todo procedimiento. 
En el presente trabajo se aspira analizar los principios que se deben observar y practicar con el 
fin de hacer prevalecer la dignidad de los seres humanos, tomando en cuenta que el estado tiene 
el deber de respetar los derechos constitucionales. 
Por ello, es preocupante, “que las cárceles en el Ecuador se encuentran llenas de personas no 
declaradas culpables o no se ha demostrado la responsabilidad penal en el juicio”. (Gozaini, 2006) 
Se deberían establecer normas con sus respectivos límites para solicitar la prisión  preventiva 
como medida cautelar y el control necesario para que proceda o no la caducidad de la prisión 
preventiva, ya que vulneran el principio de inocencia y el de libertad. 
Esta investigación parte de un punto de reflexión respecto a la medida cautelar como es la 
prisión preventiva y la caducidad de la misma porque en la realidad actual se ha convertido en 
una pre-pena. 
La prisión preventiva, es una institución prevista por nuestras normas constitucionales, es una 
institución jurídica que ha sido estudiada tradicionalmente  en el rubro de la pena de prisión sin 
conceder la importancia necesaria; por ello, los tratadistas de esta materia generalmente omiten 
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su análisis, ya que durante la Edad Media no tenía importancia jurídico-penal por ser sólo la sala 
de espera de las penas. 
En prisión preventiva permanecen aquellas personas acusadas de la comisión de un delito en 
espera de una sentencia que bien podría absolverlos o condenarlos. Tal institución tiene, entre 
otras, las características que en este trabajo analizamos en una forma somera pero que trata de 
ser crítica, tomando en cuenta algunas consideraciones elementales de política criminal, tales 
como la difícil distinción práctica entre prisión preventiva y prisión pena; la naturaleza jurídica 
de la prisión preventiva; su relación con los derechos humanos, así como su naturaleza política; 
lo anterior previo breve análisis del concepto que nos ocupa y una breve reseña histórica acerca 
del mismo. 
Pero lo más importante de esta investigación es descubrir cómo se aplica o como procede la 
caducidad de la prisión preventiva en nuestro país de acuerdo a la administración de justicia 
frente a los roles que desempeñan en la Función Judicial y el control necesario que debe ofrecer 
el Consejo Nacional de la Judicatura frente a este tipo de problema. 
La presente investigación demostrará la realidad vigente de la caducidad de la prisión 
preventiva, como problema jurídico-social-económico que en la actualidad opera o es admitida, 
sin tomar en cuenta la caducidad provocada por la persona procesada y las trabas irrazonables 
en la administración de justicia. 
En la actualidad es muy notable la existencia de casos con caducidad de la prisión preventiva y 
el porcentaje de personas que se encuentran en prisión  preventiva que están sometidas a una 
expresión de burla cruel de inocencia. 
Es muy importante discutir este tema porque se radica en el entorno del Ordenamiento jurídico, 
social, dando lugar a la falta de lealtad por parte del funcionario público en el proceso de la 








1. EL PROBLEMA 
¿Está debidamente tipificada la caducidad de la prisión preventiva, provocada por actos 
procesales dilatorios, por parte del procesado o por administradores de justicia? 
1.1. TEMA  
La indebida aplicación de caducidad de la prisión preventiva según la ley penal ecuatoriana.    
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
En Ecuador, en los últimos años ha surgido un alto grado de percepción de inseguridad, lentitud 
en la justicia y leyes que supuestamente favorecen a los delincuentes. 
Es menester resaltar que el derecho justo a ser juzgado en un tiempo prudencial y razonable, o a 
ser puesto en libertad, deviene de la normatividad internacional de los derechos humanos, en la 
que no debe existir, una duración excesiva, ya que, no sólo lesiona el derecho del procesado a 
ser juzgado rápidamente sino que también afecta a todos y cada uno de sus derechos 
fundamentales y sus garantías procesales reconocidas en la Constitución, peor aún si el proceso 
se prolonga indebidamente porque viola el derecho y da origen a la actuación ilegítima del 
Estado. 
1.3. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
¿Está debidamente tipificada la caducidad de la prisión preventiva, provocada por actos 
procesales dilatorios, por parte del procesado o por administradores de justicia? 
1.4. OBJETIVOS 
1.4.1. OBJETIVOS GENERALES 
1.- Proponer una reforma al Código de Procedimiento Penal sobre la debida  aplicación de 
caducidad de la prisión preventiva, debido a la falta de tipificación en el sistema procesal. 
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1.4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
1.-  La caducidad de la prisión preventiva no debe operar en casos cuando el procesado la ha 
provocado. 
2.- Identificar los medios del porque se generan las caducidades de la prisión preventiva. 
3.- Determinar las responsabilidades de los administradores de justicia para que se produzca la 
caducidad de la prisión preventiva. 
4.- Implementar procesos de capacitación judicial, a jueces, juezas y profesionales, por 
instituciones especializadas, para tener una cultura general, especializada y práctica frente a la 
caducidad de la prisión preventiva.  
5.- Realizar una propuesta de reforma al Código de Procedimiento Penal vigente, con un inciso 
que tipifique de manera clara y precisa, cuando debe operar legalmente la caducidad de la 
prisión preventiva. 
1.5. JUSTIFICACIÓN 
Existe una mala aplicación y abuso racional de la caducidad de la prisión preventiva, ya que no 
se ejerce el derecho a ser juzgado en un tiempo prudencial o razonable o a ser puesto en 
libertad, como lo determina el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 de 
NN.UU. en el Art. 9. Y Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de 
1969, en el Art. 7. 
En la actualidad la prisión preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesaria, 
como lo estipula en el Código de Procedimiento Penal para la realización de las averiguaciones 
tendentes al esclarecimiento de los hechos. 
Debemos tomar en cuenta la violación al principio de inocencia que avanza con la duración del 
proceso y si este se excede facilita la pérdida de pruebas con el transcurso del tiempo. 
El fin preventivo del derecho penal pretende la aplicación de la pena mediante un sistema de 
medidas cautelares  que en general afectan la libertad personal, en este caso la prisión 
preventiva es de trascendental importancia porque existe la necesidad de garantizar la 
comparecencia del imputado al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena, procederá 
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por orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades 
establecidas en la ley. 
Pero la importancia de este problema jurídico radica en la lealtad procesal de los 
administradores de justicia y sobre todo en la arbitrariedad emanada por los jueces, que deberían 
centrarse en objetivos destinados a proteger el desarrollo del proceso, por ello el juez debe dictar 
prisión preventiva y su caducidad mediante la normatividad existente fundada y sustentada en 
elementos convincentes para estimar razonablemente un delito que vinculen o no a una persona 
como autor, cómplice o encubridor. 
Los jueces por lógica o experiencia pueden determinar la culpabilidad de una persona pero 
















2. MARCO TEÓRICO 
2.1. PRISIÓN PREVENTIVA – Generalidades 
Como antecedente remoto del origen de las prisiones, (García Ramírez, 1993.) La privación de la 
libertad no es una sanción antigua, en el Derecho Romano la prisión no se estableció para 
castigar a los delincuentes, sino solo para custodiar a los procesados hasta que se dictara 
sentencia, así la denominada prisión preventiva se anticipó a la prisión es sentido estricto. 
La doctrina nos afirma la idea de que el hombre primitivo no pensó en construir cárceles para 
los transgresores de sus leyes, más bien tenía la idea de vengar la ofensa, que investigar las 
causas que influyeron en la comisión del hecho delictuoso. 
2.1.1. DEFINICIÓN 
Carlos García Valdez nos manifiesta que:  
“La Prisión desde la etapa primitiva, hasta finales del siglo XVI, pasando por el 
Derecho Técnico Germánico, se ha utilizado fundamentalmente para guardar 
delincuentes, no como medio represivo en sí, si no como resultado de la concepción 
sobre el delito y el delincuente, el hecho sancionable es un mal, y el culpable un 
“perversus homo” no susceptible de enmienda sino de castigo rápido.  
En esta situación la cárcel custodia se impone frente a la prisión entendida y 
aplicada como pena”. 
Históricamente la cárcel no ha sido inventada con la finalidad de reclusión, (Gonzalez Salinas) su 
razón originaria es de una medida cautelar apta para asegurar la disponibilidad del procesado a 
los fines del juicio. 
Indica Malo Camacho: 
 “que entre los aztecas igualmente las cárceles se utilizaron como custodia y no 
como instituciones penales. En la colonia según referencias del fuero juzgo, en las 
leyes de Estilo y en las partidas, la cárcel fue un lugar para contener a los hombres 
y no para imponerles castigo. Como la evolución de las instituciones penitenciarias 
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guarda paralelo con la evolución del derecho penal mismo, fue hasta que quedó 
superada la idea de la eliminación del delincuente, o sea a través de su muerte o de 
su expulsión del grupo social, que logró desarrollarse la idea de la prisión como 
pena”. 
En cuanto a edificios utilizados como cárceles preventivas, como en México durante la colonia, 
la Real Cárcel de Corte y las cárceles del Tribunal del Santo Oficio o cárceles de la inquisición 
que funcionaron en relación con el Tribunal del mismo nombre, establecido en 1571 hasta 1820. 
La  prisión preventiva  es una medida cautelar carácter personal que tiene como fin garantizar la 
comparecencia del procesado o acusado al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena y 
esta se la adoptará de manera excepcional como lo estipulan los Arts. 534 535,536, 537, 
538,539 y 540 CODIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL. 
En Ecuador, el alto índice de delincuencia se ha ido aumentando y ha producido cambios en la 
sociedad que ha dado lugar el control por parte del gobierno, mediante mejoramiento de la 
Policía Nacional, restructuración el sistema judicial, pero el problema en sí radica en el excesivo 
uso de la prisión preventiva en el procedimiento penal, porque los procesados salen en libertad 
al no tener sentencias especialmente por la cantidad de casos represados. El estado ecuatoriano 
propuso realizar ciertos cambios al Código Penal, en el cual los puntos más importantes a 
tratarse son: el endurecimiento de las penas para la tenencia ilegal de armas, involucrados en 
sicariato, participación de menores en hechos delictivos, relación de la migración, protección de 
víctimas y testigos y la prisión preventiva y la caducidad de la misma. 
2.1.2. CONCEPTO 
La prisión preventiva es una (Comunidad de Editores, 2014) medida cautelar de carácter personal 
que afecta el derecho de libertad personal durante un lapso más o menos prolongado, la cual 
sólo procederá cuando las demás medidas cautelares fueren insuficientes para asegurar los 
objetivos del procedimiento penal.  
En este caso cuando se dicta la prisión preventiva, el procesado o acusado de un delito es 
obligado a ingresar en prisión, durante la investigación criminal, hasta la celebración del  juicio. 
Horvitz y López (2005) autores Chilenos, señalan que: 
 “la prisión preventiva consiste en la privación temporal de la libertad ambulatoria 
de una persona, mediante su ingreso a un centro penitenciario, durante la 
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sustanciación de un proceso penal con el objeto de asegurar los fines del 
procedimiento.” 
(Reyes, 2007) Vocal Superior (P) de la Sala de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 
Huaura, citando a la Academia de la Magistratura, define la prisión preventiva como: 
“la medida cautelar de carácter personal, cuya finalidad acorde con su naturaleza 
es la de garantizar el proceso en sus fines característicos y cumplimiento de la 
futura y eventual pena que pudiera imponerse”. 
La prisión preventiva, por ser una restricción de libertad que se aplica a un sujeto que goza del 
estado jurídico de inocente, tiene carácter excepcional y sólo es procedente a efectos de 
garantizar la realización de la verdad real y la aplicación de la ley sustantiva, es decir que su 
constitucionalidad está condicionada a que la misma constituya una medida de carácter cautelar 
diferenciándose en ello de las penas privativas de libertad. Estas últimas tienen presupuestos y 
fines distintos. La privación de libertad como pena, sólo es procedente luego de haberse 
acreditado en forma indubitada la existencia del ilícito y la culpabilidad de su autor en un juicio 
previo, y sus fines son de carácter preventivo. 
Según Sebastián Van den Dooren: 
 “el Instituto de la prisión preventiva y su aplicación excesiva desnuda esta realidad 
de un encierro sin muchas pretensiones ocultando tras de un velo legal, cuya razón 
de ser es la peligrosidad del sujeto”. 
De acuerdo Faustino Gudín Rodríguez Magariños, profesor de la Universidad Autónoma de 
Madrid nos indica que: 
 “nuestro sistema Jurídico Constitucional defiende a capa y espada la libertad como 
base fundamental dentro del esquema jurídico y se toma prioridad el principio de 
inocencia  en todos los rincones del Ordenamiento, por lo que en principio la 
prisión preventiva debe ser reconocida públicamente como un mal absolutamente 
necesario por las circunstancias del proceso penal. La libertad no es sólo un valor 
humano, es un bien jurídico protegido en el ordenamiento jurídico que no debe 
contemplarse simplemente como un derecho fundamental, sino más bien, al estar 
vinculado a la dignidad humana se constituye un campo inmenso de otros derechos 




García Valdés, Garland afirman que: 
“las cárceles no son marcos ideales para educar o reintegrar a las personas a la 
sociedad pero es necesario realizar un desarrollo de trabajo de re-socialización. Lo 
importante en el caso de la prisión preventiva es buscar un control sin necesidad de 
despojar a un presunto inocente de su entorno familiar.” 
Como aduce Garland. Conferencia sobre prisión preventiva. [Video]. Argentina: Universidad de 
Palermo, [2013]. 
 “se puede edificar una sociedad basada en el miedo, el recelo y el control dando de 
lado a los valores positivos sustentados en valores como el mutuo respeto, la 
educación, la cultura y la solidaridad humana. No se debe olvidar que una sociedad 
atemorizada vela por el respeto por el Orden que por la libertad y la Justicia y que 
todo Ordenamiento debe batallar para mantener un equilibrio armónico en la 
ecuación libertad versus seguridad”. 
Decía Grossel, refiriéndose a la prisión preventiva, que “está situada en el campo de tensión entre 
el deber estatal de perseguir eficazmente el delito, por un lado, y el deber también estatal de asegurar el 
ámbito de libertad del ciudadano, por otro”. 
Polos que modernamente podemos apreciar en el art. 5 CEDH y el art. 17 de la CE que nos 
hablan del derecho a la libertad y la seguridad. Palabras que casi textualmente recoge la 
sentencia de nuestro Tribunal Constitucional, de 2 de julio de 1982. Y de ahí que el mismo 
CARRARA, tachara de “inmoral” la prisión preventiva en cuanto recae sobre una persona 
todavía no declarada culpable. 
2.1.2.1. ¿Tiene futuro la Prisión Preventiva? 
Como aduce Garland. Conferencia sobre prisión preventiva. [Video]. Argentina: Universidad de 
Palermo, [2013]. La prisión preventiva gira en tres conceptos Doctrinarios: 
“Uno que sostiene y ha sostenido a lo largo de la historia que la prisión preventiva 
es una herramienta insoslayable, indispensable, la más eficaz para la defensa 
social, por lo tanto no puede haber política criminal verdaderamente eficaz si no 
contamos con una prisión preventiva. 
10 
 
Segunda Doctrina que sostiene que la prisión preventiva es analogable a otra 
medida cautelar, es la visión general del proceso y por lo tanto se debe aplicar la 
misma doctrina en un caso o en otro. 
Tercera Doctrina es sustancialmente distinta a las otras y se denomina la doctrina 
Constitucional que Julio Mayer la expresó con total claridad que se ha preocupado 
en los últimos años de sentar las bases de una visión constitucional de la prisión 
preventiva y tratar de extraer cuales son las consecuencias limitadoras que surgen 
de esta inserción constitucional.” 
En la presentación de un libro (Conferencia sobre prisión preventiva. Universidad, 2013) da mención 
a una cuarta Doctrina que explica el problema de la prisión preventiva y en este caso es 
extremadamente valioso, en última instancia este libro no es más variaciones de una idea en la 
que el único título para privar de libertad a una persona es la sentencia obtenida después de un 
juicio. 
Muchos a lo mejor dirán que esta idea es conocida pero en la realidad no lo es. Es muy 
pertinente relanzar la discusión sobre los principios constitutivos del sistema de garantías del 
Derecho Penal en términos generales porque están sometidos a una continua frivolización. 
Estamos en una época de neo-naturalismo del sistema penal, nos hemos acostumbrado que un 
fundamento para dar prisión preventiva es muy fácil porque existen formatos o se utilizan dos o 
tres frases, entonces este libro representa un avance en ese sentido que realmente a un juez le 
sea muy esforzado fundar una prisión preventiva de tal manera que todos busquemos ese fallo y 
podamos dar nuestra crítica y estudiarlo, este es un aporte muy importante y no menor que 
Gustavo L. Vitale que ha sido el mayor sostenedor de esta idea. 
Según Gutiérrez, Mariano. Conferencia sobre prisión preventiva. [Video]. Argentina: 
Universidad de Palermo, [2013] indica:  
“que el típico defecto del sistema penal que es muy evidente y que todos creemos 
que es muy fácil cambiar es el “arcaísmo en los procedimientos y no solamente en 
el proceso penal sino también en el procedimiento administrativo, los papeles, la 
forma de escribir, la necesidad de llevar una cusa de acá para allá, dejar la copia 
del oficio que se manda con el resultado al parecer de cualquier causa de por lo 
menos dos cuerpos y un lenguaje incomprensible y absurdo.” 
Este arcaísmo que se resiste a la revolución comunicacional e informática en todos lados, como 
todos sabemos, es el sustento de toda práctica que en realidad es el sustento de todo trabajo 
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judicial frente a una causa, que le permite al juez sentirse experto de cómo llevar el sentido de 
una causa. 
De acuerdo a Gutiérrez, Mariano. Conferencia sobre prisión preventiva. [Video]. Argentina: 
Universidad de Palermo, [2013] manifiesta: 
“que todos los abogados están acostumbrados a tres vicios de pensamiento que 
impiden ver y llevar propuestas de político criminal efectivas.  
Uno es el que tomamos al derecho y que con un buen derecho basta y lograr que la 
sociedad funcione bien.  
El segundo es la pureza de origen  en general uno de los principales argumentos 
para decir que una idea es buena de tales o cuales autores que tienen inscripciones 
ideológicas que tal escuela del delito es buena porque viene de tal autor porque 
demócrata o que tal escuela no es buena porque el autor no era democrático, era 
autoritario.  
Esto quiere decir que hay muchas razones para sustentar que es un sistema penal 
que otro o es una escuela mejor que otra pero sin duda no es la nobleza de su 
origen o el arraigo de sus primeros pensadores y sin embargo saben ser los 
primeros puntos en tomar en este tipo de discusiones.  
El tercero es el pensamiento mágico creer que, tiene que ver con el primero que a 
partir de, crear una modificación legislativa vamos a lograr que las instituciones 
cambien y este autor cree que la clave para salir de este tipo de pensamiento es 
entender que el derecho en un proceso en un cambio político criminal es un 
instrumento y no un fin en sí mismo sino un punto de apoyo de lograr el cambio de 
política criminal.” 
¿Que implicaría si pensáramos hipotéticamente en la abolición directa de la prisión preventiva 
de la normativa procesal en todo el país? 
Por el mismo fenómeno de la demanda social en cuestión de seguridad o por presiones políticas 
a jueces que afectan a opiniones públicas por medio de los medios de comunicación sobre la 
operatividad de la justicia, ¿que podría ocurrir si se da la abolición de la prisión preventiva?, 
encontrarían otra medida para dejar a las personas encarceladas preventivamente para evitar la 
carga que tendría en liberarlos, si el caos fuera grave o generara una reacción pública 
importante, una daría una medida de excepción con otro nombre a planear las formas en que la 
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locura admite la internación, lo declararían peligroso para sí o para terceros o empezarían a 
presionar por una modificación legislativa, precepciones de  pequeñas excepciones al principio 
que le permitieran establecer medidas de coerción no cautelares o asegurativas del proceso. 
Gutiérrez, Mariano. Conferencia sobre prisión preventiva. [Video]. Argentina: Universidad de 
Palermo, [2013] manifiesta:  
“también para la aceleración de los procedimientos especialmente los delitos 
flagrantes y ocurriría que si no condeno prontamente va quedar en libertad frente a 
la opinión pública y aquí muy probablemente adaptativa del sistema judicial sería 
acelerar los tiempos del proceso aún a costa de la vigilancia de ciertas garantías, se 
cambiaría los nombres de las figuras cautelares para admitir excepciones y 
plantear en esas medidas cautelares que no rigen ciertas limitaciones a la vieja 
prisión preventiva porque de aquí se tratara de otro instituto.” 
La permanencia del sistema penal depende de los jueces y no depende de una decisión 
voluntarista si no que es un entramado de práctica con su propia lógica de persistencia y entre 
ellos están los intereses cruzados con el poder policial y político que reclaman que ciertas 
personas permanezcan en privadas de libertad. 
Existió caso de un juez federal que era presionado por la DEA para dejar ciertas personas presas 
y que cuando él no lo hizo, no porque estaba a favor o en contra, ni porque el caso lo ameritara, 
si no que bajo la lógica estricta de las garantías no correspondía dejar detenida a esa persona. 
Pero más allá de este asunto la presión política existe una red que de relación que los jueces 
tejen con las fuerzas policiales y con las fuerzas de seguridad en las cuales, reclaman este tipo 
de herramientas de coerción. Claro es que el sistema penal no es el resultado de ciertas 
coordenadas, histórico, político, cultural sino que es una transacción permanente entre todos los 
autores que se disputan la cuestión penal.  
Creo que los juristas deben involucrarse más en las prácticas, en el estudio de la inserción de 
nuestras ideas, en un determinado contexto social y político en una determinada institución 
precisa localizada con autores estudiados empíricamente para pensar en las estrategias 
normativas y para impedir que la reforma sea el vehículo para una transformación 
absolutamente contraria, es decir puede ser una sobre inundación de garantías e incluso utilizar 
la repetición o la reiteración como una técnica legislativa para evitar luego las modificaciones 
parciales, puede ser incluso no proponer la reforma sin antes de ensayar de los posibles usos o 
en sentido contrario que puede tener esa reforma y también diseñar una forma de ejecución para 
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llevar a cabo esa transformación, en definitiva debemos empezar a involucrarnos en 
transformaciones legislativas referente a políticas criminales tomando en cuenta la práctica. 
Según Anitua (2013) comenta, que:  
“un jurista que no se definía ni como criminólogo, ni sociólogo, ni nada por el 
estilo, en lo cual Carneluti manifestaba que los sistemas penales provocaban 
sufrimiento, castigo y también debían provocar sufrimiento en el momento de 
averiguar si era necesario imponer ese castigo es decir descubrir si era culpable o 
inocente.” 
El encierro como castigo, es nuestro momento cultural, pero también una forma de averiguar si 
castigamos o no, es lo que precede a la prisión. La lógica del encierro cautelar o del encierro 
punitivo, es la lógica del genocidio del siglo XX. 
El sistema penal genera un tipo de esquizofrenia porque lo encierra y le dicen que es inocente, 
luego lo liberan porque no se pudo comprobar su culpabilidad. 
Según Anitua (2013) comenta un dato preocupante en Estados Unidos, China, Rusia, México y 
Brasil son grandes países que tienen muchos presos. Por ejemplo “Argentina tiene 61 mil presos lo 
que hace un cálculo de 154 presos por cada 100 mil personas en libertad que está en una cifra más o 
menos promedio.” 
Es una manera de realizar un análisis comparativo de sistemas penales como los países 
Europeos, la mayoría tienen la misma cifra estándar 150 presos por cada 100 mil personas en 
libertad. En Estados Unidos tiene 750 personas por cada 100 mil personas en libertad, Brasil 
tiene 220 presos por cada 100 mil personas en libertad, en Chile tiene 290 presos por cada 100 
mil personas en libertad, Bolivia con 82 presos por cada 100 mil personas en libertad, de los 
cuales en general en América Latina el 53% es decir más de la mitad, están presos siendo 
jurídicamente inocentes. El gran problema de América Latina tiene que ver con esa excesiva 
duración de los procesos.  
Existe un libro que se llama El Futuro de las Prisiones que fue escrito un gran criminólogo por 
(Morris, 1973) en el que manifestaba que: “las prisiones a futuro han de desaparecer porque decía 
que cada vez hay menos presos y que la prisión quedaría como para los enfermos mentales, locos, o para 




Cuando la presión punitiva aprieta a mano de juez una medida como la prisión preventiva 
resolvería acelerar el proceso y que hoy en día hay valiosas discusiones jurídicas y que además 
hay que rescatar y por más que aún no se han producido sus efectos prácticos sirven para tener 
un punto de partida, un ideal sobre el cual evaluar la práctica y los efectos pero este tipo de 
discusiones son puramente jurídicas aun cuando no miremos los efectos prácticos con el valor 
simbólico de que cosas están de acuerdo o defendiendo, tomando en cuenta lo que dice el 
“Código de convivencia social general” 
Toda reforma tiene buenas intenciones, pero no se sabe cómo va resultar en la práctica porque 
después a lo mejor se puede tener un criterio de actuación que lo lleve a una solución distinta. 
Nicolás Shiavo también nos comenta que la prisión preventiva es un supuesto adelantamiento de 
la pena o fundamenta a la prisión preventiva como una defensa social. 
Es la razón jurídica de que se hallen personas encarceladas antes de que se las declare culpable 
en un juicio previo como lo establece la ley. 
El arresto es una orden escrita competente el que en definitiva es el que legitima la posibilidad 
del estado prive en el marco de un proceso la libertad de una persona. 
En una conferencia sobre prisión preventiva (Anitua, 2013) manifiesta que: 
“la legitimación de la prisión preventiva se fundamente en los términos de la norma 
dictada por un juez competente que tiene que ser el único que tiene la facultad 
constitucional, a su vez dedicar a su orden y a su vez dicha orden debe ser escrita, 
viene vinculada con el principio de razonabilidad de los actos de gobierno, es decir 
que la orden debe estar fundada y dicha  fundamentación de la orden escrita 
dictada por un juez en la que argumenta que dicho arresto es necesario para que se 
realice un proceso de acumulación de pruebas, investigaciones, etc. Y fundada que 
la persona a quien se le va a privar de la libertad está efectivamente comprometida 
con la investigación, es decir, hay una presunción de que la persona está 
comprometida en la imputación jurídico penal, por lo tanto no es un poco acertado 
de que simplemente se priva de la libertad considerando un peligro más, sino que se 
priva de libertad porque se considera un peligro procesal que está arraigado  sobre 
la base de una presunción previa, donde una persona está involucrada en un hecho 
que en principio parece efectivamente cometido en el mundo real que va ser materia 
de sometimiento a proceso o juicio.” 
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Esta situación de que hay una orden escrita, que está en el marco de un proceso, donde el juez 
tiene que dictar esta medida cautelar que presupone estar involucradas en el marco de 
temporalidad equivalente a la razón jurídica, que tiene al momento de dictarla, es decir si 
presupongo que una persona se va a sustraer del proceso bajo el cual dicto la medida cautelar, el 
tiempo que va a demandar la prisión preventiva es equivalente a la presunción de la fuga del 
procesado. 
Argumentar que la prisión de la libertad es breve, no se compadece de modo del lenguaje 
constitucional porque no se advierte que la plena validez de la Constitución no se refiere en sí al 
concepto del plazo razonable porque no está vinculado a la legitimación de la prisión preventiva 
sino a la forma en que se mantiene y se sustenta en el tiempo. 
El fundamento contrario a la prisión preventiva es la presunción de inocencia que debe ser el 
sentido de la realidad. 
Bruzzone, Gustavo. Conferencia de reduccionismo de la prisión preventiva. [Video]. Argentina: 
Juez de garantías penales, [2013] Indica que:  
“cada caso se resuelve de determinada manera por qué se resuelve el caso de Gómez 
antes que el de María Laura, cual es el orden, porque el motivo, cuánto tiempo 
deben esperar para ser juzgados, estas decisiones arbitrarias son tomadas por los 
jueces y siempre por que la agenda la realizan los jueces y esta es otra cuestión que 
se refiere a reglas de organización.” 
El único objetivo del proceso penal es dar cumplimiento con determinados fines procesales, es 
decir, por un lado en fin de averiguación de la verdad porque no podemos aplicar una pena lo 
que no es verdad, lo que no ha hecho. Entonces solo a través del proceso de la averiguación de 
la verdad con todas las diferencias que tiene, con todas las críticas que podemos hacer al 
concepto de verdad, hoy por hoy la verdad en el proceso penal y en segundo lugar la concreción 
del derecho penal, es decir aplicar la pena a una persona, de aquello que cuando  una persona 
mata a otra se aplica de 8 a 25 años, esto le va a corresponder y esto es lo que se tiene que hacer. 
La regla general en los límites estrictamente indispensables para la averiguación de la verdad 
para el derecho material se debe restringir la libertad a una persona. 
El encarcelamiento preventivo debe tener una sola finalidad y atendiendo a los fines del 
proceso, neutralizando los peligros que se alzan frente a los objetivos que son el peligro de 
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entorpecimiento de investigación y el peligro de fuga. Estos dos parámetros deben ser muy bien 
argumentados y sustentados por el juez para negar o poner una prisión preventiva. 
Criterios procesales de especialistas en materia penal manifiestan que la prisión preventiva si 
tiene futuro en cuanto sigamos creyendo en el derecho penal como una herramienta procesal en 
un sistema de resolución de conflictos que se produce a través de normas. 
Según Binder (2012) hace un comentario sobre el abolicionismo de la prisión preventiva 
manifiesta que es una tarea permanente de sustitución de un mecanismo por otro pero debería 
ser aplicado a los menos violentos. 
 Toda persona tiene que tener prisión preventiva en un supuesto delito pero muchas 
veces la prisión preventiva tiene mucho más que ver con el sostenimiento 
burocrático de la organización y con la ideología del trámite, organización y los 
privilegios que le dan los operadores de justicia en una clase de conspiraciones de 
las clases sociales superiores y eso debemos llamarle la atención a la criminología 
para que empiece a darnos explicaciones de pocos términos que nos permita actuar. 
2.1.3. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
Dentro del ordenamiento jurídico tiene características que la distinguen: 
REVOCABLE.- Cuando se hubiera desvanecido los indicios q la motivaron o cuando  el 
imputado o acusado hubiere sido sobreseído. 
DE PLAZO RAZONABLE.-Toda vez que no puede exceder de 6 meses en los delitos 
sancionados con una pena privativa de libertad de hasta cinco años , y no podrá exceder de un 
año, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad mayor de cinco años, busca 
evitar que la  privación de la libertad del procesado se prolongue fuera de un plazo razonable, 
sin embargo tal intención derivó que a falta de una justicia pronta y eficaz el acusado tenga 
derecho a obtener la libertad con  fundamento en la constitución. 
SUSTITUIBLE.- Ya que se establecen medidas alternativas a su aplicación; siempre y 
cuando el Juez considere conveniente su sustitución por otra medida preventiva alternativa 
como lo indica el Art. 536 (Código Orgánico Integral Penal, 2014). No cabe la sustitución en las 
infracciones sancionadas con pena privativa de libertad superior a cinco años. Y también el 
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artículo 537 del COIP donde menciona q la prisión preventiva podrá ser sustituida por el arresto 
domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónica. 
IMPUGNABLE.- Pues el procesado, el fiscal o el acusador particular pueden apelar de la 
medida. Como lo indica en los Arts. 543 y 653 COIP. 
Pero también tiene limitaciones, por cuanto no se la puede ordenar en los delitos de acción 
privada, en las infracciones cuya pena no exceda de un año, independiente de la condena que se 
imponga, así como en los delitos que no tengan previsto pena privativa de la libertad, y en el 
caso que el grado de participación sea de encubridor. 
No se puede ordenar prisión preventiva de acuerdo al Art. 539 COIP. 
1-.Incide sobre la persona del procesado durante todo el curso del proceso. Si bien puede cesar 
cuando desaparezca el peligro que la justifica, concediéndose a tal efecto, la libertad o 
excarcelación. 
2-.No procede cuando se le atribuye un delito reprimido con pena de multa o inhabilitación. 
3-.Nunca debe ser más gravosa para el procesado que la propia pena amenazada o la que se 
espera en caso de condena (Proporcionalidad); incurriría en delito de prevaricato el juez que 
imponga prisión preventiva, cuando esa medida no corresponda. 
4-.En resguardo de los valores de la personalidad humana, se debe acudir a otros medios menos 
gravosos que la privación de la libertad personal, cuando sea necesario, evitando el 
encarcelamiento. 
5-.El órgano jurisdiccional solo puede disponerla cuando considera que la “instrucción” ha 
reunido elementos de convicción suficientes, es decir, alto grado de probabilidad como para 
creer que existe un delito y que el procesado es culpable como partícipe del mismo. 
En la búsqueda de respuestas a los interrogantes iniciales he  concluido que no debe haber otro; 
las medidas cautelares de coerción personal y en particular, la prisión preventiva, no pueden ni 
deben tener otro fundamento para implementarse en la peligrosidad procesal. 
18 
 
2.1.4. ESTADO ACTUAL DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
En un análisis de los sistemas de justicia penal en (Carranza, 2012) cualquier país del mundo el 
sistema penitenciario es el que presenta un cuadro de mayor gravedad, con problemas que 
tienen que ver con la vida, la seguridad, la salud de miles de personas, y con la violación de 
derechos fundamentales.  
Dentro del tema penitenciario, existen los "presos sin condena" es el grupo más alarmante, por 
cuanto se trata de presos que no han sido formalmente y sustanciadamente  condenados, pero 
que están cumpliendo una condena, aunque un gran número de ellos será posteriormente 
declarado inocente (sobreseídos o absueltos). 
El de los presos sin condena es el grupo de presos más numeroso en muchos países del mundo, 
y esto es así en la mayoría de los países de América Latina, como podremos ver en cuadros. 
Los presos sin condena están teóricamente amparados por el Principio de 
Culpabilidad (nulla poena sine culpa), que significa que la pena sólo puede 
fundarse en la constatación de que puede reprocharse el hecho a su autor, por la 
garantía procesal del Principio de Inocencia, que significa que el estado de 
inocencia perdura mientras no se declare la culpabilidad. Estas y otras garantías 
básicas del Derecho Penal están consagradas en instrumentos internacionales, 
entre los cuales cabe mencionar en nuestra región la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos en su artículo 8 indica que "Toda persona inculpada de delitos 
tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente 
su culpabilidad" y están consagradas en todas las constituciones nacionales sin 
excepción, cuando establecen, todas con una redacción muy similar, que "nadie 
podrá ser condenado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho de la causa, 
ni sacado de sus jueces naturales...". (Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). 
Doctrinariamente, se ha fundamentado que la prisión preventiva, cautelar o provisoria, no es una 
pena o una condena, sino una medida cautelar. Sin embargo, es evidente que, en lo material, es 
una pena, en el sentido de restricción de derechos y de infligir un dolor o castigo, y es por ello 
que las legislaciones establecen, en forma generalizada, que el tiempo transcurrido en prisión 
preventiva se computa como parte de la condena. El panorama de los presos con condena en los 
países de América Latina es: 
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A nivel de las Naciones Unidas, en los órganos que especialmente se ocupan de la criminalidad 
y la justicia penal, los presos sin condena han sido siempre una preocupación permanente. Ya en 
1957, cuando la Asamblea General adoptó las "Reglas Mínimas para el tratamiento de los 
reclusos", este importante instrumento internacional -que mantiene notable vigencia. Y 
posteriormente, en numerosos otros instrumentos, se regresa reiteradamente sobre el tema, para 
alertar a los gobiernos y a los poderes judiciales de todo el mundo que el uso de la prisión 
preventiva debe ser, realmente, excepcional. 
El tema ha venido tratándose sin interrupciones en todos los congresos quinquenales de 
Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente. 
Es evidente que estamos encerrando preventivamente en exceso, y que nuestros sistemas se 
orientan por el "principio de presunción de culpabilidad" y no por el de inocencia. 
Un sistema de justicia penal en el fenómeno que estamos analizando. Un sistema de justicia 
penal lento, en el que en muchísimos casos ni el juez de instrucción, ni el juez de sentencia 
conocen personalmente al procesado a lo largo de todo el proceso, con una etapa de instrucción 
(indagación) y la participación de por ley con la policía en los hechos producen un alto número 
de presos sin condena, además de otros fenómenos negativos vinculados al retraso del proceso. 
Recientemente se están introduciendo penas y otras formas de respuesta distintas a la prisión en 
algunos países, pero aún no pueden medirse sus resultados, y habrá que procurar evitar, por 
todos los medios, que ocurra también en nuestro país el llamado "efecto de ampliación de la 
red", que los criminólogos han verificado que ocurre en los países de América del Norte y de 
Europa que han introducido alternativas. El efecto consiste en que los jueces, al disponer de 
nuevas posibilidades de sanción a su alcance, en lugar de utilizarlas en sustitución de las penas 
de prisión que van a dictar, continúan dictando prisión en tales casos, y, además, en otros casos 
en los que posiblemente hubieran absuelto por no encontrar suficiente evidencia, condenan 
también, "por las dudas", a sanciones más benignas o no privativas de libertad. El resultado final 
es que no se reduce el número de presos, y, en cambio, hay un mayor número de condenados a 
diversos tipos de penas; por ello es que los criminólogos han denominado a esto "efecto de 
ampliación de la red". 
2.1.5. ORIGEN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
Alcívar, Marcial. (2008). Revista del Colegio de Abogados de Manabí indica la 
privación de la libertad tiene su origen en el Derecho Romano y no constituye una 
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pena en sí sino que sólo tenía el carácter de medida cautelar y, no se aplicaba en 
los delitos que no constituían una alarma social porque no eran graves, y se daba 
un trato preferente y humanitario a la mujer cuando se la reemplazaba con otras 
medidas alternativas como era mandarlas a recluir en un monasterio o ponerlas 
bajo la custodia de otras mujeres, principios que abandona el respeto al bien 
jurídico de la libertad (p.15). 
Beccaria (2008) sostiene: 
 “La prisión es una pena que por necesidad debe, a diferencia de las demás, 
preceder a la declaración del delito; pero este carácter distintivo suyo, no le quita 
el otro esencial, esto es, que solo la ley determina los casos en que el hombre es 
digno de esta pena. La ley pues, señalará los indicios de un delito que merezca la 
prisión de un reo, que lo sujetan al examen y a la pena”.  
Se debe notar que Beccaria consideraba a la prisión preventiva como una verdadera pena que 
precedía a la sentencia condenatoria. 
Zavala (2008) indica la privación de la libertad como medida cautelar constituye una seguridad para el 
Estado y la Sociedad. Para el Estado porque evita que el agente del delito prosiga la alteración del 
orden jurídico que el Estado está obligado a mantener y para la Sociedad por cuanto asegura la 
defensa de la misma impidiendo nuevos atentados contra los derechos públicos e individuales y 
ratifican la confianza de los individuos y de la comunidad en el ordenamiento jurídico que los 
protege. En nuestra legislación la prisión preventiva debe reunir los requisitos exigidos en el 
Art. 534 del Código Orgánico Integral de Procedimiento Penal, pero al tratarse de un auto que 
resuelve la situación jurídica de una persona al restringirle su libertad, debe ser motivada por 
mandato del Art, 24, numeral 13 de la Constitución Política del Estado, no sólo para que el 
procesado tenga conocimiento de los hechos atribuidos a él en el auto, sino también para que el 
Superior Jerárquico, conozca y juzgue su actuación procesal y determine la confirmación o 
revocatoria de dicho auto, cuando tal medida ha sido apelada. 
Empero, existen Agentes Fiscales que solamente con la denuncia y la versión rendida por el 
denunciante, dictan auto de instrucción fiscal, lo cual pugna con que el Tratadista Francesco 
Carnelutti al referirse a la imputación en el proceso en la obra “Cuestiones sobre el Proceso 
Penal”, manifiesta: “No se puede abrir el proceso contra alguien sin una cierta dosis de convicción de 
su culpabilidad ¡Pero atento a la dosis! La solución, a la verdad, debería ir orientada por la 
investigación de las garantías contra el peligro de que el proceso penal se abra sin gran cautela” y, lo 
más grave, que a pedido del Fiscal, el Juez dicta auto de prisión preventiva en contra del 
Imputado, sin siquiera haberle hecho saber los cargos en su contra ni haberle recibido su 
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versión, violando no solo el citado Art, 65. inc. 4to. del Código de Procedimiento Penal, sino 
también el Art 26 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, que ordena “El Ministerio Público 
garantizará la intervención de la defensa de los procesados, en las indagaciones previas y las 
investigaciones procesales por infracciones pesquisables de oficio, quienes deberán ser citados o 
notificados a objeto de intervenir en las diligencias y apodar pruebas de descargo, cualquier actuación 
que viole esta disposición carecerá de eficacia probatoria”, a más que se vulnera la presunción de 
inocencia prevista en el Art 24, numeral 7 de la Constitución do la República. 
Para no violar el debido proceso, toda diligencia a practicarse para establecer la presunta 
comisión de un delito de instancia pública y la presunta responsabilidad de quienes participaron 
en ella, debe realizársela previo a hacerle conocer los cargos al denunciado o procesado 
conforme lo manda el Art. 24, numeral 12 de la Constitución Política del Estado y, de esta 
manera, pueda ejercer su legítimo derecho a la defensa previsto en el Art. 24, numeral 10 de la 
citada constitución, pues al iniciarse una instrucción fiscal y dictarse auto de prisión preventiva 
teniendo como antecedente y fundamento solamente la denuncia, sin que se haya hecho saber 
los cargos al denunciado, se viola el Art. 23, numeral 27; Art 24, numerales: 7, l0 y 12; Arts., 
163, l8 y 273 de la Constitución Política, Art. 70. inc. 2do. y 215, inc. 5to. del Código de 
Procedimiento Penal, Art. 7 numerales 2 y 3; Art. 8, numerales: 1 y 2, lite b) y e) de la 
Convención Americana de Derechos Humanos y los citados Arts. 65, inc. 4to. del Código de 
Procedimiento Penal y 26 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, de imperativa aplicación 
por así ordenarlo los Art. 18 y 273 de la misma Constitución, disposiciones que prevalecen 
sobre cualquier disposición legal, conforme lo manda el Art. 272 de la ya citada constitución. 
Además, no se puede detener a una persona para fines investigativos, pues conspira contra las 
citadas normas y contra los tratados y convenios internacionales que garantizan la libertad y el 
debido proceso a todas las personas, y forman parte del ordenamiento jurídico de nuestro país y 
prevalecen sobre leyes internas, conforme lo ordena el Art. 163 de la Constitución Política del 
Estado.  
La violación al debido proceso, la falta de proporcionalidad y de oportunidad que prevé el 
sistema procesal penal que no se compagina con el hecho de que la infracción supuestamente 
cometida por una pensara afecta gravemente o no el interés público y los pocos Defensores 
Públicos, Agentes Fiscales y Jueces de lo Penal que no pueden, físicamente, patrocinar, 
sustancias y resolver, respectivamente, todas las causas sometidas a su conocimiento, gravitan 
en que uno de los derechos fundamentales de la persona, como es su libertad, sea conculcado y, 
además, que exista una sobrepoblación de internos en los centros penitenciarios sin sentencia, 
pues desde enero a junio del 2007, en materia pena1, 8.429 presos fueron sentenciados y 12.341 
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permanecen sin sentencia, según datos del Consejo Nacional de la Judicatura. De los 12.341, el 
62% (7.614) corresponde a procesos por delitos de reclusión, mientras que el 38% (84.727) son 
causas por delito de prisión. A nivel nacional, existen 16.716 internos en los 38 centros 
penitenciarios del Ecuador y en el mismo año 2006 existen 320.882 causas penales según datos 
del Consejo Nacional de la Judicatura, habiendo ingresado en este año 44.714 causas. 
Un estudio de pro-justicia sobre la administración de justicia hasta el 2011, estima que en 
Guayas y Pichincha se concentra la mayor cantidad de procesos, resolviéndose el 45% de estas 
causas y el restante 55% se acumula pasara el siguiente año, lo cual fue publicado en el Diario 
“El Universo”. 
Por lo expuesto, se impone que el auto de prisión preventiva proceda únicamente para los 
delitos sancionados con reclusión y, para los sancionados con prisión, se apliquen otras medidas 
que aseguren la comparecencia del procesado y el cumplimiento de la pena. 
Inclusive, existe el criterio de que la prisión preventiva no debe existir, tal como lo sostiene el 
Tratadista Tiberio Quintero Ospina: 
“en estricta justicia, la detención preventiva no se justifica”: A) porque son 
numerosos los casos en que las personas sufren prolongadas encarcelaciones y a la 
postre resultan absueltas, habiendo pagado por lo tanto lo que no debían; y, B) 
porque, como consecuencia de lo anterior, los presos, además de sentir el impacto 
deprimente de la cárcel, dejan de producir para sí mismo y para los suyos y esto 
entraña gravísimos problemas hogareños personales y sociales que no es necesario 
entrar a enumerar”. 
En consecuencia, es pertinente que se presenten alternativas que coadyuven a solucionar el 
problema de presos sin sentencia y que no se conculquen los derechos fundamentales de las 
personas por tanto,, deben implementarse reforma de la Constitución Política del Estado y al 
Código de Procedimiento Penal. 
2.1.6. FINALIDADES DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
La motivación  de la prisión preventiva debe ser proporcionada y razonable como resultado de 
la ponderación de los intereses en juego: la libertad de una persona cuya inocencia se presume, 
por un lado; las exigencias de funcionamiento de la administración de la justicia penal y por 
otro, la evitación de nuevos hechos delictivos. 
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A partir de toda la información disponible en el momento en el que ha de adoptarse la decisión. 
Resumidamente, aplicado a esta actuación procesal, tal principio supone que la medida 
coercitiva que se adopte ha de ser, en primer lugar, adecuada o apta para alcanzar el objetivo 
constitucionalmente prefijado para el recto funcionamiento de la Justicia; en segundo lugar, la 
medida debe ser necesaria, de tal forma que el fin pretendido no pueda ser cumplido a través de 
un medio menos gravoso para el sujeto pasivo de la misma; además, la carga que se impone a su 
destinatario ha de estar en razonable relación con las ventajas que se derivan por la consecución 
del fin deseado. 
Además, la pauta de proporcionalidad opera en dos momentos o ámbitos distintos: por 
Una parte, al determinar si procede practicar la medida y, por otra, en lo relativo a la duración e 
intensidad a emplear para efectuar la misma (atenuada, comunicada, incomunicada, sin fianza o 
bajo fianza). 
La proporcionalidad debe ser examinada casuísticamente no bastando la gravedad  abstracta de 
los delitos y de las penas y la alarma social inherente al delito, para justificar esta medida pues, 
al menos desde una perspectiva constitucional, es por ello, esta drástica medida sólo es 
admisible para la consecución de ciertos fines constitucionalmente legítimos: éstos no son otros, 
para el Tribunal Constitucional, que asegurar el normal desarrollo del proceso y la ejecución del 
fallo, así como evitar el riesgo de reiteración delictiva, la eventual protección de la víctima y 
que el procesado destruye la ocultación, alteración y destrucción de pruebas. 
En la prisión preventiva el que posee un mayor peso es precisamente eludir el riesgo de fuga y 
con ello, evitar que el funcionamiento la Administración de la Justicia acabe frustrado así como 
la merma de la confianza que los ciudadanos han depositado en ella. Más dentro de la doctrina 
penal garantista, (Ferrajoli, 2005) afirma que: 
“Estamos ante una argumentación circular, en cuanto que el peligro de fuga lo 
genera en mayor medida el miedo a la propia prisión preventiva que la pena 
definitiva que pudiera imponerse en sentencia. De tal modo que si se le permitiera 
al procesado permanecer en libertad provisional tendría el máximo interés en 
preparar su defensa en el periodo previo al juicio y no pensaría en fugarse, al 
menos hasta la víspera de la fecha del juicio. 
Por lo tanto, la ponderación de valores y circunstancias que ha de realizarse para 
acordar la prisión preventiva debe contener un elevadísimo índice de certeza y 
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verosimilitud acerca de la intervención del encausado en el hecho delictivo. Pues si 
va a sufrir la privación de su libertad, aunque sea con fines meramente cautelares y 
de índole procesal, no cabe operar con meras posibilidades razonables de que haya 
ejecutado el delito, que sí valdrían, en cambio, para dictar el auto de procesamiento 
(p.553). 
Finalmente, el TEDH utiliza la expresión “razonables sospechas” para referirse al juicio 
positivo de imputación que ha de concurrir necesariamente para acordar o mantener la prisión 
preventiva. 
La prisión constituye un factor eminentemente criminógeno al cual se une el miedo al futuro, al 
escándalo, la incertidumbre y la preocupación por la marcha del juicio. Sin olvidar las 
consecuencias psicológicas negativas que recaen sobre el presunto inocente (ansiedad, 
desmoralización, abandono, degradación, agresividad, descubrimiento del mundo delictivo, 
desconexión familiar, daños morales y económicos, desprestigio, estigmatización, etc. 
A través de esta institución el Estado no desconoce la presunción de inocencia, sino que el 
carácter provisional de la medida responde a la necesidad de asegurar el cumplimiento de los 
fines del proceso penal, por lo que la adopción de la prisión provisional tiende esencialmente: 
“Asegurar la presencia del procesado en el proceso cuando pueda inferirse 
riesgo de fuga. Para valorar la existencia de este peligro, se atenderá 
conjuntamente la naturaleza del hecho, la gravedad de la pena que pudiera 
imponerse al procesado y el grado de peligrosidad del infractor. 
Evitar la ocultación, alteración o destrucción de las pruebas relacionadas 
con el enjuiciamiento. 
Evitar que el procesado pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima y 
de la comunidad en general; y 
Evitar el riesgo de que el procesado cometa otros hechos delictivos, 
actuando unilateralmente o concertado con otras personas de forma organizada.” 
(Ferrajoli, 2005: 556) 
La prisión preventiva dentro de un Estado constitucional de derechos y justicia, no puede 
convertirse en un mecanismo de privación de la libertad personal indiscriminado, general y 
automático, es decir que, su aplicación o práctica ocurra siempre que una persona se encuentra 
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dentro de los estrictos límites que señala la ley, toda vez que la Constitución ordena a las 
autoridades públicas velar por la efectividad de los derechos y libertades de los personas, 
garantizar la vigencia de los principios constitucionales (la presunción de inocencia), y 
promover el respeto de la dignidad humana, por lo que se ha previsto constitucionalmente que 
“la privación de la libertad se aplicará excepcionalmente cuando sea necesario”. 
Desde esta perspectiva las medidas de aseguramiento, serán viables si el funcionario judicial 
arriba a la convicción de que el procesado no continuará delinquiendo y que comparecerá al 
proceso y a la ejecución de la eventual pena privativa de la libertad. 
Frente a este marco constitucional y legal se deberá considerar además que el procesado no 
pondrá en peligro a la sociedad, atendiendo a la naturaleza y modalidad del delito atribuido, por 
lo que es importante determinar cuándo es necesario privar de la libertad a una persona que está 
siendo investigada y juzgada como posible responsable de haber cometido una conducta 
punible, y cuando a pesar de tratarse de conducta socialmente reprochable existen circunstancias 
superiores que señalan la necesidad de aplicar una medida de aseguramiento, distinta a la 
privación de la libertad en un establecimiento carcelario. 
La Constitución reconoce la modalidad de la detención comunicada, durante la cual el 
detenido puede disfrutar de derechos reconocidos constitucionalmente, tales como las previstas 
en el Art. 77 numeral 3, mediante la cual “Toda persona, en el momento de la detención, tendrá 
derecho a conocer en forma clara y en un lenguaje sencillo las razones de su detención, la identidad de 
la jueza o juez, o autoridad que la ordenó, la de quienes la ejecutan y la de las personas responsables del 
respectivo interrogatorio”, así como la señalada en el numeral 4, la que prescribe que “En el 
momento de la detención, la agente o el agente informará a la persona detenida de su derecho a 
permanecer en silencio, a solicitar la asistencia de una abogada o abogado, o de una defensora o 
defensor público en caso de que no pudiera designarlo por sí mismo, y a comunicarse con un familiar o 
con cualquier persona que indique.”, y a no declarar contra sí mismo. 
Rodríguez (1984) manifiesta que:  
“La intervención del Derecho Penal en la sociedad es necesaria para proteger los 
bienes jurídicos vitales para la convivencia social, pues de esta manera también se 
mantiene la organización estatal y se precaven las reacciones sociales extrapenales. 
Desde luego, la intervención no es absoluta sino frente a los ataques más graves a 
los bienes jurídicos de mayor relevancia para el ordenamiento. Sin embargo la 
privación de la libertad únicamente tiene legitimidad cuando procede de una 
inferencia lógica surgida de la constatación de un comportamiento reprochable 
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penalmente, y que corresponde a un tipo penal de aquellos sancionados con 
prisión.”  (p. 1040) 
2.1.7. LA SITUACIÓN REAL DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
La prisión preventiva, en un primer plano hallamos supuestos donde la medida es acordada de 
forma incuestionable, pues la gravedad del caso y las circunstancias personales del delincuente 
la hacen incontrovertible. Más, en un segundo plano, también nos encontramos casos en que la 
medida es acordada con ciertas reticencias, donde se fundamenta una resolución de situación 
donde la prisión se muestra con la única medida válida, pero a la par viene rodeada de enormes  
incertidumbres. Como en el caso de una agresión sexual en que pese a existir abundantes datos 
incriminantes se está a la espera del resultado del ADN del semen hallado en la denunciante o 
una prisión donde el riesgo de fuga viene determinado por la condición de extranjero del 
procesado sin recursos ni arraigo, la que se realiza para proteger a la víctima de una incierta 
pero factible potencial agresión, etc. 
La realidad va tejiendo una serie casuística de supuestos donde el Juez o el Fiscal se encuentran 
desarmados en una especie de callejón sin salida, pues saben que con  independencia del lado en 
que se incline la balanza, el margen de equivocación por exceso o por defecto es muy amplio. 
La insatisfacción sobre lo resuelto es muy alta ya que han tenido que adoptar una rápida 
decisión en base a elementos tan futuribles como imprecisos. 
Son estas zonas grises las que son objeto de este análisis, aquellas en los que un Estado 
democrático avanzado debe avanzar, proporcionando a los jueces mecanismos para asegurar la 
presencia del procesado sin que se incurra en una grave negligencia o irresponsabilidad. 
“En el ámbito judicial el abuso excesivo de la prisión preventiva puede ser paliado 
reconduciendo ese ya referido 23,8 % de casos de internos preventivos sobre la 
población penitenciaria global, a un bagaje ciertamente inferior pues la mayoría de 
ese porcentaje quedaría reconducido a puras medidas de control y al 
aseguramiento de la presencia del procesado en el juicio sin necesidad de recluir a 
los internos. Hay que alejar el concepto de pequeña delincuencia de prisión 
preventiva pero para ello, no basta con una postura doctrinal más o menos, sino 
dotar a los órganos judiciales un haz de medidas de control sobre los internos que 
impidan que las actitudes rebeldes de los pequeños delincuentes conviertan la 
Administración de justicia en un Mero desiderátum (aspiración, deseo que aún no 
se ha cumplido)”. (Microsoft encarta, 2009) 
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Lógicamente, otro modo de luchar contra la prisión preventiva es acelerar al máximo la 
máquina instructora estatal acortando los tiempos de estancia. Mas estos buenos propósitos, que 
nunca deben ser abandonados, no siempre son posibles pues se dependen de variables inciertas 
como exámenes de laboratorios o cualquier otra pericial imprescindible al caso, ofrecimiento de 
acciones a perjudicados o sus familia, la Llamada a un testigo de difícil localización, etc. 
En estas dudas deben actualmente interpretarse, siempre que sea posible, a favor de la libertad, 
pues no podemos olvidar que la libertad representa un papel nuclear en el sistema del Estado 
democrático de Derecho, y en el seno del mismo las privaciones de libertad resultan odiosas, 
más aún cuando se ha prescindido del resultado del desarrollo del proceso. Como pone de 
relieve Rodríguez Ramos:  
“las dudas deben resolverse en contra de la procedencia de la prisión preventiva, 
pudiendo en tales casos optar por otras resoluciones alternativas tales como la 
libertad con o sin fianza, el arresto domiciliario, la prohibición de salir del 
territorio nacional con privación de pasaporte, la obligación de comparecer 
periódicamente en el juzgado, entre otras”. 
 2.1.8. ALTERNATIVAS ACTUALES A LA PRISIÓN PREVENTIVA 
Según Rodríguez (1984) afirma que: 
“Poco a poco, el Derecho va forjando una serie de posibilidades o auxilios al 
órgano judicial para poder eludir la aplicación de esta draconiana medida. Así 
junto a la comparecencia “apud acta” quincenal, semanal o incluso diaria, al 
Juzgado, nos encontramos un ya numeroso elenco de medidas cautelares” (p.1059). 
La Resolución 22 del Comité de Ministros del Consejo de Europa (9 de abril 1965) recomienda 
como medidas alternativas a la prisión preventiva las siguientes: la vigilancia domiciliaria, la 
orden de no abandonar un lugar determinado sin previa autorización del juez, la orden de 
comparecer periódicamente ante ciertas autoridades, la retirada del pasaporte u otros 
documentos de identidad, la prestación de una fianza y el internamiento de jóvenes delincuentes 
en una institución especializada  
Más aun siendo herramientas positivas que cumplen un importante papel procesal, no es menos 
cierto es que su aplicación deja vacías demasiados espacios jurídicos que tiende a ser cubiertos 
con la prisión preventiva, que en algunos parece constituirse en una especie de panacea. 
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2.1.8.1. ARRESTO DOMICILIARIO BAJO CONTROL ELECTRÓNICO 
Esta humanización en el modo de gestionar la vigilancia electrónica permitiendo un mayor 
contacto entre vigilante y vigilado parece producir un efecto tranquilizador en el sometido a 
estas técnicas. 
Desde el plano de la técnica jurídica Canadá ha sufrido una positiva evolución en orden a la 
búsqueda de las garantías con estas técnicas. Para Bélivau el Derecho canadiense ha sufrido una 
evolución jurídica que ha pasado de una regulación jurídica casi abstencionista a otro marco 
jurídico con una total protección jurídica del individuo. 
En el país Galo, (Haverkamp, 2002) la materia apareció regulada por la ley 97-1197, de 19 de 
diciembre de 1997,que incorporó el art. 727-3 al Código de Procedimiento Penal, según el cual 
en caso de una o varias condenas privativas de libertad, cuya duración total no supera un año o 
cuando lo que le resta por cumplir no exceda de ese marco temporal, el Juez encargado de la 
ejecución de las penas puede decidir, de oficio o a petición del Ministerio Fiscal o del propio 
condenado que la pena se ejecute en régimen de arresto bajo vigilancia electrónica. Para poder 
acordarla se precisa el consentimiento expreso y libre del condenado, convenientemente asistido 
de su letrado, asimismo se subordina a que se someta a periódicas supervisiones de los 
facultativos. El Juez está capacitado para imponer un plan diario así como un régimen de salidas 
al trabajo. 
La experiencia francesa muestra según numerosos inconvenientes y problemas de adaptación, 
pero progresivamente, se puede decir que el margen del éxito en la aplicación de las medidas, va 
haciendo cara a un futuro bastante prometedor, constituyéndose como uno de los posibles frenos 
al desmesurado incremento de la población penitenciaria. 
En Alemania se plantean la integración del concepto de arresto domiciliario con el de vigilancia 
electrónica en el sistema de sanciones como una alternativa a la prisión  (como una forma 
especial de ejecución penal) o como una nueva pena principal en el contexto de la suspensión 
condicional de la pena, más a los efectos del presente artículo resulta interesante la posibilidad 
de aplicación como sustitutivo de la medida cautelar de prisión preventiva. 
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De forma análoga también en Portugal se modificó en 1999 el Código de Procedimiento Penal 
permitiendo aplicar esta vía telemática para atenuar la prisión preventiva.
1
 
Como regla general en la mayoría de los países aludidos, el arresto domiciliario bajo vigilancia 
electrónica no se contempla como una medida aislada, sino que en aras a conseguir el propósito 
resocializador, universalmente aceptado, se encuadra dentro de programas de ejecución. Dentro 
de estos programas cumple una función dentro de las distintas fases por las que pasa un interno 
hasta alcanzar la libertad. La vigilancia no viene a configurarse como un elemento mecánico 
incomunicado con otras medidas, muy por el contrario se combina con un calendario de 
actividades laborales, sesiones de terapia o educativas y un aluvión de propuestas formativas 
que el condenado tiene que ir cumpliendo. A veces se fijan salidas programadas, y siempre 
existen periodos de “descanso” donde el condenado puede desinhibirse del aparentemente férreo 
control pueda tener sus horas de contacto familiar e íntimo con su allegados. Se fijan unos 
horarios de “toque de queda” donde el interno debe estar obligatoriamente en casa (que suelen 
oscilar entre las cinco y las ocho de la tarde). 
En los casos de toxicomanías se pueden establecer exámenes periódicos y aleatorio de consumo 
de alcohol y drogas, practicado por personal especializado o conectado al aparato de vigilancia, 
cuyos resultados convenientemente digitalizado para a una unidad de información central. Es 
muy importante a la hora de no deshumanizar la relación que el responsable de su evolución, 
(oficial de la condicional o cargo similar) mantenga un contacto humano y directo con el 
vigilado. 
Dependiendo del grado de rigor que se imponga a la prisión preventiva cabe  perfectamente 
(conforme a los modernos sistemas GPS) que el preso preventivo pueda acudir regularmente a 
su trabajo, imponiéndoles los referidos toques de queda que el Juez o Tribunal consideran 
adecuados a sus circunstancias. 
                                                     
 
1
 Según (Haverkamp, 2002)se venían resolviendo unas 3000 órdenes de detención bajo arresto 
domiciliario y supervisión electrónica [Vid. HAVERKAMP, Rita, Elektronisch überwachter 
Hausarrestvollzug: Ein Zukunftsmodell für den Anstaltsvollzug? Eine rechtsvergleichende, empirische 





2.1.8.2. PROBLEMAS DE CONSTITUCIONALIDAD DE LAS NUEVAS               
TECNOLOGÍAS 
Aunque algún autor como (Gil Hernández, Vol.: 3/ 1996.) sostiene sin ambages que: 
“su admisión constitucional queda fuera de toda duda en cuanto a que, si bien es 
cierto que dicho aparato afecta al derecho a la intimidad del sometido, no lo es 
menos que habrá de ser preferido a otras alternativas más gravosas. El autor 
entiende que al ser el brazalete electrónico un instrumento particularmente útil en 
aquellas situaciones límite en las cuales la cárcel parece excesiva y la libertad con 
control no electrónico resulta ineficaz o demasiado costosa.” 
Como refiere (Gisbert, 2004, pág. 199): 
“la presunción de inocencia que ampara al procesado que se ve privado de libertad 
puede convertirse en un momento posterior en simple inocencia, o sea que el 
proceso acabe sin una condena. Se produce un daño incuestionable a un bien básico 
como la libertad que de acuerdo con los más elementales principios jurídicos debe 
ser indemnizado.” 
Con anterioridad a la entrada en vigor de la Constitución cuando se sufría una privación de 
libertad, en un procedimiento penal, se carecía de cualquier vía para reclamar una  
indemnización por la por prisión preventiva sufrida aunque en definitiva resultara absuelto o se 
decretase el sobreseimiento de las actuaciones, únicamente el artículo 960.2 LECRIM (Real 
Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal)  
contemplaba el supuesto del “error judicial” como único caso de responsabilidad directa del 
Estado. 
El derecho tiene como misión avanzar paulatina pero indefectiblemente contra la injusticia, la 
necesidad es el único pretexto que justifica la existencia de una institución tan reprobable como 
la prisión preventiva pero cuando los medios técnicos avanzan la necesidad se hace más 
pequeña y entonces surge la obligación de ser valientes y cambiar. Cualquier cambios en 
materias que atañen a la seguridad ciudadana despierta notables reticencias, pero es el peso de la 
razón y del acierto el que va marginando las críticas. Nos hallamos ante un “Estado in fieri” que 
demanda actitudes abiertas hacia todo aquello que pueda suponer avanzar en alcanzar mayores 
cuotas de libertad.  
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En este sentido, resulta loable el Manifiesto del Grupo de Estudios de Política criminal 
efectuado en la Universidad Carlos III de Madrid, los días 25 y 26 de abril de 2003, cuando 
entre las medidas cautelares personales proponen la “localización electrónica” consistente en 
colocar al procesado, por el plazo máximo de un año, con su consentimiento expreso un 
dispositivo que permita conocer su ubicación en el espacio y en el tiempo justificando la medida 
en que se consigue proteger a la víctima sin tener que recurrir a la medida de prisión preventiva. 
Por lo cual, a corto plazo, las medidas telemáticas aparecen como la gran esperanza para reducir 
cuantitativamente el mundo penitenciario. 
Es un hecho estólido la subsistencia de este instituto procesal y la justificación de que existan 
presos sin condena sólo puede venir dada de la absoluta necesidad. La necesidad es el único 
fundamento para el mantenimiento de esta institución. Como muy bien refleja (Carnelutti, 2002, 
pág. 220) 
“No solamente se hace sufrir a los hombres que son culpables sino también para 
saber si son culpables o inocentes. Ésta es, desgraciadamente, una necesidad, a la 
cual el proceso no se puede sustraer ni siquiera si su mecanismo fuese 
humanamente perfecto”. 
No cabe suprimir de un plumazo la institución pero si ir decolorando aquellos supuestos y 
empezar en concientizar a la sociedad de que la prisión preventiva posiblemente es una 
institución caduca que debe llegar a desaparecer, pues nadie debería ser encarcelado sin haber 
sufrido un juicio con todas las garantías, en efecto es en la mentalidad colectiva, a menudo en 
sus expectativas vengativas y en sus juicios sumarios y precipitados, donde descansa el arraigo 
de la prisión preventiva. No cabe perpetuar una institución injusta cuando la tecnología nos abre 
las puertas a nuevas soluciones.  
Con arreglo a este modelo, la restricción de la libertad del ciudadano sólo es lícita cuando es 
absolutamente necesaria para la protección preventiva de determinados bienes jurídicos o para 
la imposición de normas imprescindibles de comportamiento sin cuya observancia sería 
imposible la convivencia en una comunidad democrática basada en la autodeterminación 
individual. 
En definitiva, la prisión preventiva es un elemento extraño y arcaico en nuestra arquitectura 
constitucional, pues no deja de ser una medida cautelar que recae sobre la libertad de quien 
todavía es inocente. 
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Más los supuestos más típicos frecuentes de prisión preventiva se apoyan en robos con 
violencia, reiteración delictiva y tráfico de drogas, donde la condición nacional del procesado 
opera con cierto tinte discriminatorio. La prisión preventiva se configura como una medida 
cautelar injusta, necesaria en un contingente momento histórico más con la llegada de las 
modernas tecnologías pre ordenadas por la filosofía “pro libertate” hacen factible empezar a 
augurar su paulatina desaparición, haciéndola poco a poco cada vez más “excepcional”. Aunque 
las nuevas tecnologías no son una panacea pues imponen igualmente una merma de la libertad 
deambulatoria y dañan el principio de la presunción de inocencia, no dejan de ser a todas luces 
una medida más humana y congruente con nuestro moderno Estado Democrático forjado por la 
Constitución.  
El hacinamiento carcelario, el relativo mente alto casos de absoluciones recaídas sobre las 
presos preventivos, la estigmatización carcelaria, hace necesario adoptar soluciones innovadoras 
e imaginativas frente a este nudo. Apostar por medidas que no lleven un desarraigo familiar y 
respeten cuando menos determinados ámbitos de libertad repercute en la posibilidad de lograr 
soluciones más cabales y justas. 
Pues el respeto a la libertad y a la presunción de inocencia hace que la prisión preventiva sea 
una medida absolutamente excepcional en un Ordenamiento basado en la libertad y en la 
presunción de inocencia. 
 2.1.9. REQUISITOS Y CARACTERÍSTICAS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
Son criterios por lo general bastante parecidos en todos los países: 
 Que hayan fuertes indicios de culpabilidad 
 Que exista riesgo de fuga que puede poner en peligro el cumplimiento de la pena (si el 
juicio finalizase con una sentencia de culpabilidad). 
 Que pueda destruir pruebas, suponga un peligro para la víctima, o para evitar el riesgo de 
que pueda cometer otros hechos delictivos (en el caso de algunos delitos graves)... 
Normalmente la prisión preventiva se decreta cuando no existe otro método más eficaz. Es la 
última opción y es preferible utilizar otras medidas cautelares de menor entidad como, por 
ejemplo, el arresto domiciliario o una caución económica (fianza) 
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Para (Rubianes, 1981, págs. 19 - 20) existen varias críticas a esta medida pero las principales 
son: 
“Es contraria al principio del estado de inocencia, puesto que pena al acusado aún 
antes de que se haya demostrado su culpabilidad, siendo imposible de reparar el 
daño que se le cause en el caso de que finalmente sea declarado inocente. Dicho 
daño puede referirse a la imagen, reputación, vida laboral y privada de los 
imputados.” 
En determinados países se abusa de esta medida cautelar, tanto en el número de presos como en 
la duración de la misma. 
2.1.9.1. DURACIÓN 
El tiempo es imprescindible para alcanzar los fines de:  
a) Asegurar la presencia del procesado en el proceso cuando haya riesgo de fuga. 
b) Evitar la ocultación, alteración o destrucción de pruebas. 
c) Evitar que pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima. 
Si los fines son (a-evitar el riesgo de fuga) o (c-evitar los daños contra bienes):  
En la (Convención Europea sobre Derechos Humanos) art. 5 indica que la prisión preventiva 
tendrá un periodo y debe ser razonable: 
“Toda persona detenida en las condiciones previstas en el apartado 1.c de este 
artículo, será llevado sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la 
ley para ejercer el poder judicial, teniendo el derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad en espera del juicio. Libertad que podrá 
estar subordinada o garantizar la comparecencia del interesado a la vista”. 




2.1.9.2. FORMAL  
El juez es el que acuerda o rechaza la prisión preventiva a petición del juez de instrucción, que 
en este caso sería el Fiscal. El juez responde de dar audiencia y de abrir debate contradictorio 
entre: (Ibídem.  Vol. 1. Pág. 23) 
La  Acusación de la Fiscalía. 
La observación del inculpado así como los de su abogado defensor. 
El inculpado o el abogado pueden solicitar un aplazamiento para reparar su defensa,  en cuyo 
caso la audiencia se aplazará por un periodo de 4 días laborables máximo  durante el cual, el 
inculpado permanecerá encarcelado. 
Después de este aplazamiento el inculpado comparece de nuevo ante el Juez quien dictará su 
decisión final, es decir, libertad o prisión preventiva. 
Luego se adapta decisiones con respecto a la orden de prisión preventiva como: 
Suspensión  
Revocación 
Sustitución por un control judicial 
O bien se confirma la prisión. 
 
2.1.9.3. FONDO 
Con el objeto de reforzar el carácter excepcional de esta medida, se establece que la prisión 
preventiva debe dictarse para: 
 Conservar las pruebas, indicios materiales 
 Evitar presión sobre testigos o las víctimas 
 Evitar acuerdos fraudulentos entre el acusado y sus cómplices 
 Proteger al propio procesado 
 Poner fin a la infracción y evitar su reincidencia 
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 Garantizar la puesta a disposición de la justicia del procesado, es decir evitar la fuga. 
 Mantener el orden público 
El juez debe justificar su decisión por escrito. Los órdenes de emplazamiento presentados 
durante la instrucción deben fundamentarse en derecho, y especificar la insuficiencia de 
establecer otras medidas de control judicial. 
2.1.10. FUNDAMENTOS PARA LA NEGATIVA A DICTAR LA PRISIÓN 
PREVENTIVA 
1.- (Zambrano Pasquel, 2009, pág. 127) Viviendo en un sistema democrático y de 
legalidad, hoy ha tomado carta de naturalización un movimiento jurídico 
mayoritario y profundo que propende a repensar las consecuencias reales de la 
operatividad de los sistemas penales, y a hacer efectivos los valores superiores 
relativos a la dignidad de la persona humana. Las investigaciones criminológicas 
modernas desde la sociología norteamericana del siglo que agonizó y su recepción 
y amplificación reciente tanto en Europa como en el contexto latinoamericano, 
ponen en evidencia y de cuerpo entero la irracionalidad en el funcionamiento y la 
aplicación concreta de los sistemas penales, que por su elevado grado de 
selectividad, desigualdad, represividad excedente, violaciones sistemáticas a la 
legalidad, no solucionan conflictos sino que los realimentan, incrementando incluso 
los niveles de violencia social por el poder demoledor que tiene una trituradora 
como la maquinaria judicial, que ha dado origen a lo que se denomina ya con 
propiedad victimización judicial. 
2.- No sólo la pena de prisión sino incluso la prisión preventiva (que debe admitirse 
como una forma de pena anticipada) que en casos como el presente es 
manifiestamente violatoria de cualquier presupuesto de política criminal y de 
racionalidad, son formas preponderantes de coerción penal que producen como 
principales efectos los desintegradores de la personalidad (despersonalización, 
prionización, etiquetamiento) que funcionan como operadores de futuras conductas 
desviadas en el caso de la pena de prisión, y como reforzadores de estigmatización 
cuando se trata de la prisión preventiva. 
Sobre esto hay suficiente material de información en los trabajos de sociología criminal y de 
criminología de Merton, Beckert o Lemmerk1. Frente a una razonable propuesta reduccionista y 
garantista que marca las pautas de un sistema penal respetuoso del derecho a la libertad y de las 
garantías constitucionales que caracterizan al Estado de Derecho, se producen situaciones como 
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las que motivan esta resolución en que se demuestra la selectividad operativa de la fiscalía. En 
el caso de la prisión preventiva es innegable la contradicción entre las propuestas del discurso 
jurídico del debido proceso y su real operatividad; las investigaciones de Naciones Unidas en 
Latinoamérica revelan que un 68,47% de los presos, se encuentra sin condena, vale decir 
sometidas a proceso como expresión de una burla cruel al estado de inocencia que en teoría es 
garantizado por el Pacto de San José de Costa Rica ratificado por nuestro país, y por la 
Constitución de la República del Ecuador y que por ende tiene competencia vinculante. 
“La criminología, la psiquiatría, la psicología o la filosofía han demostrado todos 
los efectos deteriorantes que se causa con consecuencias irreversibles a las 
personas en las «instituciones totales o de secuestro », los mismos que se potencian 
cuando vulnerando el principio de inocencia y contra toda prueba de descargo, se 
pretende que la prisión preventiva cumpla papeles retributivos o de prevención 
general, fundado en supuestos criterios de defensa social, peligrosidad, alarma 
social, protección a las víctimas, razones de estado, etc., lo que ha devenido en la 
formación de una corriente de opinión autorizada y en la limitación hasta legal en 
algunos estatutos procedimentales, buscando respuestas menos gravosas y 
deteriorantes” (Zambrano Pasquel, 2009, pág. 135). 
3.- Los límites racionales para el encierro preventivo pueden encontrarse en 
planteamientos como: 1. Su excepcionalidad, de manera que la libertad se siga 
respetando como principio. 2. Su fundamento únicamente en la probabilidad de 
autoría y participación de fuga o de entorpecimiento en la búsqueda de la verdad. 3. 
Evitar que la prisión preventiva produzca un mayor daño que la amenaza de la pena 
por respeto al principio de proporcionalidad. 4. La subsidiariedad, vale decir que 
se evite en lo posible el encarcelamiento. 5. Su limitación temporal, de manera que 
enervados los indicios que permitieron fundar una presunción de responsabilidad se 
disponga de inmediato su revisión y la cancelación de la medida de aseguramiento 
preventivo. Debemos agregar que en el Ecuador y con la vigencia del Código de 
Procedimiento Penal del año 2000 se han previsto normativamente principios que 
antaño eran referente constitucional y doctrinario, como el de presunción de 
inocencia (Art. 4 del CPP), el del único proceso (Art. 5), el de la celeridad procesal 
(Art. 6), el de la igualdad de derechos (Art. 14) entre otros. Agregamos a lo 
expresado, la presencia normativa de principio de la interpretación restrictiva (15), 
con lo cual se ha previsto legalmente lo que doctrinariamente hemos estudiado 
como la excepcionalidad de las medidas de aseguramiento, y de allí la exigencia de 




Vale decir en expresiones como las de los profesores, Raúl Zaffaroni, Julio Maier y Juan 
Bustos, que las medidas cautelares deben ser expresiones de última o extrema ratio, y no la 
primera respuesta del sistema penal. La aplicación restrictiva de las medidas cautelares 
personales y reales se encuentra igualmente prevista de manera clara y taxativa en el Art. 519, 
520, 521, 522 del COIP. 
 2.1.11.  AUTO DE PRISIÓN PREVENTIVA 
Como es de conocimiento para los entendidos en materia procesal penal, una medida de carácter 
cautelar personal, como el auto de prisión preventiva debe ser dictado en casos de excepción y 
cuando poderosas razones de política criminal así lo ameriten. El amparo legal que permite y 
legitima la medida privativa del derecho a la libertad prevista en el art. 534 y siguientes del 
Código Orgánico Integral Penal –que no cumple ninguna finalidad de retribución o de 
prevención general se aplica por excepción a personas que gozan del amparo constitucional del 
derecho a la inocencia, mientras no exista sentencia condenatoria en firme. 
En la prisión preventiva no hay reproche moral de ninguna índole, no se pretende con la misma 
restaurar el orden jurídico, no se busca intimidar ni ejemplificar, y se basa tan sólo en una 
presunta peligrosidad por la sospecha de que el procesado cometió un delito. La prisión 
preventiva encuentra su ideología legítimamente en las razones de política criminal que 
mencionamos a continuación: Impedir la fuga. Asegurar la presencia a juicio. Asegurar las 
pruebas. Proteger a los testigos. Evitar el ocultamiento o uso del producto el delito. Garantizar 
la ejecución de la pena. Proteger al acusado de sus cómplices. Proteger al criminal de las 
víctimas. Evitar que se consume el delito. Es indudable que si no nos encontramos frente a las 
posibilidades antes citadas, el auto de prisión preventiva es improcedente e innecesario. 
Nos permitimos recordar que el numeral 3 del Art. 168 ibídem, dice que el auto de prisión 
preventiva, debe contener: 
«... La fundamentación clara y precisa de cada uno de los presupuestos previstos 
en el artículo anterior... «Se garantiza el derecho a la defensa cuando se le hace 
saber al imputado cuales son los cargos incriminatorios que se le formulan, a fin de 
que se pueda defender. En el Artículo invocado se consigna en forma imperativa, 
que el Juez cumpla con indicar los indicios que lo llevan a presumir la existencia de 
un delito y los indicios que le permitan presumir un actuar culpable, lo cual en este 
caso no se cumple como presupuesto de procedencia para proveer a la petición del 
Ministerio Público. Si no existen los indicios a que se refiere el Art. 88 del CPP que 
permiten formar o presumir una vinculación causal entre la actuación del imputado 
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y el o los delitos que se investigan, se debe negar la pretensión de la fiscalía que 
está obligada a presentar un requerimiento debidamente fundado, como lo dispone 
el Art.167.1, agregado mediante la ley reformatoria contenida en el RO 555 del 24 
de marzo del 2009. (Zambrano Pasquel, 2009, pág. 147) 
Recordemos que la presunción es un juicio de valoración lógica que se extrae de hechos 
probados plenamente en un proceso (indicios), que están estrechamente vinculados con el hecho 
principal que se prueba (el delito) que es motivo del proceso. Los indicios son el resultado de 
elementos de convicción o de una prueba directa introducida en el juicio. Las presunciones 
sobre la responsabilidad deben ser graves, precisas y concordantes, y fundamentarse en los 
elementos de convicción o pruebas constantes en el proceso. Esto es, debe haber hechos 
suficientemente probados que reafirmen la sospecha. 
Los indicios que sirven de antecedente y presupuesto de la presunción deben ser: varios, 
reuniendo a los menos las condiciones de ser anteriores o concomitantes al hecho, relacionados 
tanto con el asunto materia del proceso como con otros indicios, de manera que sean 
concordantes entre sí. Deben ser unívocos de manera que todos lleguen a una misma 
conclusión, y directos esto es que establezcan la presunción de manera lógica y natural. 
El Art. 8, inciso 2, primer párrafo, de la (Convención Americana sobre Derechos Humanos) 
establece que, “Toda persona inculpada de delitos tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”.  
Referencia a la Convención Americana de Derechos Humanos y el caso Suárez Rosero vs. El 
Estado ecuatoriano. 
Citamos como un importante referente el caso Suárez Rosero, resuelto por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en contra del Estado ecuatoriano, por el manifiesto abuso 
con la prisión preventiva. Este fallo fue expedido el 12 de noviembre de 1997, y la CIDH 
consignó, lo que se transcribe:  
“… 76. La Corte pasa a analizar el alegato de la Comisión de que el proceso contra 
el señor Suárez Rosero violó el principio de presunción de inocencia establecido en 
el artículo 8.2 de la Convención Americana. Dicho artículo dispone que «toda 
persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se establezca legalmente su culpabilidad... 77. 
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 Esta Corte estima que en el principio de presunción de inocencia subyace el 
propósito de las garantías judiciales, al afirmar la idea de que una persona es 
inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada. De lo dispuesto en el artículo 
8.2 de la Convención se deriva la obligación estatal de no restringir la libertad del 
detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que no 
impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción de 
la justicia, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. Este 
concepto está expresado en múltiples instrumentos del derecho internacional de los 
derechos humanos y, entre otros, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, que dispone que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general (Art. 9.3). En caso contrario se estaría 
cometiendo una injusticia al privar de libertad, por un plazo desproporcionado 
respecto de la pena que correspondería al delito imputado, a personas cuya 
responsabilidad criminal no ha sido establecida. Sería lo mismo que anticipar una 
pena a la sentencia, lo cual está en contra de principios generales del derecho 
universalmente reconocidos…”. (Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
pág. 57) 
En el mencionado caso Suárez Rosero la Comisión Interamericana sometió este caso con el fin 
de que la Corte decidiera si hubo violación, en perjuicio del señor Rafael Iván Suárez Rosero, 
por parte del Ecuador, de los artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la 
Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) todos ellos en relación 
con el artículo 1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención, como resultado del 
arresto y detención del Sr. Suárez en contravención de una ley preexistente.  
Al resolver la Corte Interamericana expresó: LA CORTE, por unanimidad 1.Declara que el 
Estado del Ecuador violó, en perjuicio de Rafael Iván Suárez Rosero, el artículo 7 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con el artículo 1.1 de la 
misma, en los términos señalados en los párrafos 38 a 66 de la presente sentencia. 2. Declara 
que el Estado del Ecuador violó, en perjuicio de Rafael Iván Suárez Rosero, el artículo 8 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con el artículo 1.1 de la 
misma, en los términos señalados en los párrafos 57 a 83 de la presente sentencia. 3. Declara 
que el Estado del Ecuador violó, en perjuicio de Rafael Iván Suárez Rosero, el artículo 5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con el artículo 1.1 de la 
misma, en los términos señalados en los párrafos 84 a 92 de la presente sentencia. 4. Declara 
que el Estado del Ecuador violó, en perjuicio de Rafael Iván Suárez Rosero, el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con el artículo 1.1 de la 
misma, en los términos señalados en los párrafos 61 a 66 de la presente sentencia. 5. Declara 
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que el último párrafo del artículo sin numeración después del artículo 114 del Código Penal del 
Ecuador es violatorio del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
concordancia con los artículos 7.5 y 1.1 de la misma. 6. Declara que el Ecuador debe ordenar 
una investigación para determinar las personas responsables de las violaciones a los derechos 
humanos a que se ha hecho referencia en esta sentencia y, eventualmente sancionarlos. 7. 
Declara que el Ecuador está obligado a pagar una justa indemnización a la víctima y a sus 
familiares y a resarcirles los gastos en que hubieran incurrido en las gestiones relacionadas con 
este proceso. 8. Ordena abrir la etapa de reparaciones, a cuyo efecto comisiona a su Presidente 
para que oportunamente adopte las medidas que fuesen necesarias…». 
 2.1.12. OPOSICIÓN A LA PRISIÓN PREVENTIVA 
Señora Jueza Décimo Segunda de Garantías Penales del Guayas 
Dr., en conocimiento no procesal de una instrucción fiscal iniciada en mi contra por un 
inexistente delito previsto en el Art. 228 del Código Penal, comparezco para exponer y solicitar: 
En acto claro de ejercicio abusivo de poder, el agente fiscal Ab…que dictó la referida 
instrucción sin fundamento ni motivación alguna, solicita que se disponga en autos mi prisión 
preventiva, cuando de la lectura de la propia instrucción no aparece indicio alguno que haga 
sostenible una medida de aseguramiento como la pedida. Me opongo a la pretendida medida 
cautelar y fundamento mi negativa en los siguientes considerando. 
Auto de prisión preventiva 
Como es de conocimiento para los entendidos en materia procesal penal, una medida de carácter 
cautelar personal, como el auto de prisión preventiva debe ser dictado en casos de excepción y 
cuando poderosas razones de política criminal así lo ameriten.  
El amparo legal que permite y legitima la medida privativa del derecho a la libertad prevista en 
el Art. 534 y siguientes del (Código Orgánico Integral Penal, 2014) –que no cumple ninguna 
finalidad de retribución o de prevención general– se aplica por excepción a personas que gozan del 
amparo constitucional del derecho a la inocencia, mientras no exista sentencia condenatoria en firme. 
Los límites racionales para el encierro preventivo pueden encontrarse en 
planteamientos como: 
1. Su excepcionalidad, de manera que la libertad se siga respetando como principio. 
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2. Su fundamento únicamente en la probabilidad de autoría y participación de fuga o de 
entorpecimiento en la búsqueda de la verdad. 
3. Evitar que la prisión preventiva produzca un mayor daño que la amenaza de la pena por 
respeto al principio de proporcionalidad. 
4. La subsidiariedad, vale decir que se evite en lo posible el encarcelamiento. 
5. Su limitación temporal, de manera que enervados los indicios que permitieron fundar una 
presunción de responsabilidad se disponga de inmediato su revisión y la cancelación de la 
medida de aseguramiento preventivo. 
Otras razones para negar la petición de prisión preventiva  
a.- La medida cautelar o de aseguramiento ha sido solicitada, sin que hubiesen indicios que 
legitimen tal medida de aseguramiento personal. 
b.- Como se ha manifestado precedentemente el encarcelamiento preventivo significa una 
limitación a una garantía constitucional como es el derecho a la libertad, a la que se debe 
recurrir en condiciones de excepción y tanto en cuanto fuese necesaria, como cuando se 
presenta el peligro de fuga o de entorpecimiento en la averiguación de la verdad. 
Aún en estos casos se pretende evitar que la medida de coerción procesal sea más gravosa para 
el procesado que la propia pena amenazada o la que se espera en caso de condena, respetando 
así lo que se conoce como el principio de proporcionalidad. Otra propuesta alternativa es la 
de recurrir a otros medios menos severos que al mismo tiempo que permitan resguardar 
eficientemente los fines del procedimiento, eviten el encarcelamiento, cumpliendo así con el 
principio de subsidiariedad. 
c.- En el presente caso, no existen en autos suficientemente constancia de indicios, esto es 
hechos ciertos e indubitables, que permitían presumir razonablemente que el procesado… 
hubiese adecuado su conducta a algún tipo penal que merezca la privación de la libertad; 
Por ello no son mencionados en la diminuta petición del fiscal. Basta leer el contenido de la 
versión del Tnte. Crnel. …, Jefe de Seguridad de las instalaciones de Pacifictel, para que usted 
se informe debidamente de la verdad histórica y procesal de los hechos. 
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2.1.12.1. APELACIÓN DE PRISIÓN PREVENTIVA 
Proceso Penal Nº 694 -2007 Instrucción fiscal Nº 001-2007 Señor Juez Primero de 
Garantías Penales del Guayas 
…, en el proceso penal que se sigue en mi contra por un inexistente delito, supuestamente 
previsto en el Art. 160 numeral 1 del Código Penal, ante usted comparezco para exponer y 
solicitar:  
Interposición de Recurso de Apelación 
Estando dentro del plazo legal para hacerlo, impugno el auto de prisión preventiva que usted 
dictó en mi contra con una diminuta e inmotivada resolución del 06 de septiembre del 2007, 
dictada a las 20h26; e, INTERPONGO RECURSO DE APELACION DE SU NEGATIVA A 
REVOCARLO del 07 de septiembre de 2007. APELO PARA ANTE EL SUPERIOR, 
amparado en el Art. 172 del Código de Procedimiento Penal vigente, en concordancia con el 
Art. 343 numeral 4 del mismo CPP.
2
 
Su resolución me causa agravio y es violatoria de garantías del debido proceso, pues jamás se 
ha podido encontrar indicio alguno que haga presumir razonablemente mi vinculación con el 
delito previsto en el Art. 160 numeral 1 del Código Penal; y, tan grave como lo afirmado, es que 
se irrespete el mandato constitucional (Const. Del 2008) previsto en el Art. 76 numeral 7, letra i 
que señala que «Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia», y en 
mi caso yo fui juzgado por el Intendente General de Policía del Guayas, por los mismos hechos 
que son el objeto jurídico de este proceso penal. 
Interpuesta y aceptada la apelación deben quedar en suspenso la medida de apremio personal 
dictada por usted, pues de acuerdo con la normativa que rige los efectos de los recursos, Art. 
327 del vigente Código de Procedimiento Penal la interposición de un recurso suspende la 
ejecución de la decisión, vale decir que el recurso se concede en el efecto suspensivo y no 
devolutivo. 
El auto de prisión preventiva dictado por usted irrespeta el mandato constitucional del Art. 76 n. 
7, letra, pues su resolución no es motivada, y no existe tal motivación porque no enuncia los 
                                                     
 
2
 Ejemplo de Interposición de Recurso de Apelación impugnando el Auto de Prisión Preventiva. 
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elementos de convicción en que fundamenta una medida limitativa de mi derecho a la libertad, 
prevista como uno de los derechos Civiles, ni las razones por las cuales ni el fiscal ni usted, me 
vinculan con el delito que se investiga. Muy por el contrario, en el proceso obran versiones de 
descargo como la versión del Tnte. Crnel. EDMUNDO ENRIQUE MONCAYO JUANEDA, 
mismo que ejerce las funciones como Jefe de Seguridad de Pacifitel y en tal calidad, se 
encontraba presente el 04 de septiembre del 2007, y quien expresa que el día de los hechos, «el 
señor abogado J.T.Z. se encontraba en actitud tranquila y pacífica, respaldando a su hija que se 
encontraba dentro de los manifestantes; inclusive observé que se encontraba obsequiando libros 
de su autoría a las personas que se encontraban por el sector…». 
Con respecto al arma decomisada el día de los hechos expresa: 
«… el Tnte. De Policía, Escobar Chumo Luis Eduardo, me hizo conocer que uno de los 
ciudadanos, el mismo que responde a los nombres de Cantos Vinces René, se encontraba en el 
lugar, portando una arma pistola marca Taurus, serie nº TZG59198, de 9 mm, con 17 
municiones calibre 9 mm., con el permiso correspondiente, la misma que fue retirada con un 
parte informando la antes mencionada novedad al Comando Provincial…». 
Con lo expresado está debidamente fundamentado el recurso de apelación de conformidad con 
lo que prevé el Art. 344 del Código Adjetivo o de Procedimiento Penal, no obstante, manifiesto 
a usted en ejercicio del derecho a la defensa que me asiste, lo que sigue: 
Como características del Estado de Derecho destacamos: 
 Imperio de la ley: como expresión de la voluntad soberana y democrática. 
 Separación de poderes: legislativo, ejecutivo y judicial. 
 legalidad de la administración: regulación por la ley y control judicial. 
 Derechos y libertades fundamentales: garantía jurídico-formal y realización material. 
El imperio de la ley, significa el sometimiento del Estado a la ley fundamental es decir, a la 
Constitución que organiza y determina las funciones de cada uno de los órganos del Estado, así 
como el sometimiento de todo el ordenamiento jurídico concordante con la ley fundamental. 
2.- En relación al respeto y a la garantía de derechos y libertades fundamentales del 
hombre, no es suficiente que estén consignados en una ley fundamental, es necesario que 
produzca una realización material de los derechos humanos, y de las libertades que se 
encuentran con ellos vinculados. El estado liberal clásico con todo y sus deficiencias con 
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respecto a la protección de los derechos humanos, es el primer Estado de Derecho que 
históricamente se conoce. 3.- Cuando nos referimos al debido proceso entendemos por tal, a 
aquel en el que se respeten las garantías y derechos fundamentales, previstos en la Constitución, 
en las leyes que rigen el ordenamiento legal del país, y en los pactos, tratados y convenios que 
han sido ratificados y que en consecuencia forman parte de la normativa interna del país y que 
son de forzoso e incuestionable cumplimiento.  
El debido proceso penal por su especificidad, tiene que ver con el respeto a las garantías y 
derechos fundamentales, que le asisten a cualquier ciudadano que es objeto de una imputación 
delictiva o que es sometido a un proceso penal. La legalidad del debido proceso penal es un 
imperativo propio de la vigencia de un Estado de Derecho en el que deben hacerse efectivos los 
principios rectores del proceso penal, que en definitiva constituyen y dan contenido a la garantía 
del debido proceso; esos principios rectores son la columna vertebral de un sistema procesal 
penal determinado. 
Hablar del debido proceso penal es referirnos igualmente al respeto a los derechos humanos en 
la Administración de Justicia Penal, que como sabemos se refieren a aquellos derechos 
fundamentales que le son reconocidos a cualquier persona que, por una u otra razón, justa o 
injustamente entran en contacto con los sistemas de justicia penal en un país, refiriéndonos a un 
concepto de justicia penal en sentido amplio; es decir teniendo en cuenta no solo la fase judicial 
- penal, sino que cubre la actividad de los órganos represivos del Estado conforme dijimos 
precedentemente. 
En la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948, se 
reconocen ya una serie de derechos estrechamente vinculados con la administración de justicia 
penal, pues se consagra el derecho a la vida, la seguridad e integridad personales, el derecho a 
no ser sometido a torturas, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, se hace referencia 
al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la igualdad ante la ley, al derecho de recurrir a 
una autoridad competente en caso de considerarse violados los derechos fundamentales, el 
derecho a no ser arbitrariamente detenido o encarcelado, etc. 
Pero, para hacer efectivo el respeto a esos derechos fundamentales, han ido surgiendo una serie 
de instrumentos internacionales que en los últimos años, se han venido aplicando con marcada 
eficacia en el caso particular de nuestro país, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (1966) y el Pacto de San José de Costa Rica o Convención Americana de Derechos 
Humanos (1969). Podemos aquí consignar el caso de los siete del Putumayo, en que campesinos 
del oriente ecuatoriano fueron privados de la libertad en 1993, bajo la imputación de un ataque a 
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una patrulla militar ecuatoriana, y mediante la tortura se les arrancó confesiones de 
responsabilidad en el ataque. Probada sin lugar a dudas la tortura de la que fueron víctimas, 
fueron puestos en libertad mediante el recurso de casación por una sala penal de la Corte 
Suprema de Justicia en septiembre de 1996, aunque aun no son indemnizados, pero existe la 
decisión política del Estado ecuatoriano en la hora presente, de atender a un justo pago 
indemnizatorio por el crimen de Estado del que fueron víctimas. 
4.- En un Estado de Derecho el perseguimiento y la sanción de los delitos es responsabilidad 
exclusiva del Estado, que debe ser el titular del ejercicio de la acción penal, sin que se 
menoscabe su titularidad por la posibilidad de que la acción penal en cierto tipo de delitos pueda 
ser ejercida por el particular ofendido, como acontece en los denominados delitos de acción 
penal privada. 
La necesidad de juicio previo es importante para la legalidad del debido proceso, de manera que 
no se pueda condenar a nadie si no se ha tramitado un juicio respetando el procedimiento 
previo, esto es aquel previsto en las leyes. Participamos de la necesidad de que se separen las 
funciones de investigar o indagar, que debe quedar en manos del Ministerio Público, de la 
función de juzgar que debe seguir siendo de competencia de los jueces, que deben ser al mismo 
tiempo los encargados del control de la instrucción o investigación fiscal. 
El constituyente ecuatoriano tuvo mucho cuidado al enunciar los principios generales de los 
derechos, garantías y deberes, pues dice que «El más alto deber del Estado consiste en respetar y 
hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución… 
« (Art. 11, n. 9). 
El derecho a la libertad previsto como garantía constitucional, para el preso sin sentencia en el 
Ecuador, es uno más de los derechos humanos que le asisten, al igual que el derecho a la vida, a 
la honra, a la intimidad, a la propiedad, a la libertad sexual, a la libertad de credo religioso, etc. 
Recordemos que ya la Constitución de 1998 expresaba en el 17 «…El estado garantizará a todos 
sus habitantes (incluyendo a todos los que están en la cárcel), sin discriminación alguna 
(cualquiera que fuese el tipo de delito), el libre y eficaz ejercicio y el goce de los derechos 
humanos establecidos en esta Constitución y en las declaraciones, pactos (Pacto de Costa Rica) 
convenios y más instrumentos internacionales vigentes» (El Pacto de San José está vigente). 
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Expresaba el Art. 18: ...Los derechos y garantías determinados en esta Constitución y en los 
instrumentos internacionales vigentes (Pacto de San José de Costa Rica), serán directa e 
inmediatamente aplicables por y ante cualquier juez, tribunal o autoridad. Directa e 
inmediatamente aplicables, significa la imposibilidad que se hable de plazos. 
Y si esto no es suficiente, la misma Constitución expresamente consigna que en materia de 
derechos y garantías constitucionales, se estará a la interpretación que más favorezca a su 
efectiva vigencia (Art. 11 n. 5 de la Constitución del 2008), el indubio pro reo o la 
interpretación más favorable al reo, es un principio de legislación universal que lo entienden 
incluso los no abogados. En el momento en que haya duda, oscuridad o dificultad para aplicar 
una ley, tiene siempre que aplicarse en el sentido más favorable al reo. Irrefutablemente, la 
interpretación en favor del reo debe cumplirse de manera estricta. 
Como dice la Constitución, no podrá alegarse falta de ley para justificar la violación o 
desconocimiento de los derechos establecidos en esta Constitución, para desechar la acción por 
esos hechos, o para negar el reconocimiento de tales derechos. 
El Art. 76 de la Constitución vigente habla de asegurar el debido proceso, con lo cual se hace 
referencia a un juicio justo, un juicio imparcial, ágil, expedito, que requiere de una justicia que 
actúe con celeridad y en la que se respeten las garantías y derechos fundamentales inherentes al 
Estado de Derecho. 
5.- El Estado ecuatoriano es responsable por los supuestos de violación de las normas 
establecidas en la Constitución de la República, y en cualquier momento ante requerimiento de 
legítimo interesado va a tener que responder nuevamente ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que tiene competencia sobre el Estado ecuatoriano desde el año 1.984, en 
que Ecuador se allanó sin reserva a la competencia de la Corte. Por esta razón es que se 
indemnizó en el caso de los hermanos Restrepo (negociando), y se indemnizó en el caso de la 
profesora Consuelo Benavidez, (negociando). La responsabilidad no está limitada solo a los 
actos de terrorismo de estado o de un ejercicio abusivo de la fuerza pública que viola derechos 
humanos, sino que el Estado también es responsable por la violación de las Garantías 
Constitucionales que tienen que ver con el debido proceso. 
Como prueba de lo dicho nos remitimos al fallo de la Corte Interamericana de DD.HH. dictado 
en diciembre de 1997 en el que frente a la reclamación del ciudadano Suarez Rosero, detenido 
en Quito por el Operativo «Ciclón» y sometido a prisión preventiva durante más de 20 meses, 
condenó al Estado ecuatoriano a indemnizar al detenido por el abuso con la prisión preventiva, 
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aunque al final los jueces ecuatorianos lo hubiesen condenado, pues como dice la Corte 
Interamericana, es irrelevante si es culpable o inocente, pues de lo que se trata es de sancionar al 
Estado por una justicia lenta y morosa. 
Por ejemplo en el caso del ciudadano francés DANIEL TIBI resuelto el año 2005, en el que el 
Estado ecuatoriano debe pagar una indemnización de cerca de medio millón de Euros, por 
violación de garantías ciudadanas de la que son responsables, policías, jueces y personal 
penitenciario. En el presente caso hay que sumar la mala actuación de la propia fiscalía. 
6.- La propuesta del nuevo Código de Procedimiento Penal, es que debemos ir de un proceso 
inquisitivo propio del Código de Procedimiento Penal de 1983, lento y escrito, tortuoso y 
secreto, que no es transparente ni contradictorio, a un procedimiento mucho más dinámico, 
porque iríamos a la oralidad que está prevista en la Constitución; dirigiendo el Ministerio 
Público la investigación, buscando las pruebas el fiscal y presentándolas al juez para que 
resuelva. 
Ese es el punto de equilibrio que se pretende buscar, ya que con esto se produciría un giro 
copernicano en la justicia ecuatoriana, que tanta falta le hace. 
En la administración de justicia de finales de siglo y de inicio del presente, se aprecia una 
ruptura epistemológica, que pretende incluso llegar a un modelo de sistema procesal penal 
acusatorio cuyos principios básicos son los de la acusación, contradicción, oralidad, publicidad, 
inmediación y concentración, y con la instrucción fiscal de la que debe depender la indagación 
policial. No obstante el avance constitucional en la búsqueda de mecanismos de control de las 
garantías constitucionales en el proceso penal, la experiencia forense, en un caso como el 
presente, nos hace mirar con preocupación la labor tributaria y dependiente de la instancia 
policial, que sigue cumpliendo en algunos momentos el Ministerio Público ecuatoriano. 
En ocasiones escuchamos decir a improvisados comentaristas que la labor del Ministerio 
Público es la de acusar, expresión que es más fruto del desconocimiento que de la mala fe, pues 
la labor y finalidad del Ministerio Público es la de buscar la verdad, como punto de equilibrio 
entre su actuación y la actuación del juez.  
Esto es tan cierto y responde a un cambio del paradigma que en el sistema acusatorio propio del 
sistema procesal penal moderno, sin la acusación fiscal no hay proceso. La labor del Ministerio 
Público tiene que dejar de ser dependiente y tributaria de la instancia policial y debe cumplir 
con el mandato constitucional para que no se afecte la legalidad del debido proceso penal. 
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7.- La verdad se busca a través de la prueba debidamente practicada o prueba lícita sin 
importar a quien favorezca y es por eso que el fiscal, en el sistema acusatorio busca la prueba 
de cargo –si ella es factible– para formular la acusación; o presenta las pruebas de descargo, 
abogando inclusive por la libertad del injustamente detenido, en cuyo favor puede hasta 
interponer recursos. Cuanto bien haría a los legos y a quienes mantienen a ultranza una falsa 
legitimidad de un Ministerio Público acusatorio –que nació así hace más de cien años– leer las 
sabias reflexiones de Claus ROXIN, profesor de Derecho penal y de derecho procesal penal de 
la Universidad de Munich en Alemania, que en una erudita conferencia con ocasión de los cien 
años del Ministerio Público de Hamburgo nos habla sobre la posición jurídica y tareas del 
Ministerio Público, tanto presentes como futuras. 
La tarea de custodio de los derechos humanos y de las garantías procesales, que le corresponde 
al Ministerio Público, no puede ser groseramente olvidada pues en la vigente Ley Orgánica del 
Ministerio Público se ha consignado al menos formalmente, su calidad de institución de 
contención del abuso en el Estado de Derecho, y de custodio del respeto a los derechos 
humanos, desde el momento en que dispone su intervención para que dirija la investigación pre-
procesal y procesal con el auxilio de la policía judicial. La Ley Orgánica del Ministerio Público, 
dispone que se asegure el respeto al debido proceso garantizando el ejercicio del derecho a 
la defensa, permitiendo la presentación de las pruebas de descargo durante la fase de 
investigación pre-procesal. La antes citada garantía constitucional y procesal penal, en el caso 
de J E T Z, no ha sido respetada real y materialmente por policías, fiscales y jueces. 
Todavía resulta difícil para el Ministerio Público ecuatoriano asimilar lo que significa el 
principio de oportunidad, y la necesidad de reconocer que hay que propugnar la vigencia de 
un Derecho penal mínimo, esto es que el Derecho penal y el sistema penal debieran ser de 
última ratio. Esta propuesta de que el Derecho penal debiera ser el último recurso del Estado y 
no el primero, es llamada por los organismos internacionales como de extrema ratio como nos 
recuerda el Prof. (Bustos Ramírez, pág. 213) 
8.- El Ministerio Público debe dirigir la investigación a través de la llamada instrucción fiscal, 
y el juez penal debe controlar dicha instrucción así como reservarse la competencia para dictar 
las medidas de aseguramiento tanto personales como reales, disponer allanamientos, registros, 
incautaciones, decomisos y resolver la etapa intermedia. El ministerio público está obligado a 
cumplir lo que dice la Constitución y el Código Orgánico de la Función Judicial en su Art. 282 
n. 6 que expresa, que para hacer efectivo el respeto al debido proceso, se garantizará la 
intervención de la defensa de los procesados, en las indagaciones previas y las investigaciones 
procesales por infracciones pesquisables de oficio, debiendo citar a los abogados para los 
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efectos de intervenir en las diligencias probatorias y aportar pruebas de descargo, y que 
cualquier actuación que viole esta disposición carecerá de eficacia probatoria. 
 También existe el órgano encargado del control de la instrucción que es el juez penal cuyo 
objetivo es el de controlar las actuaciones del Ministerio Público en el marco de las 
investigaciones penales, en la medida que ellas puedan importar la afectación de derechos 
constitucionales. De esta forma, si el Ministerio Público decide detener, o someter a prisión 
preventiva, u ordenar un allanamiento necesitará la autorización de un juez del poder judicial, 
un juez penal que será precisamente el juez de control de la instrucción. 
No obstante lo expresado usted se ha apartado de la obligación que tenía y tiene de actuar como 
juez de garantías, en cuyo cumplimiento debió negar la improcedente petición de prisión 
preventiva, cuando fue requerido indebidamente por el fiscal interviniente; o, proveer a la 
petición de revocatoria presentada por mí, y no lo hizo. 
9.- Con respecto a la motivación del auto de prisión preventiva que usted ha desatendido, 
expresamos que es de exigencia y obligatorio cumplimiento la fundamentación de las 
resoluciones y fallos judiciales tanto para atender la necesidad de garantizar la defensa de las 
partes en el debido proceso, como para atender el respeto a uno de los pilares básicos del 
Estado de Derecho y del sistema republicano, que fundado en la publicidad de los actos de 
gobierno y de sus autoridades y funcionarios que son responsables por sus decisiones; demanda 
que se conozcan las razones que amparan y legitiman tales decisiones. 
Como nos ilustra (Cafferata Nores, 2000) 
“la fundamentación de las resoluciones judiciales, para ser tal, requiere la 
concurrencia de dos condiciones. 
Por un lado, debe consignarse expresamente el material probatorio en el que se 
fundan las conclusiones a que se arriba, describiendo el contenido de cada 
elemento de prueba. Por otro, es preciso que éstos sean merituados, tratando de 
demostrar su ligazón racional con las afirmaciones o negaciones que se admitan en 
el fallo. Ambos aspectos deben concurrir simultáneamente para que pueda 
considerarse que la sentencia se encuentra motivada. Cualquiera de ellos que falte 
(tanto el descriptivo como el intelectivo) la privará de la debida fundamentación”. 
La motivación exige además el razonamiento de los elementos probatorios que sirven de base o 
premisa para las conclusiones a que llega el juez. Como dice (Cafferata Nores, 2000)  
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“la mera enunciación o descripción de los mismos no satisface este requisito, 
porque no proporciona los elementos de juicios necesario para verificar si el 
mecanismo de discernimiento utilizado por el juez para arribar a determinada 
conclusión ha sido cumplido con respecto por las reglas de la sana crítica 
racional”. 
Señalamiento de domicilio para la alzada 
Conceda sin dilación el recurso interpuesto y señalo como domicilio para la alzada, las casillas 
judiciales 1010 y 2732 de la H. Corte Superior de Justicia de Guayaquil. A ruego del 
peticionario, su codefensor, Dr... Matrícula… 
2.1.12.2. PETICIÓN DE SUSTITUCIÓN DE PRISIÓN PREVENTIVA 
Proceso penal Nº 188-B-09 Señorita Presidenta 
 Señores jueces del… Tribunal de Garantías Penales del Guayas 
…, en el proceso penal que se sigue en mi contra por un inexistente delito, de apropiación 
indebida, ante usted comparezco para exponer y solicitar: Hago formal y expresa petición de 
que se me restituya el sustitutivo a la prisión preventiva, dispuesto por el juez a-quo, pues 
dicho sustitutivo fue revocado ante la presencia de dos testigos falsos que afirmaron que yo me 
iría del país. 
Para fugar del país ya lo hubiese hecho con o sin la medida sustitutiva, pero la subsistencia del 
auto de prisión preventiva me impide comparecer a la audiencia del juicio para ser juzgado y 
defenderme como corresponde, pues me asiste el derecho a la inviolabilidad de la defensa como 
una de las garantías del debido proceso. 
El trato desigual y discriminatorio que estoy recibiendo rompe el principio constitucional de la 
igualdad de los ciudadanos ante la ley, pues con todo derecho se le otorgó el beneficio de la 
comparecencia ante el juez a uno de los procesados, el mismo que debe ser dispuesto en mi 
caso. 
La nueva Constitución de Montecristi del 2008, consagró y amplió toda la parte dogmática a 
que se refería la constitución de 1998, en materia de derechos y garantías e incluso estableció el 
principio pro homine en el Art. 417 con el siguiente tenor: 
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“Art. 417.- Los tratados internacionales ratificados por el Ecuador, se sujetarán a 
lo establecido en la Constitución. En el caso de los tratados y otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos se aplicarán los principios pro ser humano, 
de no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de cláusula abierta 
establecidos en la Constitución.” 
La nueva Constitución del 2008 remarca, el uso excepcional de una medida de aseguramiento 
personal como es la prisión preventiva, y refuerza el rol de juez de garantías que tiene un juez 
penal –como es esta Segunda Sala de lo Penal–, promoviendo la utilización de los sustitutivos a 
las medidas que privan del ejercicio de un derecho como es el derecho a la libertad. 
El Art. 77 numeral 11, dice textualmente: 
“La jueza o juez aplicará en forma prioritaria sanciones y medidas cautelares 
alternativas a la privación de la libertad contempladas en la ley. Las sanciones 
alternativas se aplicarán de acuerdo con las circunstancias, la personalidad de la 
persona infractora y las exigencias de reinserción social de la persona 
sentenciada” 
No quepa duda alguna de la pertinencia de mi petición, pues pretendo comparecer a la etapa del 
juicio, acogiéndome a un mecanismo procesal que hoy cuenta con el aval constitucional, que he 
invocado en mi defensa. 
Me permito recordar que en Código de Procedimiento Penal reformado mediante Ley publicada 
en el RO 555 del 24 de marzo del 2009, dice en el Art. 159 segundo párrafo: 
“En todas las etapas del proceso las medidas privativas de la libertad se adoptarán siempre de manera 
excepcional y restrictiva, y procederán en los casos que la utilización de otras medidas de carácter 
personal alternativas a la prisión preventiva no fueren suficientes para evitar que el procesado eluda la 
acción de la justicia…” Con esto se consagra y reconoce el principio de mínima intervención 
penal y la utilización de una medida cautelar de aseguramiento personal como es la prisión 
preventiva, en caso de última ratio o de extrema ratio, como decía el preclaro jurista chileno 
Prof. (Bustos Ramírez) 
En mi caso incluso –aunque de manera injusta– se ha dispuesto la prohibición de enajenación de 




Fundamentos constitucionales de mi petición 
El principio de proporcionalidad y de mínima intervención penal 
Se encuentran vigentes con la Constitución de Montecristi del 2008, sin que se pueda invocar 
siquiera la ausencia de ley para su efectiva aplicación, pues como norma suprema debe ser 
aplicada CON o SIN ley que la complemente. 




Principios de aplicación de los derechos 
Art. 10.- Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y 
gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 
1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las 
autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento. 
3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. 
Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o 
requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 
Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para 
justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar 
su reconocimiento. 




5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, 
administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su 
efectiva vigencia. 
6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, 
interdependientes y de igual jerarquía. 
7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos derivados 
de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean necesarios para 
su pleno desenvolvimiento. 
8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las normas, la 
jurisprudencia y las políticas públicas. 
El Estado generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y 
ejercicio. 
Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, 
menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos. 
9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados 
en la Constitución. 
El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad 
pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta 
o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus 
funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus 
cargos… 
El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 






Fiscalía General del Estado 
Art. 194.- La Fiscalía General del Estado es un órgano autónomo de la Función Judicial, único e 
indivisible, funcionará de forma desconcentrada y tendrá autonomía administrativa, económica 
y financiera. 
La Fiscal o el Fiscal General son la máxima autoridad y representante legal y actuará con 
sujeción a los principios constitucionales, derechos y garantías del debido proceso. 
Art. 195.- La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la investigación pre procesal y 
procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los principios de 
oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés público y a los 
derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos infractores ante el juez 
competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio penal. 
Derecho Penal Mínimo 
El Derecho penal es un derecho de mínimos, que debe intervenir allí donde no haya más 
remedio, cuando la ausencia de alternativas sancionatorias más eficaces, se revele como la única 
respuesta posible frente a conductas reprobables que afecten a los bienes jurídicos más 
preciados. 
Todo esto, en un momento en que más que nunca se habla de negociación, crisis del Derecho 
penal, fracaso de la pena y resocialización. 
Anuncia  (García Pablos De Molina, 2006) en su Manual Introducción al Derecho penal, que la 
pena es una de las más viejas instituciones de la humanidad y que ha acompañado al hombre 
desde el comienzo de su existencia. Sin embargo, la «historia del Derecho penal no es la historia de 
su desaparición, sino la historia de su racionalización y sometimiento a límites». 
2.1.13.  PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
La jurisprudencia y la doctrina penal, venían reconociendo la idea de la proporción, en su 
sentido más estricto, como una característica irrenunciable de la pena, en la década de los 
noventa comienzan a ofrecer una formulación más elaborada de lo que implica el concepto de la 
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actuación pública proporcionada, en la que se tienen presentes el conjunto de rasgos del 
Derecho penal actual que lo han ido definiendo como un Derecho preventivo, mínimo, 
fragmentario y subsidiario. Pero, las nuevas perspectivas de lo que significa ese concepto, en su 
sentido más amplio, al mismo tiempo que enriquecen el debate doctrinal sobre lo que implica 
hoy la idea de proporcionalidad, ha favorecido cierta confusión terminológica. 
Hay que insistir en lo que implica la caracterización de la idea de proporcionalidad como 
principio definidor de lo que ha de ser la intervención penal. Vista así, ha analizado lo que es el 
significado del principio en cuanto a su concepto, su ámbito de aplicación, su contenido 
y los criterios que definen la idea de proporción, ha estudiado lo que se conoce como relatividad 
del principio, la distinción entre proporcionalidad abstracta y concreta, la proyección del 
principio en la teoría del delito y la vinculación de lo proporcionado tanto a los fines a que 
aspira el Derecho penal como a la gravedad del hecho que obliga a prever o imponer la pena de 
la que se quiere predicar su proporción, finalizando con una atención más específica a lo que 
implica la exigencia de proporcionalidad concreta en el proceso individualizador de la pena. 
Principio de proporcionalidad, de mínima intervención penal, y ley penal. Control de 
constitucionalidad de las leyes penales 
Hay que abordar la problemática del control de constitucionalidad de las leyes penales desde sus 
principales enfoques jurídicos: la Teoría del derecho, la Teoría de los derechos fundamentales y 
el Derecho penal. A mayor abundamiento, podemos estructurarla en tres partes: 
La primera de ellas pone de manifiesto la consolidación del principio de proporcionalidad como 
herramienta argumentativa de control constitucional de las leyes; la segunda aborda el 
tratamiento otorgado a dicho principio por la doctrina penal; y la tercera, desarrolla la aplicación 
del juicio de proporcionalidad y de mínima intervención penal, en el control de 
constitucionalidad de las leyes penales desde la perspectiva de «prohibición de exceso». 
Hay que tomar las herramientas suministradas por la teoría de los derechos fundamentales y la 
teoría de la argumentación jurídica de Alexy para desarrollar su propuesta de modelo de control 
de constitucionalidad de las leyes penales, que se articula en torno a tres elementos: una teoría 
acerca de la estructura normativa de los derechos fundamentales –asentada en mandatos de 
optimización–; una teoría amplia acerca del contenido protegido por tales derechos y otra 
externa acerca de sus límites; y finalmente, el desarrollo de una estructura argumentativa a 
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través del principio de proporcionalidad y de mínima intervención penal, destinado a establecer 
el contenido definitivo protegido por los derechos fundamentales. 
Debemos tomar como referencia, la utilización del principio de proporcionalidad como 
herramienta argumentativa en el control de constitucionalidad de las leyes penales: a partir de 
una concepción de la constitución como un orden marco o abierto, el juicio de proporcionalidad 
resulta un mecanismo idóneo para hacer frente a la tensión entre democracia y derecho que 
subyace de los estados constitucionales. 
Otro aspecto que debemos destacar es la función sistematizadora del principio de 
proporcionalidad (en sentido amplio) de los principales límites materiales al poder punitivo 
desde hace tiempo forjado por la cultura jurídica penal. Así, el principio de exclusiva protección 
de bienes jurídicos se encuadra dentro de las razones normativas prima facie en contra o favor 
de una intervención penal legislativa, el principio de lesividad de la conducta en el sub principio 
de idoneidad, y el principio de intervención mínima en el sub principio de necesidad. 
No obstante, esta concepción del principio de proporcionalidad suscita roces con el legislador. 
Así, la inclusión del principio de correspondencia con la realidad en el juicio de 
constitucionalidad a través del sub principio idoneidad supone una de las propuestas más 
problemáticas de la presente reflexión: el juicio de idoneidad debe abordar, entre otras 
cuestiones, el espinoso problema de la eficacia del Derecho penal para cumplir su finalidad 
preventiva.  
Quizá una nueva perspectiva que podría añadirse es el estudio del control de constitucionalidad 
desde los presupuestos de las teorías negativas de la pena. Así, el Tribunal Constitucional, o la 
Corte Constitucional, formarían parte de aquellas agencias judiciales que no tendrían como 
finalidad validar unos fines que en buena medida son desconocidos y los conocidos son 
altamente complejos y mutables y a veces delictivos. 
Desde esta concepción de los fines de las pena, las leyes penales constituyen una vulneración a 
los derechos fundamentales que no repara, ni restituye, ni tampoco detiene las lesiones en curso 
ni neutraliza los peligros inminentes. Así y extrapolando las propuestas del profesor Raúl 
Zaffaroni: 
 el control de constitucionalidad de las leyes penales no tendría por tarea verificar 
la constitucionalidad del poder punitivo sino directamente limitar y contenerlo. De 
esta manera, lo que se exige al Tribunal Constitucional, o la Corte Constitucional, a 
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través de sus fallos es ampliar su poder decisorio dentro de lo constitucionalmente 
posible, y en especial, respecto de los límites y principios. (Zambrano Pasquel, 
2009, pág. 134) 
El castigo está justificado moralmente si y sólo si se cumplen los principios que definen un 
orden justo. Si el orden es injusto, y especialmente para aquellas personas que más injustamente 
son tratadas por ese orden, entonces no está justificado el castigo. 
2.1.13.1. INSISTENCIA EN PETICIÓN 
Insisto en que se provea a mi justa petición y que se adopte una de las medidas cautelares 
previstas en el Art. 160 reformado del vigente CPP, en reemplazo del auto de prisión 
preventiva. Esto me permitirá ejercer adecuadamente mi defensa en la audiencia del juicio. 
Firmo a ruego del peticionario, Dr… Mat… 
 2.1.14. TIPOS DE DELITOS PARA ORDENAR LA PRISIÓN PREVENTIVA  
“Toda conducta humana está prevista en la ley penal amenazadas legalmente con 
una pena, sometidas a un proceso de verificación, institucionalizado a través de 
funcionarios públicos. Esto obedece que en cualquier situación conflictiva, la 
solución punitiva del conflicto es sólo una de las posibles soluciones”. (Rubianes, 
1981, pág. 19) 
Nuestro sistema penal vigente es un control social punitivo institucionalizado, que en la práctica 
abarca que se detecta o se presume que se detecta una sospecha de delito hasta que se impone  y 
se ejecuta una pena presuponiendo una actividad normatizadora que genera la ley que 
institucionaliza el procedimiento, la actuación de los funcionarios, casos y condiciones para 
actuar. 
Formalidades de la prisión preventiva: 
a.- Que esté dispuesta por una autoridad legal como es el Juez 
b.- Debe estar dentro de un proceso seguido en contra del imputado 
Deben estar establecido procesalmente los requisitos legales que son: 
 Indicios de delito 
 Indicios de responsabilidad del procesado 
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Las características  de la prisión preventiva son: 
1.- Es una medida cautelar. 
2.- Es legal tomando las formalidades de ley. 
3.- Es revocable  
4.- Es imputable a la Pena. 
5.- Admite recurso; (Art. 653 COIP.) 
6.- Admite Caución; (Art. 543 y 546 COIP) 
Duración temporal de la caducidad de la prisión preventiva.- en lo que tiene que ver desde un 
punto de vista sustancial de duración de la prisión preventiva en el proceso, esta debe ser 
utilizada solo cuando las circunstancias de la marcha del proceso, puesto que es una medida 
provisional y no definitiva, debe de darse por concluida cuando ya no resulte necesaria para la 
averiguación de la verdad; es decir debe cesar cuando el sistema penal ya haya cumplido su 
finalidad; caso contrario su prolongación se convierte en irrazonable afectando directamente el 
derecho a la libertad personal. 
“La doctrina concuerda en que la prisión preventiva debe ser limitada no debe 
durar tanto como dura un proceso penal, solo debe durar cuando las necesidades de 
la investigación criminal obliga, siendo en la práctica una condena anticipada debe 
ser delimitada en plazos para que no se violenten los derechos humanos de las 
personas sometidas a esta prisión.” (González Alvear, 1995, pág. 177) 
“Uno de los aspectos de fatales consecuencias para los ciudadanos en el respeto y 
garantías a sus derechos humanos y para la vigencia de la ley en nuestro país fue 
que el Código de Procedimiento penal de 1983, vigente hasta el año 2001, no se 
determina el plazo de duración de la prisión preventiva, lo que originó que los 
procesos penales se prolonguen por varios años, siendo una de las consecuencias 
para que en las cárceles se mantengan más del 70% de reos sin sentencia”. (Boletín 
Informativo anual de la dirección Nacional de Rehabilitación Social, ´2001) 
 Se ha tomado en cuenta que esta característica de prolongación  es inconstitucional e ilegal en 
la aplicación de la prisión preventiva, pero aquí debe tomarse en cuenta tanto las violaciones a 
su prolongación irrazonable e innecesaria ya que siempre se la debe imponer con un justificativo 
legal que no viole derechos.  
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 2.1.15 SUJETOS PROCESALES  
Concepto.- son todos aquellos que intervienen en el proceso penal de alguna u otra forma con 
excepción del procesado los otros sujetos procesales pertenecen al ámbito del estado.  
Así como los Art. 177 y 178 de la Constitución manifiesta que: 
La Función Judicial se compone de: 
“1.- Órganos Jurisdiccionales.- encargados de administrar justicia que viene hacer 
La Corte Nacional de Justicia, las cortes Provinciales de justicia, los tribunales y 
juzgados que establezca la ley y los juzgados de paz. 
2.- Órganos Administrativos.- es el Consejo de la Judicatura y es el órgano de 
gobierno de administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial. 
3.- Órganos Auxiliares.- son el servicio notarial, los martilladores judiciales, los 
depositarios judiciales y los demás que determine la ley. 
4.- Órganos Autónomos.-  son la Defensoría Pública y la Fiscalía General del 
Estado.” 
De acuerdo Art. 439 del Código Orgánico Integral Penal los sujetos procesales son: 
1.- LA PERSONA PROCESADA.- Se considerará persona procesada a la persona natural o 
jurídica, contra la cual, la o el fiscal formule cargos. La persona procesada tendrá la potestad de 
ejercer todos los derechos que le reconoce la Constitución, los Instrumentos Internacionales de 
Derechos Humanos y este Código. 
2.- LA VÍCTIMA.- Se consideran víctimas, las personas naturales o jurídicas y demás sujetos 
de derecho que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico.  
 
Quien ha sufrido agresión física, psicológica, sexual o cualquier tipo de daño o perjuicio de sus 
derechos. 
 
La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del mismo sexo; ascendientes o 




Quienes compartan el hogar de la persona agresora o agredida, en casos de delitos contra la 
integridad sexual y reproductiva, integridad personal o de violencia contra la mujer o miembros 
del  núcleo familiar. 
 
La o el socio o accionista de una compañía legalmente constituida que haya sido afectada por 
infracciones cometidas por sus administradoras o administradores. 
El Estado y las personas jurídicas del sector público o privado que resulten afectadas por una 
infracción. 
 
Cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellas infracciones que afecten 
intereses colectivos o difusos. 
 
Las comunidades, pueblos, nacionalidades y comunas indígenas en aquellas infracciones que 
afectan colectivamente a los miembros del grupo. 
 
LA FISCALÍA.- Es la que dirige la investigación procesal y procesal penal e interviene hasta la 
finalización del proceso. La víctima deberá ser instruida por parte de la o el fiscal sobre sus 
derechos y en especial, sobre su intervención, sobre su intervención en la causa. 
 
A la Fiscalía le corresponde Organizar y dirigir el Sistema especializado integral de 
investigación, de medicina legal y ciencias forenses.  
 
Dirigir el Sistema de protección  y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el 
proceso. 
 
Expedir en coordinación con las entidades que apoyan al Servicio especializado integral de 
investigación, medicina legal y ciencias forenses o con el organismo competente en materia de 
tránsito, manuales de procedimiento y normas técnicas para el desempeño de las funciones 
investigativas. 
 
Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y 
reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los 
que se cometan contra niñas y niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas 
y adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieran una 
mayor protección. 
 
La Fiscalía también dirige: 
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1.- El Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en 
el proceso.- a través del cual todos los participantes en la investigación preprocesal o en 
cualquier etapa del proceso, podrán acogerse a las medidas especializadas de protección y 
asistencia para precautelar su integridad y no revictimización, cuando se encuentren en peligro. 
 
2.- El sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses.- 
La cual prestará servicios especializados de apoyo técnico y científico a la administración de 
justicia. El Sistema contará con el apoyo de organismo especializado de la Policía Nacional y 
personal civil de investigación quienes llevarán a cabo las diligencias necesarias para cumplir 
los fines previstos en este Código, ejecutarán sus tareas bajo la dirección de la Fiscalía y 




a).- Darán aviso a la o el fiscal en forma inmediata, de cualquier noticia que tenga sobre el 
cometimiento de un delito de ejercicio público de la acción penal. 
 
b).- Recibir denuncias en delitos de ejercicio público de la acción penal y remitirlas de forma 
inmediata a la Fiscalía para su tramitación. 
 
c).- Realizar las primeras diligencias investigativas, tales como: entrevistas, vigilancias, manejo 
de fuentes y otros, las que serán registradas mediante grabación magnetofónica o de video. 
 
d).- Aprender a las personas en delitos flagrante, a quienes les comunicarán sus derechos, 
elaborarán el parte correspondiente y loa persona aprehendida, quedará inmediatamente, a 
órdenes del órgano judicial competente. 
 
e).- Tomar medidas adecuadas y oportunas para impedir el cometimiento o consumación de una 
infracción que llegue a su conocimiento. 
 
f).- Vigilar, resguardar, proteger y preservar el lugar donde presuntamente se comete la 
infracción y recoger los resultados, huellas, señales, armas, objetos, instrumentos y demás 
vestigios. 
 
En todos estos se elaborarán los informes correspondientes en los que consten los nombres de 
los responsables de las entidades y de los profesionales que hayan realizado los exámenes, los 
mismos que serán entregados a la o al fiscal que solicite. 
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LA DEFENSA.-  La Defensoría Pública garantizará el pleno e igual acceso a la justicia de las 
personas, que por su estado de indefensión o condición económica, social o cultural, no pueden 
contratar los servicios de una defensa legal privada, para la protección de sus derechos. 
 
La o el defensor público no podrá excusarse de defender a la persona, salvo en los casos 
previstos en las normas legales pertinentes. La Defensoría Pública asegurará la asistencia legal 
de la persona desde la fase de investigación previa hasta la finalización del proceso, siempre que 
no cuente con una o un defensor privado. 
 
Los Terceros Excluyentes en el Proceso Penal 
(Sujetos Procesales y Auxiliares del Sistema Judicial Penal.)“Son aquellas personas 
naturales o jurídicas que concurren al juicio para reclamar como suyos algunos de 
los bienes ocupados o puestos bajos medidas cautelar, como producto de las 
actuaciones procesales; por ejemplo “un señor fue aprendido por la Policía al 
transportar cocaína en su vehículo, el cual pasó a ser registrado como bien 
aprendido y posteriormente fue remitido al Fiscal competente, el cual al dictar la 
instrucción fiscal, ordenó el depósito de dicho vehículo al CONSEP, pero sucede, 
que aparece el verdadero propietario del vehículo, entonces pide al Fiscal se 
devuelva el vehículo  ya que es legítimo dueño  y mediante la  verificación de todas 
las piezas procesales se procedió a la devolución al respectivo propietario”. 
(Sujetos Procesales y Auxiliares del Sistema Judicial Penal.) (Ley de Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas. Art.102, lit. c) y 103 ) 
2.1.16. PARTES EN EL PROCESO PENAL - EL ACUSADOR Y EL        
PROCESADO 
El acusador es el que está facultado a ejercer la acción penal, con contenido de pretensión 
punitiva, lo que realiza en el acto formal denominado “acusación”. La pretensión punitiva 
entraña sostener que alguien cometió un delito, y por ese motivo se solicita imponer una pena. 
Acusador público es el fiscal, funcionario estatal, que forma parte del ministerio público. Este 
actúa necesariamente en todos los procesos por delitos de acción pública. 
Acusador Particular es la persona a la cual la ley confiere las mismas funciones que al fiscal. 
Actúa conjuntamente con el fiscal, de modo que cabe la posibilidad de que en un mismo 
proceso aparezcan dos acusaciones a las cuales tenga que contestar el acusado. Su actuación la 
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realiza mediante querella, denominado querellante de acción pública, es decir, “es la persona 
particularmente ofendida por un delito de acción pública”. 
El acusado privado es quien ejerce la acción penal privada y en estos procesos no interviene el 
fiscal. 
El procesado es la persona a quien se atribuye la comisión de un delito, que surge desde que se 
indica a alguien como supuesto autor de un hecho con apariencia delictuosa, en los momentos 
iniciales de una investigación, hasta la sentencia definitiva, que se transforma en condenado o lo 
absuelve. 
Así como el fiscal ejerce la acción penal, el procesado, por sí o por su abogado defensor, opone 
la resistencia a esa acción ejerciendo el poder de defensa. 
Abogado.- Es imposible actuar en la justicia sin patrocinio por lo que la figura del abogado se 
torna necesaria en el proceso penal. 
Otras personas que intervienen en el proceso penal.- Además de las antes nombradas, también 
existen personas que intervienen como protagonistas en la producción de prueba, tales como: testigos, 
peritos y los obligados a informar o agregar  prueba documental. (Rubianes, 1981) 
 2.1.17. EL BIEN JURÍDICO 
En este entendimiento, Sancinetti manifiesta que: 
“Cuando la norma prohíbe el homicidio, marca que la vida del hombre constituye un bien, un valor, del 
cual deriva la prohibición”. (Sancinetti, 1991, págs. 111 - 112) 
Los bienes jurídicos que tutela el derecho penal son los más necesitados de protección por el 
valor que representa el objeto de tutela como son la vida, la libertad, el patrimonio, la seguridad, 
la salud entre otros. 
El motor que produce la necesidad de crear y actualizar el derecho es la justicia. 
Siempre se ha reconocido que el fin del derecho es la justicia a partir de esta 
afirmación es que el tema cobra relevancia. (Jakobs, págs. 41 - 42) 
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La intervención del derecho penal se justifica como protección de bienes jurídicos. En este 
sentido, los bienes jurídicos expresan necesidades básicas de la persona y los procesos de relación 
social, de instituciones, sistemas y de su participación. (Zaffaroni, págs. 488 - 489) 
El bien jurídico se justifica como categoría límite al poder punitivo del Estado, un 
obstáculo capaz de impedir arbitrariedades, distorsiones o confusiones en la 
elaboración de la estructura penal; las funciones de garantía son inherentes al bien 
jurídico penal y se vincula a la relación individuo-Estado. Bajo el mecanismo de 
garantía resulta posible denunciar todos los elementos que amenacen o avasallen a 
la persona en su relación con el estado. Las funciones de interpretación de la norma 
penal, conducirá siempre al bien jurídico, en cuya sede se pueden establecer 
criterios esclarecedores o correctivos de los alcances de la protección a fin de 
evitar distorsiones en la comprensión del contenido de bienes jurídicos en concreto. 
(Hormazábal Malareé) 
2.1.17.1.  ORIGEN DEL CONCEPTO BIEN JURÍDICO 
Bien Jurídico: Concepto y Análisis Histórico 
La teoría del bien jurídico se origina, como es conocido, con la obra de Birnbaum en las 
primeras décadas del siglo XIX. El origen del bien jurídico esta por tanto, en la pretensión de 
elaborar un concepto de delito previo al que forme el legislador, que condicione sus decisiones, 
pretensión característica de una concepción liberal del Estado, que concibe este como un 
instrumento que el individuo crea para preservar los "bienes"
3
 que la colectividad en su conjunto 
crea de suma conveniencia proteger. 
En otras palabras el bien jurídico es la elevación a la categoría de "bien tutelado o protegido por 
el derecho", mediante una sanción para cualquier conducta que lesione o amenace con lesionar 
este bien protegido, de esta reflexión se puede deducir que el bien jurídico, obtiene este carácter 
con la vigencia de una norma que lo contenga en su ámbito de protección, más si esta norma no 
existiera o caducara, este no deja de existir pero si de tener el carácter de "jurídico". 
Esta característica proteccionista que brinda la normatividad para con los bienes jurídicos, se 
hace notar con mayor incidencia en el derecho penal, ya que es en esta rama del derecho en la 
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que la norma se orienta directamente a la supresión de cualquier acto contrario a mantener la 
protección del bien jurídico, por ejemplo el "delito de homicidio", busca sancionar actos contra 
la vida de la persona, el "delito de injuria", busca sancionar los actos que lesionen el honor de la 
misma. 
Es importante tener en cuenta que la protección del bien jurídico, si bien se puede observar con 
mayor fuerza en el derecho penal, lo cierto es que esta protección va de parte de todo el 
ordenamiento legal, ya que sería totalmente contradictorio que mientras la norma penal sancione 
el homicidio, una norma civil o de cualquier otra índole, lo permitan o consientan. 
En cuanto al origen natural del bien jurídico, un sector de la doctrina entre ellos el maestro 
(Bustos Ramírez)S, sostiene que este nace desde las entrañas del mismo contrato social, como un 
derecho a ser respetado y como un deber de respetarlo, y como contraparte apareció el delito como 
lesión a este derecho pre-existente. 
En la actualidad la conceptualización del bien jurídico, no ha variado en su aspecto sustancial de 
valoración de bien a una categoría superior, la de bien tutelado por la ley, en cuanto a ciertos 
criterios, como el origen, o como el área del derecho que deba contenerlos, y otros aspectos de 
los que trataremos a lo largo de este trabajo de análisis. 
Ignacio Berdugo – "…la teoría del bien jurídico nace con la finalidad de sustituir al derecho subjetivo 
como elemento nuclear del concepto de delito y con la pretensión en último término de crear un límite 
externo al legislador a la hora de determinar lo que es delito".  
El bien jurídico se denomina de: 
 4”formas diversas, tales como: derecho protegido, bien garantizado, interés 
jurídicamente tutelado, objeto jurídico, núcleo del tipo, objeto de protección. No 
puede surgir el delito cuando por inexistencia del objeto de tutela o por falta de 
idoneidad de la acción es imposible la lesión de un bien jurídico, el cual se presenta 
en las formas más diversas debido a su pretensión de garantizar los derechos de 
toda persona, como pueden ser entre otros: reales, jurídicos, psicológicos, físicos, 
etcétera.” 
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Rocco precisó que el “concepto de bien jurídico ha de apoyarse sobre la idea de valor”. (Bettiol, 1984, 
pág. 78) Según Cobo del Rosal, “el bien jurídico se puede definir como "todo valor de la vida humana 
protegida por el derecho”. (Cobo del Rosal, 1988, pág. 249). Para Jescheck el bien jurídico constituye 
el punto de partida y la idea que preside la formación del tipo. Afirma además que son bienes jurídicos 
aquellos intereses de la vida, de la comunidad a los que presta protección el derecho penal (Jescheck 
Hans, 1981, pág. 81). En nuestra opinión, el bien jurídico como objeto de protección del derecho 
penal es todo valor individual o de conjunto que merece la garantía de no ser vulnerado por la 
acción de otro. Así entonces, el tipo penal se debe entender como un valor ideal del orden social 
jurídicamente protegido, por tanto, el bien jurídico constituye la base de la estructura e 
interpretación de los tipos. 
El Estado de Derecho lo entendemos en la medida en que el Estado ofrece una protección a la 
sociedad, y para este fin ha de sujetarse rigurosamente al imperio de la Ley, con lo cual, 
aquellos intereses sociales que ameriten ser protegidos por el Estado se denominan "bienes 
jurídicos".  
En el ámbito del Derecho Penal deberán ser protegidos únicamente bienes jurídicos 
reconocidos, pero eso no significa que todo bien jurídico haya de ser protegido 
penalmente, ni tampoco que todo ataque a los bienes jurídicos penalmente 
protegidos deba necesariamente determinar la intervención del Derecho Penal, así 
por ejemplo en el caso que medie el consentimiento del disponente en algunos 
delitos. (Maurach, 1962, pág. 261) 
El objeto del bien jurídico encuentra su origen en el interés de la vida, previo al Derecho, que 
surge de las reacciones sociales, aunque dicho interés vital no se convierte en bien jurídico hasta 
que es protegido por el Derecho, es este el que decide entre los intereses sociales cuáles deben 
convertirse en bienes jurídicos a través del proceso legislativo que lo crea. 
Por su parte los neo-kantianos, que constituyeron la doctrina dominante a partir de los años 
veinte, buscaron una sustancia material del bien jurídico en una realidad previa al Derecho, pero 
en lugar de verla en el terreno de los intereses sociales, la situaron en el mundo espiritual 
subjetivo de los valores culturales. 
Sin embargo, una importante dirección acude hoy al concepto, de bien jurídico como bandera de 
una política criminal liberal, que fija un límite al Derecho Penal, es decir una frontera de lo que 
puede ser objeto de protección penal. 
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Es menester, por lo tanto observar cómo se entiende a la democracia y cuál es la justificación de 
demandar su protección jurídico penal, pues de otro modo, se llegaría al extremo de la sentencia 
de Montesquieu: en el sentido de que toda pena que no se deriva de la absoluta necesidad, es 
tiránica. 
2.1.17.2.  FUNCIONES DEL BIEN JURÍDICO 
Para pronunciarnos acerca de las funciones que el bien jurídico ha de cumplir, debemos partir de 
que el Derecho penal de un estado democrático es fruto de contradicciones dialécticas entre la 
imposición de unas pautas de conducta y el reconocimiento de la libertad e individualidad del 
sujeto ciudadano frente al Estado. Existe una dialéctica continua en la génesis del Derecho penal 
cuya justificación interna a modo de savia viene dada por la propia sociedad, en ocasiones, al 
margen del legislador. Por ello, la sociedad es crítica con el Derecho penal y exige al detentador 
del poder de crear leyes penales la justificación y "explicación de las razones" de su 
intervención, lo que se articula dogmáticamente en torno al expediente del bien jurídico. Sólo 
cuando la intervención penal responde a lo que la mayoría de la sociedad estima como una 
"causa justa" (bien jurídico) se autorizará y respetará su intervención en un Estado democrático 
que funcione. El bien jurídico funcionará, por tanto, como elemento vivificador del concepto de 
delito que legitima, justifica y explica la concreta intervención penal. Sin desdeñar la 
importancia de las aportaciones efectuadas por las teorías sociológicas, para determinar el 
contenido del bien jurídico ha de partirse de una consideración personalista de éste, en el sentido 
de que "los bienes jurídicos son intereses humanos que requieren protección penal. Esto indica, ante 
todo, que la protección de las instituciones sólo puede llegar hasta el punto en que es condición de la 
posibilidad de protección de la persona" (Polaino Navarrete, 1974, pág. 42). En este sentido se podría 
decir que el contenido del bien jurídico, en nuestro sistema democrático, puede ser descrito por 
las teorías sociológicas, mientras que su fundamento teleológico viene mejor delimitado por las 
teorías personalistas. Pero este vago concepto de "interés humano" en qué consiste el bien 
jurídico debe ser entendido como abstracción del valor o interés que, entre los concurrentes, 
debe obtener protección preferente en el ámbito penal en caso de conflicto social. Esta 
concepción pretende dotar al bien jurídico de contenido material y hacerlo practicable para su 
aplicación dogmática como elemento típico. Bienes jurídicos individuales y colectivos ya no 
constituyen dos categorías independientes, sino distintas soluciones jurídicas a distintas 
situaciones sociales, con una única finalidad, una misma justificación e idénticos criterios de 
aplicación. La creación de bienes jurídicos supraindividuales supone anticipar la intervención 
penal a momentos previos a la lesión de bienes jurídicos de naturaleza individual. Pero no todos 
los bienes jurídicos supraindividuales sitúan la barrera de protección en el mismo momento, 
sino que existen bienes jurídicos que realizan una protección más adelantada que otros. O sea 
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proteger el bien jurídico vida es irrescindible proteger otros bienes de forma adelantada como 
son la integridad corporal, la salud, hasta medio ambiente etc., Desde este punto de vista se 
podrían distinguir dos posibles criterios para la construcción de bienes jurídicos 
supraindividuales o colectivos: 
1.- En atención al grado de adelantamiento de la barrera de protección desde el punto de vista 
del bien jurídico básico, el legislador puede construir un sistema escalonado de bienes jurídicos, 
siguiendo un proceso de adelantamiento y abstracción a partir de un bien jurídico de carácter 
estrictamente individual. 
2.- En atención a la sectorialización de la protección. En base a este criterio surgen bienes 
jurídicos instrumentales para un determinado sector o ámbito de riesgos en el que el bien 
jurídico básico puede ser puesto específicamente en peligro por ejemplo, seguridad del tráfico, 
seguridad en el trabajo, etc.  
2.1.17.3 ASPECTO FORMAL Y MATERIAL DEL BIEN JURÍDICO 
Existen dos grandes opciones a la hora de abordar que es y para qué sirve el bien jurídico, que 
arrancan de las perspectivas de Binding y Von Liszt, y que no hacen sino representar las 
diferentes figuras que tiene una sociedad acerca de cómo proteger sus intereses a favor de una 
convivencia pacífica, pero para alcanzar este fin se debían establecer ciertos límites, tanto a la 
conducta de los individuos que componen determinada sociedad, como de quienes redactarían 
las normas que regularían estas conductas, este punto de encuentro, es el bien jurídico. 
En la concepción formal de (Binding, 1980), 
 estamos ante un bien del derecho, este, el bien jurídico, es inmanente al sistema 
legal, es una creación representativa del legislador, este planteamiento es coherente 
con una concepción formalista del Derecho, que identifica delito con contravención 
de la norma. Desde esta posición se renuncia a enjuiciar y a criticar la decisión del 
legislador a partir del contenido del bien jurídico, estamos ante una categoría 
formal, por ello es importante para cumplir criterios de sistematización y 
ordenación, pero que ha abandonado la función de potencial limite al legislador 
con la que fue concebida por Birnbaum (Bustos Ramírez). 
En otras palabras según la tesis formal, el bien jurídico, es producto del derecho, es una creación 
del derecho, y que de su no positivización entendemos su "no existencia". 
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Por otro lado Von Liszt, en cambio, propugnaba una concepción del bien jurídico, como un bien 
de los hombres, reconocido y protegido por el derecho; bien de los hombres que ya es valorado 
y determinado por su contenido en cada sociedad, en cada grupo o en cada momento histórico; 
es decir, que es objeto de valoraciones sociales previas a la decisión del legislador.  (Von Liszt) 
Desde esta perspectiva se recuperaba claramente la función del límite del bien 
jurídico a las decisiones del legislador. Es decir que este autor considera que el 
bien jurídico son "intereses vitales", intereses de vida en conjunto; la formulación 
que Von Liszt hace de lo que es el bien jurídico, limita la "plenipotencialidad" que 
los criterios anteriormente señalados otorgaban al legislador, llevando la 
consistencia del núcleo originario del bien jurídico a una pre-existencia en el 
campo de lo social antes que lo positivo. 
Otro propulsor de esta teoría es el profesor alemán H. Welzel, quien sostenía que el bien 
jurídico está ubicado por sobre la norma y por sobre el estado. Con este autor y la teoría final de 
la acción se vuelve a retomar el contenido tracendentalista del bien jurídico, es decir la idea de 
que este se encuentra en un plano superior a la norma. 
Mir Puig, considera que: 
 "…los bienes jurídicos son las condiciones necesarias de un correcto 
funcionamiento de los sistemas sociales, según la observación empírica. Sostiene 
también que no todo interés social de un bien jurídico ha de estar en consonancia 
con la gravedad de las consecuencias propias del derecho penal." 
2.1.18. BIEN JURÍDICO PENAL 
El bien jurídico no es creado por el derecho como hemos establecido de las conceptualizaciones 
precedentes y de los análisis doctrinales previos, el bien jurídico nace de una necesidad de 
protección a ciertos y cambiantes bienes inmanentes a las personas como tales, esta protección 
es catalizada por el legislador al recogerlas en el texto constitucional, de la cual existirían bienes 
cuya protección será cumplida por otras ramas del derecho, es decir que no todos los bienes 
jurídicos contenidos en la constitución tienen una protección penal, existen bienes jurídicos de 
tutela civil, laboral, administrativa, etc. 
Aquellos bienes jurídicos cuya tutela solo y únicamente puede ser la tutela penal, son los  
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“denominados bienes jurídicos penales; al determinar cuáles son los bienes 
jurídicos que merecen tutela penal, siempre se tendrá en cuenta el principio de tener 
al derecho penal como Ultima Ratio o última opción para la protección de un bien 
jurídico ya que este afecta otros bienes jurídicos a fin de proteger otros de mayor 
valor social. De otro lado es claro que no aparece otro factor que se revele como 
más apto para cumplir con la función limitadora de la acción punitiva, pues como 
hemos observado solo los bienes jurídicos de mayor importancia para la 
convivencia social, y cuya protección por otras ramas del derecho hagan 
insuficiente la prevención que cualquier trasgresión que los afecten”. (Muñoz 
Conde, 1975) 
2.1.18.1.  EL BIEN JURÍDICO - FIN DE LA NORMA 
Se puede explicar cómo una conexión singularmente intensa entre el fin de la norma 
y el sistema del derecho penal, destaca el sentido teleológico y el relieve metódico 
que, como funciones esenciales, corresponde desempeñar al concepto y objeto de 
tutela con particular referencia a la teoría del injusto penal, y la lesión como 
momento constitutivo del contenido material del injusto. (Polaino Navarrete, 1974, 
pág. 44) 
El derecho penal, a través de una selección fragmentaria de intereses, confiere su protección por 
medio de normas positivas contra las acciones susceptibles de perjudicar de una forma 
singularmente grave los intereses vitales del individuo o de la colectividad. El tipo parte, por 
tanto, de la norma y la norma a su vez del objeto de tutela. 
El objeto de protección está constituido por el bien jurídico o el núcleo que en cada delito se 
lesiona. En atención a su significación social, es amparado jurídicamente por el derecho positivo 
vigente, prohíbe o impone acciones de determinada índole. El derecho penal actual experimenta 
constantemente una movilidad de acuerdo con nuestra dinámica social, por lo que no debemos 
perder de vista esos bienes a tutelar y el rango de cada uno, por ser una de las finalidades de la 
doctrina; proponer soluciones a las diversas cuestiones que surgen de la norma positiva. 
La redacción actual de nuestras normas penales tiene influencia tanto de la sistemática 
causalista como finalista, debido a la orientación filosófica de quienes han opinado en la 
incorporación de figuras delictivas las cuales, en ocasiones resultan híbridas y pueden confundir 
el bien jurídico que se pretende tutelar por medio de los tipos. 
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Estas confusiones pueden acontecer en la práctica, sobre todo tratándose de tipos que 
corresponden a una misma entidad (los que tutelan la libertad o seguridad sexuales; el 
patrimonio, los derechos de familia, etcétera), o cuando una acción u omisión lesiona varios 
bienes (concurso ideal, medial o de leyes), o bien, cuando un objeto de protección puede ser 
afectado de distintas maneras. De tal forma, que una sola conducta es capaz de afectar un solo 
bien o diversos bienes jurídicos, o dañar a un titular o conjunto de ellos. Por tanto, en cada caso, 
será labor del intérprete de la ley dejar en claro cuál es el bien o los bienes que resultan dañados. 
La inexistencia del bien jurídico, la falta de lesión al bien jurídico o el consentimiento del 
pasivo (en algunos supuestos) pueden producir ausencia de tipicidad en la conducta, lo cual 
sucede cuando el titular del bien a proteger otorga su asentimiento antes del ataque respecto de 
aquellos bienes disponibles por él, que en algunos códigos pueden ser entre otros, los llamados 
delitos perseguibles previa querella o delitos privados, (como lo son injurias, golpes simples, 
etcétera) y aquellos que admiten el consentimiento como causa de exclusión del delito, de 
acuerdo a lo establecido en algunas legislaciones en cuyo caso se requiere la existencia de los 
siguientes supuestos: 
1) Que el bien jurídico sea disponible 
2) Que el titular del bien tenga capacidad jurídica para disponer libremente del mismo, y 
3) Que el consentimiento sea expreso o tácito y sin que medie algún vicio; o bien, que el hecho 
se realice en circunstancias tales que permitan fundadamente presumir que, de haberse 
consultado al titular, éste lo hubiese otorgado. 
2.1.19. PROTECCIÓN DE BIENES JURÍDICOS 
A) La persona como fundamento de la protección. 
El derecho penal protege bienes vitales, coloca al sujeto en medio de esos bienes 
concretos y reales bajo la perspectiva que deben servir al desarrollo personal del 
individuo. (Hassemer, 1989, pág. 108). En este sentido el planteamiento no se 
reduce al reconocimiento sólo de bienes jurídicos individuales, vida, libertad, 
honor; si no como ya se dijo la construcción del bien jurídico bajo ninguna 
circunstancia debe someter las posiciones de desarrollo y participación de los 
individuos, hecho que se podría dar si por ejemplo se penalizara los matrimonios 
interraciales. (Berdugo Gómez de la Torre & Arroyo Zapatero, 1994, pág. 10) 
72 
 
 criterio límite y en su caso corrector de bienes jurídicos viene presidido por la persona humana, 
por el reconocimiento que de él hace el Derecho y que no permite la instrumentalización vía 
infracción penal que afecte su libertad y sus medios de participación social. Ningún hombre 
puede ser medio para otro. 
B) Bien jurídico penalmente protegido 
No existen criterios uniformes para determinar porque unos bienes merecen protección jurídico 
penal y otros no, o, dicho de otro modo porque se penalizan algunas conductas y otras se 
excluyen o le resultan indiferentes al derecho penal. El tema es complejo y pasa por diversos 
niveles de apreciación.  
La formulación que sigue tiene su sede a nivel pre-legislativo no obstante que las 
categorías de dañosidad social, merecimiento y necesidad de pena sobre todo estas 
dos últimas pueden ocupar diversas facetas de la discusión a nivel de la teoría 
general del derecho penal o incluso como categoría ulterior o cuarta categoría. 
(Zavala Baquerizo, 1968, pág. 28) 
El bien jurídico se justifica como categoría límite al poder punitivo del Estado, un obstáculo 
capaz de impedir arbitrariedades, distorsiones o confusiones en la elaboración de la estructura 
penal; las funciones de garantía son inherentes al bien jurídico penal y se vincula a la relación 
individuo-Estado. 
El objeto del bien jurídico encuentra su origen en el interés de la vida, previo al Derecho, que 
surge de las reacciones sociales, aunque dicho interés vital no se convierte en bien jurídico hasta 
que es protegido por el Derecho, es este el que decide entre los intereses sociales cuáles deben 
convertirse en bienes jurídicos a través del proceso legislativo que lo crea. 
El derecho penal protege bienes vitales, coloca al sujeto en medio de esos bienes concretos y 
reales bajo la perspectiva que deben servir al desarrollo personal del individuo. En este sentido 
el planteamiento no se reduce al reconocimiento sólo de bienes jurídicos individuales, vida, 
libertad, honor; si no como ya se dijo la construcción del bien jurídico bajo ninguna 
circunstancia debe someter las posiciones de desarrollo y participación de los individuos, hecho 
que se podría dar si por ejemplo se penalizara los matrimonios interraciales. 
La Constitución cumple una función programática que incidirá en el derecho penal y en lo 
específico en la configuración del bien jurídico. 
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2.1.20. BIEN JURÍDICO PROTEGIDO EN LA PRISIÓN PREVENTIVA 
El derecho penal procura proteger los bienes jurídicos contra ataques que afectan y lesionan el 
interés general de conservar la paz social y la seguridad jurídica. El derecho penal tiene como 
meta principal proveer seguridad jurídica, puesto que este es el objetivo del derecho.  
Esto quiere decir que el delito lesiona la seguridad jurídica que va en dos sentidos: la lesión al 
aspecto objetivo (tutela de bienes jurídicos) es la afectación del bien jurídico protegido y la 
lesión al aspecto subjetivo (sentimiento de seguridad jurídica) es la alarma social; ambas 
configuran la lesión a la seguridad jurídica. 
Es preciso mencionar que la pena: 
“es la manifestación de la coerción penal, que tiene como objetivo seguir la ley 
penal y el derecho penal, además la pena debe proveer a la seguridad jurídica la 
prevención de futuras conductas delictivas y necesariamente la pena implica una 
afectación de bienes jurídicos del autor del delito como: la libertad, la prisión o 
reclusión, en la multa, patrimonio, derechos, la inhabilitación. Pero esa privación 
de bienes jurídicos no puede exceder cierto límite. (Zavala Baquerizo, 1968, pág. 
30) 
El bien jurídico protegido dentro de la prisión preventiva está la libertad (Zavala Baquerizo, 
1968, pág. 49) 
Beccaria con su libro titulado “De los delitos y de la penas” fue seguidor de 
Rousseau en cuanto a ideas contractualistas y de ello deriva como necesaria 
consecuencia del principio de legalidad del delito y de la pena. Consideraba que las 
penas debían ser proporcionadas al daño social causado. Rechazaba duramente la 
crueldad inusitada de las penas de su época y la tortura, que era el medio de prueba 
más usual. Sostenía que debía abolirse la pena de muerte, salvo en los delitos que 
ponían en peligro la vida de la nación. (Zavala Baquerizo, 1968) 
 (Carrara, 1944, pág. 369) manifiesta que: 
“la ciencia penal está al servicio de la libertad del hombre  el derecho es la 
libertad. La ciencia criminal bien entendida es, pues, el supremo código de la 
libertad, que tiene por objeto sustraer al hombre de la tiranía de los otros y 
ayudarlo a liberarse de la tiranía de sí mismo y de sus propias pasiones”. 
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Cuando un sujeto dispara un balazo contra otro para matarle (conducta homicida) (Rubianes, 1981, pág. 
150) 
Pero si este muere después de tres días a causa de la herida hecha en el pulmón existe un nexo 
causal ya que hubo como resultado la muerte. 
Derecho Penal Romano 
“En los comienzos de Roma, el derecho penal tuvo su origen sacro (sagrado). No 
obstante a partir de las XII tablas en el siglo V a.C., el derecho se encuentra 
laicizado y se establece la diferencia entre delitos públicos y delitos privados. Los 
delitos públicos eran perseguidos por los representantes del Estado en el interés del 
mismo, en tanto que los delitos privados  eran perseguidos por los particulares  en 
su propio interés. El derecho penal Romano se inspira en el interés del estado 
mostrando una lucha que seguirá a lo largo de toda la historia de nuestra 
legislación.” (Rubianes, 1981, págs. 156 - 157) 
Derecho Penal Germánico 
Se extiende desde el siglo V al XI d.C. el derecho penal germánico evolucionó durante esos 
siglos, como resultado del reforzamiento de su carácter estatal, existía la pena más grave 
denominada “perdida de la paz”, que consistía en retirarle al penado la tutela social, es decir 
cualquiera podía darle muerte impunemente. 
Derecho Penal Canónico 
Aparece en el siglo XV. Tuvo el mérito de introducir la prisión mediante la reclusión en celdas 
monásticas, y de allí proviene el nombre de “penitenciaría”, que hasta hoy en día se utiliza. El 
derecho penal canónico distinguía entre los delitos eclesiásticos en los que era exclusivamente 
competente, delitos seculares y delitos mixtos, que afectaban tanto al poder divino como al 
humano. 
Derecho Penal Árabe 
“Se caracterizó por tener elementos tomados por otras culturas, particularmente de 
los judíos, tal como el talión. Castigaba el perjurio y prohibía el estrangulamiento. 
Mahoma trató de suavizar esta antigua ley que obligaba a tomar venganza en caso 
de homicidio matando por medio más cruel, limitando la venganza a la misma 
forma de muerte. El korán distingue claramente el homicidio doloso del culposo, 
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también se impone la lapidación, es decir, muerte a pedradas para el adulterio y la 
amputación de la mano para el hurto.” (Rubianes, 1981, pág. 159) 
La Carolina 
Esta fue una ordenanza de Justicia Penal, denominada Constitutio Criminalis Carolina elaborada 
en 1532 por Carlos V, castigaba la blasfemia, el perjurio, la hechicería, la difamación, 
falsificaciones y falsedades, estafa, prevaricato, sodomía, incesto, seducción, violación, 
bigamia, lenovinio, traición, incendio, robo, sedición, violencia privada, etc. El homicidio era 
tratado en detalle, incluyendo en él los problemas de legítima defensa y participación.  
“En cuanto a las penas están en relación con las costumbres y el espíritu de los 
tiempos. El fuego, la espada, el descuartizamiento, la rueda, la horca, la muerte por 
asfixia, el enterramiento del cuerpo vivo, el hierro candente, el destierro, la 
flagelación; medios por los cuales  en el siglo XVI, se quería demostrar el amor a la 
justicia inspirando miedo” (Rubianes, 1981, pág. 160) 
2.1.21. EL DELITO 
El elemento objetivo del delito es  
“el resultado de la actividad consciente y voluntaria del autor y partícipes, cada uno de los 
cuales son individualidades concretas que orientan su actividad a transgredir la ley Penal 
obedeciendo a móviles y motivos que inciden sobre sus personas conduciéndolos a la 
perpetración del delito en determinada forma y ante ciertas circunstancias favorables 
desencadenantes del delito, en un lugar y tiempo determinados y dentro de cierto contexto 
social. El delito tiene los siguientes elementos: 
a.- La víctima del delito, es decir, la persona que es sujeto pasivo o resulta perjudicado por 
éste. 
b.- El modo en que el autor manifiesta exteriormente la conducta delictiva, es decir, la 
forma como perpetró el delito el agente. Aquí podemos identificar ciertas características y 
rasgos de personalidad del autor, a través de las cuales podemos identificarlo y establecer 
el nexo causal (relación existente entre el resultado y la acción). 
c.- Los medios empleados durante el proceso delictivo, que pueden ser auxiliares como 
vehículos de motor, bicicletas, motos, animales, etc., que son utilizados para trasladarse 
hasta y desde el lugar del hecho, así como también los medios comisivos y los instrumentos 
empleados para producir el resultado típico material. Aquí nos puede revelar algunos 
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rasgos sobre la personalidad el autor, hábitos y costumbres y su procedencia, que nos 
servirán para identificarlo. 
d.- El lugar en que se consuma el delito nos puede revelar importantes datos sobre las 
relaciones del autor con la víctima, cuando el delito proviene de un delincuente ocasional, 
o por el contrario que no existen tales relaciones y que el lugar ha sido escogido por el 
autor por ser propicio; y también nos puede revelar la procedencia del autor y algunas 
características personales. 
e.- El tiempo al igual que el lugar puede constituir una circunstancia desencadenante del 
delito por prestar condiciones de impunidad para el autor. 
f.- El contexto social en que se produce el delito, porque puede revelar la procedencia del 
autor y ciertas características de su personalidad que a lo largo del proceso investigativo 
servirán para identificarlo”. (Abarca Galeas, 2003) 
Estos elementos forman parte del proceso de manifestación del delito como un fenómeno de 
la realidad. (Abarca Galeas, 2003, pág. 94) 
Los órganos jurisdiccionales penales cumplen determinadas funciones y se encuentra 
estructurados en dependencias para facilitar su ejercicio como son los juzgados de lo penal, los 
tribunales penales, las cortes provinciales, las salas de casación penal de la Corte Nacional de 
las cuales cumple una específica actividad dentro de la Función Jurisdiccional Penal. 
2.1.21.1. TIPO Y TIPICIDAD DEL DELITO 
El tipo es la fórmula que pertenece a la ley, en cambio la tipicidad pertenece a la conducta. La 
tipicidad es la característica que tiene una conducta en razón de estar adecuada a un tipo penal, 
es decir, individualizada como prohibida por un tipo penal. 
Por ejemplo tipo del delito sería una fórmula legal que dice: el art 450 sobre el asesinato indica 
que es asesinato y será reprimido con reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años. 
Y la tipicidad es la característica adecuada al tipo que tiene la conducta de un sujeto A  que 
dispara cinco balazos contra B, dándole muerte. 
En este caso el juez comprueba la tipicidad comparando la conducta particular y concreta con la 
individualización típica, para ver si se adecúa o no a la misma. Esta faena mental es el juicio de 
tipicidad que debe realizar el juez. (Abarca Galeas, 2003, pág. 393) 
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2.1.21.2.  PERSECUCIÓN PROCESAL DEL DELINCUENTE 
La persecución de los  
delincuentes que al Ministerio Público le corresponde ejercer como órgano del 
poder público autónomo e independiente del órgano jurisdiccional penal y para lo 
cual se encuentra dotado por la Constitución y la ley de facultades especializadas; 
significa que, el derecho de persecución de los delincuentes para defender a la 
sociedad contra su nociva actividad antisocial, se hace operativa en la realidad 
fáctica social cuando se presentan los casos delictivos concretos, precisamente a 
través del ejercicio de estas facultades. (Abarca Galeas, 2003, pág. 12) 
En tal virtud, el Ministerio Público se encuentra capacitado legalmente para luchar contra el 
delito en cuanto tiene noticia de su perpetración, cual quiera que fuere su naturaleza o 
características, sea de carácter flagrante, semi flagrante o no flagrante y cualquiera que fuere sus 
autores y partícipes, donde quiera que se lo haya perpetrado en perjuicio de nuestra sociedad; 
por lo cual, la función persecutoria de los antisociales no es de carácter procesal, sino que 
también se lo ejerce antes de la iniciación del respectivo proceso penal, con el objeto de 
investigar el delito contra sus autores y partícipes en la iniciación de la persecución procesal, 
mediante la apertura de la instrucción fiscal para realizar la investigación procesal. 
Así es, porque el proceso penal acusatorio solamente se indica cuando el delito se ha esclarecido 
con la identificación de sus autores y participantes y siempre que existan elementos de prueba 
que justifiquen la existencia del delito y el nexo causal objetivo que liga la conducta de éstos 
con su consumación. 
No obstante, es de advertir que estos elementos de prueba que sirven de sustento a la imputación 
en la resolución de apertura de la instrucción fiscal, no han sido sometidos todavía a la 
contradicción probatoria de la defensa del procesado, lo cual tiene lugar en el caso de la 
instrucción y puede conducir al desvanecimiento de los elementos de prueba que utiliza el Fiscal 
para sustentar la imputación y dar inicio a la instrucción o investigación procesal. 
Como se ve la actividad investigativa, del delito que realiza el Ministerio Público antes de 
iniciar la instrucción fiscal, es como el objeto de “preparar el caso” para conocerlo e su 
verdadera dimensión y recopilar los elementos de prueba que se requieren para esclarecerlo y 
sustentar la imputación del delito contra sus autores y partícipes para justificar la iniciación del 




Efectivamente el proceso acusatorio no puede iniciarse sin que existan procesados del delito y 
como en ningún caso, la imputación de este puede realizarse sin fundamento, so pena de incurrir 
en la responsabilidad civil prevista en el artículo 22 de la Constitución Política, nos 
encontramos con que el Ministerio Público debe indagar previamente el delito para obtener los 
elementos de prueba que se requieren para imputarlo a sus autores y partícipes en la resolución 
de apertura de la instrucción fiscal, de conformidad con los artículos 26 y 217 del referido 
cuerpo legal. 
2.1.21.3.  LA PERSECUCIÓN PROCESAL DEL IMPUTADO 
En el proceso penal acusatorio, entre las funciones procesales que cumple el 
Ministerio Público como órgano especializado para investigar el delito y 
esclarecerlo identificando a sus autores y partícipes se encuentra lo de perseguirlos 
procesalmente; (Abarca Galeas, 2003, pág. 13) de tal forma, que la función 
persecutoria de los delincuentes la ejerce el Ministerio Público en dos fases: la 
primera que se inicia a partir del momento en que tiene conocimiento de la 
perpetración del delito y la desenvuelve en el curso de la indagación previa con el 
objeto de obtener los elementos de prueba necesarios para imputar la perpetración 
del delito materia de la indagación a una o más personas determinadas; en tanto 
que, la segunda fase persecutoria se inicia con la apertura de la instrucción fiscal, 
en la que necesariamente se contiene la imputación del delito contra el sospechoso 
o denunciado, así como también contiene la descripción del delito contra el 
sospechoso o denunciado, así como también contiene la descripción de los 
elementos de prueba o evidencias obtenidas en la indagación previa al delito, que 
sirven de sustento para atribuir la participación en la consumación del delito a la 
persona o personas imputadas en la resolución que dicta el Fiscal que indagó el 
caso, declarando abierta la instrucción fiscal; iniciándose de esta forma la segunda 
fase del derecho de perseguir al delincuente, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 219 de la Constitución  y en los artículos 442,443,444 del Código 
Orgánico Integral Penal  (Abarca Galeas, 2003, págs. 14 - 15) 
No obstante, por excepción cuando a la denuncia se acompañan elementos de prueba o el delito 
es de carácter flagrante el Fiscal puede prescindir de la indagación previa del delito y proceder a 
la apertura de la instrucción fiscal, según lo establece el artículo 215 del referido cuerpo legal. 
Efectivamente, cualquier órgano del poder público que pretende el enjuiciamiento de alguna 
persona, los elementos de prueba que tenga en su contra, deberá ponerlos a consideración del 
Ministerio Público para que inicie su persecución sea indagando previamente el delito o 
abriendo la instrucción fiscal, si es que el Fiscal asignado al caso, considera que existen los 
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elementos necesarios para la imputación, lo cual puede ocurrir en los casos de corrupción de los 
funcionarios públicos de las dependencias, entidades e instituciones del estado o gobiernos 
seccionales, al tenor de lo previsto en el inciso quinto del artículo 26 del referido Código 
Procesal Penal, ya que los elementos de prueba pueden provenir como resultados de las 
investigaciones que realizan los órganos de control en su lucha contra la corrupción, en las áreas 
de competencia, bajo la dirección y coordinación del Ministerio Público.                                
2.1.22. ATRIBUCIONES JURISDICCIONALES PENALES  
1.- Tribunales de lo Penal con atribuciones para conocer la etapa intermedia del 
proceso penal. 
2.- Tribunales Penales con atribuciones para conocer la etapa del juicio del 
proceso penal. 
3.- Cortes Provinciales con atribuciones para conocer los recursos de apelación de 
nulidad y de hecho en los casos previstos en el CPP. 
4.- Las Salas de Casación Penal de la Corte Nacional para conocer los Recursos de 
Casación y de Revisión en los casos taxativamente establecidos en el CPP. (Abarca 
Galeas, 2003, págs. 6 - 7) 
2.2. CADUCIDAD DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
2.2.1. SITUACÍON JURIDICA PROCESAL EN EL ECUADOR 
Existen muchos Jueces suspendidos por dejar caducar la prisión preventiva. En febrero de 2012 
se exhibe la noticia de varios jueces suspendidos por dejar caducar la prisión preventiva en la 
que indica que “por cometer una falta grave”, por el Pleno del Consejo de la Judicatura 
Transitorio (CJT). Los funcionarios no podrán ejercer sus funciones durante 30 días, sin goce de 
remuneración, por “dejar caducar la prisión preventiva”, informó la institución, a través de un 
comunicado. 
Los servidores judiciales suspendidos son: Alfredo Tapia Egüez, Francisco Cucalón Rendón, 
Vicente Pazmiño Martínez, María Leonor Jiménez, Édgar Salazar Vera, Johan Gustavo 
Marfetán, Karina Ramos Martínez, Ronald Guerrero Cruz, Oswaldo Sierra Ayora. 
También Jorge Guzmán Navarrete, Marco Torres Alvarado, y Luis Santana Benavides. El CJT 
estableció la suspensión en el ejercicio de sus funciones, por cometer la infracción tipificada en 
el artículo 108 numeral 7 del Código Orgánico de la Función Judicial en el que manifiesta 
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“servidoras y servidores de la Función Judicial se le podrá imponer sanción de suspensión cuando 
dejare caducar la prisión preventiva”. 
En el caso de Alfredo Tapia, María Leonor Jiménez y Édgar Salazar Vera, quienes ya no 
pertenecen a la Función Judicial, la sanción impuesta se  registrará  en la carpeta personal. 
En la misma sesión, el Pleno del CJT resolvió sancionar a Ángel Rubio por permitir la 
caducidad de la prisión preventiva en el juicio penal N°. 65-2009 que permaneció en el Juzgado 
de Garantías Penales de Guayas durante 2 meses y 8 días, desde que recibió un dictamen fiscal, 
lo que constituye una demora no justificada. 
Además, el servidor judicial cometió demora en la tramitación del juicio Penal No. 508-2009 
con un tiempo de 47 días, que influyó para que opere la caducidad de la prisión preventiva. 
Dicha resolución fue tomada el  16 de febrero del 2012. 
2.2.2. LA CADUCIDAD DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LA 
LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
Así como el estado tiene el derecho de castigar el delito, frente a la dignidad de la persona y la 
presunción de su inocencia, también debe asegurar el proceso de un juicio justo que pueda 
declarar la inocencia o la culpabilidad del procesado de un delito, en la Constitución de la 
República vigente se ha considerado como un aspecto importante el debido proceso y de contar 
con una justicia razonable como lo establece el Arts. 76, 77, 81,  donde se encuentran las 
garantías para asegurar el cumplimiento del debido proceso y  Art.82 donde está el derecho a la 
seguridad jurídica. 
Esta figura de la caducidad de la prisión preventiva vemos como en la Constitución de la 
República ha sido normativizada como garantía del debido proceso, considerándose como un 
avance en la aplicación de los derechos humanos, y de tener un contenido de carácter social de 
derecho, dirigido en beneficio a las personas detenidas y que en su mayoría se encontraban 
sometidas a juicio sin el respeto al límite de tiempo, sometidos a una pena anticipada, violando 
de esta forma sus derechos. El Dr. Jorge Baquerizo considera: 
 “que la caducidad de esta medida tiene por finalidad proteger el bien jurídico de la 
libertad de una persona inocente, esto es, de aquellas personas contra quienes solo 
existe una imputación provisional por parte del Estado por presumir que ha 
cometido una infracción”. (Zavala Baquerizo, 1968, pág. 34) 
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La caducidad es dirigida en este caso a la prisión preventiva, que es una medida cautelar, 
revocable, provisional, no rompe de ninguna manera el ordenamiento socio-jurídico, ni afecta el 
derecho del Estado a castigar, porque es una medida preventiva, y no una pena impuesta a quien 
se lo investiga por un delito. 
Como antecedente para llegar a la constitucionalización de la caducidad de la prisión 
preventiva, esta se venía discutiendo en las esferas domestica e internacional, existían ya en 
nuestro país varios proyectos y propuestas, por parte de la ONG, Abogados, Cientistas, 
Doctrinarios, y los mismos detenidos, fue introducido por primera vez en el año de 1992, en el 
Código Penal, en el Art. 114, se llamó también ley 04, establecido un plazo proporcional: 
aunque trajo varios inconvenientes puesto que en su inicio final, se excluyó a cierto tipo de 
delitos, lo que violaba el derecho  a la igualdad de los detenidos. 
Esta ley en su tiempo de vigencia trajo beneficio para los reos, ya que luego de cumplir el 
tiempo establecido obtenían su libertad; pero continuaba considerándose que estos periodos de 
duración de tiempo eran muy largos, y se legitimaba la prisión preventiva. 
El Dr. Ángel Polivio Chávez hace una reseña sobre el origen de constitucionalización de la 
caducidad de la prisión preventiva en la que manifiesta:  
“La prisión preventiva fue materia de intenso debate, ya que por una parte se abogó 
por el derecho fundamental de las personas a su libertad y por otro se juzgó la 
conducta de muchos jueces que en forma irresponsable han abusado de esa 
institución y, una vez que han dictado la orden de prisión preventiva posponen los 
procesos, dando como resultado la existencia de miles de detenidos sin sentencia en 
las cárceles del país. Con el ánimo de precautelar los derechos de las personas, la 
Asamblea emitió una disposición transitoria a favor de las personas acusadas de 
delito sancionados con penas de prisión que habiendo permanecido detenidos por 
más de un año no hubieren sido sentenciadas, las que recuperaran su libertad al 
entrar en vigencia la Constitución, sin perjuicio de la continuación de las causas 
respectivas y bajo responsabilidad de los jueces que han dejado transcurrir el 
tiempo sin agilitar los procesos, no obstante hallarse de por medio una orden de 
privación de libertad.” (Chávez, 1988, págs. 95 - 96) 
Cuando se conoció la disposición constitucional contenida en el Nº 9 del Art.77, no 
faltaron las voces airadas de aquellos que manifestaron que el citado mandato 
significaba la libertad para quienes habían cometido los más atroces delitos. Pero 
lo que no pudieron observar los contundentes críticos es que la medida obligaba a 
los jueces a acelerar la sustanciación de los procesos penales, los cuales no debían 
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haber permanecido de manera indefinida la prisión preventiva ya que el estado 
constitucional y legalmente reconoce como una persona inocente hasta tanto no se 
dicte la sentencia condenatoria. No entendieron que la prisión preventiva no es una 
pena, es una medida cautelar de carácter temporal. (Zavala Baquerizo, 1968, pág. 
217). 
El texto Constitucional referente a la caducidad de la prisión preventiva reza de la siguiente 
forma: 
Art. 77.- (9) Bajo la responsabilidad de la jueza o juez que conoce el proceso, la prisión 
preventiva no podrá exceder de seis meses en las causas por delitos sancionados con prisión, ni 
de un año en los casos de delitos sancionados con reclusión, si se exceden esos plazos, la orden 
de prisión preventiva quedará sin efecto. 
De esta forma queda limitada la prisión preventiva por mandato constitucional dándose el lazo 
de seis meses a los delitos sancionados con prisión, que contienen menor sanción penal, y de un 
año para los delitos sancionados con reclusión, considerados de un mayor peligro, no se ha 
establecido científicamente el tiempo en que un juez puede resolver una causa penal pueden en 
este límite de tiempo resolver una causa penal sin demorarse ni violentar el plazo razonable de 
la prisión preventiva, sin olvidar que desde el punto de vista jurídico y razonable, el proceso 
solo debería durar hasta cuando sea justificable, porque  de lo contrario se convierte en 
irrazonable. 
Al exceder esos plazos, la orden de prisión quedará sin efecto, por esta razón el transcurso del 
tiempo, es el fundamento suficiente para obtener la libertad; puesto que automáticamente 
desaparece la orden de prisión preventiva y los jueces conceden la libertad porque son los 
únicos responsables de terminar los juicios penales en el tiempo determinado. 
Es importante tener en cuenta, que no se cumple a cabalidad con esta garantía del debido 
proceso; pero en los casos de no asistir los jueces a cumplir con la caducidad de la prisión 
preventiva, se está violando el derecho a la libertad y al debido proceso, contrariando así la 
presunción de inocencia.  
También en caso de incumplimiento se puede proceder a instaurar un juicio penal contra las 
autoridades que incumplan con esta norma expresa, por encontrarse inmerso en los delitos 
contra la libertad individual y de prevaricato contemplados en los Art. 278 (Peculado), 279 
(Enriquecimiento Ilícito), 280 (Cohecho), 281 (Concusión), y 108 LOFJ. 
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Finalidad de la caducidad de la prisión preventiva: 
 Proteger el derecho a la libertad personal imponiendo un límite a la prisión preventiva. 
 Proteger el derecho a la presunción de inocencia. 
 Cumplir con las Normas Internacionales y evitar violaciones a los derechos de los 
detenidos con un plazo razonable a la aplicación de la Prisión Preventiva. 
Características de la Caducidad de la prisión preventiva: 
 Es una garantía constitucional determinado como derecho dentro de los tratados 
internacionales. 
 Es establecida como una garantía del debido proceso. 
 Tiene un tiempo fijo o determinado en la constitución y de exceder ese plazo esta queda 
sin efecto. 
 Es de aplicación inmediata por cualquier Juez, Tribunal o el Ministerio del Interior. 
 Se puede recurrir con un recurso de Habeas Corpus, por tratarse de proteger al derecho 
a la libertad. 
 Su incumplimiento por las autoridades provoca violación a los Derechos Humanos, 
Tratados Internacionales, pudiendo recurrir con quejas ante los organismos protectores 
de los Derechos Humanos. 
 Su incumplimiento acarrea juicio penal por demorar el procedimiento penal contra la 
libertad individual y prevaricato. 
Según informes estadísticos de la Dirección Nacional de Rehabilitación social son: 
a) Delitos sancionados con prisión: el robo, hurto, estafa, estupro. 
b) Delitos sancionados con reclusión: robo con agravantes, estafa con agravantes, 
violación, secuestro, homicidio, asesinato y los delitos contemplados en la ley de 
sustancias estupefacientes y psicotrópicas. 
En el Art.541 del  COIP señala que la caducidad de la prisión preventiva se regirá por las 
siguientes reglas:  
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1.-  No podrá exceder de seis meses,  den los delitos  sancionados con una pena privativa de 
libertad de hasta cinco años. 
2.- No podrá exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad 
mayor a cinco años. 
3.- El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo efectiva la 
orden de prisión preventiva. Dictada la sentencia, se interrumpirá estos plazos. 
4.- Para efectos de este Código, de conformidad con la Constitución, se entenderá como delitos 
de reclusión todos aquellos sancionados con pena privativa de libertad por más de cinco años y 
como delitos de prisión, los restantes. 
5.- La orden de prisión caducará y quedará sin efecto si se exceden los plazos señalados, por lo 
que la o el juzgador ordenará la inmediata libertad de la persona procesada y comunicará de este 
particular al Consejo de la Judicatura. 
6.- Si por cualquier medio, la persona procesada evade, retarda, evita o impide su juzgamiento 
mediante actos orientados a provocar su caducidad, esto es, por causas no imputables a la 
administración de justicia, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá 
de pleno derecho el decurso del plazo de la prisión preventiva. 
7.- Si la dilación produce la caducidad por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores 
públicos o privados, peritos o personal del Sistema especializado integral de investigación, de 
medicina y ciencias forenses, se considerará que incurren en falta gravísima y deberán ser 
sancionados conforme las normas legales correspondientes. 
8.- Para la determinación de dicho plazo tampoco se computará el tiempo que transcurra entre la 
fecha de interposición de las recusaciones y la fecha de expedición de las sentencias sobre las 
recusaciones demandadas, exclusivamente cuando estas sean negadas. 
9.- La o el juzgador en el mismo acto que declare la caducidad de la prisión preventiva, de 
considerarlo necesario para garantizar la inmediación de la persona procesada con el proceso, 
podrá disponer la medida cautelar de presentarse periódicamente ante la o el juzgador o la 
prohibición de ausentarse del país o ambas medidas. Además, podrá disponer el uso del 
dispositivo de vigilancia electrónica. 
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10.- La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse hecho 
efectiva la caducidad de la prisión preventiva, debiendo continuarse con su sustanciación. 
La o el fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, imputando 
otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, cometerá una infracción 
grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial. 
Esto significa que esta disposición va continuar protegiendo el derecho a la libertad. 
La caducidad de la prisión preventiva determinada en el Art. 77 numeral 9 de la Constitución 
tiene concordancia con la vigencia y garantía de los derechos humanos consagrados en los 
instrumentos internacionales, es parte de la obligación internacional contraída por el Estado y la 
vigencia Constitucional de estos tratados dentro de nuestra legislación al haberse dispuesto en la 
Constitución de la República del Ecuador, como el más alto deber, y respeto a garantizar el goce 
de estos, por esto debemos tener en cuenta la doctrina y los análisis que se han generado a la luz 
de estos instrumentos. 
Una de las garantías del debido proceso es que se establece en la Convención Americana y 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos es el plazo razonable en la duración temporal de la prisión 
preventiva, y la exigencia de que una vez que se haya rebasado este, el detenido pueda recuperar 
su libertad, aunque el proceso siga adelante. 
Es necesario tomar en cuenta el significado según el diccionario jurídico en el que define al 
plazo : “que procesalmente es el espacio de tiempo concedido a las partes para comparecer, responder, 
probar, alegar, consentir o negar en juicio, esto es, que viene a ser un mecanismo para ordenar el 
proceso y nunca un fin en sí mismo”. (Osorio, pág. 199) En lo que tiene que ver con el significado de 
la razonabilidad el diccionario indica que “Siendo razonable lo justo, lo proporcional equitativo, por 
oposición a los justo, absurdo y arbitrario”. (Cabanellas, pág. 19) 
Entendemos que el plazo razonable es el espacio de tiempo dentro de un proceso, en este caso, 
el penal en el cual se debe de practicar las diligencias para llegar a la verdad de los hechos, esto 
se debe considerar si el procesado es inocente o culpable, los legisladores al introducir éstos 
cálculos de tiempo en los procedimientos tomaron en cuenta el suficiente para poder llenar estos 
aspectos exigidos dentro de un proceso, al hablar de la racionalidad estamos viendo que esta 
entra en la parte subjetiva de la persona que es el administrador de justicia, al haberse llegado a 
cumplir con los procedimientos establecidos, y de tener la necesidad de otra cantidad de tiempo 
más para resolver, este debe estar limitado a no causar daño a la persona y que este no sea 
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dilatorio a los derechos humanos, debe moverse entre los justo y lo proporcional, no debe 
prolongar la prisión preventiva en forma irrazonable la medida que se encuentra impuesta 
dentro del proceso. 
“El derecho a ser juzgado sin demora se distingue por estar concebido por un 
aspecto de la conjugación de dos derecho fundamentales distintos y por configurar 
en dos artículos separados en los tratados de derechos humanos vigentes en la 
región, tanto el Art. 9 de Pacto Internacional, como el Art. 7 de la Convención 
Americana, reconocen este derecho como un aspecto de la libertad personal, 
estipulando en términos semejantes que toda persona en detención preventiva tiene 
derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o sin demora, según los textos 
respectivos de los instrumentos mencionados, o alternativamente, a ser puesta en 
libertad”. (Donnel, 1988, pág. 140) 
Aunque no se ha establecido un tiempo estándar de las interpretaciones de los tratados, sino en 
base a la determinación individual del proceso y de los efectos causados, el Comité de Derechos 
Humanos hizo una contribución muy importante a la jurisprudencia sobre este derecho al 
establecer que se aplica no solo en primera instancia sino también en instancias superiores la 
jurisprudencia no ha definido claramente hasta la fecha que se debe entender por demora 
injustificada. 
2.2.3. DOCTRINA 
Yendo al fondo del asunto, so pretexto de procurar seguridad, la doctrina en cuestión hace del 
Derecho penal un aparato de guerra, que debilita los lazos de solidaridad entre y al interior de las 
distintas clases sociales, y en su sitio coloca vínculos de  subordinación, sometimiento y lucha. 
(Ferrajoli, 1995) Como política y táctica bélicas, es la negación misma de la fraternidad entre los 
hombres, pero también de la voluntad de convivir. En principio, se podrá aceptar la sugestiva 
observación de que el tipo de Estado que corresponde a esta laya de organización social y política, no es 
aquel fundado en la protección de bienes jurídicos de objetiva importancia para la comunidad, el respeto 
de los derechos fundamentales y la vinculación de la autoridad pública a normas estables y dotadas de 
validez general, que legitiman y enaltecen sus actos, o sea, el Estado de Derecho, sino uno en que impera 
la voluntad de mando, puesta al servicio de grupos bien circunscritos que erigen sus intereses en ley, esto 
es, el Estado de policía. (Ferrajoli, 1999) El afán de exagerar los males que aquejan a la 
Administración de Justicia, denostando a sus órganos y caricaturizando sus procedimientos y 
atribuciones, acusados de ineptitud para contener la ola de criminalidad que asuela las urbes, es 
apenas uno más de los oblicuos expedientes con que se busca raer el ministerio de los jueces, 
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para que sean un día meros auxiliares llamados a confirmar las decisiones y los actos de la 
Administración y su policía, emperatriz que declara el Derecho. 
(Gracia Martin). Todo esto coincide con la constatación de que la doctrina de la seguridad ciudadana 
representa precisamente la continuación de las prácticas penales de la doctrina de la seguridad 
nacional. Son numerosos y significativos los puntos de contacto entre madre y heredera, según un común 
principio autoritario (Guerrero Vivanco, 2000). La imagen de la guerra total, permanente y sin 
reglas contra la insurrección política, enemiga de la nación, cede paso a la del combate también 
sin pausas ni consideraciones contra los delincuentes, a quienes se percibe y presenta, en 
obstinada monserga dirigida a la opinión pública, cual enemigos de la sociedad, merced a un 
rico abanico de apelativos apropiados para denigrarlos, despersonalizarlos y cosificarlos. Y es 
claro que al individuo rotulado como antisocial, enemigo, o con otras “muestras innumerables de 
carencia del sentido de humanidad que niegan por sí solas la aptitud y la actitud para convivir” 
(Gunther, 1997), no hay por qué respetar los derechos que convienen a los buenos ciudadanos, 
pues así lo demanda el sacrosanto deber de combatir o luchar contra el terrible azote, como si la 
criminalidad fuese lo que definitivamente no es, el peor problema que plantea al hombre el 
hecho de existir. El Derecho penal de la seguridad ciudadana no es, en consecuencia, uno basado en el 
concepto de persona, porque la persona es una idea de igualdad, refractaria a cualquier ordenación 
jerárquica. (Jakobs Gunther, 2003) Ya se ve cómo, lo mismo que en toda especie de autoritarismo 
punitivo, también el que infunde la doctrina en palabra a sus prácticas penales termina por ser la 
negación del concepto de Derecho. 
2.2.3.1. CONCEPTO DEL PROCESO PENAL 
“Es el conjunto de actos concatenados entre sí, en una serie gradual y progresiva, 
vinculados por la unidad de su fin y regulado por normas jurídicas procesales 
penales, primordialmente sistematizadas en códigos, que se desarrollan ante un 
órgano judicial o policial, tanto por los integrantes de ellos, como por los 
funcionarios o particulares, obligados o autorizados a intervenir, con la finalidad 
común de obtener una resolución judicial definitiva, ante el conflicto entre el 
derecho de reprimir del estado y la libertad individual, decidir si se ha cometido 
delito o no, y en este caso fijar una pena a los responsables”. (Rubianes, 1981, pág. 
40) 
En lo antes mencionado no sólo existe la intervención judicial, sino también la de la policía 
judicial, en función complementaria  y auxiliar de la justicia. 
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El juez, el fiscal y los funcionarios superiores de policía, están obligados a intervenir, en 
condiciones que determina la ley, cuando se está en presencia de un hecho con características de 
delito. 
El acusador público (el fiscal) en el proceso penal, es el sujeto procesal esencial en los delitos de 
acción pública. Su función primordial es la del ejercicio de la acción penal pública, en la que se 
efectiviza en el acto procesal de la acusación, con su contenido de pretensión punitiva, o sea, 
requiriendo al juez la imposición de pena respecto de quien considera autor de un delito. 
2.2.4. CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL ECUATORIANO 
Cabe mencionar que el auto de prisión preventiva es un acto procesal proveniente del titular del 
órgano de la función jurisdiccional penal por el cual se priva de la libertad individual al 
justiciable. Este acto procesal para su admisibilidad debe cumplir con los presupuestos jurídicos 
determinados en el art 534 del COIP, para que surta la eficacia jurídica prevista por la ley.  
En el Art.541 del  COIP señala que la caducidad de la prisión preventiva se regirá por las 
siguientes reglas:  
1.-  No podrá exceder de seis meses,  den los delitos  sancionados con una pena privativa de 
libertad de hasta cinco años. 
2.- No podrá exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad 
mayor a cinco años. 
3.- El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo efectiva la 
orden de prisión preventiva. Dictada la sentencia, se interrumpirá estos plazos. 
4.- Para efectos de este Código, de conformidad con la Constitución, se entenderá como delitos 
de reclusión todos aquellos sancionados con pena privativa de libertad por más de cinco años y 
como delitos de prisión, los restantes. 
5.- La orden de prisión caducará y quedará sin efecto si se exceden los plazos señalados, por lo 
que la o el juzgador ordenará la inmediata libertad de la persona procesada y comunicará de este 
particular al Consejo de la Judicatura. 
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6.- Si por cualquier medio, la persona procesada evade, retarda, evita o impide su juzgamiento 
mediante actos orientados a provocar su caducidad, esto es, por causas no imputables a la 
administración de justicia, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá 
de pleno derecho el decurso del plazo de la prisión preventiva. 
7.- Si la dilación produce la caducidad por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores 
públicos o privados, peritos o personal del Sistema especializado integral de investigación, de 
medicina y ciencias forences, se considerará que incurren en falta gravísima y deberán ser 
sancionados conforme las normas legales correspondientes. 
8.- Para la determinación de dicho plazo tampoco se computará el tiempo que transcurra entre la 
fecha de interposición de las recusaciones y la fecha de expedición de las sentencias sobre las 
recusaciones demandadas, exclusivamente cuando estas sean negadas. 
9.- La o el juzgador en el mismo acto que declare la caducidad de la prisión preventiva, de 
considerarlo necesario para garantizar la inmediación de la persona procesada con el proceso, 
podrá disponer la medida cautelar de presentarse periódicamente ante la o el juzgador o la 
prohibición de ausentarse del país o ambas medidas. Además, podrá disponer el uso del 
dispositivo de vigilancia electrónica. 
10.- La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse hecho 
efectiva la caducidad de la prisión preventiva, debiendo continuarse con su sustanciación. 
La o el fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, imputando 
otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, cometerá una infracción 
grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial. 
2.2.5. PROYECTO DEL CODIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL 
ECUATORIANO 
Como hemos observado en nuestro ordenamiento jurídico existía una notable desorganización, 
que provocaba incoherencia y vacíos legales que repercuten en la seguridad jurídica  
principalmente en la  protección de los derechos humanos. Sin embargo, como menciona en la 
exposición de motivos de la creación de este proyecto, encontramos abundantes tipos penales y 
sus correspondientes sanciones, en otras leyes tales como: el Código Tributario, Ley de 
Prevención, Detección y Erradicación del Lavado de Activos y Financiamiento de Delitos, la 
Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, Código Orgánico de la Producción, 
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Comercio e Inversiones, la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, la 
Ley de Fabricación, Importación, Exportación, Comercialización y Tenencia de armas, 
Municiones, Explosivos y Accesorios, el Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización. 
Por tal motivo se presentó un proyecto y en la actualidad ya entró en vigencia una nueva Ley 
Integral Penal para discutirla, analizarla y aplicarla. 
(Código Orgánico Integral Penal, 2014). En lo que se refiere a la caducidad de la prisión 
preventiva en el Art.541 vigente se regirá por las siguientes reglas: 
1.-  No podrá exceder de seis meses,  den los delitos  sancionados con una pena privativa de 
libertad de hasta cinco años. 
2.- No podrá exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad 
mayor a cinco años. 
3.- El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo efectiva la 
orden de prisión preventiva. Dictada la sentencia, se interrumpirá estos plazos. 
4.- Para efectos de este Código, de conformidad con la Constitución, se entenderá como delitos 
de reclusión todos aquellos sancionados con pena privativa de libertad por más de cinco años y 
como delitos de prisión, los restantes. 
5.- La orden de prisión caducará y quedará sin efecto si se exceden los plazos señalados, por lo 
que la o el juzgador ordenará la inmediata libertad de la persona procesada y comunicará de este 
particular al Consejo de la Judicatura. 
6.- Si por cualquier medio, la persona procesada evade, retarda, evita o impide su juzgamiento 
mediante actos orientados a provocar su caducidad, esto es, por causas no imputables a la 
administración de justicia, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá 
de pleno derecho el decurso del plazo de la prisión preventiva. 
7.- Si la dilación produce la caducidad por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores 
públicos o privados, peritos o personal del Sistema especializado integral de investigación, de 
medicina y ciencias forenses, se considerará que incurren en falta gravísima y deberán ser 
sancionados conforme las normas legales correspondientes. 
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8.- Para la determinación de dicho plazo tampoco se computará el tiempo que transcurra entre la 
fecha de interposición de las recusaciones y la fecha de expedición de las sentencias sobre las 
recusaciones demandadas, exclusivamente cuando estas sean negadas. 
9.- La o el juzgador en el mismo acto que declare la caducidad de la prisión preventiva, de 
considerarlo necesario para garantizar la inmediación de la persona procesada con el proceso, 
podrá disponer la medida cautelar de presentarse periódicamente ante la o el juzgador o la 
prohibición de ausentarse del país o ambas medidas. Además, podrá disponer el uso del 
dispositivo de vigilancia electrónica. 
10.- La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse hecho 
efectiva la caducidad de la prisión preventiva, debiendo continuarse con su sustanciación. 
La o el fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, imputando 
otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, cometerá una infracción 
grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 La o el fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, imputando 
otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, cometerá una infracción 
grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial, sin perjuicio de la 
infracción penal a que hubiere lugar. La jueza, juez o tribunal de garantías penales considerará 
que la libertad de la persona procesada resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad cuando 
concurrieren alguna de las siguientes circunstancias: se le imputare la comisión de varias 
infracciones; la existencia de procesos pendientes; la existencia de condenas anteriores cuyo 
cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de las infracciones de que 
trataren y el hecho de haber actuado en grupo o pandilla. La jueza o juez de garantías penales 
deberá imponer en conjunto con la medida que sustituya la prisión preventiva, el uso del 
brazalete electrónico o dispositivo de geoposicionamiento. El control del arresto domiciliario y 
del uso del brazalete electrónico o dispositivo de geoposicionamiento, estará a cargo de la 
Fiscalía, quien verificará su cumplimiento a través de la Policía Investigativa.  
Si se incumpliere la medida sustitutiva, la jueza o juez de garantías penales la dejará sin efecto, 
y en el mismo acto ordenará la prisión preventiva de la persona procesada. En este caso, no 
procederá una nueva medida de sustitución. 
“Artículo 541.- Caducidad.- La caducidad de la prisión preventiva se regirá por las 
siguientes reglas:  
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1. La prisión preventiva no podrá exceder de seis meses, en los delitos sancionados 
con una pena privativa de libertad de hasta cinco años 
2. No podrá exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa 
de libertad mayora cinco años. 
 Producida la caducidad de la prisión preventiva, en la misma providencia que la declare la 
jueza o juez de garantías penales, dispondrá que el procesado quede sujeto a la obligación de 
presentarse periódicamente ante la jueza o juez de garantías penales y la prohibición de 
ausentarse del país, o una sola de estas medidas si lo estimare suficiente, para garantizar la 
inmediación de la persona procesada con el proceso. La persona procesada no quedará liberada 
del proceso ni de la pena por haberse hecho efectiva la caducidad de la prisión preventiva, 
debiendo continuar la sustanciación del proceso. La no realización de diligencias procesales, 
que produzca entorpecimiento del proceso penal, provocada por causas no imputables a la 
administración de justicia, suspenderá ipso jure el decurso de los plazos determinados en 
numeral 1 de este artículo hasta la fecha en que efectivamente se realice la correspondiente 
diligencia. Lo anterior sin perjuicio de la necesaria constancia procesal respecto de la 
suspensión en el expediente. No se considerará, por consiguiente, que ha excedido el plazo de 
caducidad de prisión preventiva cuando la persona procesada, por cualquier medio, ha evadido, 
retardado, evitado o impedido su juzgamiento mediante actos orientados a provocar la 
caducidad de la prisión preventiva. Si la dilación ocurriera durante el proceso o produjera la 
caducidad, sea esta por acciones u omisiones de juezas o jueces, fiscales, defensoras o 
defensores públicos, abogadas o abogados, peritos, o servidoras o servidores de órganos 
auxiliares, estos serán sancionados conforme lo establecido en el Código Orgánico de la 
Función Judicial. 
2.2.6. CADUCIDAD DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LA LEGISLACIÓN 
COMPARADA 
He recopilado información acerca de tratamiento, cesación, caducidad y plazo de la prisión 
preventiva de Códigos de Procedimientos Penales de algunos países como: 
2.2.6.1. CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL BOLIVIANO 
“Artículo 237°.- (Tratamiento). Los detenidos presuntivamente serán internados en 
establecimientos especiales, diferentes de los que se utilizan para los condenados, o 
al manos en secciones separadas de las dispuestas para estos últimos y serán 
tratados en todo momento como inocentes que sufren la detención con el único fin 
de asegurar el normal desarrollo del proceso penal.  
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La detención preventiva debe cumplirse en el recinto penal del lugar 
donde se tramita el proceso. 
Artículo 239°.- (Cesación de la detención preventiva). La detención preventiva 
cesará:  
1. Cuando nuevos elementos de juicio demuestren que no concurren los motivos que 
la fundaron o tornen conveniente que sea sustituida por otra medida;  
2. Cuando su duración exceda el mínimo legal de la pena establecida para el delito 
que se juzga; y,  
3. Cuando su duración exceda de dieciocho meses sin que se haya dictado sentencia 
o de veinticuatro meses sin que hubiera adquirido la calidad de cosa juzgada.  
Vencidos los plazos previstos en los numerales 2) y 3) el juez o tribunal aplicará las 
medidas cautelares que correspondan previstas en el artículo 240 del mismo 
Código.” ( Código de Procedimiento Penal Boliviano.) 
2.2.6.2. CÓDIGO PROCESAL PENAL DE PARAGUAY 
“Art. 254.TRATO. El prevenido cumplirá la restricción de su libertad en 
establecimientos especiales y diferentes a los destinados para los condenados, o por 
lo menos, en lugares absolutamente separados de los dispuestos para éstos últimos.  
El procesado, en todo momento, será tratado como inocente que se encuentra en 
prisión preventiva al sólo efecto de asegurar su comparecencia al procedimiento o 
el cumplimiento de la sanción.  
La prisión preventiva se cumplirá de tal manera que no adquiera las características 
de una pena, ni provoque otras limitaciones que las imprescindibles para evitar la 
fuga o la obstrucción de la investigación, conforme a las leyes y reglamentos 
penitenciarios.  
El juez de ejecución controlará el trato otorgado al prevenido. Cuando constate que 
la prisión ha adquirido las características de una pena anticipada, comunicará 
inmediatamente al juez penal del procedimiento, quien resolverá sin más trámite en 
el plazo de veinticuatro horas.  
Todo permiso, salida o traslado lo autorizará el juez penal del procedimiento”. 
(Código Procesal Penal De Paraguay) 
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2.2.6.3. CÓDIGO PROCESAL PENAL DE HONDURAS 
Artículo º 181  
DURACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. La prisión preventiva podrá durar, 
como regla general, hasta un (1) año.  
Cuando la pena aplicable al delito sea superior a seis (6) años, la prisión 
preventiva podrá durar hasta dos (2) años. 
Excepcionalmente, y habida cuenta del grado de dificultad, dispersión o amplitud 
de la prueba que deba rendirse, la Corte Suprema de Justicia podrá ampliar hasta 
por seis (6) meses los plazos a que este Artículo se refiere, a solicitud fundada del 
Ministerio Público.  
En ningún caso, la prisión preventiva podrá exceder de la mitad de la duración del 
mínimo de la pena aplicable al delito.  
Una vez dictada la sentencia condenatoria, la prisión preventiva podrá prolongarse 
durante la tramitación y resolución del recurso que contra ella pueda interponerse, 
hasta la mitad de la pena impuesta en la sentencia recurrida. Si el máximo así 
determinado excediere del ordinario establecido en este Artículo, el tribunal, 
siempre que lo solicite alguna de las partes, oídas las demás, lo acordará por auto 
motivado.  
Dentro de dicho plazo, no se contará el tiempo que hayan durado las demoras 
producidas por gestiones de la defensa, que hayan sido declaradas sin lugar.  
Si vencido el plazo no ha llegado a su fin el proceso, el procesado será puesto en 
libertad provisional y sometido a cualquiera de las medidas cautelares previstas en 
el Artículo 173, sin perjuicio de la continuación del proceso, hasta que la sentencia 
adquiera el carácter de firme.  
Cuando dentro del plazo indicado no se dé fin al proceso, los funcionarios y 
empleados que hayan dado lugar al retraso por malicia, culpa o negligencia, serán 
sancionados de conformidad con la ley de la Carrera Judicial, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal en que hayan incurrido. La Corte Suprema de Justicia y el 
Ministerio Público, velarán por el estricto cumplimiento de lo dispuesto en este 
párrafo.” (Código Procesal Penal De Honduras) 
2.2.6.4. CÓDIGO PROCESAL PENAL DE NICARAGUA 
Arto. 179. Límite después de condena. La prisión preventiva nunca podrá exceder 
el tiempo de la pena impuesta por la sentencia impugnada y, de ser el caso, bajo 
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responsabilidad, el tribunal que conoce del recurso, de oficio o a petición de parte 
deberá dictar auto ordenando la libertad inmediata del detenido” (Código Procesal 
Penal De Nicaragua). 
2.2.6.5. CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL CHILENO 
“Art. 277. Por el procesamiento la detención se convierte en prisión preventiva. 
Art. 293 (315). La detención, así como la prisión preventiva, debe efectuarse de 
modo que se moleste la persona o se dañe la reputación del procesado lo menos 
posible. La libertad de éste será restringida en los límites estrictamente necesarios 
para mantener el orden del establecimiento y para asegurar su persona e impedir  
Art. 356 (379).  
La libertad provisional es un derecho de todo detenido o preso. Este Derecho podrá 
ser ejercido siempre, en la forma y condiciones previstas en este Título.  
La prisión preventiva sólo durará el tiempo necesario para el cumplimiento de sus 
fines. El juez, al resolver una solicitud de libertad. Siempre tomará en especial 
consideración el tiempo que el detenido o preso haya estado sujeto a ella.  
El detenido o preso será puesto en libertad en cualquier estado de la causa en que 
aparezca su inocencia.  
Todos los funcionarios que intervengan en un proceso están obligados a dilatar lo 
menos posible la detención de los inculpados y la prisión preventiva de los 
procesados”. (Código de Procedimiento Penal Chileno) 
2.2.6.6. CÓDIGO PROCEDIMIENTO PENAL COLOMBIANO 
“Disposiciones comunes  
Artículo 295.  
Afirmación de la libertad. Las disposiciones de este código que autorizan 
preventivamente la privación o restricción de la libertad del procesado tienen 
carácter excepcional; solo podrán ser interpretadas restrictivamente y su aplicación 







Finalidad de la restricción de la libertad. La libertad personal podrá ser afectada 
dentro de la actuación cuando sea necesaria para evitar la obstrucción de la 
justicia, o para asegurar la comparecencia del procesado al proceso, la protección 
de la comunidad y de las víctimas, o para el cumplimiento de la pena. 
Artículo 307. Medidas de aseguramiento. Son medidas de aseguramiento:  
A. Privativas de la libertad.  
1. Detención preventiva en establecimiento de reclusión.  
2. Detención preventiva en la residencia señalada por el procesado, siempre que 
esa ubicación no obstaculice el juzgamiento;  
B. No privativas de la libertad.  
1. La obligación de someterse a un mecanismo de vigilancia electrónica.  
2. La obligación de someterse a la vigilancia de una persona o institución 
determinada.  
Etc.” (Código Procedimiento Penal Colombiano.) 
2.2.6.7. CÓDIGO PROCESAL PENAL DE COSTA RICA 
“Art. 253.- Revisión de la prisión preventiva. 
 Durante los primeros tres meses de acordada la prisión preventiva su revisión sólo 
procederá cuando el tribunal estime que han variado las circunstancias por las 
cuales se decretó.  
Vencido ese plazo, el tribunal examinará de oficio, por lo menos cada tres meses, 
los presupuestos de la prisión o internación y, según el caso, ordenará su 
continuación, modificación, sustitución por otra medida o la libertad del procesado. 
El incumplimiento del deber de revisión periódica sólo producirá la aplicación del 
régimen disciplinario cuando corresponda.  
Después de transcurrir tres meses de haberse decretado la prisión preventiva, el 
procesado podrá solicitar su revisión cuando estime que no subsisten las 
circunstancias por las cuales se acordó. Sus solicitudes interrumpen el plazo 
señalado en el párrafo anterior. 
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Al revisarse la prisión preventiva el tribunal tomará en consideración, 
especialmente,  
la peligrosidad del procesado y la suficiencia de los elementos probatorios para 
sostener razonablemente que es autor de un hecho punible o partícipe en él. 
Art. 257.- Cesación de la prisión preventiva La privación de libertad finalizará:  
a) Cuando nuevos elementos de juicio demuestren que no concurren los motivos que 
la fundaron o tornen conveniente su sustitución por otra medida, aun antes de que 
transcurran tres meses de haberse decretado.  
b) Cuando su duración supere o equivalga al monto de la posible pena por imponer, 
se considerará incluso la aplicación de reglas penales relativas a la suspensión o 
remisión de la pena, o a la libertad anticipada.  
c) Cuando su duración exceda de doce meses. 
Art. 258.- Prórroga del plazo de prisión preventiva. 
A pedido del Ministerio Público, el plazo previsto en el artículo anterior podrá ser 
prorrogado por el Tribunal de Casación Penal, hasta por un año más, siempre que 
fije el tiempo concreto de la prórroga. En este caso, el tribunal deberá indicar las 
medidas necesarias para acelerar el trámite del procedimiento.  
Si se dicta sentencia condenatoria que imponga pena privativa de libertad, el plazo 
de prisión preventiva podrá ser prorrogado mediante resolución fundada, por seis 
meses más. Esta última prórroga se sumará a los plazos de prisión preventiva 
señalados en el artículo anterior y en el párrafo primero de esta norma.  
Vencidos esos plazos, no podrá acordarse una nueva ampliación del tiempo de la 
prisión preventiva, salvo lo dispuesto en el párrafo final de este artículo, para 
asegurar la realización del debate o de un acto particular, comprobar la sospecha 
de fuga o impedir la obstaculización de la averiguación de la verdad o la 
reincidencia. En tales casos, la privación de libertad no podrá exceder del tiempo 
absolutamente necesario para cumplir la finalidad de la disposición.  
La Sala Tercera o el Tribunal de Casación, excepcionalmente y de oficio, podrán 
autorizar una prórroga de la prisión preventiva superior a los plazos anteriores y 
hasta por seis meses más, cuando dispongan el reenvío a un nuevo juicio.  
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(Así reformado por el inciso e) del artículo 1 de la Ley N° 8146 de 30 de octubre del 
2001)” (Código de Procedimiento Penal de Costa Rica) 
2.2.6.8. CÓDIGO PROCESAL PENAL  DE LA REPÚBLICA DOMINICANA 
Art. 239.- Revisión obligatoria de la prisión preventiva. Cada tres meses, sin 
perjuicio de aquellas oportunidades en que se dispone expresamente, el juez o 
tribunal competente examina los presupuestos de la prisión preventiva y, según el 
caso, ordena su continuación, modificación, sustitución por otra medida o la 
libertad del procesado. 
La revisión se produce en audiencia oral con citación a todas las partes y el juez 
decide inmediatamente en presencia de las que asistan. Si compete a un tribunal 
colegiado, decide el presidente. 
El cómputo del término se interrumpe en los plazos previstos en el artículo siguiente 
o en caso de recurso contra esta decisión, comenzándose a contar íntegramente a 
partir de la decisión respectiva. 
Art. 241.- Cese de la prisión preventiva. La prisión preventiva finaliza cuando: 
1. Nuevos elementos demuestren que no concurren las razones que la motivaron o 
tornen conveniente su sustitución por otra medida; 
2. Su duración supere o equivalga a la cuantía mínima de la pena imponible, 
considerándose incluso la aplicación de las reglas relativas al perdón judicial o a la 
libertad condicional; 
3. Su duración exceda de doce meses; 
4. Se agraven las condiciones carcelarias de modo que la prisión preventiva se 
convierta en una forma de castigo anticipado o trato cruel, inhumano o degradante. 
Art. 242.- Prórroga del plazo de la prisión preventiva.  
Si el fallo ha sido recurrido por parte del procesado del ministerio público en su 
favor, el plazo del artículo anterior puede prorrogarse por seis meses. Vencido ese 
plazo, no se puede acordar una nueva ampliación del tiempo de la prisión 
preventiva.” (Código Procesal Penal De La República Dominicana.) 
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Todos estos países antes mencionados toman como base principal La Convención Americana 
sobre Derechos Humanos contiene claras disposiciones que, por una parte, prohíben todo 
encarcelamiento arbitrario o ilegal, y por otra, establecen la aplicación del estándar del “plazo 
razonable” para la duración del encarcelamiento preventivo. Sobre esta base, la jurisprudencia 
interamericana ha sido clara –y reiterativa- al establecer que la prisión preventiva sólo puede ser 
utilizada excepcionalmente y jamás como regla general 3. Su aplicación debe ser ponderada por el juez 
en cada caso concreto y su procedencia no puede ser presumida en abstracto, por más que dicha 
presunción tenga origen en una ley4. Ha establecido además que –de tanto en tanto- los jueces están 
obligados a revisar los supuestos que ameritaron su imposición y que la prisión preventiva sólo puede 
funcionar como una medida cautelar, tendiente a prevenir la obstaculización de la justicia y a preservar 
la integridad de la prueba, estando vedada su utilización como pena anticipada5. La prolongación 
arbitraria de una prisión preventiva la convierte en un castigo cuando se inflige sin que se haya 
demostrado la responsabilidad penal de la persona a la que se aplica la medid. (CIDH, “Principios y 
Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas RESOLUCIÓN 1/08”.  ) 
2.3.  LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS Y LA         
CADUCIDAD 
En la Comisión Interamericana de Derechos humanos, se ha presentado varias quejas en contra 
del Estado Ecuatoriano, denunciando la violación a las normas de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, por no haberse respetado el debido proceso, especialmente, el plazo 
razonable al haber mantenido privados de su libertad por más de cinco, seis y hasta siete años, 
llevando a nuestro país a mostrar una mala imagen al no cumplir con las obligaciones contraídas 
en el pacto Internacional de Derechos Humanos. 
El principio del plazo dentro de la Convención tiene como finalidad impedir que los detenidos 
por medio de un proceso penal permanezcan largo tiempo bajo prisión o acusación y asegurar 
que esta se decida pronto. 
Los Arts.7 y 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos persiguen 
justamente el propósito de que las cargas que el proceso penal conlleva para el 
individuo no se prolonguen continuamente en el tiempo y causen daños permanente. 
(Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. , 1995, pág. 
55) 
Una de las facultades de esta Comisión es hacer el seguimiento de la aplicación de los derechos 
humanos en los países, para lo cual se realizó en Ecuador en el año 1997, donde se dio un 
informe que luego fue publicado donde se consideró como tema primordial de derecho a la 
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libertad personal  se venía violando sistemáticamente en el Ecuador y del cual dieron sus 
recomendaciones, para posteriormente en 1999 hacer un seguimiento con la comparecencia del 
Estado Ecuatoriano a la Comisión y de recibir su informe por escrito, el mismo que también fue 
publicado. 
En este informe emitido en 1997, se hace la recomendación principal en lo que 
respecta el derecho a la libertad manifestando que se requiere medidas adicionales, 
las que deben incluir que todo detenido que no ha sido juzgado o sentenciado dentro 
de un término razonable sea puesto en libertad mientras  continúa su proceso, así 
como la restauración del sistema de finanzas a fin de hacerlo más eficaz y 
equitativo. (Informe sobre la situación de Derechos Humanos en el Ecuador., 1997, 
pág. 70) 
En estado de adoptar las medidas necesarias para asegurar que las personas que se hallen 
justificadamente en situación de detención preventiva sean sometidas a un juicio con una sentencia final 
sin una demora indebida, o que sean puestas en libertad sin perjuicio del procedimiento. (Informe sobre 
la situación de Derechos Humanos en el Ecuador., 1997) 
El problema más grave que la comisión identificó con respecto al derecho a la libertad, es la 
aplicación arbitraria e ilegal de la detención preventiva. 
“En el Art. 7.5 de la Convención Americana, una persona detenida de acuerdo a la 
ley tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúa el proceso”. Es decir la detención preventiva 
debe ser consistente con la convención, solo mientras su duración no se vuelva  
irrazonable. Cuando la detención provisional se prolonga en forma irrazonable se 
incrementa el riesgo de invertir la presunción de inocencia. Como ha expresado la 
comisión “la argumentación que respalda está garantizada es que ninguna persona 
debe ser castigada sin juicio previo”.  
“La detención preventiva sólo es permisible cuando esté justificada por una 
necesidad urgente para ello, por ejemplo, para asegurar que el acusado no evada la 
justicia o interfiera en la investigación judicial. Cuando una persona es detenida 
sobre la base de esa urgente necesidad, corresponde a las autoridades judiciales 
nacionales proceder con especial trato en las diligencias para asegurar que la 
duración de la detención no se torne irrazonable.” (Informe sobre la situación de 
Derechos Humanos en el Ecuador., 1997)  
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En este informe se toma primeramente las recomendaciones hechas al estado ecuatoriano  en el 
párrafo nº 96 en el cual establece que el estado debe tomar las medidas necesarias para 
garantizar que la detención preventiva sea aplicada como una medida excepcional justificada 
solo cuando se cumplan los parámetros explicables en cada caso para adoptar una medida y 
garantizar la liberación inmediata del detenido, y en el párrafo nº 97 manifiesta a lo que respecta 
a la prisión preventiva, en la Constitución de la República del Ecuador  se han dado importantes 
avances, con la incorporación de la caducidad de esta medida en el Art. 77 numeral 9. 
En cambio en el párrafo 98 dice: “El estado Ecuatoriano ha expresado que la incorporación de esta 
nueva disposición Constitucional, se ha debido a las graves  violaciones a los derechos humanos que se 
ha convertido por causas de la práctica generalizada de mantener en prisión preventiva de manera 
indefinida mientras dura el proceso penal”. 
La Comisión también ha recibido información de diferentes organismos no  gubernamentales y 
otras fuentes que señalan que muchos jueces del estado ecuatoriano son excluyentes a aplicar 
esta norma constitucional. 
Dr. Zavala Baquerizo Jorge señala que: 
“la caducidad de la prisión preventiva debe seguir siendo una garantía para las 
personas que se encuentran a la espera de una resolución de los recursos 
planteados y que se encuentran en la Corte Provincial o Nacional  de justicia, por 
la sencilla razón de que su sentencia no está ejecutoriada y su prisión  sigue siendo 
preventiva, comparto con el Criterio del Dr. Zabala maestro e investigador del 
Derecho penal, quien manifiesta, que el proceso penal no ha concluido, por lo 
tanto, la sentencia condenatoria es un documento que tiene suspensos sus efectos 
jurídicos ya que tiene la expectativa de ser revocada por tribunal” (Zavala 
Baquerizo, 1968, pág. 214).  
Aplicando nuestra Constitución debe tomarse siempre en cuenta los tratados internacionales, 
porque a más de violar los principios  y derechos antes citados impide la vigencia de los 
Derechos Humanos en el estado ecuatoriano, permitiendo que se irrespete los compromisos y 
pactos internacionales,  además los juicios no pueden durar más allá del plazo razonable y se 
debe contar con una justicia sin dilaciones, puesto que no se ha comprendido que la duración de 
plazo razonable es hasta que exista sentencia firme o ejecutoriada; por todas estas razones se 
puede presentar denuncias al Comité de Derechos humanos o la Comisión interamericana de 
Derechos Humanos, a fin de que el estado sea sancionado por incumplimiento de las 
Convenciones y Pactos ratificados. 
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La no importancia de los jueces a cada caso por aplicar esta norma lo que ocasiona una demora 
injustificada en el otorgamiento de este beneficio en las observaciones de los juicios tramitados 
en los que tienen que esperar días enteros y hasta varios meses para que se haga efectiva su 
libertad, que en la mayoría de casos se ha tenido que recurrir al recurso de habeas corpus (Art. 
89 Const.) el cual en los últimos tiempos también se encuentra en una política de no cumplir. 
Es una obligación de otorgar la libertad de los detenidos que han cumplido con más de seis 
meses en los delitos de prisión y de un año en los delitos de reclusión para evitar daños graves a 
la ruptura del orden jurídico por parte de los jueces y magistrados de justicia. 
Al respecto debemos ver que en este proyecto de ley interpretativa, no responde a un análisis a 
fondo de la realidad socio jurídica de la prisión preventiva en el Ecuador, no ha existido una 
investigación previa, no parte de una verdadera conceptualización de la prisión preventiva y de 
su aplicación en el proceso penal, no parten de datos reales, estadísticos, doctrina, ejemplos 
objetivos, este ha sido un proyecto improvisado con la finalidad de protagonizar como 
defensores de la seguridad pública, puesto que existe una manipulación al pretender vincular la 
caducidad de la prisión preventiva con la generación o aumento de la delincuencia. 
“No podemos inventarnos lo que la Constitución no pone y debemos respetar a la 
persona humana, es un ser humano con todas las garantías del debido proceso, y 
está sujeto a la prisión preventiva por las finalidades de esta institución, pero 
nomas allá del cumplimiento de esas finalidades y que hay que acatar literalmente 
el texto constitucional, no puede exceder de los plazos previstos en la Constitución 
de la República, sin distinción alguna, de que esté en el sumario o en el plenario”
5
. 
Para la aplicación de la garantía del debido proceso en la caducidad de la prisión preventiva 
debemos tener en cuenta el principio de supremacía de la Constitución y toda reforma o 
interpretación no debe alterar el sentido de la norma vigente. El Dr. Jorge Zavala Egas indica 
que:  
“Es de aclarar que si bien los derechos pueden ser objeto de regulación por las 
leyes orgánicas, estas no pueden desnaturalizarlos o restringirlos  so pena de ser 
declaradas inconstitucionales. Lo afirmado implica que las normas legales que 
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reglamentan los derechos no pueden desconocer su contenido esencial u objetivo, 
pues ahí sucede la desnaturalización de los mismos”. 
Esta garantía está establecida en nuestra Constitución y en los tratados Internacionales que 
protegen el derecho a la libertad personal. 
El objetivo principal es acabar con las violaciones a los derechos humanos de los procesados, 
por cuanto no existe límite para la aplicación de la prisión preventiva, a quienes se encontraban 
con una medida tenían que pasar años encarcelados, en algunos casos pasaban de más tiempo, 
rebasando incluso la pena que debería imponérseles en caso de ser penados, dando lugar a la 
prolongación en forma irrazonable de la prisión preventiva, que ocasiona grandes daños en los 
detenidos y generando la superpoblación carcelaria. 
En la actualidad la Constitución lo que ha hecho es limitar con un plazo fijo a la aplicación de la 
prisión preventiva, ya que esta medida cautelar es para efecto de investigación criminal y no una 
pena, como se lo ha querido tergiversar, tanto en los diversos medios de comunicación que se 
oponen a esta medida indicando que es una garantía para los delincuentes. 
La garantía del debido proceso debe ser ejercida por el estado ecuatoriano sin obstáculo alguno, 
porque al no darse esto se está incumpliendo con estos tratados, en este caso siendo el plazo 
razonable destinado a la aplicación de la prisión preventiva, teniendo en cuenta que esta norma 
no ha sido creada en beneficio para el delincuente o la impunidad. 
La Corte Nacional debería realizar un reglamento o una interpretación dirigida a los jueces que 
dejan en suspenso o no terminan los procesos pese a existir un límite de tiempo, que vaya de 
una sanción a una destitución bien rigurosa a los jueces por no acatar la norma constitucional y 
que ha surgido con claridad la necesidad social en la superpoblación carcelaria  con violaciones 
a los derechos humanos y el incumplimiento del plazo razonable determinado en la Convención 
y en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 
Realizar los trámites legales, a fin de que se derogue por inconstitucional y se la pueda proponer 
como una efectiva aplicación de la caducidad de la prisión preventiva. 
En las posibles reformas o propuestas se debe tener en cuenta que este problema de la indebida 




2.4. EL PLAZO RAZONABLE DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL         
SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS 
El plazo razonable es un término que ha sido consagrado en numerosos tratados internacionales 
de protección de los derechos humanos. La Convención Americana contempla este derecho en 
sus Arts. 7.5 y 8.1. 
“En el Art. 7 manifiesta que toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin 
demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso….” 
“En el Art. 8 Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y 
entro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” 
La Convención Europea en sus Arts. 5.3 y 6.1;  
En el Art. 5. 3 indica: “Toda persona detenida preventivamente o internada, deberá ser conducida sin 
dilación a presencia de u juez o de otra autoridad habilitada por la ley para ejercer poderes judiciales, y 
tendrá derecho a ser juzgada en un plazo razonable o hacer puesta en libertad durante el 
procedimiento”.  
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en sus Arts. 9.3 y 14.3: 
En el Art. 9.3 señala: “Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal tendrá derecho 
a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad” 
En el Art. 14.3 indica: “Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: …..c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas. 
 y el Principio 38 emitido por la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
El plazo razonable tiene dos propósitos: 
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Primero, que las cargas que el proceso penal conlleva para el individuo no se prolonguen continuamente 
en el tiempo y causen daños permanentes que violen el derecho a una efectiva defensa del acusado. 
(CIDH inf. 12/96, 1996)  
Segundo, que toda persona detenida o presa a causa de una infracción tenga el derecho a ser 
juzgada o ser puesta en libertad de una manera pronta y sin dilaciones indebidas. 
El Centro de Estudios Legales y Sociales señala: “que esta garantía no solo satisface el interés de 
toda persona acusada de un delito de definir cuanto antes el estado de incertidumbre que pesa sobre ella, 
sino también el de todo cuerpo social con legítimas expectativas en la realización del derecho penal”.  
Lo razonable de la duración de la detención se determina “independientemente de lo razonable de 
la demora anterior al juicio, y aunque la duración del período transcurrido antes del juicio puede ser 
razonable, es posible que la detención durante dicho plazo no lo sea”.  
El tiempo establecido para la detención es necesariamente mucho menor que el destinado para 
todo el juicio.  
En definitiva, se viola el plazo razonable de la prisión preventiva cuando una persona ha sido 
retenida por un tiempo excesivo, sin que para ello sea necesario considerar la duración del 
proceso penal. Así mismo, se viola el plazo razonable de la duración del proceso, si este ha 
sufrido demoras indebidas. Sin embargo, una persona detenida preventivamente tiene derecho a 
que su caso reciba prioridad y a que se tramite con  especial diligencia, puesto que “la 
posibilidad que el estado tiene de aplicar medidas coercitivas, como la prisión preventiva, es una 
de las razones decisivas que justifica el trato prioritario que debe darse a los procedimientos que 
priven de libertad a los acusados”.  
Dentro de nuestro ordenamiento interno, el plazo razonable, en lo que se refiere a la duración 
del proceso, está consagrado en el Art.23 numeral 27 de la Constitución de la República donde 
señala: 
 “El derecho al debido proceso y a una justicia sin dilaciones” y en lo que respecta 
a la prisión preventiva, en el Art. 24 numeral 8 de la Constitución y el Art.169 del 
Código de Procedimiento Penal (CPP) que señala “La prisión preventiva no podrá 
exceder de seis meses, en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un 
año, en delitos sancionados con reclusión. Si se excedieren esos plazos, la orden de 




2.4.1. PRINCIPIOS DENTRO DEL PLAZO RAZONABLE 
Presunción de inocencia.- este principio está consagrado en la propia Convención Americana 
en el Art. 8.2. “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se establezca legalmente su culpabilidad”. No pueden sostenerse que un individuo que 
permanece detenido por un período excesivo sea considerado como inocente, peor aún si su 
prisión preventiva se acerca a la condena prevista para el delito que se le imputa. Esta 
presunción de inocencia se torna cada vez más vacía y finalmente se convierte en una burla 
cuando la detención previa al juicio es excesivamente prolongada dado que, a pesar de la 
presunción se está privando de la libertad a una persona todavía inocente. Por ello la presunción 
de inocencia manda a las autoridades judiciales a no iniciar el procedimiento penal con la idea 
de que el detenido ha cometido la infracción acusada; a no permitir que la carga de la prueba 
recaiga sobre el detenido sino sobre la acusación; y a reconocer que en el caso de resultar 
necesaria la privación de la libertad, la posición jurídica del procesado sigue siendo la de un 
inocente. (CIDH inf. 12/96, 1996) 
Principio de legalidad.- establece que el estado proceda al enjuiciamiento penal de todos los 
delitos tipificados dentro de su ordenamiento jurídico. Sin embargo, esto “no justifica que se 
dedique un periodo de tiempo ilimitado a la resolución del asunto”. de otro modo, “se asumiría de 
manera implícita que el Ecuador siempre enjuicia a culpables y que, por lo tanto, es irrelevante el tiempo 
que se utilice para probar la culpabilidad” (CIDH inf. 12/96, 1996).  
Debe preferirse los valores del garantismo y la persona humana, por sobre los fines de la persecución 
penal y los criterios defensistas y peligrosistas, lo que lleva al estado a organizar todo su aparato 
gubernamental con el fin de garantizar este derecho. (Gallardo Frías)   
Derecho a la Defensa.- Con el pasar de los días, el derecho a la defensa del acusado se ve involucrada 
ya que a medida que transcurre el tiempo “aumentan los límites de riesgos aceptables que se calculan en 
la capacidad del acusado para presentar pruebas y contra-argumentos, disminuye la posibilidad de 
convocar testigos y se debilitan dichos contra-argumentos” (CIDH inf. 12/96, 1996).  
Una prolongación irrazonable de la medida cautelar podría producir una presión sobre el juez 
que conoce la causa, “en el sentido de adecuar una sentencia condenatoria a la situación de hecho que 
está sufriendo el procesado, aunque los elementos de convicción no sean contundentes”. En otras 
palabras, desconociendo el derecho a la defensa del detenido, derecho que está consagrado en 
nuestra Constitución en el Art. 24 numeral 10. 
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La propia ONU ha considerado que se ve afectado el derecho a la defensa por que “las 
condiciones que rigen la prisión preventiva hacen que sea difícil comunicarse efectivamente con su 
abogado, y las reuniones con los abogados tienen lugares en zonas del establecimiento  penitenciario o 
bajo la supervisión de vigilantes, que puede intimidar al recluso”. (Subdivisión de prevención del delito y 
justicia penal, 1994)  
También cabe mencionar que no existen suficientes defensores públicos que los ayuden, y los 
pocos que hay están sobrecargados de trabajo. 
El derecho a la libertad personal no es un derecho absoluto, ya que puede verse limitado en 
varias circunstancias, tales como:  
 Cuando medie una orden judicial de prisión preventiva 
 Cuando las circunstancias del caso ameriten una detención inmediata –delito flagrante- 
siempre que dichas circunstancias estén expresamente establecidas en la ley. 
 Cuando exista guerra, peligro público u otra emergencia que amenace la independencia 
o seguridad del Estado siempre que se cumplan los requisitos establecidos en las leyes 
internas y en los convenios Internacionales. 
La Constitución reconoce el derecho a la libertad en su Art.66 numeral 9. A su vez, la 
Convención Americana trata este derecho en su Art.7, el cual, a pesar de referirse a personas 
detenidas o retenidas, no se limita exclusivamente la detención por motivos penales, sino a 
cualquier tipo de privación de libertad, ya sea como consecuencia de un delito. 
Para establecer  si la prisión preventiva se ajusta a los términos del Art.7.5 de la Convención 
Americana, la CIDH ha realizado un análisis que se divide en dos: 
1.- las autoridades competentes deben justificar la privación de libertad utilizando 
criterios pertinentes y suficientes. 
2.- únicamente si los criterios utilizados son suficientes y pertinentes, la CIDH 
podrá analizar si se procedió con “diligencia especial” y si el periodo de detención 
no fue excesivo. (CIDH inf. 12/96, 1996) 
La decisión de un juez o un tribunal de privar de la libertad a una persona no es una obligación 
sino una facultad, y además, no está sujeta a un simple o superficial criterio de valoración, sino 
a una motivación que exprese elementos objetivos de convicción, (en este sentido, el Art. 76 
numeral 7 literal l de la Constitución dispone: “Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser 
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motivadas. No habrá motivación si 3n la resolución no se enuncian las normas o principios 
jurídicos….”), elementos que la CIDH ha denominado como criterios pertinentes y suficientes; 
es decir, la necesidad de la medida cautelar deberá exclusivamente basarse en criterios 
pertinentes y suficientes para que el acusado no pueda evadir la justicia, obstaculizar la 
investigación preliminar intimidando a los testigos o destruyendo evidencia, reincidir en la 
comisión de nuevos delitos, o poner en peligro el orden público. No obstante, la mera sospecha 
de culpabilidad no es criterio suficiente para la continuación de la medida ya que las autoridades 
competentes deberán producir otros elementos adicionales para otorgar validez a la prisión 
preventiva luego de transcurrido cierto tiempo. 
En el caso de peligro de fuga la CIDH ha tomado en cuenta  la seriedad del delito y la eventual 
severidad de la pena, también “los valores morales demostrados por la persona acusada, su 
ocupación, bienes que posee, vínculos familiares y otros motivos que le mantendrían en el país”. (CIDH, 
Inf.Nº 2/97) 
El Estado puede adoptar otro tipo de medida cautelar para asegurar la comparecencia del 
inculpado, que no signifique mayor restricción de su libertad personal; por ejemplo, la 
prohibición de salida del país, el depósito del pasaporte, fianzas, etc. 
En los Arts. 543 y 653 del COIP se desarrollan una serie de circunstancias en las cuales la 
prisión preventiva puede ser revocada, suspendida o sustituida por otras medidas menos 
gravosas. 
Ni la gravedad del delito, ni la severidad de la pena justifican por solas una prisión preventiva 
prolongada, debe existir suficiente evidencia del peligro de fuga del acusado o que éste llegue a 
convertirse en un riesgo significativo para la sociedad. 
Si es que hay indicios de criminalidad, pero está segura la presencia del procesado y la no afectación del 
proceso, puede decretarse una medida sustitutiva o dejarse al procesado en libertad simple o bajo 
promesa. (Bovino) 
Por esta razón deben tener en cuenta otras circunstancias relativas, en especial, al carácter del 
interesado; así por ejemplo, su moralidad, domicilio, profesión, vínculos con el exterior, etc. 




Nuestro ordenamiento jurídico diferencia la duración de la prisión preventiva entre los delitos 
sancionados con prisión de los delitos sancionados con reclusión. Esta separación es, en gran 
medida, una proporcionalidad entre pena y prisión preventiva. 
2.4.2 PRINCIPIOS DEL PROCESO PENAL 
 
Art. 5 del Código Orgánico Integral Penal nos manifiesta que: El derecho al 
debido proceso penal, sin perjuicio a otros establecidos en la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales ratificados por el Estado u otras normas jurídicas, se 
regirá por los siguientes principios: 
a.- Principio de Legalidad.-  No hay infracción penal, pen, ni proceso penal sin ley 
anterior al hecho. Este principio rige incluso cuando la ley penal se remita a otras normas 
o disposiciones legales para integrarla.  Concordancia Constitucional Art 76 numeral 3. 
b.- Principio de Favorabilidad.- En caso de conflicto entre dos normas de la misma 
materia, que contemplen sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos 
rigurosa aún cuando su promulgación sea posterior a la infracción. 
c.- Principio de Duda a favor del reo.- La o el juzgado, para dictar sentencia 
condenatoria, debe tener el convencimiento de la culpabilidad penal de la persona 
procesada más allá de toda duda razonable. Concordancia Art. 34,52 COIP / Código 
Orgánico de la Función Judicial Art. 15 inc. 2. 
d.- Principio de Inocencia.- Toda persona mantiene su estado jurídico de inocencia y debe 
ser tratada como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario. 
Concordancia Constitución Art 76 numeral 2 / CPC 269. 
e.- Principio de Igualdad.- Es obligación de las y los servidores judiciales hacer efectiva la 
igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger 
especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancias de vulnerabilidad. 
f.- Principio de Impugnación Procesal.- Toda persona tiene derecho a recurrir del fallo, 
resolución o auto definitivo en todo proceso que se decida sobre sus derechos, de 
conformidad con lo establecido en la Constitución de la República, los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y este Código. 
g.- Principio de Prohibición de Empeorar la situación del procesado.- Al resolver la 
impugnación  de una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona procesada 
cuando esta es la única recurrente. 
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h.- Principio de Prohibición de Autoincriminación.- Ninguna persona podrá ser obligada 
a declarar contra sí misma en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal. 
i.- Principio de Prohibición de doble juzgamiento.- Ninguna persona podrá ser juzgada ni 
penada más de una vez por los mismos hechos. Los casos resueltos por la jurisdicción 
indígena son considerados para este efecto. La aplicación de sanciones administrativas o 
civiles derivadas de los mismos hechos que sean objeto de juzgamiento y sanción penal no 
constituye vulneración a este principio. 
j.- Principio de Intimidad.- Toda persona tiene derecho a su intimidad personal y familiar. 
No podrán hacerse registros, allanamientos, incautaciones en su domicilio, residencia o 
lugar de trabajo, sino en virtud de orden de la o el juzgador competente, con arreglo a las 
formalidades y motivos previamente definidos, salvo los casos de excepción previstos en 
este Código. 
k.- Principio de  Oralidad.- El proceso se desarrollará mediante el sistema oral y las 
decisiones se tomarán en audiencia; se utilizarán los medios técnicos disponibles para 
dejar constancia y registrar las actuaciones procesales; y, los sujetos procesales 
recurrirán a medios escritos en los casos previstos en este Código. 
l.- Principio de Concentración.- La o el Juzgador concentrará y realizará la mayor 
cantidad de actos procesales en una sola audiencia; cada tema en discusión se resolverá 
de manera exclusiva con la información producida en la audiencia destinada para el 
efecto. 
m.- Principio de Contradicción.- Los sujetos procesales deben presentar, en forma 
verbal las razones o argumentos de los que se crean asistidos; replicar los argumentos de 
las otras partes procesales; presentar pruebas; y, contradecir las que se presenten en su 
contra. 
n.- Principio de Dirección judicial del proceso.- La o el juzgador, de conformidad con la 
ley, ejercerá la dirección del proceso, controlará las actividades de las partes procesales y 
evitará dilaciones innecesarias. 
En función de este principio, la o el juzgador podrá interrumpir a las partes para solicitar 
aclaraciones, encauzar el debate y realizar las demás acciones correctivas. 
o.- Principio de Impulso Procesal.-  Corresponde a las partes procesales el impulso del 
proceso, conforme con el sistema dispositivo. 
p.- Principio de Publicidad.- Todo proceso penal es público salvo los casos de excepción 
previstos en este código. 
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q.- Principio de Inmediación.- La o el juzgador celebrará las audiencias en conjunto con 
los sujetos procesales y deberá estar presente con las partes para la evacuación de los 
medios de prueba y demás actos procesales que estructuran de manera fundamental el 
proceso penal. 
r.- Principio de Motivación.-  La o el juzgador fundamentará sus decisiones, en particular, 
se pronunciará sobre los argumentos y razones relevantes expuestos por los sujetos 
procesales durante el proceso. 
s.- Principio de Imparcialidad.- La o el juzgador, en todos los procesos a su cargo, se 
orientará por el imperativo de administrar justicia de conformidad con la Constitución de 
la república, los instrumentos internacionales de derechos humanos y este Código, 
respetando la igualdad ante la ley. 
t.- Principio de Privacidad y Confidencialidad.- Las víctimas de delitos contra la 
integridad sexual, así como toda niña, niño o adolescente que participe en un proceso 
penal, tienen derecho a que se respete su intimidad y la de su familia. 
Se prohíbe divulgar fotografías o cualquier otro dato que posibilite su identificación en 
actuaciones judiciales, policiales o administrativas y referirse a documentación, nombres, 
sobrenombres, filiación, parentesco, residencia o antecedentes penales. 
u.- Principio de Objetividad.- En el ejercicio de su función, la o el fiscal adecuará sus 
actos a un criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respecto a los derechos 
de las personas. Investigará no solo los hechos y circunstancias que funden o agraven la 
responsabilidad de la persona procesada, sino también los que la eximan, atenúen o 
extingan. 
2.5. COMISIÓN EUROPEA 
La Comisión Europea realiza una evaluación al término plazo razonable y lo considera así: 
 La naturaleza de la ofensa y la pena que se impondrá 
 Los efectos materiales, morales y de otra naturaleza de la detención para el acusado 
 La conducta del acusado 
 La complejidad del caso 
 La dificultad de la investigación 
 Actividad procesal del interesado 




Estos siete criterios se refieren a la razonabilidad de la prisión preventiva y cuatro de ellos (c, d, 
e, g) también se aplican para la evaluación de la duración del proceso. Pero la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos únicamente tomó los tres criterios de la Corte Europea de 
Derechos Humanos manifestando lo siguiente: 
“De acuerdo con la Corte Europea se deben tomar en cuenta tres elementos para 
determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la 
complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y, c) la conducta de 
las autoridades judiciales”. 
2.5.1. ANÁLISIS DE LOS TRES CRITERIOS  
Complejidad del caso 
Este criterio se puede dar en asuntos tanto de hecho como de derecho. La corte EDH señalo que 
un asunto es  
complejo “por tres razones: la naturaleza de las acusaciones, el número de 
acusados y la situación política y social que prevalecía en aquel período”. Lo que 
al final llevó al mencionado tribunal a considerar que los hechos que había que 
investigar y el procedimiento que había de seguir era algo complicado tomando el 
número de personas interesadas. (Corte IDH, caso Genie Lacayo, Sentencia del 29 
de enero de 1997, serie C,Nº.30) 
Situación diferente se presentó en la CIDH cuando ella consideró que una causa donde solo se 
juzgaba un delito (homicidio) y solo existía una víctima, hacía del caso “no complejo y de fácil 
investigación” 
Actividad procesal del interesado. 
Se refiere a la conducta procesal del interesado. Dentro de un proceso judicial un 
acusado puede tomar diferentes posturas, es decir, puede utilizar los mecanismos 
procesales que están a su disposición, pero no cooperar en las investigaciones o en 
el juicio que se están llevando a cabo en su contra o puede obstruir 
deliberadamente la investigación o el juicio. La utilización de los mecanismos 
procesales que están a disposición del interesado no puede ser considerada como una 
actitud tendiente a demorar el proceso, siempre y cuando el ejercicio de esos 




En lo que se refiere a la falta de cooperación del interesado y a su conducta obstructiva, la Corte 
EDH manifestó que no requiere del acusado una cooperación con las autoridades judiciales, 
también la CIDH reconoció que 
“el acusado que se rehusa a cooperar con la investigación o que utiliza todos los 
recursos disponibles, se está limitando a ejercer su derecho legal”. En definitiva “el 
deber de conducir un procedimiento en forma ágil y rápida corresponde a los 
órganos encargados de administrar justicia; los familiares de la víctima no están 
obligados a contribuir activamente a la agilización del proceso. Incluso si el 
denunciante tenían la obligación de rechazar esos intentos” (CIDH, Inf. Nº 52/97, 
Arges Seguira Mangas, supra nota 98).  
Víctor Manuel Rodríguez Rescia menciona: 
“Un ejercicio abusivo y de mala fe de los recursos, la interposición de recursos 
inexistentes que evidencia una clara intención de dilatar el proceso y obtener 
ciertos beneficios indirectos como, por ejemplo, la prescripción de la causa, 
conducen a que el retardo no sea justificado por que el mismo sería atribuible a su 
conducta dolosa a lo que se puede aplicar la máxima  no se puede obtener beneficio 
de su propio dolo”. (CIDH, Inf. Nº 52/97, Arges Seguira Mangas, supra nota 98) 
3.- Conducta de las autoridades competentes.- Este tercer criterio de medición del plazo 
razonable es las conductas de las autoridades competentes. Según la CIDH, este criterio se lo 
examina a la luz de las normas de procedimientos vigentes, además es necesario mencionar que 
a pesar que el proceso penal debe ser tomado en su conjunto y considerar individualmente el 
tiempo que tomaron las autoridades judiciales en realizar ciertas diligencias, siempre y cuando 
éstas influyan en el proceso como un todo y siempre que se tomen en consideración los demás 
elementos de medición del plazo.  
Con esta aclaración, se puede señalar que las autoridades competentes pueden ser responsables 
de una prolongación indebida por cualquiera de las siguientes causas:  
1.- por permitir que los procedimientos se estanquen absteniéndose de tomar 
cualquier medida sustancial en contra de ello por un periodo considerable de 
tiempo.  
2.- por tomar un tiempo excesivo en la finalización de algunas diligencias.  
3.- por prolongar los procedimientos realizando diligencias innecesarias; y,  
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4.- por permitir que las partes procesales prolonguen el proceso (Stavros, pág. 99 y 
100).  
Dentro de este punto encontramos cuatro conductas que son: 
 Permitir que los procedimientos se estanquen.- esto quiere decir que cuando los jueces y 
autoridades que dejan pasar el tiempo sin tomar ninguna acción en contra de ello, son 
responsables de las demoras en la causa. 
 Excederse en la tramitación de diligencias.- también tomar un tiempo excesivo en la 
tramitación de algunas diligencias ha sido considerado como violatorio de los tratados 
internacionales, así por ejemplo, la Corte EDH señala que: la responsabilidad de la 
lentitud apreciada pesa esencialmente sobre las autoridades judiciales. En particular, el Fiscal 
dejó pasar más de un año y medio antes de dirigirse al tribunal de Casación para solicitar la 
designación de la jurisdicción de instrucción competente” (Corte EDH, Caso Tomasi, supra 
nota 119.)  
 Realizar diligencias innecesarias.- Las autoridades judiciales deben abstenerse de 
realizar diligencias que no contribuyan efectivamente con la realización del proceso. El 
juez, dentro de su sana crítica, calificará cuáles son las diligencias que necesariamente 
se deben realizar y evitará por todos los medios que se realicen actos procesales ajenos 
a la consecución de los fines del proceso. 
 Permitir que las partes prolonguen el proceso.- Los jueces y demás autoridades 
competentes tienen la obligación de rechazar cualquier intento de las partes procesales 
de demorar el juicio. peticiones, prórrogas, solicitudes, recursos y demás mecanismos 
procesales y extraprocesales que sean infundados y que no presenten perspectivas de 
éxito, deben ser rechazados inmediatamente por las autoridades competentes para hacer 
operativas las garantías convencionales.  
Por otro lado, es deber de los jueces y tribunales “vigilar que en la tramitación de la causa se 
procure la mayor economía procesal” y tomar de oficio medidas tendientes a evitar la paralización 
del proceso evitando siempre el exceso. Entonces la Corte EDH ha considerado que “un atasco 
temporal de la tarea de un tribunal no compromete la responsabilidad internacional del Estado 
afectado”. Siempre que dicho atasco haya sido ínfimo y que el Estado haya realizado todo lo que 
estuvo a su alcance para sobre pasarlo. 
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Muchos Estados han dicho que se ven imposibilitados de cumplir con los preceptos del plazo 
razonable porque sus tribunales tienen “sobrecarga de trabajo”. Al respecto la Corte EDH ha 
puntualizado que tal argumento “no debe tenerse en cuenta; el art. 6.1 de la Convención EDH obliga 
a los estados contratantes a organizar su sistema judicial de tal manera que sus tribunales puedan 
cumplir cada una de sus exigencias”. (Corte EDH,Caso Franceso Lombardo, sentencia del 26 de 
noviembre de 1992.) 
Si  existe una sobrecarga de trabajo es deber del mero estado tomar cuantas medidas sean 
necesarias para permitir que sus tribunales atiendan con celeridad los casos que les ha sido 
presentados. 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en este punto señaló:  
“la gran cantidad de expedientes sin resolver por el recargo de trabajo del Poder 
Judicial no significa que el Estado se libre de su obligación de tramitar esos 
expedientes con la debida diligencia, y además tomar las medidas administrativas 
que permitan superar esta situación, ya que de ninguna manera se puede privar a 
las víctimas o a sus familiares de su derecho a un juicio justo dentro de un plazo 
razonable” (CIDH,Inf. Nº. 52/97, Arges Sequira Mangas, supra nota 98, párr. 133.) 
2.5.2. FECHA DE INICIO DEL PLAZO RAZONABLE  
Tanto para el articulo 7.5 como para el artículo 8.1 de la Convención Americana, el plazo 
razonable deberá empezar a contarse “a partir del momento en que una persona es acusada”, debe 
entenderse como acusación la notificación oficial, que emana de la autoridad competente, por la 
que se imputa haber cometido una infracción penal. (Corte EDH, Caso Baggeta, Sentencia del 25 de 
junio de 1987. Párr. 31.)    
En vista de que la garantía de ser juzgado sin demoras excesivas tiene como propósito proteger 
al acusado contra la angustia causada sobre la incertidumbre sobre su futuro y proteger sus 
intereses morales y materiales así como los de su familia, es necesario que se haga saber al 
acusado sobre la investigación que se está llevando en su contra.  
La comisión EDH ha considerado que el plazo razonable se refiere al periodo de 
tiempo que transcurre entre el momento que se presentan cargos hasta el momento 
de la sentencia. (Comisión EDH,App No1545/62 c. Austria, citado por STAVROS 
Stephanos, supra nota 32)  
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Sin embargo, la comisión EDH señalo que: 
“la detención para averiguaciones no constituye un momento a ser tomado en 
consideración no obstante la detención por sospechas sea o no ordenada por una 
autoridad competente, si constituye un punto de partida para la contabilización del 
plazo razonable, desde el momento mismo en que un individuo es detenido o desde 
el momento desde que se emite la orden, sin necesidad del que el sospechoso este 
efectivamente encarcelado, con la única condición de que el individuo esté al tanto 
que se ha emitido dicha orden en su contra”. (Puesto que la mera emisión de la 
orden no abre la contabilización del tiempo. Comision EDh, APP. No: 5765/72 
Mellin c. FRG, citado por STAVROS Stephanos, supra nota 32, pag. 79)  
2.5.3. FINALIZACION DEL PLAZO RAZONABLE 
Para determinar cuando finaliza la contabilización del plazo razonable se ha utilizado el mismo 
principio general. El plazo, en lo que se refiere al Art. 8.1 persona afectada; y en lo que se 
refiere al Art. 7.5 del mismo instrumento, cuando la persona ha sido condenada o puesta en 
libertad. 
En cuanto  a la finalización del procedimiento la corte IDH ha dicho que: 
“el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el asunto, con lo 
cual se agota la jurisdicción. Particularmente en materia penal, dicho plazo debe 
comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que 
pudieran eventualmente presentarse” (Corte IDH, Caso Suárez Rosero, supra nota 
97, párr.. 71. ).  
El Propio Comité clarificó un poco más esta idea reafirmando que el peticionario tiene derecho 
a la revisión de la sentencia y la condena sin demoras indebidas “en todas las instancias”. (Comité 
DDHH,Com. 355/ 1989, G.W.R c. Jamaica)  
Podemos observar que es necesario “tener en cuenta el conjunto del proceso desarrollado en el 
ámbito jurídico interno y la intervención en él Tribunal de apelación o de casación”, ya que según la 
jurisprudencia constante, el plazo cuyo carácter razonable debe controlarse abarca el proceso en 
su totalidad, incluyendo las instancias de apelación, hasta la fecha de la decisión que resuelve el 
litigio. (Corte EDH Caso Erhner y Hofauer, Sentencua del 23 de abril de 1987, párr. 65) 
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Un acusado no puede extender el periodo relevante a su favor por medio de apelaciones que no 
tengan ninguna perspectiva de éxito.  
En el caso de sobreseimiento provisional del proceso, en donde se suspende la sustanciación de la causa 
por cinco y tres años respectivamente, pero eso se deja abierta la posibilidad de formular nueva 
acusación. (Código Orgánico Integral Penal, 2014) Art. 247 
Mientras siga abierta esa posibilidad se seguirá contabilizando el plazo razonable porque se 
sigue afectando la situación del procesado. 
Frente a la necesidad de acudir a cortes constitucionales, la Corte EDH consideró que únicamente 
se tomará en cuenta el tiempo transcurrido en la medida en que el resultado que se obtenga en aquellas 
pueda influir en el éxito del litigio debatido ante las jurisdicciones ordinarias (Corte EDH, Caso Ruiz 
Mateos, Sentencia del 23 de junio de 1993).  
Finalmente se considera que no transcurre el plazo razonable a favor de un acusado que ha 
huido del país con el fin de evitar que un procedimiento criminal se inicie en su contra. 
En cuanto a la finalización de la prisión preventiva la Corte EDH ha concluido que: 
“En cuanto a la fecha que concluyó la prisión preventiva, la Comisión y el Tribunal 
han sostenido constantemente que ésta es la fecha en que se celebra un juicio de 
primera instancia contra el acusado. El demandante fue condenado en primera 
instancia por el Tribunal de los Criminal de Génova el 16 de marzo de 1982, y ésta 
es, por tanto, la fecha en la que la detención preventiva llegó a su fin”. (Corte EDH, 
Caso Vallon, supra nota 12, párr.50) 
En consecuencia, debo concluir que la contabilización del plazo razonable de la prisión 
preventiva termina cuando el detenido ha sido puesto efectivamente en libertad, o cuando ha 
sido condenado por medio de sentencia  firme; y no cuando media una sentencia sin ejecutoriar 
por existir algún recurso pendiente. 
El término plazo razonable engloba los siguientes derechos. El derecho a ser juzgado con 
rapidez y prontitud o ser puesto en libertad, y el derecho a ser oído por un juez o tribunal 
competente sin dilaciones indebidas. 
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Si una persona permanece detenida por un tiempo excesivo, su derecho a la presunción de 
inocencia se ve quebrantado. Porque es deber del Estado juzgar prontamente a un individuo o 
dejarlo en libertad cuando la medida cautelar se le ha impuesto ha dejado de ser razonable. 
El Estado según el principio de legalidad, debe proceder al enjuiciamiento penal de todos los 
delitos tipificados dentro de su ordenamiento jurídico, esto no justifica que se dedique un 
periodo de tiempo limitado a la resolución de las causas, porque se asumiría que el Estado 
siempre enjuicia a culpables y que, por lo tanto, es irrelevante el tiempo que se utiliza para 
probar la culpabilidad.  
Al pasar el tiempo también vulnera el derecho a la defensa del detenido. La presentación de 
pruebas y testigos de descargo se vuelve más dificultosa y se crea una cierta convicción en el 
juez de ajustar su resolución a la situación de facto por la que se está atravesando el acusado. 
Además en varios casos, la comunicación con la asistencia letrada se vuelve ardua y dificultosa. 
Para establecer si la duración de la prisión preventiva se ajusta al plazo razonable es necesario 
hacer un doble análisis. Primero se debe examinar si las autoridades competentes se han servido 
de criterios “pertinentes y suficientes” para justificar la aplicación y mantenimiento de la 
medida cautelar. En segundo lugar, y únicamente si los criterios utilizados son suficientes y 
pertinentes, se debe observar si se procedió con “diligencia especial”. 
Los criterios pertinentes y suficientes son: sospecha de que el detenido ha cometido una 
infracción, y sospecha de que el acusado pueda evadir la justicia, obstaculizar la investigación 
preliminar intimidando a los testigos o destruyendo evidencia, reincidir en la comisión de 
nuevos delitos, o poner en peligro el orden público. 
La sospecha de que el acusado ha cometido un delito es una condición indispensable para la 
aplicación  y continuación de la prisión preventiva. De lo contrario, ésta sería ilegal y arbitraria. 
Las sospechas deben ser lo suficiente contundentes como para convencer a un observador 
objetivo, pero no necesariamente del mismo grado como las que se necesita para llamar a juicio 
o sentenciar. 
La seriedad del delito, la severidad de la pena, el carácter del acusado y sus ataduras con el 
medio que le rodea son factores que se consideran a la hora de medir el peligro de fuga. Con el 
transcurso del tiempo el peso de estas consideraciones necesariamente decrece y es 
indispensable que las autoridades judiciales justifiquen el mantenimiento de la prisión 
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preventiva con otros criterios o la sustituyan con otras medidas de igual eficacia pero menos 
gravosas. 
La necesidad de preservar el orden público sólo podrá ser utilizada como criterio de 
justificación de la prisión preventiva si está probada en forma objetiva y concluyente, y si la 
amenaza contra el orden público es efectiva y continúa siéndolo a los largo del encarcelamiento. 
No es posible que los órganos internacionales establezcan la razonabilidad del plazo en 
abstracto. Sin embargo, la legislación interna de cada país si puede hacerlo. Esto no significa 
que el plazo sea razonable, es necesario hacer un análisis profundo, tomando en consideración 
las circunstancias específicas de cada caso en particular. 
Las autoridades judiciales son las principales encargadas de velar porque el proceso sea 
expedito. Todo tipo de actuación u omisión de su parte que contribuya con la demora procesal 
comprometerá la responsabilidad internacional del Estado. 
Corresponde a los peticionarios probar la violación de los Arts. Convencionales y presentar todo 
tipo de documentación y evidencias que sustenten su posición. Sin embargo, si es el Estado el 
único tenedor de la información requerida, corresponderá a éste probar su no violación a la 
Convención Americana. 
El plazo razonable deberá empezar a contarse a partir del momento en que una persona es 
acusada o detenida, entendiéndose como acusación a la notificación oficial, que emana de la 
autoridad competente, por la cual se imputa haber cometido una infracción penal. En el campo 
civil, el plazo razonable inicia con la presentación de la demanda ante la autoridad competente. 
La finalización del conteo del plazo razonable se da con sentencia de última instancia que pone 
fin al proceso, o con la liberación del procesado. 
Si existen prisiones preventivas simultáneas por los mismos hechos, se contabilizarán 
conjuntamente; en cambio, si son por hechos distintos, se contabilizarán por separado. De la 
misma manera, si una persona recobró su libertad por caducidad de la medida cautelar, el 
Estado no podrá volver a dictarla porque ya agotó su potestad para ello. 
El plazo razonable constituye una garantía judicial aplicable tanto al acusado como al acusador. 
Al primero, con el fin de evitar que las cargas del proceso se prolonguen innecesariamente en su 
contra; y al segundo, con el fin de sancionar a los responsables y obtener una indemnización. 
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El acatamiento del plazo razonable también es una cuestión de admisibilidad. En este sentido, 
no es necesario esperar la finalización de una causa penal que ha demorado excesivamente para 
poder presentar una petición ante la Comisión Interamericana. 
Se supone que los órganos internacionales resuelvan peticiones que a ellos se presentan de una 
manera rápida, para que no ocurran disparates como el que un órgano internacional sancione a 
un Estado por irrespetar el plazo razonable, cuando el propio órgano internacional ha demorado 
igual o mayor tiempo en solucionar la cuestión. 
2.6. CASOS ESPECIALES 
Se ha usado en nuestro país para evadir efectos de los Arts. 77 núm. 9 de la Constitución y el 
541 del COIP, ha sido presentar nuevos cargos contra el detenido, solicitando que se decrete una 
nueva orden de prisión preventiva, con el fin de que se inicie nuevamente la contabilización del 
plazo constitucional y legal de seis meses o un año, según el caso. 
En este supuesto cabrían dos posibilidades: 
1.- que se trate de hechos relacionados con el delito que motivó la prisión preventiva que el 
detenido está sufriendo. y 
2.- que se trate de hechos completamente nuevos. 
Hechos relacionados 
Si los hechos que se presentan están relacionados con el delito por el cual el detenido está 
sufriendo la medida cautelar y pueden ser comprendidos dentro del mismo proceso judicial, el 
tiempo de la segunda prisión preventiva debe contarse conjuntamente con el de la primera. 
Si se decreta una nueva prisión preventiva en hechos nuevos en contra del acusado relacionado con otros 
cargos penales, no deberá ser tomada en cuenta en la determinación del período a ser considerado 
respecto de la primera prisión preventiva. (Corte EDH, caso Herczegfalvy, párr. 58.) 
2.7. OPINIONES EXPERTOS PENALES 
Algunos expertos penalistas y ciudadanos afirman que estarían defendiendo a los delincuentes 
blindándolos por razones como: discapacidad, ignorancia del delito o estado de inconsciencia. 
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En el Art. 29 del actual del Código Penal se enumeran algunas causas por las cuales se 
disminuyen la gravedad de una infracción, se las denomina circunstancias atenuantes, por 
ejemplo si una persona que cometió un delito se presenta voluntariamente a la justicia se le 
rebaja la pena y en la propuesta de reforma se pretende incluir algunas causas más, por ejemplo 
se dice en una reforma que no será punible la conducta producida por el estado de plena 
inconsciencia, ¿Qué significa y que implica que un procesado pueda a legar plena 
inconsciencia? Los delincuentes antes de irse a robar tomarían algún tipo de licor o sustancia 
que le mantenga en estado de inconsciencia, luego se realizaría la audiencia respectiva y puede 
alegar el estado de inconsciencia y el delito quedaría en la impunidad. 
Lo mismo ocurriría en la propuesta que el acusado al cometer un delito según el posible Código 
Orgánico Integral Penal podría pedir que le disminuyan la pena alegando por haber actuado por 
violencia insuperable. En este caso no se podría hablar de violencia medida o violencia 
desmedida ¿Por qué? Porque violencia es violencia lo que sucede aquí que están plasmadas 
normas de carácter muy general. Además la propuesta incluye una salvedad para las personas 
que tienen algún tipo de discapacidad aduciendo que: no habrá prisión preventiva si el acusado 
tiene un 30% de discapacidad y si quizás se pretende salvaguardar a un grupo vulnerable no es 
menos cierto que muchos delincuentes han tenido algún tipo de discapacidad. Por ejemplo le 
pueden poner el 50% de discapacidad a un Gerente de una empresa, por decir, este ciudadano 
que va desfalcando al estado y puede defenderse con esta medida con la cual puede eludir la 
labor de la justicia en determinado momento hasta poder salir del país. 
El que mata debe de pagar su pena sea discapacitado o no ya que él puede ser autor de algún 
delito y si alegaran que son discapacitados por tener un brazo, pero roban y matan ¿se debería 
poner una pena Mínima? 
Hay que darnos cuenta que si el procesado tiene incapacidad para cometer el hecho por que va 
ser incapaz para ser sancionado. También sobre los menores de 18 años que cometen delitos el 
Nuevo Código Penal sigue proponiendo que no sean imputables pero la ciudadanía quiere que 
también sean castigados por que si no se les corrige a tiempo no podrá cambiar y justamente la 
delincuencia se inicia desde ahí. 
Estas propuestas de esta reforma no reflejan la realidad de Ecuador, ya que los Asambleístas han 
tenido la premura, no han tomado seriedad al tema ya que son temas de política penal y política 
criminal, esto no se debería tomar a la ligera, de solamente tomar una decisión y ya, hay que 
esperar el debate para reformar lo que se debe reformar. 
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El Dr. Bolívar Vergara ex – magistrado de la Corte Suprema  de justicia y catedrático en esta 
materia nos manifiesta que: “ cuando se dicta una ley especialmente en materia penal de aspecto 
sustantivo , se lo dicta en un plano general y una política criminal que diseña el Estado; creo que 
en nuestro país algunas leyes surgen mediáticamente por dar una respuesta a ciertos problemas 
sociales, evidentemente la delincuencia es un fenómeno social de gran trascendencia, que se 
transforma muchas veces en la gestión principal o la aspiración principal de la ciudadanía para 
que resuelva el gobierno. Así se pierde la idea central de diseñar la política criminal y creo con 
toda franqueza que eso es un grande error que comete el Estado, evidentemente la norma penal 
debe reflejar la tabla ético valorativa que tiene una sociedad en un momento determinado, 
histórico y lógicamente también normas que el estado necesita implementar para mantener el 
orden y su subsistencia y el cumplimiento de sus fines. Esa es la idea central y por lo tanto la 
pena va reflejar lo que la colectividad, la sociedad crea los delitos, es decir, la sociedad es la que 
le da los elementos para que el legislador establezca los tipos, las sanciones, los elementos que 
debe tener la infracción.   
Es necesario que se deba expedir un nuevo Código Penal ya que el anterior Código, es decir el 
que está en vigencia, es subjetivo, se inspiró en el Código Penal, es muy antiguo porque desde 
el siglo XIX lo hemos ido adaptando a determinadas circunstancias que se han presentado en la 
vida social que han pedido que se criminalice ciertas conductas como también se ha des 
criminalizado es decir se ha sacado del Código penal algunas conductas. 
Existe una gran preocupación de desproporción de las penas pero el Dr. Bolívar Vergara nos 
explica que se debe a una falta de coordinación y a la falta de un estudio técnico serio porque no 
se necesita traer muestras, estadísticas, ni hacer un sondeo de opinión porque evidentemente la 
ciudadanía tiene una idea clara de la gravedad de las infracciones o delitos pero en comparación 
el problema es mucho más grave porque el bien jurídico protegido, en el secuestro que tiene que 
ver con la libertad, patrimonio e integridad física, donde se busca evitar la pornografía, el abuso 
de la imagen de las personas, de los individuos de su honra o de su pudor.  
Prácticamente es una falta de técnica, una falta de conocimiento, es decir que el que redacto el 
Código lo hizo mecánicamente, honestamente hoy en día la sociedad tiene una nueva valoración  
y si viene incidencias en otro tipo de delitos o planteamientos de delitos que tiene que ver con la 
moral pública o la defensa en ciertos valores, evidentemente no tienen la misma proporción en 
comparación a los que tienen que ver con la vida,  la integridad, el patrimonio, la libertad. 
En una entrevista realizada al Dr. Mario Rodríguez Hurtado, el 29 de mayo del 2011 habla 
acerca de la prisión preventiva en el nuevo Código Penal. Y le preguntan: 
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 ¿Cuál es la regulación de la prisión preventiva en el nuevo código procesal penal? 
El Dr. Responde que la prisión preventiva es la manifestación más severa, más dura, más 
gravosa de la coerción procesal penal, se aplica como excepción de la regla de libertad del 
procesado y se aplica cuando es necesaria para salvar los altos propósitos del proceso, para que 
no haya obstáculo en la indagación o actividad de recojo de información probatoria y también 
para que se supere cualquier riesgo o posibilidad de fuga o elusión de la acción de la justicia por 
parte del procesado. Solo en esas circunstancias absolutamente necesarias por la razón misma de 
proteger los fines del proceso se puede despachar una prisión preventiva, repito y concluyo que 
la regla durante el proceso es la libertad del procesado excepcionalmente se lo puede privar de 
esta cuando hay peligro procesal para la obtención de los altos propósitos del proceso. 
¿En qué se diferencia del antiguo ordenamiento con el actual código penal? 
Hay que afirmar y señalar que el padre del código del 2004 es el código del 1991 por lo tanto las 
distancias no son muchas pero las afinidades si son varias ya que las modificaciones que le 
introdujeron ocasionaron su desnaturalización, es decir, el requisito de probable pena grave 
mayor a 4 años de privación de libertad como un presupuesto de la prisión preventiva o 
detención judicial fue modificado y se estableció solo la posibilidad de una pena superior a un 
año. Pero cuando se realizó cambios posteriores se ha restablecido el sentido proporcional y 
también racional volviendo a la fórmula original, desde ese ángulo nuestro actual Código que 
regula la prisión preventiva y su presupuesto del Art. 268 sigue en la pauta del código del 1991, 
aunque le han perfeccionado respecto al detalle de que es lo que debemos entender por peligro 
procesal, tanto de fuga, como entorpecimiento probatorio, es más y concluyo nuevamente para 
el nuevo Código el instituto de la prisión preventiva toma lo pautado en el código del 1991 pero 
lo desarrolla, lo precisa, lo detalla con un tratamiento mucho más técnico. 
¿Cuáles serían los presupuestos materiales y formales del nuevo código? 
El nuevo código nos dice: a nadie se lo puede detener si no hay graves elementos de convicción, 
indicios, información probatoria, de la existencia de un delito y de la vinculación de la persona 
procesada con este delito como autor o como cómplice; probable pena grave. Tres requisitos, 
tres presupuestos, tres entidades que deben recurrir ante la solicitud fiscal  diga que procede la 
prisión preventiva y esto cuando no se produce el juez tiene que decir comparecencia simple o 
restrictiva y estos son los presupuestos materiales. 
¿Dr. considera que solo la gravedad de la pena es suficiente para ordenar la prisión preventiva?  
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No de ninguna manera, desde el código de 1991 eso eta bien claro, porque no podemos decir 
que la probable pena es grave automáticamente hay que aducir los otros extremo, volveríamos a 
la época de los viejos códigos penales, para este cuerpo de normas bastaba que el delito 
imputado sea grave para que marche a la cárcel durante el proceso. Nuestro nuevo código 
siguiendo la pauta del código del 1991 dice todo lo contrario, hay que ver si existen suficientes 
elementos de  convicción del delito y de la relación del procesado con este delito y además el 
peligro procesal, no basta la gravedad del delito imputado para deducir lo que acabamos de 
señalar, es más,  la doctrina nos enseña de los tres presupuestos, el más importante es el peligro 
procesal, solo cuando hay peligro procesal se puede habilitar una prisión preventiva caso 
contrario es preferible no hacerlo. 
¿Qué se entiende por peligro procesal? 
Peligro es riesgo, la posibilidad de que algo se dañe, deteriore.  
¿Qué se puede dañar a través del peligro procesal los altos propósitos del proceso?  
Son dos. Primero que no se pueda indagar, pesquisar, no se pueda reunir información sobre lo 
que ocurrió y sobre quienes participaron en eso que ocurrió, a esto le llamamos peligro de 
entorpecimiento de la actividad probatoria, de diferentes maneras como: se puede amenazar 
testigos, se puede corromper testigos, se puede destruir evidencia material, se puede cambiar o 
suprimir evidencias materiales, todo esto se compone el peligro de la actividad probatoria y el 
otro riesgo peligro es la evasión de la acción de la justicia, que nos serviría si al final del 
proceso queremos poner una sanción el procesado no está presente o a logrado escapar del largo 
brazo de la justicia. Y como todos sabemos al ausente no se lo puede condenar, de manera que 
todo lo actuado en el  proceso se echaría a perder por haberse concretado ese peligro. Cuando 
ese peligro es demasiado es extremo y no se lo puede conjurar de otra manera se habilita 
despachar prisión preventiva. 
¿Cómo se vienen aplicando la prisión preventiva en el nuevo código procesal penal? 
Es algo muy importante ya que la gran diferencia por ejemplo en lima el juez en la soledad de 
su despacho con papeles reunidos en un expediente o en una suma de actas decide la situación 
de un ciudadano si va cárcel o queda en comparecencia sin oírlo, sin saber quién es, o sea a 
través de papeles. En cambio con el nuevo código tiene que haber una audiencia, un auténtico 
litigio y un torneo entre  fiscal y defensa para que el juez vea si efectivamente los presupuestos 
de la detención se cumplen y si lo correcto justo y técnico es privar de libertad al procesado por 
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razones cautelares o mantenerlo en comparecencia, es decir, audiencia frente  a escrito y palabra 
frete a expediente, eso es como se distingue la forma como se decide la prisión preventiva. 
¿Qué podría recomendar o proponer para dar solución a los problemas que se presentan en la 
tramitación en los requerimientos de prisión preventiva bajo las normas del nuevo código 
procesal penal?  
Debemos exigir que los fiscales planteen una prisión preventiva por que los periódicos los 
presionen o no porque crean que la pretendida mano dura es la solución o para que digan que 
fiscal para más reconocido y valiente. Los fiscales tienen que  dentro del marco de su 
investigación estratégica saber cuándo es conveniente pedir la prisión preventiva, como hay que 
ganar del  juez una resolución del requerimiento fiscal y como rebatir los posibles argumentos 
de la defensa y del imputado que resistirán a esa prisión preventiva, es decir hay que hacer un 
sistema técnico, sistemático o hay que ser consecuentes con la estrategia de investigación y de 
ahí obtenemos los materiales para convencer al juez y manifestarle que lo conveniente es que 
dicte una prisión preventiva. 
En definitiva se debe llamar a todos los sujetos procesales, jueces, fiscales y abogados a insistir 
en el estudio del código y en la correlación de este estudio con la práctica y así poder satisfacer 
con la necesidad de servicios con el usuario. 
2.7.1 DERECHO PENAL DEL ENEMIGO 
Máster Carlos Parma explica acerca del Derecho Penal del Enemigo, donde señala que en el año 
2001 se dio un quiebre en el Derecho Penal, se dio el caso de las torres gemelas, incita a una 
serie de penalistas donde implica el adelantamiento de la punibilidad, implica la posibilidad 
cualquier tipo de comportamiento, especialmente aquellos que están alejados de la lesión del 
bien jurídico y además implica la no reducción de la pena proporcional que da paso a una 
legislación de derecho penal a una legislación terrorista y también por supuesto la supresión o 
debilitamiento de las garantías. 
En1990 el derecho penal tiene una inclinación sobre los derechos humanos con la corte 
interamericana internacional donde se abre una puerta muy beneficiosa para el derecho penal. 
“Pero no todo es buenos vientos” para el derecho penal, en 2001 aparece el derecho penal del 
enemigo que da una vuelta al pasado parecido al sistema inquisitivo.  
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Igualmente en una entrevista realizada al penalista Dr. Gunter Jacobs manifiesta que el derecho 
penal del enemigo es un derecho penal donde se sanciona al sujeto que comete el delito y se le 
sanciona no solamente de acuerdo al delito cometido sino un pronóstico real, no de peligrosidad 
sino un evidente pronóstico de peligrosidad y que esa peligrosidad actual se la transmite 
eminentemente a futuro donde el sujeto puede cometer nuevos delitos. En cambio en el derecho 
penal del ciudadano la reacción jurídica se encuentra altamente vinculada en el hecho realizado 
en el pasado y no se tienen ninguna perspectiva de peligrosidad a futura, de manera que en el 
derecho penal del enemigo, se toma en cuenta el pronóstico de la peligrosidad futura. 
El derecho penal del enemigo no es una quimera pero lamentablemente es una realidad, en cada 
ordenamiento jurídico, se castiga también ciertos hechos donde se incluye la peligrosidad que se 
estima que el delincuente tiene a futuro donde se castiga el caso del terrorismo donde se castiga 
al terrorista en una medida que solo se puede explicar. 
Volviendo al tema de caducidad el Dr. José Vicente Andrade, Presidente de la Corte Provincial 
de Justicia del Azuay manifiesta que no existió ninguna caducidad de la prisión preventiva pero 
los argumentos que mantiene el Presidente de la República, indica que existe una gran 
inseguridad, el atribuye a las caducidades de la prisión preventiva, a que la función judicial no 
ha respondido con el reto que se le ha planteado. La polémica surge porque se interrumpe el 
proceso normal de la Constitución de Montecristi que fue aprobada por el pueblo y es una 
enmienda o corte que en caso que diera paso debe explicarnos porque enmienda o reforma, no 
significa una alteración de la estructura del estado. También se establece un derecho 
constitucional el derecho que tiene todo servidor público a mantenerse en el cargo mientras se 
demuestre su capacidad y su idoneidad. 
Ya tuvimos la obligación de analizar las preguntas formuladas en la consulta  popular que se dio 
el 7 de mayo del 2011 y principalmente a las que tienen que ver con la seguridad ciudadana, 
principalmente el caso de la caducidad de la prisión preventiva y sanción a las trabas de la 
administración de justicia. 
En esta primera pregunta se quiere establecer un mecanismo para que no se produzca la 
caducidad de la prisión preventiva por acción de una persona que está siendo procesada o por 
acción de algún juez o jueza que esté en contubernio eventualmente con esta persona procesada, 
esto parece obvio y evidente, nadie puede ser beneficiario de su propio dolo. 
Esta pregunta resulta innecesaria porque estos temas ya están planteados en las leyes del 
Ecuador, las sanciones a los jueces que actúen para que se produzca la caducidad de la prisión 
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preventiva está establecido con claridad en el Código Orgánico de la Función Judicial y de 
alguna manera es una sanción para la persona procesada que recurre a mecanismos tramposos 
para que no le salga la sentencia, también está establecido en el Código de Procedimiento Penal. 
La pregunta entonces es innecesaria e improcedente, se va a resolver el problema llevándola a la 
categoría constitucional es algo dudoso, es decir no se está afectando  al delincuente  si no mas 
al inocente. 
En la segunda pregunta establece algo arbitrario y que le deja en manos del juez o jueza de la 
aceptación de las medidas cautelares. 
 ¿Que entendemos por medidas cautelares? 
 Aquellas que sustituyen a la prisión, en lugar que una persona sea detenida en la cárcel puede 
estar detenida en su domicilio, eso se hace con las personas de edad, en el lugar de que una 
persona vaya a prisión  puede tener la posibilidad de presentarse cada ocho días al juzgado, y 
otras medidas cautelares. 
¿Será que estas medidas resolverán el tema de la inseguridad? 
No, no solamente hay que resolver los problemas de inseguridad en ese ámbito, hay que trabajar 
en muchos más ámbitos, es decir, el asunto no es represión sino más bien prevención social, el 
asunto no es más cárcel y detención sobre todo a los inocentes sino una redistribución del 
ingreso una distribución de la riqueza y dar paso a la educación , a la generación de empleo 
abundante y de calidad, en suma generar condiciones de vida para que la delincuencia no sea la 
norma en altos sectores y sea adecuadamente combatida por todos los agentes sociales, policía 
nacional, fiscales, operadores de justicia y por su puesto el resto de ciudadanas y ciudadanos 
que debemos construir una sociedad justicia sana y equitativa. 
En un programa de televisión denominado Pulso Político debatían sobre la necesidad de tener 
un sistema judicial eficiente, eficaz, transparente, oportuno y solidario.  
Donde  invitaron a dos principales actores del sistema judicial. El uno tiene que ver con Consejo 
Nacional de la Judicatura, en ese entonces el Dr. Benjamín Cevallos que era presidente y el Dr. 
Serrano Ministro de Justicia quien está liderando estas reformas, temas judiciales y legales para 
atacar la inseguridad ciudadana y alcanzar la paz en el Ecuador en ese sentido. 
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El Presidente Rafael Correa en una declaración en Quito manifestaba que  de 4000 casos de 
caducidad de la prisión preventiva 3900 están en Guayaquil. Como se puede explicar aquel 
problema de escándalo y que el Consejo de la Judicatura no hace nada. 
El presidente del Consejo de la Judicatura insiste que para mejorar la justicia es necesario 
incrementar los recursos y presupuestó unos 411 millones de dólares. Esto frente a las críticas 
del Ministro de Justicia José Serrano en el accionar de los jueces en los procesos. Pero el 
Ministro de Finanzas Patricio Rivera hace mención de que fundamentalmente necesitan que se 
mejore la capacidad de gestión para poder proceder a la ejecución presupuestaria de asignación 
de recursos adicionales. 
El propio presidente Correa manifestó que en Guayas existe el registro del 90% de los casos de 
caducidad de la prisión preventiva y nombró a varios jueces que tienen responsabilidad por esto 
y que supuestamente están protegidos, y no han sido sancionados por el Consejo de la 
Judicatura en donde el problema no es la caducidad sino la corrupción e ineficiencia de los 
jueces.  
Pero los jueces niegan tener responsabilidad directa en estos casos ya que agregan que las 
causan bajan de la salas de garantías penales casi caducadas. 
Una publicación hecha por el diario el Universo del lunes 13 de diciembre del año 2010 recoge 
las declaraciones de Presidente de la Cámara de Jueces Constitucionales Oswaldo Sierra quien 
indica que “ existen 3 salas en Guayas, las cuales atienden los casos de los 19 juzgados de 
Guayaquil, los 29 de la provincia, los 12 tribunales de garantías penales y las instrucciones de 
los 150 fiscales de la provincia”. 
En una declaración que lo recoge del diario hoy del 24 de noviembre del 2010, en donde el Dr. 
Benjamín Cevallos presidente del Consejo de la judicatura manifiesta estar de acuerdo en  
suprimir la caducidad de la prisión preventiva  y el denominado dos por uno. Pero se resalta y 
llama la atención donde indica que “ la sociedad debe organizarse, la policía debe tener mejores 
elementos para enfrentar a la delincuencia, respecto al muro de inseguridad que vive el país y 
que el porcentaje de la delincuencia no llega ni al 2% pero tal efecto se debe a que se organiza 
mejor  ”. 
Debo citar algunas cifras investigadas y que el Presidente Rafael Correa también manifestó: 
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En el 95 % de los procesos casi 4000 casos en la ciudad de Guayaquil terminan por la caducidad 
de la prisión preventiva. 
El 80% de audiencias penales convocadas fueron fallidas. 
En el 2009 la fiscalía desestimó aproximadamente 140 mil de 160 mil casos. 
40 mil causas ingresadas a los tribunales penales desde el 2002 hasta el 2008 donde solo fueron 
resueltas 23 mil, la mayoría de estas resoluciones  se dieron por que los fiscales decidieron no 
continuar con los procesos de indagación. 
En Guayas de un total de 1814 audiencias convocadas durante los primeros 5 meses del 2009 
fueron fallidas por exclusiva responsabilidad de los fiscales, esto demuestra que no solo la 
policía y la sociedad que debe organizarse si no que debe mejorar el sistema judicial. 
La sociedad debe organizarse por que no solamente hace justicia la policía, los fiscales, los 
jueces sino también los ciudadanos y los medios de comunicación. Por ejemplo en Guayaquil 
todos los días se mira una alerta que hay de uno hasta dos y tres asesinatos. En este caso a quien 
le corresponde todo el proceso de indagación e investigación primero es la policía, segundo la 
fiscalía quienes son los dueños iníciales de la acción penal, es decir, si el fiscal no formula 
cargos el juez no puede hacer nada y si el fiscal formula  cargos y solicita la prisión preventiva , 
es decir con el fin de que el procesado a través de esta medida cautelar que está llamado a juicio 
pueda presentarse a la judicatura las veces que se lo requiere, es decir no es una medida 
sancionadora, es preventiva. 
En el Código Orgánico de la Función Judicial establece que la destitución a un juez recae 
cuando exista una reincidencia por tercera vez en un año, este es un tema que se está planteando 
en la reforma. Pero en este tema de la caducidad hay algo de fondo que debe conocerlo la 
ciudadanía; cuando se lee las providencias de los jueces de los tribunales de lo penal en donde 
dictan la orden de libertad, en todos estos 4000 casos de caducidad, justamente el juez señala 
que como no ha sido responsabilidad del procesado, ni de su abogado, el tiempo que ha 
transcurrido para que se dé la caducidad de la prisión preventiva se dicta su inmediata libertad. 
Pero adicionalmente en ningún momento el juez ha sancionado al fiscal o ha llamado a la 
atención a los peritos, testigos, es decir, que si dentro del proceso no se sancionó a las otras 
partes procesales la responsabilidad la asume directamente el juez o se pretende solapar una 
responsabilidad y ni siquiera se ha llamado la atención a ninguna de las partes procesales.  
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Cuando se genera una caducidad de la prisión preventiva, el propio Código Orgánico de la 
Función Judicial habla de la suspensión, no habla de destitución y que a la tercera reincidencia 
se da la destitución. En este caso ningún juez ha incurrido en tres caducidades en un año. Estas 
caducidades se generan también en las Direcciones de rehabilitación social cuando no remiten a 
los detenidos a las audiencias por distintas circunstancias, otro asunto es la responsabilidad de la 
fiscalía, los fiscales no concurren a las audiencias y si este no acude no se puede realizar de 
ninguna manera y se irán difiriendo. Además hay responsabilidad de artificios legales, todo 
abogado lo permite en nuestro sistema procesal y puede hacer lo que le place, en una medida de 
mero trámite, puede insertar revocatoria, aclaración, ampliación, recurso de apelación. También 
hay responsabilidad de testigos donde no concurren a las audiencias porque a veces la policía 
son los mejores testigos, peritos no concurren porque no han sido notificados ya que estos son 
personas especialistas y técnicos como Psicólogos, Ingenieros Químicos, etc. En si este es el 
principal problema donde el juez debería llamarles la atención y multarlos. 
Hay que reconocer que hay una serie de barreras que impiden tener una justicia adecuada pero 
debemos centrarnos en la solución mas no en el problema  
Existe un proceso en el Consejo Consultivo sobre un plan de implementación del Código 
Orgánico de la Función  Judicial, ha sido aceptado por el presidente del Consejo de la Judicatura 
quien acude al pleno del Consejo Consultivo en donde presentan un oficio con fecha 19 de 
noviembre del 2010, firmado por el presidente de la Corte Nacional de Justicia, Presidente del 
Consejo de la Judicatura, Fiscal General del Estado, Defensor Público,  Ministro de Justicia, el 
cual está dirigido al Presidente de la República en el que consta un compromiso 
interinstitucional de coordinación que se había determinado el entorno a un plan emergente pero 
no fue suficiente para resolver el problema en el Ecuador. 
El sistema judicial ha fallado a los Ecuador no se ha aplicado adecuadamente, se dio una 
reforma penal en marzo del 2010 y se determinó que el Ministerio de Justicia debía de contratar 
una auditoría que se la encontró en la Universidad de TALCA. 
El presidente del Consejo de la Judicatura manifestaba que si no le daban 411millones de 
dólares, para satisfacer todas las necesidades de administración de justicia. 
Entonces me pregunto se necesita más presupuesto o de cómo se utilizan los recursos?  
Se creó un plan emergente con el Consejo Consultivo para realizar la depuración de causas y 
creación de juzgados en Niñez y Adolescencia, juzgados de lo penal, civil, laborales, que nos 
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permitan operar para salir de la emergencia con un presupuesto de 50 millones de dólares para 
crear 280 judicaturas a nivel nacional, 57 fiscalías, 150 defensorías públicas. 
Dentro de este planteamiento el estado otorga todos los recursos económicos que requiera la 
Función Judicial pero se ratifica que el Consejo de la Judicatura exija una rendición de cuentas 
de todos los jueces y que realmente se depure el sistema judicial. 
El Ministro de Justicia manifestaba que el Consejo de la Judicatura tiene secuestrado a todos los 
ecuatorianos porque estamos entrando en un sistema en el cual, no se sanciona a los jueces y 
que simplemente se pretende lanzar cortinas de humo por ejemplo en el caso del juez Benito 
Torres de la provincia del Oro, en donde el Consejo de la Judicatura señala que es responsable 
por la muerte y asesinato de una persona, pero sin embargo se le juzga con 15 días de 
suspensión y ese es el tema de fondo. 
La ciudadanía corre un gran peligro en las calles por la inseguridad, pero mientras se sigue 
discutiendo esto no avanzamos, lo ideal sería que se trabajara en conjunto con el Ministro de 
Justicia, el Consejo de la judicatura, la Corte Nacional de Justicia, el Legislativo y todos los que 
son actores a fortalecer este sistema judicial para garantizar la seguridad ciudadana. 
Hubo un caso que un juez dictó una medida sustitutiva por un asalto a mano armada en un lugar 
público y luego de esa medida sustitutiva, este delincuente mató y asesinó a un joven 
profesional en la ciudad de Machala, no existen jueces sancionados con severidad, en este caso 
el juez fue sancionado por el Consejo de la Judicatura en la que indica  que es responsable el 
juez por el asesinato del ciudadano y le sancionan con 90 días. El juez presenta un recurso al 
Pleno del Consejo de la Judicatura y le bajan la suspensión de noventa días a quince días, 
entonces como podemos hablar en este caso cuando en realidad los jueces deben ser destituidos. 
Pero el tema de fondo es el de realizar una auditoría para ponerse de acuerdo y actuar 
debidamente en coordinación para poder proponer e invocar a todos los Órganos de Control 
para que la ciudadanía mire si se avanza o se detiene en este asunto. 
El Estado Ecuatoriano ante la serie de insinuaciones, desinformaciones e interpretaciones y un 
claro interés para desacreditar a la consulta popular el gobierno expuso los argumentos legales 
sustentada por el secretario jurídico de la Presidencia de la República Alexis Mera ante la Corte 
Constitucional en la que mencionaba que la pregunta uno sobre la caducidad de la prisión 
preventiva no está violando el principio de la caducidad de la prisión preventiva si no que se 
está ratificando que en el Ecuador la prisión preventiva no puede ser eterna y además se ratifica 
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que debe existir un plazo razonable para el juzgamiento de una persona y no existe ninguna 
regresión de derecho es más se está manteniendo el derecho. 
La enmienda a la caducidad de la prisión preventiva propuesta por el Presidente es progresiva y 
beneficiaría de los derechos de los ciudadanos frente a la delincuencia, es decir dicha propuesta 
no es regresiva, es progresiva de derecho porque está protegiendo derechos de la colectividad y 
estamos enfrentando el caso en que una persona acusada por delito sobre los cuales hay indicios, 
existencia grave de presunción de que es autor y exista el peligro de que se fugue y en contra 
réplica de esa afectación tenemos una serie de derechos que nuestra Constitución establece que 
se están protegiendo con esta medida tal es el caso del Art. 66 en el que establece una serie de 
derechos que protegen esta medida, como el derecho a la inviolabilidad de la vida, cuanta 
persona ha matado estos delincuentes al salir de la cárcel. El derecho a la integridad personal, la 
integridad física, el derecho a una vida libre de violencia, etc. 
Para el caso de la pregunta dos se plantean dos cambios principales incrementar la detención 
para investigación de veinte y cuatro a cuarenta y ocho horas sin fórmula de juicio y cambiar el 
sistema de excepcionalidad de la prisión preventiva, es decir estamos viviendo un problema de 
inseguridad por la corrupción judicial donde todos los jueces sustituyen prisión y estos 
delincuentes vuelven a la calles a saltar o delinquir. Entonces el gobierno necesita una respuesta 
para solucionar esta preocupación y la respuesta no es meter preso a todo el mundo si no es 
mejor establecer parámetro más claro para evitar la discrecionalidad en la administración de 
justicia. 
La Carta Internacional de Derechos Humanos en el Art. 9 numeral 3 exactamente manifiesta 
que la prisión preventiva no debe ser la regla general es decir estamos cambiando de un régimen 
excepcional. 
2.8. FISCALES Y LA CADUCIDAD DE LAPRISIÓN PREVENTIVA 
Los fiscales, y no únicamente los jueces, tienen responsabilidad en la liberación de 
presos sin sentencia cuando caduca la prisión preventiva. Eso es parte de la 
conclusión a la que ha llegado el Consejo de la Judicatura (CJ), tras investigar las 
denuncias que fueron presentadas en junio de 2010 por el Ministerio de Justicia. 
(Informe del Consejo de la Judicatura. Domingo 19 de diciembre del 2010 Política.) 
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Conocer cuántos casos de caducidad de prisión preventiva se han dado durante el 2010 y por 
qué motivos ocurrieron es el objetivo de una nueva investigación que inició el Consejo de la 
Judicatura (CJ) a nivel nacional. 
La entidad, que acogió una denuncia presentada por el Ministerio de Justicia sobre caducidades 
de prisión preventiva ocurridas entre enero del 2007 y junio del 2009, también halló 
responsabilidad de la Fiscalía en la salida de presos sin sentencia. 
Así lo dijo el presidente del CJ, Benjamín Cevallos, quien visitó Guayaquil para una sesión del 
Pleno, que lo ratificó en su puesto tras haber declarado que ponía a disposición su cargo. Esto 
después de las críticas que recibió la Función Judicial, de diversos sectores, por el repunte de la 
delincuencia en el país. 
El Consejo de la Judicatura, entidad que ejerce control disciplinario sobre los operadores 
judiciales, actúa de oficio o bajo denuncia cuando hay fundamentos para presumir que algún 
servidor ha cometido alguna infracción. 
Según cifras preliminares del Ministerio de Justicia, entre enero del 2007 y mayo del 2010, se 
emitieron 4.305 boletas de excarcelación por la caducidad de la prisión preventiva en todo el 
país; la mayoría de ellas en Guayas (4.141). Por este trámite se dejaron en libertad a acusados de 
asesinatos, robos agravados, tenencia de drogas, violaciones o tráfico de personas. 
Por los casos que se investigan este año, ya se identificó a un servidor judicial contra quien se 
abrirá un sumario administrativo, dijo Cevallos. Pero no reveló su nombre. 
Comentó que en el resto del país cada dirección provincial del CJ tendrá que hacer sus propios 
informes, y remitirlos al Pleno del organismo; en este caso la jueza o juez de Garantías Penales 
o Tribunal de Garantías Penales competente, remitirá obligatoriamente e inmediatamente el 
expediente completo de cada caso al Consejo de la Judicatura, órgano que llevará un registro 
individualizado de estos hechos. 
El director del CJ de Guayas y Galápagos, Fernando Yávar, dijo manifestó que el objetivo de la 
investigación es “estudiar de oficio todos los casos de caducidad del 2010, que no están cubiertos por 
la denuncia del Ministerio de Justicia”. 
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En cuanto a los 23 expedientes administrativos que el CJ abrió en septiembre pasado contra 56 
jueces de Guayaquil, Yávar dijo que además de imputarles mora en los plazos procesales, 
también se ha detectado incumplimiento de fiscales, aunque no detalló cuántos son. 
“De los 23 sumarios, 15 ya están cerrados. En los cuales  habían méritos para abrir 
nuevos sumarios contra Salas (de Garantías Penales), y además encontramos mora 
de la Fiscalía, que generó la caducidad de la prisión preventiva, algo que no se 
había detectado antes, además encontramos casos de fiscales que no han acudido a 
5, 6 convocatorias de audiencias preliminares, no las audiencias del juicio, sino las 
que se sustancian ante los jueces”. 
Ante ese descubrimiento, la Dirección Provincial del CJ envió a la Fiscalía para que esa 
autoridad decida si sanciona o no a su funcionario. 
 “El Código Orgánico de la Función Judicial establece que el Consejo de la 
Judicatura no solamente ejerce control de los jueces como tal, sino también de 
fiscales y la Defensoría Pública; sin embargo, en la disposición transitoria se 
establece que eso lo va a hacer el nuevo Consejo, el que se elija a través de 
concurso público (realizado por el Consejo de Participación Ciudadana)”. 
Yávar también respondió a la presidenta de la Corte Provincial de Justicia del Guayas, María 
Leonor Jiménez, quien dijo: que existe una persecución contra los jueces. 
Sostuvo que “ahora ejercen el control que antes no se hacía, cuando a las denuncias no se les daban 
trámite y las quejas contra los jueces quedaban rezagadas”. 
Entre marzo de 2007 y el 13 de diciembre, el departamento de Recursos Humanos del CJ 
resolvió 3.311 expedientes en contra de jueces y operadores judiciales de todo el país por 
diferentes causas. Solo en el 2010 llegaron a 437. De estos, 359 fueron sancionados con la 
destitución y 22 con la remoción. 
2.9. EVITAR LA CADUCIDAD DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL           
PROCESO PENAL ECUATORIANO 
Los antecedentes de la prisión preventiva y de pena, los encontramos en roma, lugar donde los 
prisioneros de guerra estaban custodiados. Sin embargo, dentro de las cárceles, las personas 
podían estar también sin ligadura alguna en su cuerpo; pues en realidad, el fin principal que se 
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perseguía a través de ellas, era asegurar la validez de la duración de una detención hasta el 
cumplimiento de la condena correspondiente.  
Se llegó utilizar la prisión en forma directa, es decir, como lugar de ejecución o para cumplir 
penas de pérdida de libertad, transitorias, lo cierto es que, la prisión fue más bien vista como 
lugar de custodia que como lugar de castigo. 
La prisión preventiva suele definirse como aquella medida cautelar personal que podrá adoptar 
el juez de instrucción o tribunal sentenciador, consistente en la total privación al inculpado de su 
derecho fundamental a la libertad. 
Mediante su ingreso en un centro penitenciario, durante la sustanciación del proceso penal o 
hasta que la sentencia de instancia sea definitiva. La libertad individual garantizada 
constitucionalmente, encuentra su limitación en la figura de la prisión preventiva cuya finalidad, 
no está en sancionar al procesado por la comisión de un delito, pues está visto que tal 
responsabilidad sólo surge con la sentencia condenatoria, sino en la necesidad de garantizar la 
comparecencia del imputado al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena, por lo que 
el derecho a la libertad personal, no obstante ser reconocido como elemento básico y estructural 
del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, no alcanza dentro del mismo ordenamiento 
jurídico un carácter absoluto. 
Varias  opiniones que afirman que la caducidad de la prisión preventiva ha contribuido 
gravemente al aumento de la criminalidad y, consecuentemente, de la inseguridad pública. Es un 
tema importante que conviene examinar con extremo cuidado. Hasta 1998, la prisión preventiva 
no estaba sujeta a plazo alguno. Podía prolongarse por años y, de hecho, esto ocurría con gran 
frecuencia, al punto que, en algunos casos, la prisión preventiva excedía el tiempo máximo de la 
pena aplicable. Es decir que el preso sufría por anticipado una condena, a pesar de que se 
presumía su inocencia y que, efectivamente, en no pocos casos, luego de tantos años, se le 
sobreseía o se le absolvía en forma definitiva.  
Tal indeterminación era, por cierto, absolutamente contraria a las convenciones internacionales 
que exigen que una persona debe ser juzgada en un “plazo razonable”, como dice expresamente 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José. No se debe olvidar 
tampoco que el Estado ecuatoriano ha sido condenado en algunas ocasiones por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, precisamente por prolongadas prisiones preventivas, que 
se excedieron de cualquier plazo razonable. 
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 Es indispensable en este punto hacer una declaración paladina: la prisión preventiva no debe 
prolongarse indefinidamente; en algún momento, debe producirse su caducidad.  
Surgen varias cuestiones. La primera: 
 ¿Cuál debe ser ese plazo razonable? Es decir, en qué tiempo un detenido debe ser sentenciado.  
¿Es adecuado seis meses para los delitos menos graves y un año para los más graves? ¿O habrá 
que establecer más plazos diferenciados para el juzgamiento de ciertos delitos?  
¿Y por qué no se han respetado los plazos actualmente previstos? 
¿Y cuáles podrían ser las alternativas para evitar los incumplimientos? 
La libertad individual garantizada constitucionalmente, encuentra su limitación en la figura de la 
prisión preventiva cuya finalidad, no está en sancionar al procesado por la comisión de un 
delito, pues está visto que tal responsabilidad sólo surge con la sentencia condenatoria, sino en 
la necesidad de garantizar la comparecencia del procesado al proceso o para asegurar el 
cumplimiento de la pena, por lo que el derecho a la libertad personal, no obstante ser reconocido 
como elemento básico y estructural del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, no alcanza 
dentro del mismo ordenamiento jurídico un carácter absoluto. 
La fundamentación o motivación de las resoluciones es una garantía básica del debido proceso 
comprendida en el derecho de defensa, recogida como un derecho Constitucional en el artículo 
76, letra l del número 7: 
“Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas”…Los “fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se considerarán nulos….”  
Por su parte el Código de Procedimiento Penal Ecuatoriano es preciso al exigir que en el auto 
donde se imponga la medida cautelar de prisión preventiva se fundamente de forma clara y 
precisa los presupuestos por los que se impuso, entre otros requisitos que requiere dicho auto, lo 
cual se dispone en el artículo 168 del referido cuerpo normativo. 
 
Luego se infiere de la regulación legal analizada que no basta con alegar, por ejemplo, que 
existen razones para creer que se intentará evadir la acción de la justicia, hay que enumerarlas, 
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describirlas, explicar cuáles son esos motivos que lo conllevan a creer que el investigado 
asumirá esa conducta. El juez no puede aceptar y conformarse con decir que sospecha de la fuga 
del acusado, o sospecha que contaminará la prueba, sino que debe exponer en concreto en qué 
se basan esas sospechas, y para hacerlo debe referirse indefectible a las pruebas existentes en la 
causa y a cualquier otra evidencia derivada del comportamiento procesal del acusado que 
respalde ese juicio emitido, sin que con ello se lesione el principio de inocencia, dado que como 
medida cautelar, la detención provisional debe encontrar pleno respaldo y justificación en el 
proceso. No son apreciaciones subjetivas del juez las que permiten limitar la libertad, son 
razones objetivas, amparadas legalmente y debidamente respaldadas en la causa y ello debe 
traducirlo y exponerlo el juez al resolver sobre la libertad. 
La necesidad de que existan medidas cautelares en el proceso penal viene dada por la 
combinación de dos factores: por un lado, todo proceso con las debidas garantías se desarrolla 
siguiendo unas normas de procedimiento por lo que tiene una duración temporal; y por otro, la 
actitud de la persona a la que afecta el proceso, que si es culpable o así se siente, su tendencia 
natural le llevará a realizar actos que dificulten o impidan que el proceso penal cumpla su fin 
(hará desaparecer los datos que hagan referencia al hecho punible, se ocultará, etc.). Por ello, la 
Ley faculta al órgano jurisdiccional a que adopte determinadas precauciones para asegurar que 
puedan realizarse adecuadamente los diversos actos que conforman el proceso, y para que al 
término del mismo la sentencia que se dicte sea plenamente eficaz. 
Cuando se habla de plazo por un año en el término de la caducidad de la preventiva, si al 
término de 1 año la persona que comete un delito podrá obtener si libertad y muchos abogados 
se prestan para que esta caducidad se cumpla.  
Para una audiencia deben estar presentes los testigos, los policías y el Juez de turno para ser 
debidamente sentenciado. 
Hay diferentes motivos en que una audiencia se pueda cancelar como el caso de que el preso se 
enferme, el Juez no se presente, como también los testigos o los policías quienes estuvieron en 
el lugar de lo acontecido y apresaron a la persona, es importante la declaración de los policías 
porque tienen que informar y se tiene que llevar un proceso. 
El Art. 541 del Código Orgánico Integral Penal, y el Art. 108.7 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, ya establecen la responsabilidad y sanciones a los funcionarios judiciales que 
en el proceso hayan dejado caducar la prisión preventiva. 
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Se debe también tener en cuenta que uno de los principios que rigen a la fiscalía, por decirlo así, 
es que se debe llevar adelante un proceso penal con mínima intervención penal. Sin embargo, 
los fiscales, en la mayoría de los casos, solicitan la aplicación de la prisión preventiva con la 
sola mención de que se requiere de la inmediación del procesado al proceso y para asegurar el 
cumplimiento de la pena y nada más. Sin presentar evidencia referente a que sea cierto que hay 
razones suficientes y demostradas con evidencias de que sea necesario privar de la libertad al 
procesado, o dicho de otra forma, que el procesado no comparecerá al proceso, como dice el art. 
534 del COIP, no presenta los indicios suficientes de que es necesario privar de la libertad al 
procesado. Y obviamente la defensa y como defensores públicos, hemos contradicho esta mera 
enunciación que hace la fiscalía y hemos pedido que se actúe conforme al art. 534 numerales 1 
al 3 y en muchos casos nos han dado la razón, pero en muchos otros, al juez le ha bastado con 
solo tener un parte policial para dictar la prisión preventiva. 
En resumen, en el Ecuador la prisión preventiva debe surgir o procede por orden escrita del juez 
competente; esto asimismo por orden constitucional expresa. 
Procede en los casos por el tiempo y con las formalidades establecidas por la ley, pero parece 
existir una contradicción con el CPP, que dice en el art. 160 punto 1: el juez de garantías penales 
decidirá en audiencia oral dictar la prisión preventiva, y la comunicación de la resolución será 
oral a los sujetos procesados; se redactará un extracto de la audiencia y será suscrita por el 
secretario. 
 El problema de los plazos de la duración de la prisión preventiva debería establecerse en las 
audiencias, que para discutir la prisión preventiva, se debe discutir también la duración de la 
prisión. No puede ser que se esté en los plazos constitucionales y cuando falta un mes o unos 
días para que caduque, el juez se encuentre en apuros de fijar audiencia para que no caduque la 
prisión preventiva. Antes no le importa. En algunos casos los procesados han sido inocentes y 
duran seis meses y en los casos de delitos sancionados con prisión de un año y en los delitos 
sancionados con reclusión al resultar inocente un procesado y estar cumpliendo una pena de seis 
meses o un año según el caso. Considero que por la existencia de principios como de celeridad o 
eficacia, también deben establecerse plazos discutidos en la audiencia de prisión preventiva, 
porque conforme al art. 536 del CP literal b inciso 4, la prisión preventiva durará un plazo fijado 
por el juez para el cierre de la investigación, y el juez puede derogar la orden de prisión 
preventiva si se exceden los plazos. Tenemos la forma de aplicarla, pero no se ha estado 




 Si la libertad, es un derecho inherente a la persona humana, existen diversos instrumentos 
jurídicos internacionales que reconocen a la libertad como un derecho fundamental. La 
Declaración Universal, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, el Pacto 
de San José de Costa Rica de 1969, declararon que todo individuo tiene derecho a la libertad y 
nadie puede ser sometido a detención o prisión arbitraria, siendo el límite de la arbitrariedad las 
causas y condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados o por 
leyes dictadas conforme a ellas. 
Si bien la libertad es un derecho reconocido en las declaraciones universales y en los textos 
constitucionales, no es menos cierto que está sujeta a una serie de restricciones en la medida en 
que la conducta de las personas pueda relacionarse con el delito, es por ello que el tema se torna 
debatible al tratar de definirse los límites a esas restricciones para que no se conviertan en 
arbitrarias ni afecten las garantías de un debido proceso, uno de los pilares más importantes de 
un Estado de Derecho. 
El derecho penal pretende un fin preventivo que se aplica al margen de la pena pero que 
funciona mediante un sistema de medidas cautelares y que de manera general afectan a la 
libertad personal. 
Varias han sido los criterios para definir   las medidas cautelares, entre ellos como aquel 
conjunto de actuaciones "encaminadas al aseguramiento del juicio y a la efectividad de la sentencia 
que se dicte" (Gómez Orbaneja, pág. 17) 
El Derecho a la libertad y la Prisión Preventiva 
La Constitución comienza propugnando la libertad como el primero de los valores superiores 
del ordenamiento jurídico ecuatoriano, así lo dispone el artículo 66 de la Constitución de la 
República del Ecuador, reconociéndolo como derecho fundamental de la persona. Esta 
importancia capital de la libertad en una sociedad democrática llevó al propio legislador 
constituyente a atribuir a los poderes públicos el deber de promover, en primer término, las 
condiciones para que la libertad e igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. 
Es claro que la libertad según la propia Constitución y los Instrumentos Internacionales es un 
presupuesto básico para la eficacia de otros derechos. Doctrinariamente se advierte que la 
libertad es un valor, es un principio que motiva la acción del Estado y es un derecho porque el 
Estado diseñó un conjunto de medidas de protección a la libertad física de las personas, 
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convirtiéndose de este modo en garantías indispensables para su protección en casos de 
restricción.  
Sin embargo será Francesco Carrara, el que elevó el principio de inocencia a postulado esencial 
de la ciencia procesal y a presupuesto de todas las demás garantías del proceso. Carrara 
sostendrá que la metafísica el derecho penal propiamente dicho, está destinada a proteger a los 
culpables contra los excesos de la autoridad pública; la metafísica del derecho procesal tiene por 
misión proteger a los ciudadanos inocentes u honrados contra los abusos y los errores de la 
autoridad. De la presunción de inocencia Carrara hace derivar la carga acusatoria de la prueba, 
la oportuna intimación de los cargos, la moderación en la custodia preventiva, la crítica 
imparcial en la apreciación de los indicios.  
Es en la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, en su artículo 9, que se 
positiva la presunción de inocencia "Tout homme étant innocent jusqu'a ce qu'il ait été declaré 
ocupable" (A todo hombre se le presume inocente mientras no haya sido declarado culpable). 
Será al término de la Segunda Guerra Mundial que la presunción de inocencia adquirirá estatus 
de derecho humano en el artículo 11.1 de (La Declaración Universal de Derechos Humanos del 
10 de diciembre de 1948.), el cual dispone "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que 
se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley", norma que será 
incorporada al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a la Convención 
Americana de Derechos Humanos. 
La presunción de inocencia es así el derecho que tienen todas las personas a que se considere a 
priori como regla general que ellas actúan de acuerdo a la recta razón, comportándose de 
acuerdo a los valores, principios y reglas del ordenamiento jurídico, mientras un tribunal no 
adquiera la convicción, a través de los medios de prueba legal, de su participación y 
responsabilidad en el hecho punible determinado por una sentencia firme y fundada, obtenida 
respetando todas y cada una de las reglas del debido y justo proceso, todo lo cual exige aplicar 
las medidas cautelares previstas en el proceso penal en forma restrictiva, para evitar el daño de 
personas inocentes mediante la afectación de sus derechos fundamentales, además del daño 
moral que eventualmente se les pueda producir. 
El derecho a la presunción de inocencia constituye un estado jurídico de una persona que se 
encuentra imputada, debiendo orientar la actuación del tribunal competente, independiente e 
imparcial preestablecido por ley, mientras tal presunción no se pierda o destruya por la 
formación de la convicción del órgano jurisdiccional a través de la prueba objetiva, sobre la 
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participación culpable del imputado o acusado en los hechos constitutivos de delito, ya sea 
como autor, cómplice o encubridor, condenándolo por ello a través de una sentencia firme 
fundada, congruente y ajustada a las fuentes del derecho vigentes.  
Como señala (Ferrajoli, 1995, pág. 553),  
"el principio de jurisdiccionalidad   al exigir en su sentido lato que no exista culpa 
sin juicio, y en sentido estricto que no haya juicio sin que la acusación sea sometida 
a prueba y a refutación, postula la presunción de inocencia del procesado hasta 
prueba en contrario sancionada por la sentencia definitiva de condena". 
Ferrajoli determina que la presunción de inocencia expresa a lo menos dos significados 
garantistas a los cuales se encuentra asociada que son "la regla de tratamiento del procesado, que 
excluye o restringe al máximo la limitación de la libertad personal" y "la regla del juicio, que impone la 
carga acusatoria de la prueba hasta la absolución en caso de duda". 
El principio de inocencia busca evitar los juicios condenatorios anticipados en contra del 
inculpado, sin una consideración detenida en la prueba de los hechos y la carga de la prueba, 
como asimismo obliga a determinar la responsabilidad del acusado a través de una sentencia 
fundada, congruente y acorde a las fuentes del derecho vigentes. 
Así en el ámbito procesal, el derecho a la presunción de inocencia significa una presunción iuris 
tantum, la que exige ser desvirtuada ante los órganos jurisdiccionales a través de la actividad 
probatoria. Así toda condena debe ir precedida de la actividad probatoria que regula el 
ordenamiento jurídico, impidiendo siempre la existencia de una condena sin pruebas, 
aplicándose auxiliarmente el principio in dubio pro reo como criterio auxiliar que impone al 
tribunal la obligación de la absolución, si no obtiene el convencimiento más allá de toda duda 
razonable. 
La Constitución ecuatoriana proclama el principio de presunción de inocencia en el Art. 76 
numeral 2, señalando que “se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal 
mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”. 
Garantía explicable, mediante la cual solo habrá lugar a la imposición de la pena cuando se 
tenga absoluta certeza sobre la responsabilidad del procesado, pues se parte de una presunción 
que debe ser desvirtuada plenamente ya que en caso de duda se mantiene el efecto vinculante de 
la absolución, lo cual es procedente, más aún cuando dentro de los “Principios fundamentales” 
la Constitución en su Art. 1, proclama que “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y 
justicia”, resultaría contradictorio que en un Estado de justicia se condene a un inocente. 
142 
 
Por su parte el artículo 159 del Código de Procedimiento Penal, "las medidas cautelares personales 
sólo serán impuestas cuando fueren absolutamente indispensables para asegurar la realización de los 
fines del procedimiento y sólo durarán mientras subsiste la necesidad de su aplicación. 
Situación   que   es   asumida   con   buena   técnica legislativa   por   nuestro Código 
de   Procedimiento Penal   que en su Artículo 4   dice: 
“Todo procesado   es inocente, hasta   que   en sentencia ejecutoriada   se lo declare  culpable.” Y el 
Art. 76, numeral 2 Const. 
Estas medidas serán siempre decretadas por medio de resolución judicial fundada". 
De esta norma se deriva la obligación estatal de no restringir la libertad del procesado del 
acusado (personas que de acuerdo a antecedentes disponibles se presume con participación en el 
hecho punible), más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá 
el desarrollo adecuado de la investigación criminal y que no eludirá la acción de la justicia, 
debiendo constituir siempre la prisión preventiva una medida cautelar y no una medida de 
carácter punitivo.  
(La Corte Interamericana de Derechos Humanos) ha determinado que: 
 "se incurriría en una violación de la Convención al privar de libertad, por un plazo 
desproporcionado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido 
establecida. Equivaldría a anticipar la pena, lo cual contraviene los principios 
generales del derecho universalmente reconocidos". 
La tendencia es a fijar límites objetivos para encuadrar los plazos razonables de prisión 
preventiva, estableciéndose criterios generales más allá de los cuales la detención o la prisión 
preventiva podría considerarse ilegítima prima facie, independientemente del delito que se 
impute o de la complejidad del caso, sin perjuicio de evaluar la situación del caso particular.  
La prolongación de la prisión preventiva, con su carga natural de sospecha indefinida y continua 
sobre una persona, constituye una vulneración de la presunción de inocencia. En esta 
perspectiva, la prisión preventiva pierde su propósito instrumental de servir a los intereses de 
una buena administración de justicia, y de medio se transforma en fin, vulnerando el artículo 8.2 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Cabe precisar, sin embargo, que la existencia 
de un ambiente de creciente sospecha contra una persona en el curso del proceso criminal no es 
"per se" contraria al principio de presunción de inocencia. Tampoco lo es el hecho que esta 
sospecha creciente justifique la adopción de medidas cautelares, como la prisión preventiva, 
sobre la persona del sospechoso. 
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El principio consagra un estudio jurídico, y no una presunción legal, el procesado es inocente 
hasta que sea declarado culpable por sentencia firme, y aquello no obsta a que durante el 
proceso pueda existir una presunción de culpabilidad por parte del juez capaz de justificar ello, 
la imposición de ciertas medidas cautelares. 
En segundo lugar, si se parte de la base que toda persona es inocente hasta que exista una 
sentencia firme que lo declare culpable, toda restricción a su libertad ambulatoria, solamente se 
puede basar a título de medida de seguridad o de cautela, “cuando sea indispensable para asegurar 
el imperio de derecho, es decir la aplicación, efectiva y actual de la ley”.  
Para ser más exactos siempre debe mediar 
 “que se compruebe la necesidad, efectiva y actual, de evitar el peligro de un daño 
jurídico; ya sea por la presumible realización de actos capaces de entorpecer la 
investigación y recolección de pruebas; o por eludir el accionar de la justicia; o por 
que pueda continuar con la  ejecución hechos que alteren el orden jurídico”. 
A modo de conclusión del tema antes referido es ciertamente posición unánime en la 
doctrina   que el derecho a la presunción de inocencia exige que el Estado no condene 
informalmente a una persona o emita juicio ante la sociedad, contribuyendo así a formar una 
opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de aquella.  
La excepcionalidad de la prisión preventiva, como regla de derecho se   encuentra   descrita   en 
el   Artículo 9.3   del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
que     textualmente   dice:  
“La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la 
regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las 
diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo”. 
La Constitución ecuatoriana en estricta consonancia con la normativa internacional en su   Art. 
77, numeral 2, refiere: 
"Ninguna persona podrá ser admitida en un centro de privación de libertad sin una 
orden escrita emitida por jueza o juez competente, salvo en caso de delito flagrante. 
Las personas procesadas o indiciadas en juicio penal que se hallen privadas de 
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libertad permanecerán en centros de privación provisional de libertad legalmente 
establecidos". 
En tal interpretación, la medida cautelar de la prisión preventiva en el Ecuador es  excepcional, 
y así la excarcelación debe tomársela como regla, y solo podrá adoptarse prisión preventiva 
cuando concurran determinadas circunstancias de procedibilidad,   que 
trataremos   a   continuación.   
 La prisión preventiva se encuentra regulada en el Art. 534 del Código de Procedimiento Penal 
que establece: 
 “Cuando la Jueza o Juez de Garantías Penales lo crea necesario para garantizar la 
comparecencia de la persona procesada o al proceso y el cumplimiento de la pena, la o el 
fiscal podrá solicitar a la o el juzgador de manera fundamentada, que ordene la prisión 
preventiva, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público de la 
acción; 
 Elementos de convicción claros y precisos de que la o el procesado es autor o cómplice de 
una infracción.  
 Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privadas de libertad son 
insuficientes y que es necesaria la prisión preventiva para asegurar su presencia en el juicio 
o el cumplimiento de la pena. 
 Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a un año. 
De ser el caso, la o el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva deberá tener en 
consideración si la o el procesado incumplió una medida alternativa a la prisión preventiva 
otorgada con anterioridad. 
Fundamento de la resolución que dispone la Prisión Preventiva. 
Uno de los aspectos más debatidos en la arena internacional resulta el hecho de cómo debe ser 
redactada la resolución que impone la Prisión Preventiva. Alrededor de esto se han vertido 
numerosos criterios que siempre tienden a reforzar la tendencia a fundamentar debidamente la 
resolución basándose para ello en diferentes requisitos exigidos por ley y las particularidades de 
cada caso.  
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La fundamentación o motivación de las resoluciones es una garantía básica del debido proceso 
comprendida en el derecho de defensa, recogida como un derecho Constitucional en el artículo 
76, letra l del número 7: “Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas”. Los 
“fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos”.  
Por su parte el Código de Procedimiento Penal Ecuatoriano es preciso al exigir que en el auto 
donde se imponga la medida cautelar de prisión preventiva se fundamente de forma  clara y 
precisa los presupuestos por los que se impuso, entre otros requisitos que requiere dicho auto, lo 
cual se dispone en el artículo 168 del referido cuerpo normativo. 
El COIP en concordancia con dicho principio ha regulado en su artículo 541 , el que ha dado en 
llamar caducidad de la prisión preventiva, estableciendo   como límite a esta medida cautelar 
que ésta no podrá exceder de seis meses, en los delitos sancionados con una pena privativa de 
libertad de hasta cinco años. Ni de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de 
libertad mayor a cinco años. 
 Así una vez producida la caducidad de la prisión preventiva el Juez de Garantías Penales 
dispondrá que el procesado quede sujeto a la obligación de presentarse periódicamente ante el 
juez y la prohibición de ausentarse del país, o una sola de estas medidas si lo estimare 
suficiente, para garantizar la inmediación del procesado con el proceso. 
En cuanto a este particular quisiéramos destacar que si bien el COIP señala el término de 
caducidad de esta medida, no se establece nada al respecto de cuándo podrá dejarse sin efectos 
la misma con anterioridad a dicho término, si tenemos en cuenta que una de las características 
de estas medidas es la provisionalidad, estando sometidas pues a la regla rebus sic stantibus, 
consideramos que es atinado que debiera quedar sin efecto cuando cesen las causas que la 
motivaron, o lo que es lo mismo, cuando desaparezcan los presupuestos necesarios para 
acordarla. 
La prisión preventiva, entonces, para no vulnerar el principio de legalidad debe durar lo 
estrictamente necesario para alcanzar los fines propuestos en el proceso. Si esta rebasa el tiempo 
estrictamente razonable y el máximo establecido en la ley, la medida se convierte en arbitraria e 
inconstitucional. 
El carácter provisorio de la prisión preventiva está relacionado directamente con el derecho a un 
proceso sin dilaciones indebidas, es decir, el derecho que tiene todo justiciable a que su 
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situación jurídica sea resuelta en un plazo razonable, de acuerdo a lo estipulado en los 
Convenios Internacionales. 
El Abono de la Prisión Preventiva  
Si concluido el proceso penal, el procesado resulta finalmente condenado, aunque se haya 
intentado que la prisión provisional sea diferente al cumplimiento de una pena, es evidente que 
desde un punto de vista material se le ha privado de su libertad, por ello, el tiempo de prisión 
preventiva que hubiera sufrido, se abonará en su totalidad para el cumplimiento de la condena, 
cualquiera que sea la clase de pena impuesta.  
Se introduce en la doctrina en cuanto a la correspondencia o no entre la medida cautelar y la 
condena impuesta la clasificación de abono homogéneo, caso en que el procesado es condenado 
a pena privativa de libertad, descontándosele del tiempo de la condena lo que haya cumplido en 
prisión preventiva, compensando en especie el padecimiento de la medida cautelar.  
Las estadísticas judiciales revelan que en los últimos años un importante número de audiencias 
de juzgamiento han sido fallidas, de las cuales se argumenta que un alto porcentaje no son 
imputables a la administración de justicia, sino a otros sujetos procesales como los propios 
detenidos abogados defensores, peritos, etc. 
Necesitamos evaluar la aplicación de la ley, y ante todo develar quienes incumplen esa ley. 
La Asamblea ha legislado un Código Orgánico de la Función Judicial y cuatro reformas penales 
y el principal tema en el debate ha sido el alto índice de caducidad de la prisión preventiva y los 
problemas que ha generado la sustitución de la prisión preventiva con medidas cautelares como 
la prisión domiciliaria entre otras. 
La suspensión del plazo de la caducidad.- En el Art. 541 del Código Orgánico Integral Penal 
claramente las causales para la suspensión de este plazo y por lógica se deduce que no ha habido 
una aplicación cabal por parte de los operadores de justicia de la disposición de este artículo 
cuando las audiencias han sido fallidas por acción del acusado, del abogado defensor, de 
testigos y de peritos.  
Necesitamos conocer entonces la acción de los operadores de justicia respecto a la suspensión 
del plazo de caducidad de la prisión preventiva en todo el país dictadas por los jueces penales 
como por los Tribunales de garantías penales. 
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Por todo lo expuesto a fin de hacer efectivo el principio de responsabilidad y debida diligencia 
de los servidores judiciales en los procesos penales a su cargo es urgente que esta Asamblea en 
función de su potestad fiscalizadora y Control Político, confiera un plazo perentorio de 60 días 
al Consejo de la Judicatura, para que realice una auditoría exhaustiva a nivel nacional para 
determinar la actuación tanto de jueces penales como de Tribunales de garantías penales que 
hayan dictado la caducidad de la prisión preventiva y la libertad de los detenidos por dicha 
causa. 
Una auditoria que deberá cumplir tres objetivos esenciales: 
El cumplimiento de los artículos 541 del Código de Procedimiento Penal referente a la 
responsabilidad oportuna de informar al Consejo de la Judicatura por parte de jueces y de juezas 
sobre los casos de declaratoria de caducidad de la prisión preventiva y libertad de los detenidos 
por esta causa. 
Cumpla el objetivo de exigir el inicio de los sumarios administrativos para todos los casos en 
que se determine la responsabilidad administrativa en materia de caducidad especialmente sobre 
la suspensión de los plazos de caducidad y la prohibición de expedir medidas sustitutivas en los 
casos señalados por la ley. 
Que esta auditoría permita ejecutar e implementar políticas de evaluación y control a jueces y 
como lo indica el art 264 numeral 17 del Código Orgánico de la Función Judicial y en el mismo 
plazo perentorio que el Consejo de la Judicatura proponga y se promulgue el Código de ética 
que exige la norma. 
Un sistema de justicia no puede desenvolverse al margen de principios y reglas de conducta, sin 
sistemas de control, sin rendición de cuentas por parte de los servidores judiciales. Todo esto sin 
perjuicio de las acciones que ha iniciado el Consejo de la Judicatura.   Una defensoría técnica, 
una Defensoría Pública Nacional, que vaya de la mano con la Fiscalía General del Estado; 
somos los actores principales del proceso oral del proceso indudablemente de igualdad de 
condiciones. Hacer un trabajo respetando por supuesto las diferentes situaciones de todas las 
instituciones involucradas, pero de forma de hacer un trabajo coordinado. 
Una de las grandes ideas es que: 
 se elimine la caducidad y la sustitución de la prisión preventiva. Recordemos, antes 
que nada, que la prisión preventiva no es una pena, sino una medida que impone el 
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juez para asegurar que el procesado comparezca durante el juicio penal, cuando 
aún no se ha resuelto sobre su culpabilidad. (Yépez Martínez, 2010) 
La Corte Interamericana ha condenado a Ecuador a pagar indemnizaciones millonarias por 
irrespetar garantías fundamentales en materia de prisión preventiva. 
El problema del asunto no está en ningún defecto de nuestras leyes, sino en la inoperancia, la 
ignorancia y la corrupción de nuestros policías, nuestros fiscales y nuestros jueces. 
El problema no es que se pueda sustituir la prisión o que caduque en un año, sino que los jueces 
sustituyen cuando no deberían o que se confabulan con los fiscales o los abogados de los 
delincuentes para dejar pasar el tiempo exacto para que el acusado salga libre. El problema es 
que en Guayaquil, por ejemplo, debería por lo menos duplicarse el número de jueces de 
garantías penales para que puedan despachar a tiempo todos los juicios. El problema es que no 
hay suficientes policías, que no tienen suficientes equipos o que muchos están asociados con los 
criminales.  
El verdadero enemigo, por tanto, no es la ley penal, sino la ineficiencia y la corrupción judicial, 
fiscal y policial. Contra un Consejo de la Judicatura que destituye jueces cuando y como le da la 
gana; contra una Función Judicial corrupta; contra una Corte Nacional; y contra un gremio de 
abogados que no solo calla, sino que lucra de la podredumbre en que está sumido el sistema de 
justicia.  
Mucha gente se iría presa en este país si, de la noche a la mañana, todos los jueces, fiscales y 
policías se volvieran honestos, sabios y valientes. 
Hoy en día  existen todas las leyes necesarias para evitar estos males, pero no se aplican. Esto 
no cambiará modificando la ley mediante una reforma que tampoco se aplicará. 
El Consejo de la Judicatura de Transición –desde el 26 de julio de 2011 hasta el 01 de diciembre de 
2012− ha atendido 1.916 expedientes, y de ellos, ha resuelto 1.300, en 17 meses de gestión. 
Del total de expedientes resueltos, 431 corresponden a destituciones, 318 a suspensiones y 190 a 
multas. La mayoría de estos casos se visibilizan en las provincias de Guayas, Pichincha y 
Manabí. 
También se han tramitado 613 sanciones en contra de jueces y juezas a escala nacional. De esta 
cifra, 316 han sido destituidos, 229 suspendidos, 55 multados, y 13 amonestados. 
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Las cifras evidencian que el actual Consejo de la Judicatura ha resuelto más sumarios 
disciplinarios que el total de aquellos registrados hace cinco años. Durante el 2007, se 
resolvieron 1.216 sumarios; un año más tarde se analizaron 1.211; mientras que entre el 2009 y 
2010 se tramitaron apenas 1.076 casos. 
El presidente Rafael Correa culpa a los jueces de corrupción al dejar libres a los asesinos. 
Rechaza que el Consejo de la Judicatura (CJ) no sancione a estos jueces y exhorta al Consejo de 
Participación Ciudadana para que apresure la elección de los nuevos miembros del organismo.  
El Ministro de Justicia, José Serrano, sostiene que las cifras de la caducidad de la prisión 
preventiva son contundentes y otorgan la responsabilidad a los jueces. 
En la realidad la medida de aseguramiento privativa de la libertad es una negación de la 
presunción de inocencia y como tal debería ser desterrada de la legislación. Este principio posee 
una gran universalidad en cualquier sistema penal que es considerado como un principio 
constitucional y la privación de la libertad como medida de aseguramiento dentro del proceso 
penal. 
Tal es el caso de la prisión preventiva, encarcelamiento preventivo u otras denominaciones 
internacionales se entenderán como el encarcelamiento de un ciudadano por la sola sospecha de 
culpabilidad antes de ser condenado. 
En el Código de Procedimiento Penal de Colombia, en el artículo 308 exige lo siguiente: 
1.- Evitar que el procesado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 
2.-  Cuando construya un peligro para la seguridad de la sociedad o la víctima. 
3.- Cuando resulte probable que no comparecerá al proceso o no cumplirá la sentencia. 
 
Dentro del garantismo penal, la presunción de inocencia es un principio fundamental de civilidad 
(Ferrajoli; 1995). 
La presunción de inocencia, como derecho natural e imprescriptible de las personas, se instauró 
en el Art. 9 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, promulgada en 
Francia el 2 de Agosto de 1789, votada por la asamblea nacional constituyente formada tras la 
reunión de los Estados Generales durante la Revolución Francesa. Desde entonces, la 




La libertad también fue considerada derecho natural e imprescriptible en el Art. 4 de la misma 
declaración, a partir de allí, se establecieron garantías para protegerla. 
En Colombia se permite que el procesado se recluya preventivamente en una cárcel para 
salvaguardar posibilidades de preservación de la prueba, protección de la comunidad especial, 
de la víctima y todo esto está por encima del principio de inocencia. Y una vez violentada la 
presunción de inocencia, cualquier suposición es buena y admisible al momento de imponer la 
prisión preventiva, pues cuidando la seguridad de la sociedad, de la administración de justicia o 
de la comparecencia del  reo y teniendo un presunto culpable, puede garantizarse el arresto 
preventivo. 
2.10. PLAZO RAZONABLE Y PRISIÓN PREVENTIVA A LA LUZ DE LA           
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Plazo razonable. Regulación de la garantía 
Desde un punto de vista dogmático: 
 “un proceso penal cuya tramitación supera el plazo razonable, esto es de duración 
excesiva, no sólo lesiona el derecho del imputado a ser juzgado rápidamente sino 
que también afecta a todos y cada uno de sus derechos fundamentales y sus 
garantías procesales reconocidas en la Constitución. Como consecuencia, si el 
proceso se prolonga indebidamente todas sus reglas de funcionamiento acabarán 
distorsionando su derecho a un juicio rápido y los principios elementales de la 
actuación legítima del Estado”. (Zaffaroni/Alagia/Slokar, 2002, pág. 859) 
El análisis del tema; “el ejercicio de la jurisdicción en un plazo razonable” como finalidad de 
impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación sin una sentencia firme que 
defina su situación; tiene el propósito de señalar la postura de la Corte Interamericana ante la 
violación de la garantía y las oportunidades en que se ha pronunciado sobre la cuestión. 
Esta Corte, recogiendo la doctrina de la Corte Europea, ha insistido en los fundamentos a 
considerar: complejidad del asunto, actividad procesal del interesado y conducta del tribunal 
para establecer, en un caso concreto, que hubo demora inaceptable, que no se observó la regla 
del plazo razonable. 
“La razonabilidad del plazo al que se refiere ese precepto se debe apreciar en 
relación con la duración total del proceso desde el primer acto procesal hasta que 
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se dicte sentencia definitiva. La Corte se pronunció en el sentido de que, en materia 
penal, el plazo comienza en la fecha de la aprehensión del individuo. Cuando no es 
aplicable esta medida pero se halla en marcha un proceso penal, dicho plazo 
debiera contarse a partir del momento en que la autoridad judicial toma 
conocimiento del caso particularmente en materia penal, dicho plazo debe 
comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que 
pudieran eventualmente presentarse”. (CIDH. Casos Juan Humberto Sánchez 
contra Honduras, Hilarie Constantine contra Trinidad y Tobago y Suárez Rosero 
contra Ecuador.) 
Al momento de exponer una definición de “plazo razonable” la fórmula que señalaba Carnelutti 
tal vez sea la más aproximada al concepto que tratamos, aunque se debe admitir que éste 
aparece indeterminado o abierto a otras interpretaciones doctrinarias. Este autor razonaba que:  
“la fórmula justicia rápida debe tomarse con beneficio de inventario pues el 
problema de la justicia rápida plantea un problema análogo a la cuadratura del 
círculo. La justicia si es segura no es rápida y si es rápida no es segura”, y 
agregaba en su obra “hay que tener el valor de decir del proceso que quién va 
despacio va bien y va lejos. Señalaba que el proceso deriva de proceder -dar un 
paso después del otro- y se ocupa, no tanto para castigar cuanto para saber si se 
debe castigar” (Carnelutti F. , 2002, pág. 202). 
Para una mejor comprensión del tema en estudio entiendo útil el análisis de algunas normativas 
y legislaciones locales que cuentan con aprobación en la doctrina dominante las que no serán 
abordadas desde un estudio profundo dado que excedería el marco de la presente investigación. 
Por lo pronto resulta interesante cotejar los diferentes modos de regular el plazo razonable en 
nuestro derecho para posteriormente utilizar como prisma su regulación en la Corte 
Internacional de Derechos Humanos. 
Cuestiones que se abordarán en la investigación: 
a). Si el juicio prolongado que supera el plazo razonable, es decir un proceso penal de duración 
excesiva, lesiona derechos fundamentales del justiciable y sus garantías constitucionales;  
b). Si pese a su inserción en el esquema legislativo constitucional, regulado por normas ya 
mencionadas al comienzo del estudio, afecta también el principio de inocencia del procesado 
reconocido como uno de los pilares elementales del derecho procesal penal; y,  
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c). Por último el objeto de la tesis (solución del problema), es presentar una interpretación que 
cumpla con los fines de protección previstos por la norma en un marco de respeto de las 
garantías y de los principios básicos del proceso penal constitucional. 
El derecho a un juicio rápido fue específicamente definido por la Corte en el caso “Mattei” 
(Fallo: 272:188) respecto a los principios de seguridad jurídica, justicia rápida, progresividad y 
preclusión cuando argumentó que: "obedecen al imperativo de satisfacer una exigencia consustancial 
con el respeto debido a la dignidad del hombre, cual es el reconocimiento del derecho que tiene toda 
persona a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, 
mediante una sentencia que establezca, de una vez para siempre, su situación frente a la ley penal", 
concordantemente afirmó que "debe reputarse incluido en la garantía de la defensa en juicio, 
consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, el derecho de todo procesado a obtener -luego 
de un juicio tramitado en legal forma- un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a 
la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable 








 “Su lógica consecuencia eran los innumerables abusos judiciales y una exasperante lentitud en 
las decisiones”. (Ajello, 1995, pág. 17) “Este contexto había generado una crisis irreversible en 
la justicia que tenía como corolario lógico una constante agudización del gravísimo problema de 
la criminalidad”. (Pesina, 1906, pág. 541) 
Sin embargo el problema y las quejas actualmente subsisten. El fenómeno de la extensa 
duración de los procesos penales reconoce dos razones predominantemente apreciables en su 
                                                     
 
6
 En el caso luego de haberse anulado la sentencia condenatoria dictada luego de 3 años y 6 meses 
de  proceso por incompetencia de la instancia de origen, el Alto Tribunal, con mención de "Mattei", 




 En "Oñate" luego de 3 años de proceso, se arribó a una sentencia condenatoria que fue anulada por la 
Cámara por no haberse observado determinadas formalidades esenciales, llegado el caso a la Corte la 
misma anuló la sentencia que mandaba retrotraer la causa mencionando que la duración del juicio había 
sido dilatada, sobre todo por la falta de complejidad del caso. 
8
 La Corte en el caso "Mozzatti" escogió el instituto de la prescripción para canalizar la tutela a la 
garantía que tratamos. Dicho proceso insumió veinticinco años y la Corte declaró que la solución "no 
puede ser otra que la de declarar la insubsistencia de todo lo actuado con posterioridad al auto de 
prisión preventiva (...) en vinculación con el ejercicio de la pretensión sancionatoria (…) y atento al 
tiempo transcurrido desde esa actuación (más de veinticuatro años) término que no debe considerarse 
interrumpido por los actos procesales que se invalidan, cuadra igualmente declarar extinguida por 




problemática. La primera, determinada fácticamente, consiste en la mora constante de la 
administración de justicia penal para acabar con los procesos interminables. La segunda, de 
naturaleza jurídica, radica en que a partir de las distintas interpretaciones respecto del derecho 
del acusado a ser juzgado dentro de un plazo razonable, esencialmente jurisprudencial, hacen a 
la agudización de la cuestión. 
A éstas y a la necesidad de posibilitar que el procesado goce, como derecho fundamental, de un 
proceso expeditivo dentro de un plazo razonable y las garantías que de éste derivan  y está 
orientada la investigación. 
 “La excesiva duración de los litigios constituye uno de los mayores y más viejos males de la 
administración de justicia” (Alcalá-Zamora & Castillo, 1961, pág. 62). Por tal razón esta situación, 
además de representar una vulneración al derecho fundamental que se trata, desplaza toda 
posibilidad de sostener un escenario de seguridad jurídica. La morosidad imperante en la justicia 
penal se encuentra instalada como un problema de difícil solución, afecta la confianza del grupo 
social pero especialmente y desde un punto de visto jurídico-dogmático, instala la sensación que 
todo proceso cuya prolongación supere un plazo razonable no sólo lesiona el derecho a ser 
juzgado en tiempo mínimo sino que también favorece la situación de incertidumbre. 
Así encontramos que la cuestión de la libertad durante el proceso penal se encuentra en el art. 
7.5 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, en el art. 26 de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en el art. 9.3 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 
En los arts. 9.3 y 7.5 se detallan la excepción a esta regla, señalando que la libertad individual 
de una persona imputada de un delito puede estar condicionada “por garantías que aseguren su 
comparecencia en el juicio”9. 
Por su parte el artículo 7 de la Convención Americana dispone en su inciso 5 que: “Toda 
persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de 
un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su 
libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio”. 
                                                     
 
9
 Fórmula empleada por la Comisión Americana de Derechos Humanos. 
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La desmedida duración del proceso penal no es un problema menor, el que considero ha de ser 
tratado por la dogmática jurídica aunque algunos autores pregonan que debe ser atendido en sus 
aspectos teóricos por la política criminal. Además, el derecho procesal penal debe brindar una 
respuesta adecuada en el marco de sus principios de funcionamiento y especialmente, para 
asegurar total acatamiento del principio del Estado Constitucional de Derecho en la 
interpretación del alcance, significado y consecuencias del derecho fundamental del procesado a 
ser juzgado rápidamente. 
En este rumbo el Derecho Penal sería el núcleo básico de ese sistema jurídico que tendría eje en: 
la pena privativa de libertad, el debido proceso legal clásico y el respeto a todas las garantías 
penales y procesales. Regido por principios fundamentales como: intervención mínima 
(fragmentariedad y subsidiariedad del derecho penal); de legalidad; de materialización del 
hecho (derecho penal del hecho); de ofensividad; de responsabilidad subjetiva; de culpabilidad; 
de proporcionalidad; de igualdad y de humanidad o dignidad. Todos esos principios cuentan con 
aprobación explícita o implícita constitucional.  
El Derecho Penal material: 
 no sólo determina los límites de la punibilidad sino que al mismo tiempo tiene la 
tarea de sostener y asegurar las normas fundamentales de una sociedad 
(Prevención General Positiva). El aseguramiento de las normas supone que éste es 
realizado de la misma manera que el derecho penal alega. Si se vuelve 
desproporcionada la duración del proceso es de esperarse que todo el sistema penal 
sufra importantes perjuicios, la población espera siempre que el Estado observe las 
normas del Derecho Penal que ha promulgado. (Hassemer W. , 1981, pág. 391) 
La política criminal por su parte, debe brindar las condiciones que garanticen un enjuiciamiento 
eficaz en términos temporales para lograr la reducción del derecho penal expansivo e inflacionario, 
como así también, una necesaria reorganización judicial que permita la utilización racional de sus 
recursos.  (Jornada Nacional Universitaria de Seguridad, 2004) 
Política Criminal es Política de Estado. En palabras de Santiago Mir Puig:  
"consiste en aquel sector de la política que guarda relación con la forma de tratar 
la delincuencia: se refiere al conjunto de criterios empleados o a emplear en el 
tratamiento de la criminalidad. Cada ordenamiento jurídico penal responde a una 
determinada orientación y expresa una concreta política criminal. En este sentido, 
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la Política Criminal no es una disciplina teórica sino una orientación práctica”. 
(Mir Puig, 2001, pág. 60) 
A primera vista nada parecería más satisfactorio que el que existan criterios claros de detección 
por parte del Estado, que respondan a las necesidades para resolver los conflictos penales sin 
una excesiva duración del proceso que tanto perjudica al procesado, especialmente cuando se 
encuentra detenido. 
Para la Corte Interamericana el derecho a ser juzgado en un plazo razonable tiene como 
finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación, asegurar que ésta 
se decida prontamente, establecer un lapso preciso que constituya el límite entre la duración 
razonable y la prolongación indebida de un proceso, señalando que resulta necesario examinar 
las circunstancias particulares de cada caso. Exige que toda persona sea juzgada o puesta en 
libertad en un plazo razonable pero ello no impide que cada uno de los Estados parte adecue 
esos plazos según criterios de política criminal relacionados fundamentalmente con razones de 
interés público. 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha interpretado el término "razonable" respecto del 
plazo máximo de la prisión preventiva como así también de duración del proceso. Sobre la 
duración de la detención provisional para que viole los límites de razonabilidad del Convenio 
(arts. 5.3, 5.4, 6.1 y 6.5 del Convenio Europeo) se sometió al TEDH si el tiempo que el 
demandante pasó detenido en la República Federal de Alemania constituyó una violación del 
Convenio Europeo (art. 5.3): "toda persona detenida provisionalmente tiene derecho a ser juzgada en 
un plazo razonable o ser puesta en libertad durante el procedimiento". (Tedh caso "Wenhoff”, 1968) 
Plazos de la prisión preventiva y del proceso penal 
Fallos de la Corte 
(Carrara F. , 1976, pág. 373) Francisco Carrara respondió al abogado Gustavo Sargiargo a raíz 
de su opúsculo “Carcere preventivo e l´applicazione della pena” (octubre de 1869), respecto al 
principio según el cual en la aplicación de la pena a un condenado debe incluirse el encarcelamiento 
preventivo sufrido durante el proceso. 
Regresando a la actualidad, ha de concebirse que todas las personas, aún las sometidas a un 
proceso judicial, son inocentes hasta que no exista una sentencia judicial definitiva y firme que 
disponga lo contrario y esa sentencia debe ser la conclusión de un proceso judicial en el cual se 
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garantice al procesado el ejercicio efectivo y cierto de su derecho de defensa, el que no sólo 
comprende la de estar representado por un abogado sino de peticionar y cuestionar las 
resoluciones con la que pueda disentir, amén de ser juzgado por un tribunal imparcial. Tal 
estado de inocencia debe proyectarse incluso fuera del ámbito del proceso generando el deber 
para el resto de los ciudadanos de respetarlo. 
La llamada “presunción de inocencia” no ha tenido como fin impedir el uso de la coerción 
estatal durante el procedimiento de manera absoluta, así lo expresa el texto de la regla que 
introdujo claramente el principio, el art. 9 de la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano
10
 “Puesto que todo hombre se presume inocente mientras no sea declarado culpable, si se 
juzga indispensable detenerlo, todo rigor que no sea necesario para apoderarse de su persona debe ser 
severamente reprimido por la ley”. 
Nuestra Ley Fundamental, pese a no aceptar la aplicación de una medida de coerción del 
derecho material (la pena) hasta que exista una sentencia firme de condena, tolera el arresto por 
orden escrita de autoridad competente durante el procedimiento de persecución penal en 
aquellos casos también determinados en la ley. 
En este contexto se reconoce en doctrina y en la jurisprudencia que las medidas de restricción de 
libertad deben estar regidas por el principio de legalidad y por tanto debe estar prevista en la ley 
su limitación en el tiempo así como la duración precisa del proceso. 
Parece paradójico interpretar que el procesado debe ser juzgado en un plazo razonable, que este 
plazo no se pueda establecer en forma abstracta, que no sea  posible definirlo concretamente en 
años, meses, semanas o días y que los Estados no tengan obligación de marcar un plazo fijo.  
Pese a lo expuesto resulta incuestionable que la garantía que se trata impone la 
determinación de un plazo para la finalización de los casos penales y que es 
obligación de los Estados regularlo legalmente en su legislación y jurisprudencia, 
de lo contrario afectaría principios de orden constitucional. (CIDH,) 
“Recuérdese que aun en los casos en que las decisiones de los órganos del derecho 
internacional de los derechos humanos han afirmado la violación del plazo 
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razonable nunca han establecido: a partir de qué momento el plazo se consideraba 
sobrepasado, se limitaron arbitrariamente, a decidir que el proceso había tenido 
una duración violatoria del derecho”. (CIDH,, pág. 410) 
Entiendo que no debe ser el Tribunal Internacional quién debe fijar en tiempo el plazo razonable 
pero en la norma local si no es el legislador quién lo establece concretamente, ha de ser el juez 
quien lo determine en el proceso a modo de brindar una solución al problema que afecta el 
derecho de las personas sometidas a este tipo de enjuiciamiento. 
La sanción de esta ley (2/11/94) se vio motivada por dos razones: En primer término la indigna 
realidad de los procesados que; contrariando normas específicas constitucionales e 
internacionales; permanecían detenidos por largos períodos en espera de una sentencia que 
pusiese fin a tan prolongada incertidumbre
11
. En segundo lugar dar respuesta a la directiva del 
art. 7º inc. 5º de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa 
Rica) y al art. 9º pár. 3º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
La Corte en consecuencia no opta por precisar un plazo determinado en días calendarios o 
naturales como el máximo de duración aplicable a un proceso sino que brinda criterios que 
deben ser evaluados por la judicatura local para precisar si se afecta o no el derecho a la 
duración de un proceso en un plazo razonable, según las características de cada caso. 
2.11. Caso Tibi vs. Ecuador  (Informe de la CIDH,) 
Sentencia del 7 de septiembre de 2004, en los alegatos del caso la Comisión determinó que:  
“Después del arresto el señor Tibi permaneció en detención preventiva durante dos 
años, tres meses y tres semanas, lo que no constituye un plazo razonable de prisión 
sin condena. En este sentido, debe demostrarse que la detención estuvo bien 
fundada desde el inicio. Si la detención fue ilegal o arbitraria desde su origen, como 
en el caso del señor Tibi, ningún plazo sería razonable. Por otro lado asumiendo 
que existen sospechas razonables de la comisión de un delito por parte del acusado, 
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 El objeto de la ley 24.390 fue resolver una situación insostenible por la no observancia de tal garantía 
constitucional constantemente vulnerada debido a la excesiva extensión de los juicios penales. En su art. 
1º afirma que la prisión preventiva no podrá ser superior a dos años, prorrogable por uno más cuando la 
cantidad de delitos atribuidos al procesado o la evidente complejidad de las causas hayan impedido la 
finalización del proceso en el plazo indicado. Por otra parte el art. 7º establece que transcurrido el plazo 
de dos años previsto se computará por día de prisión preventiva dos días de prisión. Razones tales como 




el Estado debe demostrar que esas sospechas han aumentado para justificar la 
duración de la detención, es decir, debe hacer un análisis periódico de la necesidad 
y legitimidad de la medida, situación que no se presentó en el caso del señor Tibi, 
aún cuando existan sospechas suficientes para mantener la prisión preventiva, el 
Estado debe demostrar que ha tenido una diligencia especial en la investigación del 
caso, diligencia a todas luces ausente en el presente caso; los tribunales nacionales 
y posteriormente, los órganos de la Convención deben determinar si la detención de 
un acusado antes de una decisión final ha ido más allá, en algún momento del límite 
razonable” (Análisis del caso Tibi vs. Ecuador, 2004)  
Asimismo que:  
“tanto para el artículo 7.5 como para el artículo 8.1 de la Convención Americana, 
“el plazo razonable” deberá contarse “a partir del momento en que una persona es 
acusada”, entendiéndose como acusación “la notificación oficial que emana de la 
autoridad competente por la que se imputa haber cometido una infracción penal”. 
La fecha de inicio del cómputo del tiempo, en este caso, sería el 27 de septiembre de 
1995, día en el que el señor Tibi fue detenido; e) el plazo razonable del artículo 7.5 
de la Convención concluye con la prisión preventiva y el plazo del artículo 8.1 
termina con la totalidad del proceso; y la necesidad de la medida excepcional de 
prisión preventiva “se justifica por los siguientes criterios acogidos” por la 
Comisión Interamericana en el informe No. 2/97 respecto de Argentina”. (CIDH, 
Inf.Nº 2/97) 
La prisión preventiva debe sujetarse a ciertos requisitos de forma: competencia, formalidades, 
agentes de la aprehensión y contenido del auto. La detención preventiva en contra del señor 
Daniel Tibi, como medida excepcional era necesaria, conforme a los requisitos señalados, por lo 
que no existió violación alguna de derecho a la libertad personal. En estos párrafos la Comisión 
marca en forma evidente qué elementos se han de tener en cuenta para considerar razonable el 
plazo del proceso, estos son complejidad del asunto, estrategia del interesado, comportamiento 
del tribunal.” 
La cuestión del plazo razonable en este caso, así también como en otros, constituye usualmente 
uno de los puntos centrales más ‘vigilados’ por la jurisprudencia internacional de los Derechos 
Humanos. En ella se cuestiona el problema de la duración de la prisión preventiva además de la 
duración del proceso en su conjunto. “Justicia retardada, es justicia denegada” reza el viejo 
aforismo, y más aún, si quien aguarda esa justicia; que avanza con reticencia y llega muy tarde; 
se halla privado de su libertad, aparece más injusta si la privación es arbitraria. 
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Resoluciones de la Corte 
Sin perjuicio de los ya enunciados presentaré a continuación, una apretada síntesis de otras 
decisiones de la Corte Interamericana en las que se ha pronunciado y que guardan 
correspondencia con el tema en estudio. 
En el caso 
12
Genie Lacayo: 
 consideró que desde la fecha en que se dictó el auto de apertura del proceso penal, 
iniciado para investigar su muerte, habían transcurrido más de cinco años sin que 
se emitiera una sentencia firme, un lapso que rebasaba los límites de la 
razonabilidad previstos en el artículo 8.1 de la Convención. La orden de la Corte en 
este caso, exigió al Estado demandado (Nicaragua) que procure "el 
restablecimiento del derecho conculcado y, en su caso, subsanar la demora objeto 
de la violación señalada". 
Caso 
13
Suárez Rosero, la Corte advirtió que un procedimiento penal seguido en su contra duró 
más de 50 meses con lo que se excedió su derecho a ser juzgado en un plazo razonable. 
Paniagua Morales y otros, los procedimientos seguidos para investigar determinadas 
violaciones a los derechos humanos ocurridas en 1987 y 1988, no contaban con decisión final o 
aún continuaban en etapa de investigación a la fecha de la decisión de la Corte Interamericana 
(marzo de 1998), 
14
por lo que a consideración de ésta se excedió el principio del plazo 
razonable. Para la Corte la responsabilidad de esta situación recae sobre el Estado demandado 
(Guatemala) el cual "debía hacer cumplir dichas garantías", sin precisar mayores instrucciones. 
A partir de las resoluciones de la Corte Interamericana y su Comisión volcadas en el trabajo, 
considero de especial utilidad determinar con mayor claridad el modo de computar el plazo 
razonable que debe durar un proceso penal. Que por los argumentos aportados; las fechas que 
deben considerarse como inicio y final del mismo; han de variar según las circunstancias de 
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 CIDH, caso Genie Lacayo, sentencia de 29 de enero de 1997, párrafo 96. En el párrafo 81, la Corte no 
toma en consideración para este cómputo la etapa de investigación policial ni el plazo que se empleó por 
parte del Estado para formular la respectiva acusación ante el juez de primera instancia, no lo hizo 
porque estas etapas no fueran relevantes para computar el plazo razonable, sino porque en este caso la 
dilación indebida se demostraba fácilmente con el tiempo que el expediente transcurrió en el Poder 
Judicial sin que se dicte sentencia definitiva. 
13
 CIDH, caso Suárez Rosero, sentencia del 12 de noviembre de 1997, párrafo 73. 
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cada situación como se ha tenido oportunidad de apreciar en los casos citados. 
15
En este sentido 
la fecha de inicio del cómputo del plazo razonable puede ser aquella en la cual se produjo la 
detención de una persona (cuando no exista orden judicial) o la fecha de la primera resolución 
con la que se da inicio a un proceso judicial. En todo caso la Corte ha juzgado que "el proceso 
termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el asunto y según opinión de Luís 
Alberto Huerta Guerrero, “particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo 
el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse". 
En la Opinión Consultiva del 28 de Agosto de 2002
16
, referente a la situación de los menores 
detenidos en condiciones agravantes en Paraguay, manifestó que “la prisión preventiva es la 
medida más severa que se le puede aplicar al procesado de un delito, motivo por el cual deber 
tener carácter excepcional, en virtud de que se encuentra limitada por el derecho a la presunción 
de inocencia así como por los principios de necesidad y proporcionalidad, indispensables en una 
sociedad democrática” y a la vez consideró que “ la prisión preventiva debe ceñirse 
estrictamente a lo dispuesto en el art. 7.5 de la Convención Americana en el sentido de que no 
puede durar más allá de un plazo razonable, ni más allá de la persistencia de la causal que se 
invocó para justificarla. No cumplir con estos requisitos equivale a anticipar una pena sin 
sentencia lo cual contradice principios generales del derecho universalmente reconocidos”. 
Asimismo en este procedimiento entendió que era necesario conocer las particularidades en la 
aplicación de la prisión preventiva en cada caso concreto para poder determinar si se habían 
cumplido los extremos señalados por el art. 7 de la Convención. 
Derecho a la Presunción de Inocencia 
Artículo 8.2 de la Convención 
Ya he manifestado que como consecuencia de la excesiva prolongación de la detención 
preventiva, además de lesionar el derecho a la libertad personal,  se transgrede el derecho a la 
presunción de inocencia del cual goza toda persona que se encuentre involucrada en un proceso 
de investigación penal. Su reconocimiento, previsto en las normas internacionales sobre 
derechos humanos y en los textos constitucionales, obliga al Estado a tratar al imputado de 
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 “El Debido Proceso en las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, documento 
de Trabajo de la Comisión Andina de Juristas, elaborado por Luís Alberto Huerta Guerrero, 
investigador de la institución con la colaboración de Luís Enrique Aguilar Cardoso. 
 
16
 CIDH, “Instituto de Menores vs. Paraguay”. 
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forma tal que las restricciones a sus derechos se reduzcan al mínimo necesario para el desarrollo 
de los fines del proceso penal. 
El artículo 8.2 de la Convención Americana establece que "toda persona inculpada de delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad". Para la 
Corte Interamericana la presunción de inocencia (Convención Americana de Derechos Humanos) 
"subyace el propósito de las garantías judiciales al afirmar la idea de que una persona es 
inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada". 
En otro caso sometido a su jurisdicción la Corte determinó contraria a la presunción de 
inocencia la presentación de una persona ante los medios de comunicación "vestido con un traje 
infamante, presentado como autor del delito de traición a la patria, cuando aún no había sido 
legalmente procesado ni condenado". 
17
En este mismo proceso la Corte consideró que no se 
había acreditado plena prueba para determinar la responsabilidad penal del inculpado. Entre los 
elementos examinados por la Corte para llegar a esta conclusión se encuentra el texto del 
indulto otorgado a su favor por el Estado demandado (Perú), 
18
en cuyos fundamentos se señala 
que no se acreditó la participación de este último en el delito por el cual fue acusado y 
condenado (traición a la patria). 
En otra incidencia la Corte declaró la responsabilidad del Estado demandado (Ecuador) por 
violación de la presunción de inocencia debido a la prolongada detención preventiva de una 
persona, la que permaneció detenida más de tres años, y la orden de libertad dictada a su favor 
no pudo ser ejecutada sino hasta casi un año después en sus argumentos la Corte señaló: 
19
 
"De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención, se deriva la obligación estatal 
de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente 
necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia pues la prisión preventiva 
es una medida cautelar no punitiva. Este concepto está expresado en múltiples 
instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos y, entre otros, en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que dispone que la prisión 
preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general 
(art. 9.3), en caso contrario, se estaría cometiendo una injusticia al privar de 
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 CIDH, caso Cantoral Benavides, sentencia del 18 de agosto del 2000, párrafo 119. 
18
 Ibídem, párrafo 121. 
 
19
 CIDH, caso Suárez Rosero, sentencia del 12 de noviembre de 1997, párrafo 78. 
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libertad por un plazo desproporcionado, respecto de la pena que correspondería al 
delito imputado a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida. 
Sería lo mismo que anticipar una pena a la sentencia lo cual está en contra de 
principios generales del derecho universalmente reconocidos." 
La incertidumbre de la sociedad frente a la postura de reinterpretar el derecho de los acusados 
de un ilícito coloca en el centro de atención la problemática que pretende dilucidar este trabajo. 
Ya se evidencia una crítica y con ella la noción que aun pareciendo simple se torna decisiva a la 
hora de cuestionar la vulneración de la garantía, es proponer para dar satisfacción a los 
principios del Estado de derecho, de legalidad material, de nulla coactio sine lege, de respeto 
por el derecho internacional y de la división de poderes; que exigen que la duración de la 
coacción estatal que representa el proceso penal sea establecida por el legislador y no por los 
jueces; que son éstos los que en definitiva están comprometidos a ello en marco de sus poderes 
para uniformar normativamente la regla del plazo razonable. 
Esto implica la obligación del Estado de brindar a la sociedad una organización judicial y un 
procedimiento eficiente para que en un tiempo razonable el procesado pueda resolver su 
situación por medio de una resolución judicial, ello supone ejercer la jurisdicción en un plazo 
razonable y proscribir las dilaciones indebidas para no dar lugar a la arbitrariedad. Al respecto 
señala Pastor: 20“la arbitrariedad por celeridad o la arbitrariedad por retraso, pues en tanto la primera 
limita los derechos del imputado, la segunda sobrepasa el límite de duración aceptable del proceso”. 
En función de la propuesta la investigación ofrece el marco apropiado para que esos plazos sean 
establecidos adecuadamente, teniendo en cuenta los factores involucrados en la determinación 
de su razonabilidad acorde a las distintas etapas del juicio (tipo de procedimiento, complejidad 
probatoria del hecho, necesidad de producir prueba en el extranjero, dificultades en la aplicación 
del derecho al caso, cantidad de delitos, de imputados, de víctimas, etc.).  
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2.11. APLICACIÓN DE CADUCIDAD DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LA 
REALIDAD ADMINISTRATIVA DE JUSTICIA PENAL EN EL ECUADOR 
2.11.1. EL ROL DE LOS ADMINISTRADORES DE JUSTICIA PENAL COMO         
GARANTES DE LA CONSTITUCIÓN. 
La pretensión de nuestro sistema acusatorio de procedimiento penal es que sea oral y que los 
sujetos procesales asuman el rol que les corresponde, esto es que la fiscalía trabaje en 
coordinación de la policía judicial, a fin de que den impulso a las causas y los delitos de acción  
pública que vienen a su conocimiento. 
La Policía Judicial debe ser un organismo técnico, de una óptima vocación y 
preparación profesional ya que esta entidad que brinda asesoramiento a la fiscalía 
para determinar el grado de responsabilidad del procesado siempre respetando los 
derechos fundamentales de los procesados y las normas del debido proceso para 
establecer evidencias y elementos de convicción previos al inicio de un proceso 
penal.  (Zambrano, pág. 22) 
De no encontrar pruebas o elementos de convicción suficientes que permitan determinar la 
comisión de un delito de acción pública, no puede haber proceso penal. La resolución fiscal 
debe contar con suficientes bases para sustentar su dictamen, el mismo que deberá ser 
acusatorio dentro de la etapa de instrucción fiscal, se notifica al juez, al ofendido, al procesado, 
a un defensor y a todos los sujetos procesales, el ofendido puede constituirse en acusador 
particular. 
Luego el Juez de Garantías Penales debe Controlar que las actuaciones de la 
Policía Judicial y del Fiscal no vulneren los derechos del procesado, al mismo 
tiempo podrá dar paso a las medidas cautelares, cuando considere que ellas son 
necesarias a los objetivos del proceso penal. (Zambrano, pág. 23) 
Fenecido el plazo de noventa días de haberse emitido el dictamen fiscal acusatorio, pasamos a la 
etapa intermedia, dentro de la cual se realiza una audiencia oral, en la misma el Fiscal 
argumenta el dictamen acusatorio y solicita que pase a la etapa de llamamiento a juicio. El 
procesado a través de su Abogado puede contradecir la posición del Fiscal. 
Si se ha dictado el auto de llamamiento a juicio, en la audiencia oral ante los integrantes del 
tribunal penal se tendrán que evacuar todas las pruebas de cargo solicitadas por las partes 
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procesales, las mismas que son de vital importancia para que el tribunal penal dicte sentencia 
condenatoria o absolutoria según sea el caso. 
La última etapa del proceso penal acusatorio es la de impugnación, donde el procesado está 
facultado para interponer cualquier tipo de recurso para ante el superior si cree que la decisión 
dictaminada lo perjudica en sus derechos. 
2.11.2. OBLIGACIÓN AL PONER LA MEDIDA CAUTELAR Y LA             
CADUCIDAD 
Es necesario mencionar que el sistema acusatorio debe contar con la gestión investigativa 
adecuada de la Policía Judicial, el procesado debe contrarrestar la acción incriminatoria que el 
fiscal ha impulsado en su contra, y el Juez de Garantías Penales o Tribunal Penal deben juzgar 
con imparcialidad la labor de una y la otra parte. 
En el Ecuador el sistema penal acusatorio contempla las siguientes características 
1.- los jueces son funcionarios imparciales e independientes. 
2.- la decisión la tiene el titular del órgano jurisdiccional competente. 
3.- EL JUICIO Puede iniciarse mediante la acusación del Fiscal. 
4.- El juez en el proceso penal actúa solo a instancia de las partes, no puede ordenar de oficio la 
evacuación de pruebas. 
5.- El juez no tiene capacidad de investigación ni para seleccionar los actos procesales 
probatorios, solo puede valorizar lo que las partes procesales tuvieran a bien introducir el 
proceso. 
6.- el proceso es público, fundamentalmente oral, contradictorio y respetuoso de la igualdad de 
las partes procesales. 
7.- Respeto absoluto de la libertad personal del acusado, la cual solo debe perderla en el evento 
que fuera condenado. 
8.- las partes tienen iguales deberes y facultades. 
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2.11.3.  PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES EN 
EL PROCESO PENAL  SOBRE CADUCIDAD DE LA PRISÓN PREVENTIVA 
Los principales principios y derechos garantizados o establecidos en la Constitución tenemos 
los siguientes:  
2.11.3.1. EL DEBIDO PROCESO 
Es un conjunto de normas que regulan los derechos y garantías con las que debe contar toda 
persona que es sometida a un proceso, el mismo que debe de ser justo, oportuno y equitativo. 
Además es un derecho constitucional, por tanto es un pilar fundamental de rango superior que 
impregna a todo el sistema jurídico. 
“El debido proceso es un principio jurídico procesal según el cual toda persona 
tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo 
y equitativo dentro del proceso, y a permitir tener oportunidad de ser oído y hacer 
valer sus pretensiones frente al juez”.  (Zambrano, pág. 8) 
Garantía del cumplimiento del Debido Proceso 
Esta garantía está establecida en el Art 76 numeral 1 de la Constitución: 
Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes. 
El Art. 5.1 nos habla sobre el debido proceso y establece: 
Se aplicarán las normas que garanticen el debido proceso en todas las etapas o fases hasta la 
culminación del trámite; y se representarán los principios de presunción de inocencia, 
inmediación, contradicción, derecho a la defensa, igualdad de oportunidades de las partes 
procesales, imparcialidad del juzgador y fundamentación de los fallos. 
Presunción de Inocencia  
Esta presunción se establece en el Art. 76 numeral 2 de la Constitución: 
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Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su 
responsabilidad mediante resolución  firme o sentencia ejecutoriada. 
Art. 4 del CPP también nos habla sobre la presunción de inocencia: “Todo procesado es inocente, 
hasta que en la sentencia ejecutoriada se lo declare culpable”. 
Principio de legalidad  
Este principio se manifiesta en el Art 76 numeral 3 Constitución: 
Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no 
esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le 
aplicará una sanción no prevista por la Constitución  o la ley. Sólo se podrá juzgar una persona 
ante el juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento. 
Eficacia Probatoria  
Art 76, numeral 4 Constitución:  
Las pruebas obtenidas  o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez 
alguna y carecerán de eficacia probatoria. 
Principio Extra Actividad de la ley 
Art 76 numeral 5 Constitución: 
En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones diferentes 
para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aún cuando su promulgación sea la 
posterior a la infracción. En caso de duda sobre su norma que contenga sanciones, se aplicará en 
el sentido más favorable a la persona infractora. 
Principio de Proporcionalidad 
Art 76 numeral 6 constitución: 
 “La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza”.  
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Este principio tiene como finalidad evitar q se cometa abuso, arbitrariedad, etc., de una pena. 
Derecho a la Defensa  
Art 76 numeral 7 literal a:  
Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado de procedimiento 
Derecho a Presentar Pruebas 
Art 76 numeral 7 literal h: 
Presentar en forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se cree asistida y 
replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se presenten 
en su contra.  
Derecho de Legalidad Sustantiva 
Art 76, numeral 7, literal i: 
Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por 
la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto.  
El Art. 5 del CPP nos indica sobre el Único proceso: 
Ninguna persona será procesada ni penada, más de una vez, por un mismo hecho. 
Competencia en el Juzgamiento  
Art 76 numeral 7 literal k: 
Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por 





Motivación de las Resoluciones 
Art 76 numeral 7 literal l: 
Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la 
resolución no se enuncian las normas  o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos que administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideran nulos. Las 
servidoras y servidores responsables serán sancionados. 
 Derecho a Impugnar 
Art 76 numeral 7 literal m: 
Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida sobre sus 
derechos. 
Debido Proceso Penal dentro de la jurisdicción penal 
Art 77 numeral 1de la Constitución:  
La privación de la libertad se aplicará excepcionalmente cuando sea necesaria para garantizar la 
comparecencia en el proceso, o para asegurar el cumplimiento de la pena; procederá por orden 
escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades 
establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a 
la persona detenida sin fórmula de juicio por más de veinticuatro horas. La jueza o juez siempre 
podrá ordenar medidas cautelares distintas a la prisión preventiva. 
Responsabilidad y plazo de la prisión preventiva 
Art 77 numeral 9 de la Constitución:  
Bajo la responsabilidad de la jueza o juez que conoce el proceso, la prisión preventiva no podrá 
exceder de seis meses en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año en los 
casos de delitos sancionados con reclusión. Si se exceden estos plazos, la orden de prisión 
preventiva quedará sin efecto. 
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Derecho a la seguridad jurídica  
Art 82 Constitución: 
El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 
competentes. 
La Constitución en el Art. 177 nos habla sobre la Función Judicial en la que se compone de: 
 Órganos Jurisdiccionales  
 Órganos Administrativos 
 Órganos Auxiliares y  
 Órganos Autónomos  
En el Art. 178 de la Constitución nos habla de los Órganos Jurisdiccionales que serán 
encargados de administrar justicia y son: 
1.- La Corte Nacional de Justicia 
2.- Las Cortes Provinciales de Justicia 
3.- Los Tribunales y Juzgados que establecen la ley 
4.- Los Juzgados de Paz 
El Consejo de la Judicatura, es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de 
la Función Judicial. 
La Función judicial tendrá como órganos auxiliares el servicio notarial, los martilladores 
judiciales, los depositarios judiciales y los demás que determine la ley. 
La Defensoría Pública y la Fiscalía General del Estado son órganos autónomos de la Función 
Judicial. 
La ley determinará la organización, el ámbito de competencia, el funcionamiento de los órganos 
judiciales y todo lo necesario para la adecuada administración de justicia. 
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2.11.4. CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 
Los administradores de justicia deben acatar principios y disposiciones fundamentales que son: 
Art 5. PRINCIPIO DE APLICABILIDAD DIRECTA E INMEDIATA DE LA NORMA 
COSTITUCIONAL.- Las juezas u jueces, las autoridades administrativas y las servidoras y 
servidores de la Función Judicial aplicarán directamente las normas constitucionales y las 
previstas en los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Art. 8. PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA.-  
Las juezas y jueces solo están sometidos en el ejercicio de la potestad jurisdiccional a la 
Constitución  a los instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. Al ejercerla 
son independientes incluso frente a los demás órganos de la Función Judicial. 
Art. 12 PRINCIPIO GRATUIDAD.- El acceso a la administración de justicia es gratuito.  
Art. 15. PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD.- 
La administración de justicia es un servicio público que debe ser presentado de conformidad con 
los principios establecidos en la Constitución y la ley. 
En consecuencia el Estado será responsable en los casos de error judicial, detención arbitraria, 
retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho o la tutela 
judicial efectiva y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
Toda servidora y servidor de la Función Judicial cualquiera sea su denominación, función, labor 
o grado, así como los operadores de justicia aplicarán el principio de la debida diligencia en 
los procesos a su cargo. Serán administrativa, civil y penalmente responsables por sus acciones 
u omisiones. 
Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo 





Art. 20. PRINCIPIO DE CELERIDAD.-  
La administración de justicia será rápida y oportuna tanto en la tramitación y resolución de la 
causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo tanto en todas las materias, una vez iniciado 
un proceso, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro de los términos 
legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo contrario. 
Art. 25. PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.-  
Las juezas y jueces tienen la obligación de velar por la constante, uniforme y fiel aplicación de 
la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los instrumentos 
internacionales ratificados por el Estado y las leyes y demás normas jurídicas.   
2.11.5. DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
La Constitución de la República del Ecuador prescribe en su artículo 233 que el delito de 
peculado, conjuntamente con otros tres de los delitos conocidos como de corrupción, como son: 
el cohecho, la concusión y el enriquecimiento ilícito, son imprescriptibles y los juicios se 
realizarán incluso en ausencia de los procesados. Este mandato constitucional refleja el interés 
que la sociedad ecuatoriana le ha dado a este delito, pues es la corrupción un mal endémico que 
afecta a la sociedad y particularmente a la Administración Pública. 
2.11.5.1. EL PECULADO  
Es, en el derecho chileno y mexicano, la malversación de caudales públicos, un delito 
consistente en la apropiación indebida del dinero perteneciente al Estado por parte de las 
personas que se encargan de su control y custodia. Comparte raíz con "peculio" (del latín 
peculium), caudal o dinero que un señor o un padre dejaba a su sirviente o hijo para que 
se sirviera libremente de él.  (Villada) 
También puede referirse a: Disposición que hace un funcionario público de los bienes 
materiales para el desempeño de sus funciones para si o para otros. El peculado solo puede ser 




El cohecho es un delito que consiste en que una autoridad o funcionario público acepta 
o solicita una dádiva a cambio de realizar u omitir un acto inherente a su cargo. 
("soborno", en América "coima"). 
Existen tres tipos de delitos  
a.- A funcionarios públicos en general (cohecho pasivo general). 
b.- A los jueces en forma especial (cohecho pasivo del juez). 
c.- A los particulares (cohecho activo). (Villada, pág. 313) 
 
a.-  Funcionarios públicos.- La Convención Interamericana contra la Corrupción en su  artículo 1 
manifiesta que la Función Pública, es toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria 
realizada por la persona natural en nombre del Estado o de sus entidades en cualquiera de sus niveles 
jerárquicos. (Villada, pág. 30) 
El cohecho es simple si el funcionario público acepta una remuneración para cumplir con un 
acto debido por su función o calificado si recibe una dádiva para obstaculizar el cumplimiento 
de un acto o no llevarlo a cabo, ya sea dicho acto constitutivo o no de delito. 
Por ejemplo, un automovilista puede sobornar a un oficial de la policía para no extenderle un 
parte por exceso de velocidad, un ciudadano que realiza trámites puede sobornar a un empleado 
público por un servicio más rápido, una compañía constructora puede sobornar a un funcionario 
para conceder un contrato, etc. 
La persona que ofrece la dádiva o que acepta el pedido de ella comete el delito de cohecho 
pasivo. 
En este delito se considera que el bien tutelado es la administración pública. 
b.- Cohecho pasivo del juez 
En este caso el sujeto activo es el juez quien desempeña una labor decisoria en asuntos 
sometidos a competencia por las partes con la facultad de interpretar y aplicar. (Villada, 
pág. 303) 
c.- Cohecho Activo 
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Cohecho entre particulares  
En un lenguaje menos técnico se suele utilizar la palabra soborno con un sentido más 
amplio ya que además del cohecho abarca la acción de pedir u ofrecer dádivas entre 
particulares para obtener que el sobornado realice un acto u omisión ilegítima. Un 
ejemplo es el del empleado de una empresa privada que acepte la dádiva de un tercero 
para inclinar en su favor una decisión de su empleador como ser la concreción de un 
contrato. 
El sujeto activo del cohecho Activo puede ser cualquier persona y el sujeto pasivo es la 
Administración Pública. (Villada, pág. 339) 
2.11.5.3. PREVARICACIÓN 
La prevaricación, o prevaricato, es un delito que consiste en que una autoridad, juez u otro 
servidor público dicte una resolución arbitraria en un asunto administrativo o judicial, a 
sabiendas de que dicha resolución es injusta. Es comparable al incumplimiento de los deberes 
del servidor público. Dicha actuación es una manifestación de un abuso de autoridad. Está 
sancionada por el Derecho penal, que busca la protección tanto del ciudadano como de la propia 
Administración. Para que este delito sea punible, debe ser cometido por un servidor o juez en el 
ejercicio de sus competencias. 
La misión de los jueces es la de aplicar el derecho vigente al caso concreto. El ejercicio de esa 
función se denomina "jurisdicción". Es decir, la esfera o el ámbito en el cual se puede 
desenvolver un funcionario judicial. Cuando un juez se aparta voluntariamente de la aplicación 
del derecho al caso concreto comete un delito del derecho penal que se denomina prevaricato.  
El prevaricato se diferencia con el cohecho en que no hay recepción de dinero, ni dádiva, ni promesa. Pero puede 
concurrir con él si el cohecho tiene como fin una resolución o fallo prevaricado. (Villada, pág. 340) 
 El funcionario puede cohechar y pecular simultáneamente, por ejemplo puede darse el caso que 
un funcionario reciba dinero dar una resolución o puede ser un resultado. Por ejemplo en el 
CONSEP se dio el caso de un funcionario que custodiaba los bienes incautados por tráfico o 
tenencia ilegal de droga había recibido dinero para cambiar la cantidad de la prueba y había 
cambiado unas cadenas de oro por otras que no valían nada, filmadoras, cámaras, etc. 
En muchas creencias religiosas muestran la historia del mundo que están ligadas al inicio del 
crimen o delito. Según la biblia el hombre violó la ley por primera vez al comer la fruta del árbol 
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prohibido, el segundo crimen que cometió el hombre fue cuando Caín asesina a su hermano Abel. (La 
Sagrada Biblia, 1968., pág. 268) 
En mucho, la historia de la humanidad es la historia del crimen pues la historia en gran parte es 
el relato de robos, homicidios, intrigas, invasiones, parricidios, violaciones, principalmente del 
crimen de crímenes: la guerra. 
Junto con el crimen viene la preocupación del hombre por evitarlo, legislando, castigando, 
previniendo, reprimiendo. También surge la angustia por explicarlo: ¿Por qué delinque el 
hombre? ¿Qué es en sí el fenómeno criminal? ¿Por qué unos hombres son antisociales y otros 
no? De las tentativas de responder estas preguntas va surgiendo la ciencia de Criminología. 
2.12. CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS  (Pacto de 
San José, 1969) 
Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
Artículo 4º 
Derecho a la Vida 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley 
y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos 
más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de 
conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del 
delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 
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3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos 
con los políticos. 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, 
tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en 
estado de gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la 
conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los 
casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión 
ante autoridad competente. 
Artículo 5º 
Derecho a la Integridad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda 
persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano. 
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no 
condenadas. 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados 
ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 




Derecho a la Libertad Personal (Pacto de San José, 1969) 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas 
de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas 
conforme a ellas. 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada 
dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. 
Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, 
a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su 
libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que 
toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un 
juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho 
recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra 
persona. 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial 
competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.  
Artículo 8º 
Garantías Judiciales (Pacto de San José, 1969) 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
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anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 
defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni 
nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza. 




5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses 
de la justicia.  
Artículo 9º 
Principio de Legalidad y de Retroactividad 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la 
aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito 
la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 
Artículo 10º 
Derecho a Indemnización (Pacto de San José, 1969) 
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 










3. MARCO METODOLÓGICO 
3.1. INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
3.1.1 DISEÑO DE INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
La modalidad utilizada en esta investigación es de tipo cualitativo donde se explica el modo de 
aplicación de la prisión preventiva y su caducidad de la misma. 
Las técnicas que utilicé para dicha investigación dieron como resultado una buena adquisición 
de conocimiento del problema: 
La Técnica de Gabinete, porque se recopiló información que se almacena de las fuentes como: 
libros, folletos, periódicos, revistas, películas, videos, bibliografías, antologías, estadísticas, 
casetes, discos, etc.; se realiza en gabinetes como: bibliotecas, hemerotecas, cinematecas, etc. 
Se hizo un estudio teórico de varios autores quienes expresan su criterio sobre este tema 
planteado y jurídicamente explican sobre la substanciación o motivación de la prisión 
preventiva y su caducidad. 
En esta investigación se recopiló varia información de la Constitución, Código Penal, Código de 
Procedimiento Penal, Manuales de aplicación penal, Código Orgánico de la Función Judicial, 
Leyes, debates, opiniones presentados en televisión, criterios de algunos penalistas e 
información en las páginas web de Consejo de la Judicatura, Fiscalía, noticias, etc. 
Técnicas de Campo.- porque se recogió información en el lugar de los hechos como sucede en 
los juzgados penales y donde se utilizó como instrumentos de trabajo, formularios para 
encuesta, entrevista y observación. 
Observación.- este medio nos proporcionó tener conocimiento de una realidad general para 
obtener información necesaria e inclusive llegando a reformular objetivos y obtener otro tipo de 
resultados ya q estos pueden ser nuevos. 
Además nos proporcionará dentro de esta investigación, el factor principal de trabajo que ha de 
ser objeto de procesamiento científico. A través de la observación logramos realizar algunas 
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operaciones previas para la investigación científica, tales como: exploración de hipótesis, 
desenvoltura de variables, causas y efectos de los fenómenos que aquí se presenten, etc.  
Se llegó a observar casos de caducidad de la prisión preventiva y sanciones de destitución a 
funcionarios públicos emanadas por el Consejo del Judicatura. 
Además se investigó peticiones de casos ecuatorianos para ser admitidos por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. 
Además se analizó cuando y como se interpone el Recurso de Apelación contra la prisión 
preventiva y su caducidad. 
Se observó el análisis realizado por  la Veeduría Internacional para la reforma de la Función 
Judicial (cabe mencionar que solo se extrajo la información requerida de acuerdo a esta 
investigación ya que dicho informe es muy extenso). 
Esta Veeduría Internacional realizó una investigación concreta, aportando al equilibrio de 
compromiso, transparencia y la rendición de cuentas en el Sistema de Justicia Ecuatoriana para 
fortalecer democráticamente al país y proponer una moderna eficiencia de calidad de justicia 
frente a la ciudadanía. 
El objeto general de dicha Veeduría es analizar las bases de la administración de justicia para 
proponer una reforma de justicia en Ecuador. 
Técnica de la Entrevista.-  Es una técnica de recolección de información muy difundida, se 
realiza directamente entre entrevistador y entrevistado. 
Técnica de Estadística.- "La estadística es una técnica especial apta para el estudio cuantitativo 
de los fenómenos de masa o colectivo, cuya mediación requiere una masa de observaciones de 
otros fenómenos más simples llamados individuales o particulares". 
Se obtuvo datos, resultado de la consulta popular del 12 de julio de 2011 referente a las 
preguntas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9. 10. Como lo explica el nexo 5. 
Se adquirió datos de la página web de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre 
el total de boletas de excarcelación por caducidad de la prisión preventiva de años anteriores. 
Como lo indica el nexo 6. 
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Y resultado de denuncias recibidas, peticiones realizadas, informes admitidos publicados en 






















4. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
4.1. POBLACIÓN Y MUESTRA 
El problema jurídico de la caducidad de la prisión preventiva está inmerso a nivel nacional, lo 
que implicaría una investigación muy amplia, pero acogiendo lo dispuesto por la Facultad de 
Jurisprudencia y específicamente la Escuela de Derecho, mi ámbito de investigación la realizaré 
en la ciudad de Quito, así como en Tulcán, con un total aproximado de 4500 persona 
involucradas en este caso, que viene a ser la población de la problemática de la caducidad de la 
prisión preventiva y la necesidad de incorporar una reforma al Código de Procedimiento Penal , 
de esta población se tomó una muestra Probabilística Aleatoria Simple, de 37 casos de personas 
involucradas. Para esto realizare una exhaustiva investigación a partir del año dos mil diez en 
adelante, sobre la indebida aplicación de caducidad de la prisión preventiva y su adecuado 
Procedimiento para el Juzgamiento del procesado.  
Tomaremos del número absoluto de las muestras seleccionadas, para calcular se tomará en 
cuenta la siguiente fórmula: 
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Esta investigación tiene una muestra excesiva por lo que se realizará solo a un pequeño grupo de 
casos equivalente al 10% de la muestra planteada, en este caso será de 37 personas. 
4.2. ELABORACIÓN DE GRÁFICOS Y CUADROS ESTADÍSTICOS. 
PROCESAMIENTO DE DATOS 
De acuerdo a esta investigación se formuló siete  preguntas para tener un conocimiento general 
sobre la caducidad de la prisión preventiva y su problemática. 
Esta encuesta se realizó a persona que ejercen la profesión de abogacía y administradores de 














1.-  ¿Cree usted que el plazo razonable de la prisión preventiva está bien tipificado en el 
Código de Procedimiento Penal como respaldo en un debido proceso? 
Tabla 1 
  Nº PERSONAS % 
SI 45 60% 
NO 30 40% 
NADA 0 0% 








Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 1 
Con respecto a esta pregunta sobre el plazo razonable de la prisión preventiva está bien 
tipificado como respaldo en el debido proceso, la mayoría de encuestados  si cree que si se 





2.- ¿Cree usted que la prisión preventiva debería abolirse y tomar otras medidas 
cautelares que la reemplacen? 
Tabla 2 
  Nº PERSONAS % 
SI 20 27% 
NO 50 66% 
NADA 5 7% 








Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 2 
De acuerdo a la pregunta planteada el 27 % afirma que si se debería abolir la prisión preventiva, 





3.- ¿Cree usted que los jueces son los únicos responsables de aplicar la caducidad a la 
prisión preventiva y de resolver con una sentencia bien sustanciada y contundente? 
Tabla 3 
  Nº PERSONAS % 
SI 60 80% 
NO 10 13% 
NADA 5 7% 









Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 3 
En esta interrogante  el 80% manifiesta que si tiene mucha responsabilidad el juez en la 
aplicación de la caducidad de la prisión preventiva, el 13 % afirma que no tiene responsabilidad 





4.- ¿Piensa usted que el Consejo de la Judicatura debería capacitar a los administradores 
de justicia para que no exista caducidad de la prisión preventiva y se pueda evitar 
sanciones graves como la destitución? 
Tabla 4 
  Nº PERSONAS % 
SI 75 100% 
NO 0 0% 
NADA 0 0% 









Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 4 
En esta pregunta se evidencia que el 100% afirma que el Consejo de la Judicatura si debe 
capacitar a los administradores de justicia para que no caduque la prisión preventiva y se pueda 




5.- ¿Cree usted que la aplicación de la caducidad de la prisión preventiva va en contra de 
los principios y garantías Constitucionales? 
Tabla 5 
  Nº PERSONAS % 
SI 68 91% 
NO 7 9% 
NADA 0 0% 








Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 5 
De acuerdo a los datos recogidos en esta interrogante el 91% afirma que la aplicación de la 
caducidad de la prisión preventiva si va en contra de los principios y garantías Constitucionales 





6.- ¿Cree usted que  se debería reformar el Art. 169 del Código de Procedimiento Penal? 
Tabla 6 
  Nº PERSONAS % 
SI 65 86% 
NO 5 7% 
NADA 5 7% 








Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 6 







7. ¿Está de acuerdo que el Consejo de la Judicatura debería tomar sanciones drásticas  
frente a la lealtad procesal y al debido proceso? 
Tabla 7 
  Nº PERSONAS % 
SI 73 97% 
NO 2 3% 
NADA 0 0% 








Elaborado por: Darío Cárdenas 
 
PROCESAMIENTO: Pregunta Nº 7 
Con respecto a esta interrogante, el  97 % afirma que el Consejo de la Judicatura si debe tomar 
sanciones drásticas frente a la lealtad procesal y al debido proceso, mientras que el 3% afirma 




4.2.1. COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS 
PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN RESULTADOS 
¿Está debidamente regulada y tipificada 
la caducidad de la prisión preventiva, 
provocada por actos procesales dilatorios, 
por parte del procesado o por administradores 
de justicia? 
P: 3.- Para responder esta pregunta se ha planteado: 
¿Cree usted que los jueces son los únicos responsables 
de aplicar la caducidad de la prisión preventiva y de 
resolver con una sentencia bien sustanciada y 
contundente? 
En lo que respecta a los administradores de justicia, el 
80% afirma que el juez es el responsable y se 
demuestra con la encuesta realizada a varios 
profesionales del derecho. 
P: 4.- Para sustentar esta pregunta se estableció la 
pregunta cuarta:  ¿ Piensa usted que el Consejo de la 
Judicatura debería capacitar a los administradores de 
justicia para que no exista la caducidad de la prisión 
preventiva y se pueda evitar sanciones graves como la 
destitución? 
El 100% de los encuestado afirman que el Consejo de 
la Judicatura si debe capacitar siempre a los 
administradores de justicia. 
P: 6.- También se planteó la interrogante sexta que 
dice: ¿Cree usted que se debería reformar el Art. 169 
del CPP? 
El 86% sostuvo que si se debe reformar por que no se 
justifica los procesos dilatorios provocados. 
P: 7.- Se puede evidenciar que el 97% de esta pregunta 
planteada, está de acuerdo que el Consejo de la 
Judicatura debe tomar sanciones drásticas frente a la 
lealtad procesal y al debido proceso. 
  






5. LA PROPUESTA 
Se debe reformar el Art. 541 del COIP ya que no establece las sanciones drásticas en los casos 
que provocan dilata en el procedimiento penal y también la responsabilidad de los jueces al 
momento de resolver sin fundamentación y sustanciación eficaz para que se dicte la caducidad 
de la prisión preventiva. 
Se debe crear un artículo en el que indique: que el Consejo de la Judicatura realizará un estricto 
control, especialmente en las audiencias penales diferidas por la inasistencia de las partes 
procesales y garantizar de una u otra forma la solución para q no se aplace más la ejecución de 
un acto o diligencia penal. 
Esto quiere decir que se debe tomar en cuenta desde que se produce por primera ocasión la 
audiencia diferida y desde ahí debe caer el control para que la audiencia no se difiera 
nuevamente. 
5.1. CARACTERIZACIÓN DE LA PROPUESTA 
En esta investigación se pretende crear en el ordenamiento jurídico una exigencia estricta de 
fundamentación legal y responsabilidad dirigida a todos los jueces de garantías penales que 
tiene la facultad de determinar si es procedente o necesario dictar prisión preventiva y 
caducidad. 
5.2. IMPACTOS 
En la actualidad la prisión preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesaria, 
como lo estipula en el Código de Procedimiento Penal para la realización de las averiguaciones 
tendentes al esclarecimiento de los hechos. 
Existe una mala aplicación y abuso racional de la caducidad de la prisión preventiva, ya que no 
se ejerce el derecho a ser juzgado en un tiempo prudencial o razonable o a ser puesto en 
libertad, como lo determina el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 de 
NN.UU. en el Art. 9. Y Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de 
1969, en el Art. 7. 
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Debemos tomar en cuenta la violación al principio de inocencia que avanza con la duración del 
proceso y si este se excede facilita la pérdida de pruebas con el transcurso del tiempo. 
El fin preventivo del derecho penal pretende la aplicación de la pena mediante un sistema de 
medidas cautelares  que en general afectan la libertad personal, en este caso la prisión 
preventiva es de trascendental importancia porque existe la necesidad de garantizar la 
comparecencia del procesado al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena, procederá 
por orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades 
establecidas en la ley. 
Pero la importancia de este problema jurídico radica en la lealtad procesal de los 
administradores de justicia y sobre todo en la arbitrariedad emanada por los jueces, que deberían 
centrarse en objetivos destinados a proteger el desarrollo del proceso, por ello el juez debe dictar 
prisión preventiva y su caducidad mediante la normatividad existente fundada y sustentada en 
elementos convincentes para estimar razonablemente un delito que vinculen o no a una persona 
como autor, cómplice o encubridor. 
Los jueces por lógica o experiencia pueden determinar la culpabilidad de una persona pero 











CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 CONCLUSIONES 
 En esta investigación es posible señalar algunas conclusiones que sirven como 
parámetros y así determinar con mayor claridad de este estudio. 
 Aunque en el trabajo se han plasmado diferentes cuestiones, todas relacionadas con la 
prisión preventiva y la garantía del plazo razonable en cada título, éstas no implican una 
solución global a los problemas planteados ya que el tema admite más líneas de 
investigación.  
 Habiendo delimitado concretamente el planteo de los problemas centrales, el objetivo 
de la cuestión y bosquejados los alcances de la investigación, aparece pertinente 
entonces pasar a las consideraciones finales. 
 En la investigación realizada puede observarse que cada vez es mayor la necesidad de 
instituir la prisión preventiva como medida excepcional (no como regla) y que ésta no 
debe ir más allá del plazo razonable.  
 Opino que para decretar dicha medida restrictiva se deben dar las circunstancias 
claramente determinadas en el artículo 7.5 de la Convención y el plazo del artículo 8.1, 
a su vez debe guardar proporcionalidad con el delito que se investiga y con la pena 
aplicable.  
 Tomando en cuenta el plazo razonable de la prisión preventiva se evitaría la caducidad 
y la alteración del sistema de garantías para con el imputado que debe operar (y 
respetarse) en el proceso penal. 
 La eficacia que se pretende alcanzar respecto del plazo surge de los  artículos 7.5 y 8.1 
de la Convención Americana que cita “el plazo razonable deberá contarse a partir del 
momento en que una persona es acusada”, entendiéndose como acusación “la 
notificación oficial, que emana de la autoridad competente por la que se imputa haber 
cometido una infracción penal”.  
 También se debe tener como referente el principio de adecuación del procedimiento a 
su materia y de la culpabilidad a la pena en compendio con el estándar recibido de la 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos tendiente al logro de un adecuado servicio 
de la justicia. Esta iniciativa impone uniformar reglas precisas en la Constitución pero 
especialmente en las leyes procesales locales con el derecho internacional de los 
derechos humanos. 
 La jurisprudencia analizada aporta evidencias de que detrás de la razonabilidad que se 
pretende dar a la garantía existen criterios procesales ambiguos ya que no es posible 
definirla concretamente en años, meses, semanas o días cuando los Estados no tienen 
obligación de marcar un plazo fijo. Esta premisa guarda correspondencia con el artículo 
5.3 de la Convención Europea de Derechos Humanos cuando establece que “la 
determinación del plazo razonable de la prisión preventiva debe basarse en las razones 
proveídas por las autoridades judiciales nacionales para la detención. 
 Cada paso del procedimiento carece de sentido si no se contempla desde la perspectiva 
que la amenaza de coerción pública conlleva (prevención general positiva) y que en 
función de ello debe estar presente la exigencia del plazo razonable en el contexto del 
debido proceso legal. Así como el Estado no ha de ejecutar actos prohibidos por las 
leyes tampoco debe acoger políticas penales que no estén debidamente establecidas en 
la norma. 
 No se afronte en forma decidida y clara los problemas que trae consigo la crisis del 
Poder Judicial, y la consecuente sobrecarga de trabajo que imposibilita resolver -en el 
menor tiempo- los conflictos en la materia.  
 Actividades de fortalecimiento en fiscalías y procuradurías del Ministerio Público, 
formulación de políticas de prevención del delito, informatización de estadísticas 
criminales y de sistemas de registro e información penitenciaria, son las que propician 
la anhelada reforma del Poder Judicial, hoy en situación crítica por sobrecarga de 
trabajo y morosidad para resolver las colisiones de derecho sometidas a su competencia. 
 Se reconoce que las disfunciones procesales señaladas en la investigación, afectan la 
regla del plazo razonable, y esto se debe a que el legislador no ha definido 
concretamente el plazo de duración del proceso criminal, ello determina un riesgo y está 
generado una perspectiva de sanciones criminales, vinculadas a una necesidad de penar 
para justificar el tiempo en detención preventiva. 
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 Además que la expectativa de una pena severa, transcurrido un plazo prolongado de 
detención, es un criterio insuficiente para evaluar el riesgo de evasión del detenido. El 
efecto de amenaza que para el detenido representa la futura sentencia disminuye si la 
detención continúa, acrecentándose la convicción de aquél de haber servido ya una 
parte de la pena. (Caso Tibi vs. Ecuador.) 
 Lo idóneo para evitar la dilación y llevar a buen procedimiento la conclusión del 
proceso penal estriba en despejar todos los obstáculos procedimentales (rituales), 
desformalizándola mediante criterios más flexibles, salvaguardando las garantías del 
debido proceso, la defensa en juicio y el adecuado servicio de la justicia, es más, de este 
modo se reduciría sensiblemente la cantidad de procesados, alguno de ellos detenidos 
sin condena. 
 Muchos juristas, especialista en materia penal y decisiones de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos tratan y hablan acerca de la caducidad de la 
prisión preventiva, no solamente de Ecuador sino de todos los países donde existen 
consecuencias jurídicas de la excesiva duración del proceso frente al plazo razonable de 
prisión preventiva. 
 Solo el transcurso del tiempo se determina la caducidad de la prisión preventiva y los 
jueces pese a estar sujetos también a plazos ordenatorios exceden temporalmente con 
discreción el dictado de resoluciones. 
 El derecho al plazo razonable de duración de un proceso tiene una connotación 
adicional en el ámbito penal y es que afecta la presunción de inocencia y el derecho a la 
defensa que garantiza el artículo 8.2.f de la Convención. Esto se debe a que en algunos 
casos aumenta la dificultad del acusado para organizar su defensa. A medida que 
transcurre el tiempo aumentan los límites de riesgos aceptables que se calculan en la 
capacidad del acusado para presentar pruebas y contra-argumentos, también disminuye 
la posibilidad de convocar testigos y se debilita su derecho de contradicción en el juicio. 
 Para finalizar digo que no cabe duda que será una nueva forma de ver el derecho penal. 
Entender el delito como un conflicto y no como una mera infracción a una norma; dejar 
de ver al Estado como el expropiador del conflicto; entender al poder judicial como 
parte esencial del Estado y a sus actos como un verdadero servicio social; de impedir 
que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación sin condena; priorizando la 
prevención a la represión, en definitiva, son todos componentes de un sistema reparador 
197 
 




















 El Estado debe buscar soluciones alternativas para intentar paliar sus perniciosos 
efectos puede llevar a soluciones negativas amparadas en este escenario que 
regularmente, al carecer de precisión, perjudican al justiciable. 
 también debe exigir que los jueces cumplan con los que procesalmente pesan sobre 
ellos, su incumplimiento colaborará con el desajuste procesal que se invoca. 
 Se debe realizar un control obligatorio de la prisión preventiva y su caducidad para que 
no afecte el derecho a la libertad y la presunción de inocencia y así los administradores 
de justicia otorgarán de manera inmediata un procedimiento penal ágil y justo para 
todos los procesados. 
 Debe existir una estricta y necesaria sustanciación en un proceso penal y así asegurar 
una buena administración de justicia. 
 El estado debe mantener el respeto del ordenamiento jurídico, mediante valores 
sustentados en la libertad y la justicia para mantener un equilibrio armónico en la 
seguridad jurídica. 
 El estado no solamente debe perseguir eficazmente al delito y al delincuente sino 
también debe vigilar y asegurar el ámbito de libertad ciudadana como lo manifiesta en 
los derechos establecidos en la Constitución. 
 El juez debe aplicar la medida cautelar adecuada para resolver y acelerar el proceso ya 
que tiene la facultad constitucional de argumentar si el procesado está o no implicado en 
algún caso de delito que deberá estar debidamente sustentada. 
 La prisión preventiva debe neutralizar los peligros procesales y averiguar la verdad para 
restringir o no la libertad de una persona. 
 Los jueces son estrictamente los responsables en las demoras de todo procedimiento ya 
que él debe tomar cualquier acción en la tramitación de deligencias. 
 Se debe preservar el orden jurídico 
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 El Consejo de la Judicatura debe aplicar estrictamente sanciones a los administradores 
de justicia 
 El plazo razonable se debe tomar mucho en cuenta a través de un control de cada dos o 
tres meses tomando en cuenta desde la notificación de la autoridad competente 
 El consejo de la Judicatura deberá brindar capacitación necesaria para evitar la 
caducidad de la prisión preventiva 
 Para mejorar la justicia es necesario incrementar los recursos y presupuestos, pero 
fundamentalmente se necesita que mejore la capacidad de gestión. 
 Se debe tomar en cuenta los Convenios Internacionales, todos los derechos y principios 
establecidos en la Constitución y evitar que Ecuador sea condenado a pagar 
indemnizaciones millonarias por irrespetar garantías fundamentales referentes a la 
prisión preventiva. 
 El Consejo de la Judicatura debe destituir a los Administradores de justicia que 
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INFORME VEEDURIA INTERNACIONAL EN LA FUNCION JUDICIAL DEL 
ECUADOR (Resumen e información requerida). 
 
En todo el sistema democrático del Ecuador el derecho al acceso a la justicia es un derecho 
fundamental. Los males que aquejan a la Función Judicial en el Ecuador, se encuentran de forma 
principal en la acumulación de causas represadas, en los altos niveles de ineficiencia y en la 
proliferación de múltiples casos de corrupción de abogados, jueces, servidores administrativos y 
fuerzas policiales que afectan al Estado y a la calidad de sus políticas públicas. De ahí la oportunidad 
y conveniencia de afrontar en forma firme y decidida la reforma integral de la justicia. 
 
Por esta razón el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos cuya misión es velar por la efectividad 
al exceso a una justicia oportuna, independiente y de calidad, a la vez de promover la paz social y la 
plena vigencia de los Derechos Humanos, mediante normas, políticas, programas y acciones 
coordinadas con las instituciones relacionadas. 
 
Uno de los objetivos estratégicos es apoyar al sector de la Administración de Justicia en la 
construcción de espacios de coordinación, políticas, y programas que promuevan el mejoramiento de 
gestión con la finalidad de evitar la impunidad, lograr el acceso universal a la justicia, garantizar el 
debido proceso y monitorear la calidad de sus servicios. 
 
De acuerdo a los Art. 204,207 y 208 de la Constitución de la República y con la Ley Orgánica de 
Participación Ciudadana y Control Social es el órgano de la Función de Transparencia y Control 
Social competente para promover el ejercicio de los derechos relativos al impulso y establecimiento 
de mecanismos de control social, rendición de cuentas, transparencia y lucha contra la corrupción en 
los asuntos de interés público y por tanto es al que corresponde la regulación y el apoyo técnico y 
metodológico que garanticen la autonomía de la iniciativas de veeduría y demás espacios de control 
social que así lo demanden. El 20 de Octubre del 2011,    se suscribió el Convenio específico de 
cooperación institucional entre el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y el 
Ministerio de Justicia, Derechos Humanos para la conformación e implementación de una Veeduría 
Internacional que haga seguimiento de la Justicia Ecuatoriana. 
El deterioro de la Función Judicial termina amenazando la estabilidad del país generando una crisis 
de gobernabilidad democrática e inestabilidad institucional. Cuando ello ocurre el concepto de estado 
de derecho y las instituciones republicanas pierden valor y legitimidad y conduce a un clima de 
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desequilibrios y riesgos sociales, que en ocasiones, derivan en el surgimiento de ciudadanos y 
sectores sociales que ejercen justicia por cuenta propia. 
 
Algunos países de América Latina, enfrentan hoy delicados procesos de violencia interna, resultado 
de sistemas judiciales que fueron perdiendo legitimidad ética existiendo relevancia de la corrupción 
y de la aceptación de órdenes para institucionales en la administración judicial. 
 
Por eso la justicia se configura como el eje central del esquema institucional de un país, al contribuir, 
con su correcto funcionamiento, a dar solvencia y credibilidad a las instituciones y con la 
transparencia de la misma y de su gestión, a afianzar la estabilidad democrática del Ecuador y de la 
región propiciando la renovación de la confianza de las ciudadanas/os en el propio sistema y por 
tanto, el fortalecimiento democrático del mismo. 
 
Las veedurías ciudadanas cumplen un papel importante frente al descontento de la población cuando 
no existe suficiente consenso frente a un asunto de carácter público. 
 
Sobre el desarrollo social ha ido cobrando relevancia en todo el mundo, a fin de fortalecer las 
prácticas democráticas en la vida política, obligar a los gobiernos y estados a cumplir con los 
compromisos que han pactado en los niveles local, nacional e internacional y luchar contra el flagelo 
de la corrupción porque se asume que la existencia de una justicia eficiente es un factor 
indispensable en la vida con respecto a los derechos humanos y de la gobernabilidad. 
 
Esta Veeduría Internacional es en este sentido, un ejercicio concreto que aporta al equilibrio de 
poderes, en tanto refuerza un compromiso con la transparencia y la rendición de cuentas, y dota a 
todo el proceso de mayor legitimidad local e internacional. 
 
La seguridad ciudadana, la democracia y el desarrollo solo pueden ser concebidos sobre la base de 
una justicia sólida, autónoma, plural, solidaria, organizada, moderna, eficiente y capaz de responder 
a las necesidades de quienes habitan y construyen el país. 
Someter al sistema de justicia ecuatoriano a la observación de autoridades extranjeras constituye de 
cualquier mirada, un esfuerzo por recibir opiniones y sugerencias y una demostración de que 
Ecuador cuenta con una institucionalidad sólida y que puede ser observada de forma transparente y 







OBJETIVO DE LAVEEDURÍA INTERNACIONAL 
El objetivo general de la Veeduría es el de analizar el contexto político nacional del proceso de 
reforma de justicia en Ecuador, identificando las bases que se proponen para superar la crisis y para 
mejorar la administración, mediante la recopilación de información, análisis y presentación oportuna 
y pública de informes de seguimiento y avances del proceso a la ciudadanía ecuatoriana y a la 
comunidad internacional. 
 
DIAGNÓSTICO DE LA VEEDURÍA INTERNACIONAL 
 
En este análisis se observó lo siguiente: 
1.- Ausencia de políticas generales de justicia sobre la lucha contra la impunidad. 
2.- Desconocimiento de la reforma a la justicia. 
3.- Falta de independencia e imparcialidad de la justicia penal. 
4.- Investigación penal ineficaz. 
5.- Falta de protección efectiva a las víctimas y familiares 
6.- Ausencia de funcionamiento de justicia en casos de delitos de lesa humanidad y violaciones de 
derechos humanos. 




a.- Creación de una dirección específica de derechos humanos en el Consejo de la Judicatura para 
que defina y realice el seguimiento oportuno con un enfoque de derechos humanos, con la obligación 
de presentar informes periódicos anuales sobre los avances de la justicia en esta área especializada. 
b.- Implementar una Escuela Judicial de un programa de capacitación, formación para operadores de 
justicia (jueces, fiscales, defensores públicos) y abogados/as en libre ejercicio sobre juzgamientos de 
delitos de violaciones a los derechos humanos. 
c.- Implementar desde la Unidad Informática del Consejo de la Judicatura un sistema virtual público 
de seguimiento y juzgamiento de los casos contra los derechos Humanos. 
d.- Efectuar convenios de cooperación entre el Consejo de la Judicatura y la Defensoría del Pueblo 
para garantizar el acceso de información sobre el estado procesal de los casos y para garantizar los 
procesos permanentes de verificación del cumplimiento del debido proceso. 
 




No existen jueces suficientemente especializados y las salas más congestionadas son Civil, Penal y 
Laboral que tienen causas que no se ha podido llegar a una solución técnica – jurídica en el proceso. 
 
Se requiere de reformas legales en el Código Orgánico de la Función Judicial para que los jueces 
asuman competencia en la liquidación de causas, y no solamente por excusas y recusaciones. 
 
La Ley de Casación  en todas las materias le formaliza el recurso y existe un abuso de este medio, 
convirtiéndole a la Corte Nacional de Justica en una instancia adicional. 
 
No existe una cultura de conciliación y por lo tanto el Abogado en libre ejercicio profesional abusa 
de los recursos instaurados. 
 
 CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 
 
A través de acciones de protección la Corte Constitucional se ha percatado que en las instancias 
ordinarias todavía existen jueces legalistas, que no aplican la Constitución de la República del 
Ecuador, es decir no aplican criterios de ponderación constitucional lo que ha generado inclusive 
solicitar al Consejo de la Judicatura para que se imponga sanciones disciplinarias. 
 
Existe confusión de aplicación de la ley ordinaria y se desconoce el fundamento jurídico de 
interpretación constitucional. 
 
Existe desconocimiento de aplicación y seguimiento de las medidas cautelares de carácter 
constitucional. 
 
Los abogados abusan de los recursos. 
 
Se debe capacitar a los jueces en materia constitucional, los principios de interpretación 
constitucional. 
 
Debe observarse la jurisprudencia de la Corte Constitucional que es vinculante en las decisiones de 





Se analizó y se dio un diagnóstico: 
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No hay un sistema de incentivos solo de quejas y sanciones 
El Consejo de la Judicatura se encuentra en manos de la Función Ejecutiva. 
 
En la prueba práctica se pudo dilucidar que los expertos no tenían preparación en Casación. 
La capacitación a los jueces es deficiente. 
 
En febrero de 2012 los coordinadores de la Veeduría Internacional y demás Veedores solicitan al 
Presidente del Consejo de la Judicatura se tome en cuenta recomendaciones y propuestas planteadas. 
 
En lo que se refiere a los procesos disciplinarios, por mandato de la constitucional el Consejo de la 
Judicatura tiene la potestad disciplinaria de los servidores judiciales, como mecanismos de 
transparencia y rendición de cuentas. Desde el 2008 al 2012 se desprende que unos 857 judiciales 
fueron destituidos de sus cargos, mediante los correspondientes procesos disciplinarios y tras las 
correspondientes reconsideraciones, 157servidores fueron restituidos. 
Este presente informe se presenta ante los señores representantes del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Consejo de la Judicatura a 
los once días del mes de mayo de 2012 con las respectivas firmas de los Coordinadores de la 


















ANÁLISIS CASO DE PETICION DECLARADA ADMISIBLES EN EL INFORME 
ANUAL  DE LA COMISION INTERAMEICANA DE DERECHOS HUMANOS DE 2010 
 
La Comisión recibió el 8 de noviembre de 1994 la petición para luego ser registrada bajo el número 
11.587 el caso de César Gustavo Garzón Guzmán en la que los peticionarios alegaron que el estado 
era responsable por violación de los derechos a la vida, las garantías judiciales establecidos en los 
artículos 4, 8(1) y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en concordancia con el 
artículo 1(1) del mismo tratado. 
 
Como antecedente, los peticionarios indicaron que el 7 de agosto de 1989 César Gustavo Garzón 
Guzmán fue detenido por miembros del Servicio de Investigación Criminal de Pichincha. Donde 
alegaron que fue un comunicado por cuatro días y torturado durante los primeros días de su 
detención a fin de que confesara pertenecer a un grupo armado ilegal. También alegaron que 
posteriormente fue trasladado a la Prisión García Moreno donde permaneció más de 13 meses hasta 
que el 7 de septiembre de 1990 fue liberado en razón de que el juez de la causa declaró el 
sobreseimiento definitivo, sin que hasta el momento se conozca su paradero, así como la falta de 
esclarecimiento judicial de los hechos materia de reclamo. Además alegan que transcurridos 18 años 
desde los hechos, el Estado ha sido negligente en la investigación de los hechos por lo que los 
recursos internos se encontrarían agotados de conformidad con el artículo 46 (1) (a) de la 
Convención Americana. 
 
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 
 
Una vez registrada la petición por la CIDH el 24 de abril de 1995 procedió a trasmitir copia de las 
partes pertinentes al Estado, con un plazo de noventa días para presentar información, de 
conformidad con el artículo 34 del reglamento vigente. El 5 de marzo de 1996 la CIDH reiteró al 
Estado su solicitud de información. El 19 de abril de 1996 el Estado remitió su respuesta. El 20 de 
mayo de 1996 CIDH solicitó información adicional al Estado, la cual fue remitida mediante 
comunicación de 2 de julio de 1996. La Comisión trasladó a los peticionarios la información 
suministrada por el Estado con un plazo de 45 días para presentar sus observaciones. 
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Luego el 13 de agosto de 1996 se recibió la Comisión una comunicación de los peticionarios en la 
que indicaron que los documentos suministrados por el Estado son los mismos de los que ellos ya 
tenían conocimiento y no había habido ningún avance en las investigaciones. 
 
El 30 de abril de 1999 y el 17 de julio de 2001 la Comisión solicitó al Estado información 
actualizada sobre el asunto. El 2 de abril de 2009 la CIDH solicitó a los peticionarios información 
actualizada sobre el caso.  
 
El 3 de 2009 se recibió en la CIDH un escrito de los peticionarios con la respectiva información 
actualizada, el cual fue trasladado al Estado para sus observaciones. El 16 de abril de 2010 el Estado 
presentó sus observaciones finales, las cuales fueron trasmitidas a los peticionarios para su 
conocimiento. El 28 de junio de 2010 los peticionarios presentaron un escrito de información 
adicional, el cual fue trasmitido al Estado para su conocimiento.  
 
POSICIÓN DEL ESTADO 
 
El Estado alega que el presente asunto reviste complejidad en vista de que sucedió en un periodo 
especial del Estado de Derecho en el Ecuador, década de 1990, cuando se estaban implementando 
reformas socioeconómicas y ajustes estructurales que implicaron también reformas en el Poder 
Judicial y sus aparatos de administración de justicia. 
 
También alega que los peticionarios no han hecho referencias jurídicas formales de las cuales se 
desprenda la participación de agentes de la Policía Nacional en los hechos del presente reclamo. 
Alega además que los peticionarios debían de presentar su denuncia ante diferentes organismos y no 
utilizó otros procedimientos para exigir las diligencias de investigación, indicando que en el nuevo 
marco jurídico constitucional existen desde el año 2008 se incorporaron nuevas garantías judiciales a 
los que los individuos pueden acudir cuando consideren que sus derechos han sido violentados como 
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la acción de protección(art. 88 de la Constitución de 2008
21
), la acción por incumplimiento (art. 93 
ibídem
22
) y la acción extraordinaria de protección (art. 94 ibídem
23
) y el Estado alega de que los 
peticionarios aún tenían a su disposición recursos judiciales que intentar antes de acudir a la CIDH. 
 
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD DE LA CIDH 
Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención 
Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a 
una persona individual, a quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los 
derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión 
                                                     
 
21
 El Estado hace referencia al artículo 88 de la Constitución: “[l]a acción de protección tendrá por 
objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse 
cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier 
autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o 
ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la 
violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por 
delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 
discriminación”.  Oficio 13484 de la Procuraduría General del Estado del 14 de abril de 2010, remitido 
mediante Nota No. 4-2-123/2010 del 16 de abril de 2010. 
 
22
 El Estado hace referencia al artículo 93 de la Constitución: “[l]a acción por incumplimiento tendrá 
por objeto garantizar la aplicación de las normas que integran el sistema jurídico, así como el 
cumplimiento de sentencias o informes de organismos internacionales de derechos humanos, cuando la 
norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga una obligación de hacer o no hacer clara, 
expresa y exigible. La acción se interpondrá ante la Corte Constitucional”.  Oficio 13484 de la 
Procuraduría General del Estado del 14 de abril de 2010, remitido mediante Nota No. 4-2-123/2010 del 
16 de abril de 2010. 
 
23
 El Estado hace referencia al artículo 94 de la Constitución: “[l]a acción extraordinaria de protección 
procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos 
reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá 
cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que 
la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del 
derecho constitucional vulnerado”.  Oficio 13484 de la Procuraduría General del Estado del 14 de abril 




señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 
1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene 
competencia ratione personae para examinar la petición.  
 
Así mismo, la CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se 
alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar 
dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia 
ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la 
Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido 
los hechos alegados en la petición.   
 
Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian 
posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
 
La Comisión nota que habiendo transcurrido más de 20 años de ocurridos los hechos materia del 
reclamo, la investigación penal continuaría en una etapa previa, no se habría establecido 
responsabilidad penal de ninguna persona y el Estado no ha informado sobre medidas destinadas a 
llevar a término dicha investigación.  Al respecto, la Comisión observa que como regla general, una 
investigación penal, debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar 
la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación 
sea considerada sospechosa.  Según ha señalado la Corte Interamericana, si bien toda investigación 
penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los 
recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se 




La Comisión observa que en cuanto a la efectividad de la acción de protección, la acción por 
incumplimiento y la acción extraordinaria de protección, estas acciones se habrían establecido en la 
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 Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. 




Constitución promulgada en el año 2008 es decir 18 años después de ocurridos los hechos por lo que 
no habrían resultado idóneas para resolver el reclamo planteado por los peticionarios. 
 
 
PLAZO DE PRESENTACÍON DE LA PETICIÓN 
 
La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se 
requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto 
lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha 
establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 
46(2) (c) de la Convención Americana.  El artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que 
en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos 
internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal 
efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los 
derechos y las circunstancias de cada caso. 
 
En el presente caso, la petición fue recibida el 8 de noviembre de 1994 y los hechos materia del 
reclamo se produjeron el 10 de noviembre de 1990 y sus efectos en términos de la alegada falta en la 
administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las 
características del presente caso, sobre la presunta desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán, 
así como el hecho de que la investigación se encuentra en una etapa preliminar y por lo tanto estaría 
pendiente, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que 
debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación. 
 
LA CORTE INTERAMERICANA ESTABLECE: 
A frase “sustancialmente la reproducción” significa que debe existir identidad entre los casos.  Para 
que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos, a saber: que las partes sean las 
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 Corte I.D.H., Caso Baena Ricardo y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 
1999. Serie C No. 61, párr. 53 
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La Comisión, a su vez, ha sostenido que para que se considere que en un caso hay duplicación o cosa 
juzgada internacional se requiere que la petición esté siendo considerada, o haya sido decidida
26
,por 
un organismo internacional que tenga competencia para adoptar decisiones sobre los hechos 




La Comisión considera, en virtud de esta norma, que el Grupo de Trabajo antes mencionado no 
pertenece a la categoría de órganos internacionales cuyo mandato pueda generar la duplicación a la 
que se refieren los artículos 46(1)(c) y 47(1)(d) de la Convención Americana.  En efecto, se trata de 
un mecanismo que puede plantear situaciones concretas de desapariciones con los Estados pero no 
tiene un sistema de casos que tenga como objetivo emitir decisiones que atribuyan responsabilidades 
específicas.  Además, el Estado no ha presentado antecedentes que permitan establecer que la 
situación de la presunta víctima en el presente reclamo haya sido aclarada por dicho organismo.  Por 
lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1) (c) y 47(d) 
de la Convención. 
CARACTERIZACIÓN DE LOS HECHOS ALEGADOS 
Frente a los elementos presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su 
conocimiento, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que las 
alegaciones de los peticionarios relativas a la falta de esclarecimiento judicial de los hechos que  
rodearon la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán presuntamente por agentes del Estado, 
así como la falta de debida diligencia del Estado en la investigación y sanción de los responsables, 
podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, las garantías judiciales y la 
protección judicial protegidos en los artículos 4(1), 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de 
la Convención Americana.  Asimismo, en aplicación del principio iura novit curia, corresponde a la 
Comisión establecer la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación de los derechos 
al reconocimiento de la personalidad jurídica y la libertad personal previstos en los artículos 3 y 7 de 
la Convención en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado. 
 
 




 Cfr. CIDH. Informe No. 89/05, Petición 12.103, Inadmisibilidad, Cecilia Rosa Núñez Chipana, Perú, 
24 de octubre de 2005, párr. 37.  CIDH. Informe No. 96/98, Petición 11.828, Admisibilidad, Peter Blaine, 
Jamaica, 17 de diciembre de 1998, párr. 40. 
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concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios 
sobre la presunta violación de derechos humanos y su esclarecimiento judicial.  
De tal forma la Comisión declara admisible los reclamos sobre la presunta violación de los art. 3, 
4(1), 5, 7, 8(1) y 25 de la Convención Americana. Pide notificar esta decisión al Estado Ecuatoriano 
y a los peticionarios para continuar con el análisis del fondo del asunto y así publicar esta decisión e 
incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Firman dicha decisión en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  
(Firmado: Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah 
Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo 
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EJEMPLO DE INTERPOSICIÓN  RECURSO DE APELACIÓN CONTRA 
PRISIÓN PREVENTIVA 
Sr. Juez a cargo del Juzgado de Garantías n° 2:  
                            
María Evangelina Coppolillo, abogada, inscripta al Tº IV Fº 180, en IPP Nº 31.122 de trámite por 
ante la UFI 1 a cargo del Dr. Roberto Rodríguez, caratulada “Mariano Cabrera s/ homicidio simple” 
y causa 4.000 del juzgado de garantías 1 Departamental, a V.S. me presento y respetuosamente digo: 
I) OBJETO: Que vengo por la presente en legal tiempo y forma, y de acuerdo a lo prescripto en los 
Art. 164 y 439 y sig del CPP, a interponer formal recurso de apelación contra el auto de fs 58/63 
que decreto la Prisión Preventiva de mi defendido MARINO CABRERA. 
II) MOTIVOS DEL RECURSO:  
Que la razón de ser de este recurso se funda en entender esta defensa que las pruebas alegadas por el 
Sr. Agente Fiscal no configuran elementos de convicción suficientes o indicios vehementes para 
sostener que mi defendido sea probablemente autor o participe penalmente responsable del hecho; ni 
tampoco concurren los presupuestos establecidos en el Art. 171 CPP  para denegar la excarcelación. 
Esto en virtud de que las pruebas testimoniales de fs 17/19 y 20/23 de la Sra. Marta Sánchez y Juan 
Quiroga respectivamente; son de carácter dudoso y no contienen la solidez necesaria para ser indicio 
vehemente de que mi defendido se hallara en el lugar del hecho el día del siniestro. 
   Que la prueba pericial realizada sobre las manchas de sangre halladas en la camisa de mi defendido 
dio NEGATIVA; prueba esta que juntamente con la testimonial el Fiscal considero suficiente para 
solicitar la medida cautelar; y que en virtud de lo expuesto considero que no se dan los requisitos del 
inc 3º del Art. 157 del CPP. 
Que respecto de lo que establece el Art. 171 CPP sobre el intento de eludir la justicia o entorpecer la 
investigación, mi defendido cumple con el solicitado arraigo al país, comprobados por los 20 años de 
residencia continua en el mismo domicilio y la relación cordial y amena con las personas del 
vecindario; el comportamiento de mi defendido que muestra la voluntad de someterse a la 
persecución penal, habiendo concurrido puntualmente a cada citación. Que de la inexistencia de 
antecedentes penales se puede inferir que no destruirá, modificara, ocultara, suprimirá o falsificara 
elementos de prueba. 
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Que en atención a lo que establece nuestra Constitución sobre el principio de inocencia como 
garantía inalienable y el valor inconmensurable de la libertad para el ser humano, y en consideración 
de que cuando una Prisión Preventiva tiene duración excesiva, ya deja de ser preventiva para 
convertirse en pena definitiva; la libertad del imputado debe ser la regla general durante el desarrollo 
del proceso penal y su restricción solo puede tener lugar con carácter excepcional y no durar más allá 
de un plazo razonable. 
También debe ser tomada en cuenta la doctrina de la Corte Suprema de la Nación, que en fallos 
recientes ha cambiado diametralmente su vieja postura y ha dado  
a la prisión preventiva carácter de sentencia definitiva en virtud del agravio de imposible reparación 
ulterior que causa a quien la sufre en relación al tiempo de su duración, (“ Rec de hecho deducido 
por la defensa de Fuad Yoma en la causa Stancanelli, Néstor Edgardo s/ abuso de autoridad y 
violación de los deberes de funcionario público s/inc de apelación de Yoma –E.F.- causa nº 798/95”). 
Por todo lo dicho, y trayendo como protagonistas de escena a los principios del Art. 18 de nuestra 
Constitución, se muestran totalmente demerituadas las conclusiones del Juez de Garantías actuante, 
dado que los distintos grados de conocimiento que deben operarse no se ha superado ni siquiera la 
simple sospecha, que torne la mera posibilidad en probabilidad cierta de la autoría enrostrada, marco 
que impone la inmediata modificación de la situación procesal del imputado, revocándose el 
decisorio impugnado y disponiéndose la libertad del mismo. 
 
III) PETITORIO: Por todo lo expuesto, a V.S. solicito: 
1- Se tenga por presentado en legal tiempo y forma el recurso de apelación interpuesto. 
2- Oportunamente se conceda el mismo por ante la Excma. Cámara Departamental y en 
consecuencia revoque el auto de prisión preventiva decretado. 
 





















Los resultados fueron proclamados el 12 de julio de 2011 fue hechos después de 2 meses de realizada la  
Consulta,  y se ratificó que el Sí ganó en todas las preguntas a nivel nacional 
  
    Resultados 
        
      
          Preguntas Sí No Blancos Nulos 
 Votos Porcentaje Votos Porcentaje Votos Porcentaje Votos Porcentaje 
 Referendum 
 Pregunta 1 4,357,105 50.46% 3,356,545 38.87% 462,867 5.36% 457,859 5.30% 
 Pregunta 2 4,167,893 48.27% 3,525,832 40.84% 449,296 5.20% 491,355 5.69% 
 Pregunta 3 4,074,307 47.19% 3,616,589 41.89% 451,226 5.23% 492,254 5.70% 
 Pregunta 4 3,984,723 46.15% 3,674,727 42.56% 478,597 5.54% 496,329 5.75% 
 Pregunta 5 4,029,458 46.67% 3,622,646 41.96% 505,49 5.85% 476,782 5.52% 
 Consulta popular 
 Pregunta 6 4,023,533 46.60% 3,507,168 40.62% 672,65 7.79% 431,025 4.99% 
 Pregunta 7 3,951,787 45.77% 3,599,093 41.68% 613,088 7.10% 470,408 5.45% 
 Pregunta 8 Solamente resultados por cantones 
 Pregunta 9 3,882,379 44.96% 3,630,263 42.04% 667,397 7. 3% 454,337 5.26% 





BOLETAS DE EXCARCELACIÓN 
 













RESOLUCIONES POR EL PLENO DE TRANSICIÓN 
 
 












EL SISTEMA DE PETICIONES Y CASOS INDIVIDUALES.   Estadísticas 
1. Peticiones y casos 
Total de denuncias recibidas en el año 2010 por país. 
 
 

















































































































































































































































































































































































Total de medidas cautelares otorgadas durante el año 2010 por país. 
 
 El gráfico anterior muestra la cantidad de medidas cautelares otorgadas por país     
             durante el año 2010. 
 
 
 3.-  Informes 
 Total de informes de admisibilidad e inadmisibilidad publicados. 
 
El gráfico muestra las cifras de informes de admisibilidad e inadmisibilidad publicados durante los 
últimos catorce años.  Estos informes reflejan la decisión definitiva de la CIDH sobre el cumplimiento 
de los requisitos de admisibilidad de las peticiones. 























































































































Casos presentados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos durante el  


































Esta encuesta tiene como fin, determinar cuales es el problema sobre la aplicación de la caducidad de 
la prisión preventiva. Por tal motivo observe detenidamente las preguntas contestando con una x 
teniendo como opción SI o NO, tales resultados tienen como finalidad apoyar a esta investigación. 
Gracias. 
 
De acuerdo a esta investigación se formuló diez  preguntas para tener un conocimiento general sobre 
la caducidad de la prisión preventiva y su problemática. 
 
Esta encuesta se realiza a personas que ejercen la profesión de abogacía y administradores de 
justicia, respondiendo con SI o NO, que son las siguientes: 
 
1.-  ¿Cree usted que el plazo razonable de la prisión preventiva está bien tipificado en el Código de 
Procedimiento Penal como respaldo en un debido proceso? 
Si                               No                             Nada           
 
2.- ¿Cree usted que la prisión preventiva debería abolirse y tomar otras medidas cautelares que la 
reemplacen?  
Si                               No                             Nada           
 
3.- ¿Cree usted que los jueces son los únicos responsables de aplicar la caducidad a la prisión 
preventiva y de resolver con una sentencia bien sustanciada y contundente? 




4.- ¿Piensa usted que el Consejo de la Judicatura debería capacitar a los administradores de justicia 
para que no exista caducidad de la prisión preventiva y se pueda evitar sanciones graves como la 
destitución? 
Si                               No                             Nada           
 
5.- ¿Cree usted que la aplicación de la caducidad de la prisión preventiva va en contra de los 
principios y garantías Constitucionales? 
Si                               No                             Nada           
 
6.- ¿Cree usted que  se debería reformar el Art. 169 del Código de Procedimiento Penal? 
Si                               No                             Nada           
 
7. ¿Está de acuerdo que el Consejo de la Judicatura debería tomar sanciones drásticas  frente a la 
lealtad procesal y al debido proceso? 
Si                               No                             Nada           
 
Elaborado por: Darío Cárdenas  
